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Presentación

2009 fue el año internacional del clima. Desde su inicio, continuas e in-
tensas negociaciones se desarrollaron en el marco de Naciones Unidas, con 
el objetivo de suscribir un acuerdo multilateral en la Cumbre de Copenha-
gue de diciembre. El nuevo marco global contra el cambio climático debía 
tomar el relevo del Protocolo de Kioto a partir de 2012.

En 1997, en Kioto, los países desarrollados, Partes de la Convención 
Marco de Naciones Unidas contra el Cambio Climático, sellaron el com-
promiso de reducir para 2012 sus respectivas emisiones de gases de efecto 
invernadero en un 5,2%, con respecto a los niveles de 1990. Los Estados 
miembros de la Unión Europea (UE) decidieron en conjunto ir más allá del 
mínimo multilateral, comprometiéndose como UE a reducir sus emisiones 
en un 8%. Desde entonces, y tras el rechazo de EEUU a ratificar el Proto-
colo de Kioto, la UE ha liderado la lucha mundial contra el cambio climá-
tico, promoviendo la acción multilateral, adelantándose en la adopción de 
medidas y superando incluso los compromisos internacionales.

En esta línea de impulso, un año antes de la Cumbre de Copenhague, la 
UE dio a conocer un nuevo marco estratégico para la lucha contra el calen-
tamiento global en Europa, el denominado «paquete energía-cambio climá-
tico». El conjunto de medidas adoptadas expresa la contribución de la UE a 
una economía mundial baja en carbono y energéticamente eficiente para el 
período post-Kioto (2013-2020). Entre las acciones decididas destaca, sin 
duda, el régimen de comercio de emisiones de CO2, en aplicación desde 2005 
y que, con las modificaciones sustantivas que se introducen, seguirá siendo el 
pilar fundamental de la estrategia europea contra el cambio climático. Sobre 
la base de este mecanismo y otras actuaciones complementarias (promoción 
de energías renovables, captura y almacenamiento geológico de CO2, uso de 
biocombustibles, etc.), la UE ha asumido ante la comunidad internacional, 
como así lo sostuvo también en la Cumbre de Copenhague, el compromiso de 
reducir sus emisiones en un 20% para 2020 e, incluso, un 30%, si otros países 
desarrollados también se comprometen a un porcentaje similar.

Sin embargo, bien es sabido que la Cumbre del Clima de diciembre de 
2009 se saldó con un acuerdo de mínimos, aparentemente conseguido por 
la delegación norteamericana encabezada por el propio Presidente Barack 
Obama. Muy alejado de la insensibilidad y del escepticismo que caracte-
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rizó a la anterior Administración norteamericana, el nuevo equipo presiden-
cial consiguió, en las últimas horas de la Cumbre, arrebatar un consenso de 
las economías emergentes (China, India, Brasil y Sudáfrica) para abordar la 
amenaza del calentamiento global. Sin embargo, este impulso de liderazgo 
tuvo el efecto de dejar fuera de la negociación a la UE y sus propuestas de 
acción multilateral.

A lo largo de estos primeros meses de 2010, la comunidad internacio-
nal deberá concretar, entre otros aspectos, los compromisos respectivos de 
reducción de emisiones, así como las nuevas dotaciones financieras desti-
nadas a los países en vías de desarrollo. La nueva cita será en México, en 
diciembre de este año, donde habrá que adoptar y sellar jurídicamente los 
nuevos compromisos que se vayan acordando.

Con la oportunidad que ofrecen estas negociaciones internacionales en 
curso, la trascendencia del cambio climático como amenaza global y el pa-
pel de liderazgo ejercido por la UE, Cuadernos Europeos de Deusto, intenta 
contribuir, con este número monográfico sobre energía y cambio climático, 
a la reflexión y la comprensión de estas cuestiones, desde el enfoque in-
terdisciplinar y la diversidad profesional que aportan los distintos colabo-
radores de este ejemplar. A todos ellos, a las autoras de las habituales cró-
nicas de jurisprudencia y de actualidad europea y a la Diputación Foral de 
Bizkaia, que desde hace años nos brinda su valioso apoyo, nuestro sincero 
agradecimiento por hacer posible un número más de Cuadernos Europeos 
de Deusto.

BEATRIZ PÉREZ DE LAS HERAS
Directora de

Cuadernos Europeos de Deusto
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La energía eléctrica y el desarrollo sostenible
Luis Atienza Serna

Presidente de Red Eléctrica de España

Sumario: 1. Antecedentes.—2. La política energética en la UE.—
3. El papel de la electricidad en el desarrollo de una política energética 
sostenible.—4. La situación energética en España.—5. Retos para la inte-
gración de las energías renovables en España.—6. Soluciones a los retos 
anteriores. 

Resumen: El fuerte incremento de la demanda energética en los últimos años 
y sus problemas asociados, como son la volatilidad de los precios, el incremento de 
la dependencia energética y la aceleración del cambio climático, ha provocado una 
mayor concienciación sobre la necesidad de establecer políticas energéticas que ga-
ranticen la seguridad de suministro y al mismo tiempo contribuyan a un desarro-
llo sostenible. Estas políticas energéticas se basan fundamentalmente en el ahorro 
y la eficiencia energética por un lado, y en la integración de energías renovables en 
el mix energético por otro, con el doble objetivo de reducir las emisiones de gases 
de efecto invernadero y de aumentar la independencia energética a través del uso 
de fuentes de energía primaria autóctonas. En este contexto, la electricidad está lla-
mada a jugar un papel fundamental como principal vector que permite integrar de 
una forma útil y segura este tipo de energías. Sin embargo, en la actualidad las sin-
gulares características técnicas del suministro eléctrico no permiten un escenario 
«cien por cien renovable», e incluso condicionan la integración de una proporción 
elevada de este tipo de tecnologías, que puede dar lugar a problemas en la opera-
ción del sistema eléctrico si no se adoptan las medidas adecuadas.

Palabras clave: ahorro y eficiencia energética, desarrollo sostenible, electrici-
dad, energías renovables, seguridad de suministro.

Abstract: The strong increase of the energetic demand in the past years and its 
associate problems, such as the volatility of the prices, the increment of energetic 
dependence and the acceleration of climatic change; has provoked a major raise 
of awareness on the need to establish energetic policies that guarantee the safety of 
supply and at the same time contribute to a sustainable development. These ener-
getic policies are based fundamentally on the energetic saving and efficiency on one 
hand, and the integration of renewable energies on the «mix» on the other in order 
to reach the double objective of reducing the greenhouse gas emissions and increas-
ing the energetic independence by means of using primary native energy sources. In 
this context, electricity is called to play a fundamental role as the principal vector 
that allows to integrate this type of energies in a useful and secure way. Neverthe-
less, in the present, the singular technical characteristics of the electrical supply do 
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not allow a «hundred for hundred renewable» scene, and even determine the inte-
gration of a high proportion of this type of technologies, that may lead to problems 
in the operation of the electrical system if the suitable measures are not adopted.

Keywords: Saving and energetic efficiency, sustainable development, electric-
ity, renewable energies, supply security.

1. Antecedentes

Desde un punto de vista energético, los primeros años del siglo XXI han 
estado marcados por un crecimiento económico elevado y sostenido, espe-
cialmente en los países emergentes, que ha tenido como consecuencia un 
fuerte incremento de la demanda energética y la escalada de los precios, 
ante una oferta que a duras penas podía satisfacer esta demanda.

Por otra parte, los conflictos y las incertidumbres geoestratégicas en al-
gunos países productores y en los países de tránsito en el caso del gas1, no 
solo han contribuido a la volatilidad de los precios energéticos, sino que 
han supuesto un riesgo cierto para la seguridad del suministro, en especial 
en aquellos países con fuerte dependencia energética del exterior.

Este panorama energético se completa con la creciente preocupación 
por el cambio climático, consecuencia de la emisión de gases de efecto in-
vernadero (GEI) derivados de la actividad económica2. De acuerdo con el 
cuarto informe de evaluación del Panel Intergubernamental del Cambio Cli-
mático, de Naciones Unidas, publicado en el año 2007, «…la mayor parte 
del aumento observado del promedio mundial de temperatura desde media-
dos del siglo XX se debe muy probablemente al aumento de las concentra-
ciones de gases de efecto invernadero de origen humano».

Aunque la crisis económica desatada a partir de 2008 ha supuesto una 
ruptura en las tendencias anteriores de crecimiento de la demanda energé-
tica, de los precios de los combustibles e incluso de las propias emisiones 
de CO2, esta situación sólo se puede considerar como un alivio pasajero, con 
el consiguiente riesgo, si no se toman las medidas oportunas, de volver a la 
senda anterior en el momento que la economía dé señales de recuperación.

1 A comienzos de este año un total de 16 países, 11 de ellos europeos —entre ellos Ale-
mania, Italia y Francia—, sufrieron cortes en el suministro de gas debido al conflicto que so-
bre las tarifas de este combustible mantenían Rusia y Ucrania.

2 El protocolo de Kioto, consensuado en 1997 y auspiciado por la ONU para luchar con-
tra el cambio climático, estableció un compromiso a nivel mundial de reducción de todos los 
gases de efecto invernadero en el período 2008-2012 de un 5,2 por ciento respecto a los ni-
veles de emisiones de 1990 con el objetivo que la temperatura global del planeta no se incre-
mentase en más de 2 ºC, lo cual se consideraría explícitamente como un cambio climático.
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Gráfico 1

Consumo mundial de energía primaria

Así, según las proyecciones realizadas por la International Energy 
Agency en 2009, Gráfico 1, el consumo de energía primaria en el mundo 
en el periodo 2007-2030, si no cambian las políticas actuales, crecerá un 40 
por ciento, incluso considerando la recuperación de la senda de altos pre-
cios del petróleo y el efecto de la actual crisis financiera internacional.

En este escenario de demanda, las mismas previsiones indican que los 
combustibles fósiles participarán en un 80 por ciento en la cobertura de las 
necesidades energéticas mundiales en 2030, destacando el importante pa-
pel del carbón, que cubrirá una tercera parte del incremento total de la de-
manda. Los previsibles elevados precios de los hidrocarburos harán más 
atractivo el uso del carbón en aquellos países en vías de desarrollo y con 
abundantes reservas de este combustible. Así, en el caso concreto de China, 
este país será el responsable del 65 por ciento del incremento de su con-
sumo en el horizonte 2030, lo que contribuirá a que el consumo mundial de 
carbón se incremente en torno al 2 por ciento anual en el periodo.

Una de las consecuencias de este escenario energético continuista pre-
visto por la International Energy Agency en 2009 es que las emisiones de 
CO2 pasarán de 28 Gigatoneladas en 2007 a 40 Gigatoneladas en 2030, lo 
que podría llevar a un incremento de 6 ºC en la temperatura global de pla-
neta.
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2. La política energética en la UE

El panorama descrito anteriormente obliga a la adopción de medidas drás-
ticas en materia de política energética por parte de los países desarrollados, que 
compatibilicen el desarrollo sostenible y la necesaria seguridad del suministro.

En el campo de la sostenibilidad, los países desarrollados y en especial 
la UE, a pesar de su pérdida de peso en el consumo energético en relación 
con los países emergentes3 y del efecto que las medidas puedan tener sobre 
la competitividad de sus economías a corto plazo, deben adoptar un papel 
de liderazgo en el cambio de paradigma energético, tanto por su responsa-
bilidad histórica en el problema del cambio climático, como por ser los úni-
cos que disponen de los recursos tecnológicos y financieros necesarios para 
liderar este cambio. Dicho de otra forma, aunque no hay garantías de que 
las actuaciones de los países desarrollados sirvan para marcar la senda a los 
países emergentes, lo que sí es totalmente seguro es que estos últimos no 
harán nada si los primeros no toman la iniciativa.

Por otro parte, no se debe olvidar que la adopción de políticas energéti-
cas sostenibles basadas en el ahorro y la eficiencia energética y en la utili-
zación de recursos autóctonos renovables no sólo contribuye a fortalecer el 
otro pilar de la política energética, que debe ser la seguridad de suministro, 
sino que también supone un ahorro en las rentas transferidas a los países ex-
portadores4 y la consiguiente creación de un nicho de desarrollo industrial y 
económico para los países desarrollados.

En la actualidad la política energética de la UE, definida en la Comuni-
cación de la Comisión al Consejo Europeo y al Parlamento Europeo, de 10 
de enero de 2007, «Una política energética para Europa», se sustenta en tres 
pilares:

— Competitividad
— Sostenibilidad
— Seguridad de suministro
El aumento de la competencia a través de la consecución de un autén-

tico Mercado Interior de la Energía siempre se ha considerado como un ele-
mento básico de la política energética de la UE. En efecto, sólo a través de 

3 El consumo de energía primaria de China, Brasil y Rusia ha pasado de representar el 12 
por ciento del total mundial en 1990 al 24% en la actualidad. 

4 España necesitó importar cerca de 45.000 millones de euros de productos energéticos 
para satisfacer su demanda de energía. Esto significa que, por ejemplo, toda la renta que ge-
neró el año pasado una industria tan importante en nuestro país como la del automóvil (fabri-
cantes, industria de componentes, concesionarios, etc…) es prácticamente la que se transfirió 
a los países productores de energía.
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un mercado energético totalmente competitivo y transparente se podrá ga-
rantizar el acceso a la energía a todos los agentes de la UE en condiciones 
de igualdad, asegurar las inversiones necesarias en el sector energético para 
hacer frente a la demanda y reducir los riesgos de desabastecimiento. Desde 
principios de la década de los noventa y hasta muy recientemente, los ma-
yores esfuerzos en política energética de la UE siempre estuvieron centra-
dos en la consecución de este Mercado Interior de la Energía5.

En relación con la sostenibilidad, la preocupación de la UE se orientó 
en primer lugar a las medidas de ahorro y eficiencia en el uso final de la 
energía6, estableciéndose en el Consejo Europeo de Primavera de 2006 un 
objetivo de ahorro de energía en 2020, respecto a las proyecciones de con-
sumo, del 20 por ciento.

Posteriormente, en el Consejo Europeo de Primavera de 2007 se acordó 
ampliar los objetivos en materia de sostenibilidad y se adoptó una nueva 
política más ambiciosa, cuyos elementos principales, también a ser alcan-
zados en 2020, además del ya establecido en 2006 de un ahorro del 20 por 
ciento de energía primaria, fueron los siguientes.

— Una participación del 20 por ciento de las energías renovables en el 
consumo de energía final.

— Una participación del 10 por ciento de los biocarburantes en el trans-
porte.

— Una reducción de las emisiones del 20 por ciento respecto a niveles 
de 1990.

Consecuencia de los acuerdos anteriores, en abril de 2009 la UE publicó 
el llamado Paquete Verde. Este paquete consta de una Directiva7 encaminada 
exclusivamente al fomento de las fuentes de energía renovables, que incluye 
como objetivo de obligado cumplimiento el establecido por el Consejo Eu-
ropeo de Primavera de 2007 anteriormente señalado, que el 20 por ciento del 
consumo de energía final provenga en 2020 de fuentes de energía renovables.

Este 20 por ciento se ha repartido entre todos los estados miembros de 
la UE en función de la cuota de participación de las energías renovables en 
el consumo final de energía de cada país en el año 2005 ponderada por su 

5 En 1996 se publicó la Directiva 96/92/CE sobre normas comunes del mercado interior, 
que fue modificada posteriormente por la Directiva 2003/54/CE. En septiembre de 2009 se ha 
publicado lo que se ha dado en llamar comúnmente como el Tercer Paquete Legislativo sobre 
el mercado interior de la electricidad y el gas de la UE que incluye la Directiva 2009/72/CE y 
los reglamentos 714/2009 y 413/2009. 

6 Directiva 2005/32/CE, sobre requisitos de ecodiseño para aparatos eléctricos y Direc-
tiva 2006/32/CE sobre la eficiencia del uso final de la energía y los servicios energéticos.

7 Directiva 28/CE/2009, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes re-
novables y por la que se modifican y se derogan las Directivas 2001/77/CE y 2003/30/CE.
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PIB. El objetivo individual impuesto para España en 2020 coincide exacta-
mente con la media europea del 20 por ciento8.

Respecto al objetivo de reducción de las emisiones en un 20 por ciento 
respecto a niveles de 1990, el Paquete Verde incluye una Decisión9 que fija 
la contribución mínima de cada Estado Miembro10 al cumplimiento del 
compromiso de la Comunidad de reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero para el período comprendido entre los años 2013 a 2020, 
así como una Directiva11 que mejora y amplia la antigua Directiva que re-
gulaba el Régimen Comunitario de Comercio de Derechos de Emisión.

En cualquier caso, el actual objetivo de reducción de emisiones de la 
UE para 2020 se debe considerar, tal y como se recoge en los considerandos 
de la Decisión 409/2009/CE, como un acuerdo de mínimos que deberá ser 
modificado en función de los acuerdos que se tomen a nivel mundial contra 
el cambio climático próximamente en Copenhague.

En efecto, el Protocolo de Kioto firmado en 1997, que orientó las de-
cisiones de política energética europea, expirará en 2012 y actualmente se 
está desarrollando la negociación internacional para llegar a un acuerdo glo-
bal contra el cambio climático, que debe culminar con la firma del mismo 
en Copenhague en diciembre de este año.

En el seno de la actual negociación, el objetivo a largo plazo sería la re-
ducción de las emisiones globales en un 50 por ciento en 2050 respecto a 
1990. La consecución de este objetivo pasaría por un paso intermedio de re-
ducción para 2020, que estaría entre el 25 y el 40 por ciento respecto a los 
niveles de 1990 para los países desarrollados, lo que supondría en el caso 
de la UE revisar al alza los compromisos actuales.

3.  El papel de la electricidad en el desarrollo de una política energética 
sostenible

Como se ha visto anteriormente, la política energética de los países de-
sarrollados pasa por emprender actuaciones destinadas a garantizar la soste-

 8 En 2008 el 9,14 por ciento de la energía final consumida en España provenía de ener-
gías renovables 

 9 Decisión 406/2009, sobre el esfuerzo de los Estados miembros para reducir sus emi-
siones de gases de efecto invernadero a fin de cumplir los compromisos adquiridos por la Co-
munidad hasta 2020.

10 Para España se fija una reducción del 10 por ciento respecto al nivel de emisiones del 
2005.

11 Directiva 29/CE/2009, por la que se modifica la Directiva 2003/87/CE para perfeccio-
nar y ampliar el régimen comunitario de comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero.
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nibilidad y la seguridad del suministro. Estas actuaciones se centran priori-
tariamente en el fomento del ahorro y la mayor eficiencia energética y en la 
sustitución en el mix energético de los combustibles fósiles por otras fuen-
tes primarias de energía que produzcan bajas emisiones de gases de efecto 
invernadero.

Respecto a los combustibles fósiles, la sustitución del gas y el petróleo 
resulta estratégica no solo por la reducción de las emisiones asociadas, sino 
también por su contribución a la seguridad de suministro, en la medida que 
esta sustitución llevará aparejada una menor dependencia respecto a unos 
combustibles con reservas limitadas y con una elevada concentración en aé-
reas geográficas conflictivas.

En cuanto a la sustitución del carbón, la situación es radicalmente dife-
rente debido a la existencia de grandes reservas y a su amplia distribución 
geográfica, especialmente en algunos de los países emergentes como China, 
lo que hará difícil que estos países renuncien a su utilización. Por otra parte, 
los potenciales avances que se puedan lograr en los próximos años en las 
tecnologías de captura y confinamiento de CO2, pueden hacer de este com-
bustible una fuente energética con amplio recorrido inclusive en los países 
desarrollados.

En este contexto energético, todos los sectores tienen un papel que ju-
gar si bien, desde un punto de vista económico, es necesario determinar 
en cuáles de ellos es posible reducir las emisiones sin que ello conlleve un 
coste desorbitado. Es aquí donde la electricidad esta llamada a desempeñar 
un papel fundamental por sus características, tanto desde el lado de la oferta 
como de la demanda.

Desde el lado de la demanda nos encontramos con una sociedad cada 
vez más «electrodependiente» tanto en lo que se refiere a la cantidad como 
a la calidad del suministro eléctrico. De la misma forma que primero el car-
bón y después el petróleo movieron la revolución industrial, la energía eléc-
trica es el motor de la nueva era de las tecnologías de la información y la 
comunicación. Esta revolución tecnológica, que lleva asociada una mayor 
demanda de electricidad y de más calidad, también ha supuesto un impor-
tante incremento de la eficiencia en el consumo energético en otros sectores 
industriales, consecuencia de la introducción de la electrónica y la sustitu-
ción de muchos de los antiguos procesos de control analógicos por los digi-
tales.

Por otro parte los nuevos desarrollos industriales, originados por nue-
vas demandas sociales o por las preocupaciones medioambientales, están 
provocando una mayor penetración de la electricidad en el mix energético. 
Este es el caso de los nuevos usos intensivos de la electricidad en el campo 
del transporte (trenes de alta velocidad o coches eléctricos), así como su 
creciente uso para desalación de aguas o en la climatización.
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Este uso cada vez más intensivo de la electricidad en la industria y los ho-
gares permite mayores márgenes de mejora desde el punto de vista del ahorro 
y la eficiencia energética, por ejemplo, en el campo de la iluminación, con la 
sustitución de las lámparas incandescentes por las de bajo consumo en la ac-
tualidad y por los LED en el futuro, en el campo de la climatización, con nue-
vas normas sobre aislamiento de edificios o a través del etiquetado energético.

Por el lado de la oferta, nos encontramos con que la electricidad es el 
único vector energético que permite compatibilizar las políticas de sosteni-
bilidad y seguridad de suministro con una demanda cada vez más exigente. 
En este sentido es importante destacar:

— La energía eléctrica permite integrar diferentes fuentes de energía 
primaria como es el gas, la energía nuclear, las energías renovables 
o el carbón, lo que supone una mayor diversificación del suministro 
energético y por tanto mayores garantías en cuanto a la seguridad del 
suministro.

— Es el único medio a través del cual se puede integrar en el mix ener-
gético la energía procedente del sol, el viento o el mar.

— La energía eléctrica permite la integración segura de las energías re-
novables debido a la flexibilidad de las tecnologías de generación 
que deben servir de respaldo a las fuentes renovables como conse-
cuencia de su complicada gestionabilidad.

En resumen, el cumplimiento de los objetivos de política energética, en 
lo que se refiere a la utilización de fuentes renovables, debe pasar necesa-
riamente por:

— La sustitución de los combustibles fósiles por la energía eléctrica en 
los diferentes usos finales, tanto en la industria como en el transporte 
(trenes de alta velocidad y coches eléctricos).

— Una mayor penetración de las energías renovables en la producción 
de electricidad.

Sin embargo y suponiendo que los recursos renovables disponibles en 
un país permitieran su abastecimiento eléctrico, hoy en día la tecnología 
disponible no permite una opción «cien por cien renovable». Incluso la in-
tegración de un contingente importante de este tipo de tecnologías puede 
suponer un reto para una operación segura del sistema eléctrico y un coste 
económico para la sociedad en su conjunto que es necesario valorar. Este 
coste económico no se refiere únicamente a las ayudas directas a estas ener-
gías, algunas de las cuales podrán ser competitivas en el futuro una vez que 
estén maduras las tecnologías, sino también al coste asociado a la necesidad 
de disponer de un equipo generador de respaldo para operar de forma se-
gura el sistema eléctrico.

42 Cuadernos Europeos.indd   2242 Cuadernos Europeos.indd   22 5/3/10   11:20:355/3/10   11:20:35



La energía eléctrica y el desarrollo sostenible Luis Atienza Serna

Cuadernos Europeos de Deusto
ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs.  15-40 23

4. La situación energética en España

El panorama energético español de los últimos 10 años se ha caracteri-
zado por:

— El fuerte crecimiento experimentado por la demanda energética en 
relación con los países de nuestro entorno, consecuencia de nuestro 
mayor crecimiento económico y de nuestra mayor intensidad energé-
tica.

— La fuerte dependencia energética del exterior respecto a la media eu-
ropea.

— La decidida apuesta por la liberalización de los sectores energéticos 
(eléctrico, gasista e hidrocarburos), en línea con las directrices de la 
UE, ya comentadas anteriormente.

— La fuerte penetración de las energías de origen renovable, en espe-
cial la energía eólica y en los últimos años la solar.

Entre 1996 y 2008 el consumo de energía primaria en España aumentó 
en un 41 por ciento. En este mix energético hay que destacar el peso de los 
combustibles fósiles y su evolución en el periodo. En el Gráfico 2 se puede 
observar como se ha pasado de un mix energético dominado por el petróleo 
en 1996 a un mix energético más diversificado en 2008, con un incremento 
del peso del gas y de las energías renovables que prácticamente duplican su 

Estructura consumo energía 
primaria 1996

Estructura consumo energía 
primaria 2008

Carbón 
9,7%

Petróleo 
47,6%

Gas 24,3%

Hidraúlica 
1,5%

Nuclear
10,8%

Otras renovables 
6,2%

Carbón  
16,2%

Petróleo 
56,7%

Gas 8,6%

Hidráulica + 
eólica + fotovoltaica

3,6%
Nuclear 
15,0%

Nota:  En 1996 Carbón incluye R.S.U. y otros combustibles sólidos que en 2008 están en 
renovables.

Fuente: La energía en España 2008, MITYC,
Gráfico 2

Evolución del consumo de energía primaria en España
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peso como consecuencia de la decidida apuesta por parte del Gobierno por 
este tipo de tecnologías.

Sin embargo, es importante destacar que a pesar del crecimiento de las 
energías renovables en el mix energético, esto no ha supuesto una dismi-
nución del peso de los combustibles fósiles ya que el fuerte crecimiento de 
la demanda energética y el estancamiento de la energía nuclear han mante-
nido el peso de los combustibles fósiles en torno al 81 por ciento en el pe-
riodo.

Las consecuencias de lo anterior son evidentes. Por un lado, y dado la 
falta de recursos fósiles autóctonos, la dependencia de nuestro país del exte-
rior se sitúa alrededor del 80 por ciento, por encima de la media del 54 por 
ciento de los países europeos. Por otro lado, la dependencia de estos com-
bustibles y el fuerte crecimiento de la demanda energética ha traído como 
consecuencia el incumplimiento de los acuerdos de Kioto, con una desvia-
ción en 2006 del 34,5 por ciento respecto al objetivo fijado para nuestro 
país.

En lo que se refiere al sector eléctrico, habría que destacar el fuerte in-
cremento de la demanda de electricidad en el periodo 1996-2008 que al-
canzó el 68,5 por ciento. En este mismo periodo, la demanda punta del sis-
tema, que es la que determina en último término las inversiones necesarias 
en equipo de generación y transporte, creció un 77 por ciento.

Por el lado de la generación, además del importante esfuerzo inversor 
que para las empresas ha supuesto el desarrollo del parque generador nece-
sario para cubrir el incremento de la demanda, habría que destacar el cam-
bio en el mix de tecnologías, tal y como se puede ver en el Cuadro 1.

En relación con la cobertura de la demanda por tecnologías, en el Cua-
dro 2 se puede observar cual ha sido la evolución y como en la actualidad 
más del 50 por ciento de la producción se produce con gas y renovables, 
que en 1996 eran marginales.

En este cambio del mix energético, además de la sustitución del fuel 
y el carbón por el gas natural habría que destacar la fuerte penetración de 
la energía eólica, que ha pasado de los 200 MW instalados en 1996 a los 
17.716 MW actuales, y de la solar fotovoltaica, que ha pasado de práctica-
mente cero en 2006 a 3.400 MW en la actualidad. Este último valor ha su-
perado ampliamente el objetivo de 400 MW marcado para esta tecnología 
en el Plan de Energías Renovables para el horizonte 2010.

El incremento de la potencia instalada respeto de los objetivos estable-
cidos en el PER no es fruto de la casualidad, sino del decidido impulso que 
desde los diferentes Gobiernos se ha dado a este tipo de energías mediante 
la adopción, entre otras medidas, de una serie de regulaciones específicas 
encaminadas a proporcionar un marco de retribución adecuado que incen-
tive la inversión.
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Actualmente el Gobierno está desarrollando otro nuevo PER 2011-2020 
que recogerá los nuevos objetivos planteados en el Paquete Verde publicado 
por la UE y que debe permitir el cumplimiento del compromiso español en 
2020, de forma que las fuentes renovables representen el 20 por ciento del 
consumo de energía final, incluido el compromiso de que asciendan al 10 
por ciento en el transporte. El cumplimiento del objetivo anterior exige que 
el peso de las energías renovables en la generación eléctrica alcance al me-
nos 40 por ciento en 2020, lo que requerirá un incremento de la capacidad 
instalada de energías renovables del 18 por ciento en promedio anual du-
rante los próximos 12 años.

Algunas previsiones adelantan que para 2020 podrá haber instalados 
más de 40.000 MW eólicos, entre terrestres y marinos, más de 10.000 MW 
fotovoltaicos y 5.000 MW termosolares. El Real Decreto 1.578/2008 que 
regula la retribución y pre-registro de instalaciones fotovoltaicas establecía 
una senda de incorporación de nueva potencia que conllevaba alcanzar los 
11.500 MW en 2020. Sin embargo, la Asociación de la Industria Fotovol-
taica, en su informe anual del año 2009, estima que la rentabilidad de esta 
tecnología para el consumidor doméstico, sin ningún tipo de ayuda para la 
misma y por tanto excluida de lo regulado por el Real Decreto, se alcanzará 
bastante antes, abriéndose un camino para alcanzar hasta 20.000 MW insta-
lados en 2020.

5. Retos para la integración de las energías renovables en España

Como se ha visto anteriormente, el cumplimiento de los objetivos de 
política energética pasa por una mayor participación de las energías reno-
vables en el mix energético, en la medida que son fuentes autóctonas y no 
emisoras de gases efecto invernadero, por lo que contribuyen al doble obje-
tivo de la seguridad de suministro y desarrollo sostenible.

Desafortunadamente, estas fuentes, salvo algunas excepciones12, no 
pueden ser utilizadas como energías finales y su aprovechamiento sólo será 
posible en la medida que pueden ser integradas en el sistema de producción 
eléctrico, como es el caso de las energías eólica y la solar.

Sin embargo, con el estado actual de la tecnología, una opción «cien 
por cien renovable» no es posible e incluso la integración de una propor-
ción elevada de este tipo de energías, como es en el caso español el objetivo 
de una producción del 40 por ciento de energía eléctrica a partir de fuentes 

12 Sería el caso de la solar térmica para calefacción y agua sanitaria, los biofueles en el 
transporte o la aplicación de la biomasa, los residuos sólidos urbanos y agrícolas para la pro-
ducción directa de calor en algunas aplicaciones industriales.
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renovables en 2020, supone un importante desafío para la operación del sis-
tema eléctrico, consecuencia de la necesidad de operar una gran cantidad de 
potencia instalada poco gestionable13 debido a su fuerte variabilidad y baja 
previsibilidad, como es el caso de la energía eólica y la solar.

En concreto, los principales retos que para la operación del sistema su-
pone esta elevada integración de generación eólica y solar son los siguientes:

Imposibilidad de almacenar la energía eléctrica de forma eficiente
Desde el punto de vista de la satisfacción de la demanda, las principa-

les diferencias entre el suministro eléctrico y otras actividades industria-
les están en la dificultad para diferir el consumo (necesidad de equilibrar la 
oferta y la demanda en tiempo real) y en la falta de un medio eficiente que 
permita almacenar la electricidad cuando esta sea excedentaria y que permi-
tiese verter la energía al sistema en los momentos de mayor necesidad, las 
horas punta. Esto evitaría la necesidad de disponer de una potencia insta-
lada que sea al menos igual a la máxima demanda del sistema prevista, para 
evitar la falta de suministro14.

En el caso de un parque de generación con un gran peso de energías re-
novables, la ausencia de medios de almacenamiento se hace aun más crí-
tica, puesto que la variabilidad en la disponibilidad del recurso renovable 
implica la necesidad de respaldo por parte de otras tecnologías para garanti-
zar la cobertura de la punta de demanda del sistema.

En caso de disponer de elementos de almacenamiento, la energía de ori-
gen renovable podría ser almacenada cuando el recurso primario, el viento 
o el sol, estuviera disponible en exceso o cuando por motivos de seguridad 
en la operación del sistema no pudiera ser integrado en el sistema eléctrico, 
evitándose así la necesidad de una sobre instalación de equipo generador.

Sin embargo, la tecnología de los sistemas de almacenamiento de ener-
gía, con la excepción del tradicional almacenamiento por bombeo, dista de 
ofrecer soluciones económicamente viables en el corto plazo, si bien, y en un 
futuro próximo, la tecnología termosolar puede ofrecer la opción del almace-

13 Consecuencia del bajo factor de utilización de estas energías (2.000 horas anuales en 
caso de la eólica y 1.600 horas anuales en caso de la solar) el cumplimiento de los objetivos 
de política energética exigirá la instalación de un parque generador eólico y solar de unos 
57.000 MW en 2020.

14 En un sistema eléctrico, si se quiere evitar el corte de suministro en algún momento, 
es necesario tener siempre más potencia disponible que el máximo de demanda prevista, pues 
hay que tener en cuenta la indisponibilidad de las unidades de generación, bien por problemas 
mecánicos o por falta de materia prima (p.e., problemas en el suministro de gas o en el caso 
de las renovables falta del recurso renovable —agua, viento o sol—) y los errores en las pro-
pias previsiones (p.e. olas de frio o calor).
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namiento de energía en forma de energía térmica en sales fundidas, la cual 
puede ser interesante en el caso español, en el que la punta de demanda de 
invierno se produce aproximadamente una hora después de la puesta de sol.

De cara a un futuro más lejano, se podría utilizar la capacidad de alma-
cenamiento distribuido en baterías con alta capacidad de almacenamiento, 
como es el caso de las baterías de flujo, que permiten almacenar varios 
MWh, e inclusive las baterías de los coches eléctricos no sólo como una 
herra mienta para el aplanamiento de la curva de carga, sino también como 
un sistema de almacenamiento reversible que pudiera verter la energía al 
sistema en momentos de necesidad.

Escasa interconexión internacional
Las interconexiones internacionales son, además de un mecanismo im-

prescindible para el desarrollo de los mercados de energía, una herramienta 
de seguridad del sistema, en tanto que proporcionan la capacidad de apo-
yarse en la fortaleza de la red eléctrica europea en situaciones de desequili-
brio entre la demanda y la generación.

Unas interconexiones internacionales potentes facilitan una mayor inte-
gración de las energías renovables, al permitir la absorción de las puntas de 
producción, evitando vertidos en ausencia de capacidad de almacenamiento, 
y sirven de apoyo en situaciones de emergencia consecuencia de pérdidas 
de generación en incidentes causados por la no adecuación del parque gene-
rador al «hueco de tensión».

Vertidos de energía
La consecuencia directa de la falta de capacidad de almacenamiento y 

de una interconexión internacional potente, que permitan absorber los exce-
sos de producción, es el desaprovechamiento o vertido de estos excedentes 
al no poderse integrar en el sistema.

Estos vertidos se producirán cuando el total de la generación renovable 
más la suma de la energía de régimen ordinario que es necesaria tener aco-
plada por motivos de seguridad es inferior a la demanda total, incluidas las ex-
portaciones y el consumo en bombeo, situación que se refleja en el Gráfico 3.

Esta situación se producirá más frecuentemente cuanto mayor sea la ca-
pacidad instalada de energías renovables en relación con los consumos en 
los períodos valle del sistema.

Así, por ejemplo en España, con una capacidad instalada de energías re-
novable en 2016 del orden de 44.000 MW entre eólica, solar y minihidráu-
lica, los vertidos previstos de acuerdo con diferentes escenarios estarían en-
tre 400 y 4.000 GWh anuales, principalmente durante las noches y los fines 
de semana, lo que supone entre el 2,5 y el 9 por ciento de las horas.
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Fuente: Red Eléctrica de España
Gráfico 3

Balance de potencia y vertido eólico 15/11/2009

Gestión de la variabilidad y menor predictibilidad de la energía
En la actualidad en España se encuentran instalados 17.700 MW de 

energía eólica, 3.400 MW de energía fotovoltaica y 300 MW de termoso-
lar, que hasta 30 octubre de 2009 han generado 33.050 GWh, con los que 
se ha cubierto un 16 por ciento del total de la demanda del período. Aunque 
en términos anuales la producción con estas fuentes es bastante estable, su 
variabilidad a lo largo de un periodo de tiempo resulta muy grande, como 
se puede observar para las producciones horarias y diarias eólicas durante 
2009, Cuadro 3.

Cuadro 3
Producciones diarias y horarias eólicas extremas en 2009

Máximo Mínimo
MWh Fecha MWh Fecha

Diario 251.543 8/11/2009 17.375 30/09/2009
Horario  11.429 8/11/2009

14-15 h.
   168  1/07/2009

9-10 h.
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Por otra parte, en el caso español durante aproximadamente 400 horas 
al año la potencia eólica disponible resulta inferior al 5 por cien de la capa-
cidad instalada, es decir que de los 17.700 MW instalados sólo estarán dis-
ponibles en esas horas 900 MW. Este dato es necesario tenerlo en cuenta a 
la hora de preparar y programar la cobertura de la punta de demanda ya que 
puede suceder, y de hecho sucede, que la punta se produzca precisamente 
en esas horas.

Esta variabilidad, junto con la falta de fiabilidad en la predicción y la li-
mitación de medios de almacenamiento de electricidad, obliga a disponer 
de un parque generador más flexible y un sistema eléctrico con mayor mar-
gen de cobertura y con un funcionamiento de los grupos alejado del óptimo 
técnico (funcionamiento a mínimo técnico o ciclos de parada-arranque no 
deseados).

Oferta dispersa geográficamente y fragmentación de la propiedad
A diferencia de la generación térmica convencional, que tiene carácter 

concentrado y en ocasiones cercano a los propios centros de consumo, la 
energía eólica y solar presenta un carácter disperso geográficamente en el 
territorio y un menor tamaño medio por unidad.

Una de las principales implicaciones de este carácter disperso de las 
energías renovables es la necesidad de mayores desarrollos de red para co-
nectar las centrales a la red de transporte, y el refuerzo de la existente al ob-
jeto de poder acomodar la variación de los flujos que se pueden producir en 
la generación.

Por otra parte, la operación de un gran número de plantas generado-
ras supone un problema adicional para el operador del sistema en su ges-
tión diaria, consecuencia de la mayor información a manejar y del mayor 
número de interlocutores. A lo anterior habría que añadir, en algunos casos, 
el desconocimiento de la problemática y características de la operación del 
sistema eléctrico por parte de algunos propietarios.

Vulnerabilidad ante el hueco de tensión
En los inicios del desarrollo de la energía eólica, los aerogeneradores 

eran máquinas de reducida potencia (150 kW y menores), que se conecta-
ban a las redes de distribución. Ante un cortocircuito en la red y el consi-
guiente «hueco de tensión15», los aerogeneradores podían producir pertur-
baciones en la red de distribución con el consiguiente efecto para la misma 

15 El hueco de tensión es una reducción drástica de la tensión en la red durante un corto 
periodo de tiempo después de un incidente, recuperándose posteriormente su nivel normal.
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y los clientes conectados a ella. Por ello, dada la reducida potencia y el ca-
rácter local de la misma se consideró conveniente la desconexión de los 
mismos ante este tipo de perturbaciones.

Una vez recogida esta obligación en la regulación, y con la genera-
lización de la utilización de la electrónica de potencia (con el objeto de 
aprovechar mayores rangos de variación de velocidad del viento), los fa-
bricantes optimizaron sus modelos con lo que todos los generadores se di-
señaron para desconectarse y protegerse ellos mismos durante este tipo de 
incidentes.

Dicho comportamiento, exigido por la regulación del momento, no fue 
un problema mientras la potencia eólica suponía una pequeña proporción 
respecto al total de la potencia instalada. Sin embargo en la actualidad, en 
que el parque eólico supone en ocasiones un importante porcentaje del total 
de la generación, un incidente de este tipo que supusiera una desconexión 
de una parte importante del parque eólico podría dar lugar a un apagón ge-
neralizado. De hecho, el sistema español ha sufrido por este motivo la pér-
dida instantánea de hasta 1.100 MW, el equivalente a un grupo nuclear, en 
varias ocasiones, sin que hasta hora se hayan producido mayores conse-
cuencias.

Esta situación puede repetirse en el caso de la fotovoltaica ya que ac-
tualmente la regulación no obliga a estas instalaciones a estar preparadas 
para soportar el hueco de tensión.

No provisión al sistema de servicios complementarios
La potencia prevista para el 2020 de instalación de tecnologías renova-

bles basadas en electrónica de potencia dará lugar a escenarios frecuentes 
donde la producción con este tipo de instalaciones superará a la producción 
con generación convencional (generadores síncronos).

Dichos escenarios representan una revolución conceptual respecto de lo 
que entendemos como un sistema eléctrico síncrono y sus características de 
funcionamiento, ya que el desplazamiento masivo de la generación síncrona 
por la generación basada en electrónica de potencia supondrá una disminu-
ción en la oferta de los servicios complementarios y de las prestaciones que 
ésta aporta al Sistema (control de tensión dinámico y estático, regulación 
frecuencia-potencia, aportación a la corriente de cortocircuito…), con lo 
que ello supone de dificultad para operar el sistema.

Hueco térmico
Independientemente de los problemas técnicos que para el funciona-

miento del equipo térmico implica la existencia de una elevada proporción 
de potencia instalada de energías renovables (funcionamiento a mínimo téc-
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nico o ciclo de paradas y arranques), existen otros problemas de carácter 
económico para los que hay que buscar una solución si se quiere mantener 
los índices de calidad a los que estamos acostumbrados.

La necesidad de una capacidad térmica instalada que sirva de respaldo a 
la generación renovable, implica la realización de inversiones que deben ser 
recuperadas con una tasa de rentabilidad.

En un modelo de mercado eléctrico como el actual, la recuperación de 
la inversión de las centrales se produce exclusivamente a través de la ener-
gía vendida en el mercado. Así, una mayor integración de renovables junto 
con una moderación en el crecimiento de la demanda puede dar lugar a una 
disminución del número de horas disponibles para el funcionamiento del 
equipo térmico, »hueco térmico», por debajo del umbral de rentabilidad, in-
cluso en el caso de que los precios en esas horas de funcionamiento fueran 
muy elevados. Esta situación puede desincentivar las inversiones que debe-
rían permitir alcanzar el grado de cobertura necesario para la gestión de un 
sistema con una alta penetración de energías renovables.

6. Soluciones a los retos anteriores

El pleno potencial de las energías renovables pasa por el desarrollo de 
tecnologías de almacenamiento que permitan una mayor gestionabilidad 
de la energía disponible. Mientras llega ese momento, y para aprovechar 
al máximo las ventajas de las energías renovables, es necesario llevar a 
cabo otro tipo de actuaciones que implican la adopción de soluciones tanto 
de carácter técnico como regulatorio, algunas de las cuales ya se están to-
mando en la actualidad y otras se deberán implementar en el futuro inme-
diato.

Una primera medida a adoptar es dejar de considerar a estas ener-
gías como marginales y «exóticas» y tratarlas, en la medida de lo posible 
y teniendo en cuenta sus particulares características, de forma similar a las 
energías convencionales. Esto pasa por establecer obligaciones relacionadas 
con:

— El cumplimiento de requisitos técnicos tanto de conexión a la red 
como de operación.

— La comunicación y puesta a disposición del operador del sistema de 
información en tiempo real.

— El cumplimiento de las instrucciones del operador del sistema.
Para garantizar la seguridad de un sistema eléctrico donde las energías 

renovables representan un porcentaje importante, el operador del sistema 
precisa una interlocución en tiempo real con los generadores que le permita 

42 Cuadernos Europeos.indd   3242 Cuadernos Europeos.indd   32 5/3/10   11:20:375/3/10   11:20:37



La energía eléctrica y el desarrollo sostenible Luis Atienza Serna

Cuadernos Europeos de Deusto
ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs.  15-40 33

conocer las condiciones y variables de funcionamiento de éstos, así como 
emitir las instrucciones necesarias que han de ser debidamente cumplidas 
por las instalaciones de generación.

Debido al elevado número de generadores presentes en el sistema eléc-
trico español, una interlocución segura y eficaz entre Red Eléctrica y los 
generadores requiere la integración o adscripción de éstos a Centros de 
Control de Generación (CCG), ya sean dedicados a generación de régimen 
especial o de otro tipo. Los CCG deben estar provistos de una adecuada 
conexión con los centros de control de Red Eléctrica, así como con la su-
ficiente capacidad de control, mando y seguimiento sobre la generación a 
ellos adscrita.

En este sentido es importante destacar la creación por parte de Red 
Eléctrica de España, en junio de 2006, de un centro de control específico 
para la supervisión y control de las instalaciones del régimen especial de 
potencia superior a 10 MW (energías renovables y cogeneración): el Cen-
tro de Control para Régimen Especial (CECRE), experiencia pionera en 
el mundo. Esta unidad, asociada al centro de control eléctrico (CECOEL), 
asegura la interlocución con los CCG, que cuentan con el enlace y la capa-
cidad de mando sobre la generación adscrita a los mismos.

CCG: Centro de Control de Generación (Convencional —con— o Rég. Especial —esp—)
E: Enlace (Iccp)

Gráfico 4
Funcionamiento del CECRE
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Entre las funciones principales asignadas al CECRE se pueden destacar:
— Interlocución única en tiempo real con el CECOEL y con los Des-

pachos Delegados, encargados de telemandar las instalaciones en el 
caso de la generación de régimen especial.

— Recibir información sobre las unidades de producción necesaria para 
la operación en tiempo real y remitirlos al CECOEL.

— Satisfacer la necesidad de supervisión y control de todos los genera-
dores, mediante su agrupación en Centros de Control de Generación 
y coordinar a los mismos.

— Sustituir las hipótesis de producción simultánea de energía en una 
zona, necesariamente conservadoras, por control de la producción 
real.

— Recibir en tiempo real la información relevante para realizar el se-
guimiento y gestión correcta del sistema eléctrico

— Enviar las consignas de producción máxima por nudo, determinadas 
en función de los posibles efectos sobre el sistema de la pérdida de 
producción eólica por contingencias en el sistema, que a su vez son 
función de la capacidad de interconexión con Francia.

— Coordinar los planes de mantenimiento de las instalaciones de la red 
de transporte con el mantenimiento de las instalaciones de conexión 
y las de generación, minimizando la afección a los generadores.

— Realizar la captación de programas de generación gestionable y pro-
porcionar previsiones de generación no gestionable (eólica).

En cualquier caso, la creación del CECRE es un primer paso para la in-
tegración de una mayor cantidad de energía renovable, que se deberá com-
pletar, tal y como se ha dicho anteriormente, si se pretende llegar al 40 por 
ciento de electricidad de origen renovable previsto para 2020, con otras me-
didas tanto de tipo técnico como regulatorio, entre las que habría que desta-
car las siguientes:
Gestión de la demanda

Tradicionalmente en el sector eléctrico ha sido la oferta la que se ha 
adaptado en tiempo real a la demanda. En el futuro, si se desea una mayor 
integración del recurso renovable, será necesario disponer no sólo de un 
equipo térmico de respaldo más flexible y de mayor capacidad de almace-
namiento e interconexión internacional, sino también de una demanda que 
se pueda adaptar a las variaciones de la oferta.

Ante una oferta cada vez menos gestionable, será necesario desarrollar 
herramientas de gestión de la demanda que permitan a los clientes tomar 
decisiones de consumo alineadas con la seguridad del sistema. Esto implica, 
además de mercados más transparentes que reflejen el valor de la energía en 

42 Cuadernos Europeos.indd   3442 Cuadernos Europeos.indd   34 5/3/10   11:20:375/3/10   11:20:37



La energía eléctrica y el desarrollo sostenible Luis Atienza Serna

Cuadernos Europeos de Deusto
ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs.  15-40 35

cada momento, de forma que los agentes puedan maximizar el bienestar to-
tal, una concienciación y un compromiso por parte de la sociedad en gene-
ral con las políticas energéticas sostenibles.

Lo anterior, aparte de medidas regulatorias, exige el impulso en la im-
plantación de medios técnicos que permitan el flujo de información bidirec-
cional entre los consumidores y los operadores del sistema.

Para ello será necesario la implantación de sistemas de medidas y re-
des inteligentes que puedan ser utilizados tanto por los clientes para tomar 
las decisiones de consumo en función del precio de la energía, como por los 
operadores del sistema para conocer los parámetros de consumo y aplicar 
las actuaciones de gestión de la demanda pactadas con los clientes, que no 
necesariamente tendrán que ser grandes consumidores como sucede en la 
actualidad.
Flexibilidad del parque de generación

Entre los inconvenientes que presentan las energías renovables se en-
cuentran, por un lado la variabilidad de la producción a lo largo de un pe-
riodo de tiempo y por otro la dificultad de prever esa variabilidad, es decir 
la predictibilidad.

La variabilidad es algo inherente al recurso renovable, y su gestión exi-
girá una sobre capacidad instalada para conseguir el mismo margen de co-
bertura que con un parque gestionable, un incremento en la capacidad de al-
macenamiento, y un equipo térmico de respaldo más flexible que además 
de ser capaz de arrancar rápidamente, pueda seguir las rampas de demanda 
(de subida o bajada) incluso en condiciones adversas de disponibilidad de 
recurso renovable, como es el caso de la pérdida de producción en las ram-
pas de subida o mayor producción en las rampas de bajada.

En cuanto al incremento de la capacidad de almacenamiento que se 
mencionaba anteriormente, en el corto plazo y a la espera de nuevos de-
sarrollos tecnológicos tales como las baterías de flujo, éste pasa por el au-
mento de la capacidad de los grupos hidráulicos de bombeo.

El objetivo de integrar un 40 por ciento de energía renovable en el 2020 
requerirá la incorporación de cerca de 38.000 nuevos MW de potencia de 
estas tecnologías en el periodo. Su integración en el sistema, de forma que 
se disponga de un índice de cobertura de 1.1 en la punta de invierno, llevará 
asociada la integración de potencia firme hasta 2014 por valor de:

— 3.000 MW de bombeo puro y 400 MW de bombeo mixto.
— 3.500 MW de turbinas de gas y 3.700 MW de ciclos combinados.
Adicionalmente, y de cara a mantener en 2020 este mismo margen de 

cobertura, será necesaria la incorporación adicional de otros 8.000 MW de 
potencia firme (ciclos combinados, turbinas de gas y nuevos bombeos)
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Mejora en las previsiones de la generación
Una vez que se dispone de un parque técnicamente adaptado para ha-

cer frente a la variabilidad de la generación renovable, la falta de predic-
tibilidad plantea otros problemas relacionados con la gestión del parque 
existente y los riesgos que sobre la seguridad del sistema pueden tener va-
riaciones bruscas no previstas de esta generación. Los modelos actuales 
de previsión de la generación eólica presentan errores mayores del 10 por 
ciento para periodos superiores a 5 horas y de un 15 por ciento para perio-
dos superiores a 10 horas.

Fuente: Red Eléctrica de España.
Gráfico 5

Comparación entre producción eólica prevista y real

En consecuencia una mejora de los modelos de predicción permitiría 
una mayor integración de eólica y una disminución de los vertidos.

Nuevos requisitos técnicos
En los próximos años serán frecuentes los escenarios de operación en 

que las energías de origen renovable sean las que más contribuyan a la co-
bertura de la demanda. Por ello, es necesario dejar de considerar a estas 
energías como «especiales» y exigirlas unos requisitos técnicos, que aunque 
compatibles con sus características, aporten las prestaciones y servicios que 
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requiere el sistema para mantener la seguridad del mismo y los índices de 
calidad exigibles en una sociedad desarrollada.

Entre estos requisitos técnicos exigibles está la adaptación de la tota-
lidad del parque eólico al hueco de tensión. Aunque el P.O. 12.3 y el Real 
Decreto 661/2007 establecieron la obligación de que los nuevos parques 
eólicos estuvieran equipados para permanecer acoplados durante los hue-
cos de tensión, el mismo Real Decreto dispuso de un periodo de adaptación 
para los antiguos aerogeneradores, que acaba el 1 de enero de 2010. En la 
actualidad todavía existen unos 4.000 MW que no están adaptados, de los 
cuales se prevé que, con una ampliación del plazo, sólo quedarán alrededor 
de 1.000 MW que serán de difícil adaptación por problemas técnicos, lo que 
obligará a realizar una monitorización más exhaustiva de estos últimos para 
poder prevenir cualquier problema.

Por otra parte, se deberán adoptar las medidas regulatorias necesarias 
para que esto no vuelva a suceder con la energía solar, que aunque ahora 
constituye una proporción pequeña jugará un importante papel en el futuro.

Además de la adaptación de los equipos al hueco de tensión, el peso de 
este tipo de generadores en la cobertura de la demanda hará necesarias nue-
vas especificaciones técnicas relacionadas con:

— La capacidad de permanecer acoplado en rangos más amplios de 
tensión-frecuencia-tiempo. Estos requisitos de control de tensión 
permitirían tanto el apoyo dinámico a la tensión durante el hueco de 
tensión, como el seguimiento de consignas de tensión mediante la 
inyección y absorción de potencia reactiva.

— Requisitos de control de potencia y frecuencia que incluyan tanto la 
posibilidad de establecer una potencia base de funcionamiento por 
debajo de la máxima disponible, como la posibilidad de aplicar limi-
taciones al valor de las rampas de subida o bajada.

— La funcionalidad de regulación frecuencia-potencia, que permita pres-
tar directamente el servicio complementario de regulación primaria.

Inversión en Red de Transporte
Las redes de transporte de electricidad juegan un papel clave en el de-

sarrollo de un modelo energético sostenible, ya que la integración segura 
de la generación procedente de fuentes de energía renovables es más de-
mandante de infraestructuras de red de transporte, debido, por un lado, a 
la propia dispersión y lejanía de los recursos renovables de los centros de 
consumo y, por otro, a la necesidad de un mayor refuerzo y mallado conse-
cuencia de las peculiares características de su operación.

En la actualidad la implementación de la «Planificación de los Secto-
res de Electricidad y Gas 2008-2016», aprobado por el Gobierno exigirá a 
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Red Eléctrica una inversión para este periodo de 8.500 millones de euros, 
que está previsto que se cumpla a pesar de la actual crisis, en la medida que 
son inversiones necesarias para dar respuesta a la fuerte transformación que 
ha experimentado el sector eléctrico en la última década, con un importante 
aumento de la demanda punta y un gran desarrollo de la capacidad insta-
lada, y para preparar la red para que, más allá de la crisis, el sistema eléc-
trico pueda responder a la incorporación de la nueva potencia prevista y a 
las nuevas demandas fruto de los nuevos usos de la electricidad.

Sin embargo el desarrollo de la red de transporte de electricidad no está 
carente de problemas, debido a la oposición social a un tipo de infraestruc-
turas a las que el ciudadano más cercano a las mismas no le ve una utilidad 
directa, a diferencia de lo que sucede con el ferrocarril o las autopistas. Este 
grave problema de aceptación social de las infraestructuras de red, a pesar 
de su indiscutible contribución a un modelo energético más sostenible, es 
un asunto que precisa de apoyo por parte de las diferentes administraciones 
y que exige una labor de concienciación social.

Refuerzo de las interconexiones internacionales
A pesar del reconocimiento general de la gran importancia que tienen 

las interconexiones para el desarrollo del Mercado Interior de la Energía y 
de su papel a la hora de facilitar la integración de las energías renovables, 
España prácticamente sigue siendo una isla energética, dada su situación 
geográfica y la escasa interconexión con Europa. En estos momentos la in-
terconexión con Francia consta de dos líneas de 200 kV y dos de 400 kV16 
que en conjunto suponen una capacidad de interconexión con Europa de 
1.400 MW.

En el consejo Europeo del 2002 en Barcelona se alcanzó un compro-
miso de que la capacidad de interconexión de todos los países europeos de-
bía ser al menos el 10 por ciento de su capacidad instalada. Sin embargo, 
España no llega actualmente al 4 por ciento teniendo en cuenta todas las 
fronteras17.

Aunque la interconexión con Francia por el Pirineo Oriental ya estaba 
prevista desde hacía muchos años, su construcción se encontraba paralizada 
ante la fuerte oposición detectada en la zona del Rosellón Francés y la falta 

16 Sabiñanigo (Biescas)- Pragnères y Arkale-Mouguerre (Argia) de 220kV y Rubí (Vic)-
Gaudiere(Baixas) y Hernani-Cantegrit (Argia)de 400kV.

17 La potencia instalada a agosto 2009 era de 92.693 MW la capacidad interconexión: 
1.400 (Francia), 1.300 (Portugal), 700 (Marruecos) lo que supone un 3,7 por ciento. Si en vez 
de considerar la potencia instalada considerásemos la punta del sistema, la interconexión de 
la península ibérica con Europa sería de 4,24 por ciento, con una punta del año 2008 de la pe-
nínsula ibérica de 49.515 MW.
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de acuerdo entre los Ministerios español y francés en cuanto a los respecti-
vos trazados hasta la frontera.

La Comisión Europea, consciente de la importancia de impulsar las in-
terconexiones dentro de Europa y de los problemas asociados a su desarro-
llo, se decidió crear la figura del Coordinador para desbloquear este tipo de 
problemas. En 2007, la Comisión Europea nombró a Mario Monti Coordi-
nador Europeo para potenciar la construcción de una nueva interconexión 
Francia-España. En enero de 2008, Monti presentó su informe en el que 
recomendaba crear una estructura común para el desarrollo del proyecto 
«Baixas-Bescanó», otorgando a esta estructura un mandato con objetivos 
concretos y calendario.

En junio de 2008, España y Francia firmaron un acuerdo y crearon una 
sociedad participada al 50 por ciento por cada uno de los operadores del 
sistema con el fin único de construir una nueva línea de transporte eléctrico 
por el Pirineo Oriental.

La construcción de esta nueva interconexión permitirá reforzar la se-
guridad de los dos sistemas eléctricos, y proporcionará un mayor apoyo 
energético entre ellos, pasándose de una capacidad de interconexión de 
1.400 MW a 2.800 MW.

De cara al futuro, sería necesaria la construcción de otra interconexión 
por el Pirineo Central, que ampliaría la capacidad a 4.000 MW. Esta inter-
conexión está previsto que esté operativa hacia el año 2016.
Vehículos eléctricos

Desde un punto de vista comercial el vehículo eléctrico, en principio, 
se podría considerar como una nueva demanda de energía eléctrica. Sin 
embargo, esta demanda, más haya del incremento en el consumo, presenta 
unas características específicas cuya consideración es importante.

Es una carga móvil geográficamente, con patrones de uso que aún son 
una incógnita y que dependerán mucho de las prestaciones de los propios 
vehículos y de factores sociológicos. Lo que sí parece claro es que previsi-
blemente tendrá un impacto importante sobre la potencia y energía.

En términos de demanda anual, el impacto en el sistema de una integra-
ción progresiva sería asumible sin muchos problemas. Según estudios rea-
lizados por Red Eléctrica, la existencia de un millón de vehículos en 2014 
produciría un aumento de demanda anual de aproximadamente un 1 por 
ciento y en 2030, con 10 millones de vehículos, habría un incremento del 7,5 
por ciento.

Sin embargo, a nivel de la operación del sistema eléctrico resultan cla-
ves parámetros como cuándo se realiza la carga de vehículos en horas punta 
o valle, en cuánto tiempo se realiza o si se produce simultaneidad o en qué 
condiciones.
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Si la carga se produjera de forma simultánea y en la punta del sistema, 
ésta se incrementaría en 7.000 MW18, lo que requeriría un mayor sobredi-
mensionamiento del sistema tanto en generación como en red de transporte. 
Sin embargo, si la recarga se produjera a lo largo de todas las horas valle 
del sistema se estaría consiguiendo aplanar la curva de carga, con una ma-
yor eficiencia y rentabilidad para la generación convencional y la posibili-
dad de una mayor integración de energías renovables.

Por otro lado, eventualmente el vehículo eléctrico se podría transformar 
de una carga a una forma de almacenamiento, que si se pudiera gestionar de 
forma eficiente podría aportar grandes beneficios al sistema eléctrico.

18 Siempre son estudios para un millón de vehículos en el año 2014.
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lítica ambiental UE.—3. El papel de la UE en las negociaciones interna-
cionales del régimen sobre cambio climático. 3.1. La posición de la UE en 
las negociaciones internacionales. 3.2. La política de la CE para combatir 
el cambio climático.—4. Conclusiones.

Resumen: El liderazgo desempeña un papel fundamental en el combate contra 
el cambio climático en el plano internacional, sobre todo si hay que lograr «la esta-
bilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a 
un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático». 
La Unión Europea se ha posicionado en primera línea para impulsar los esfuerzos 
internacionales para combatir el cambio climático y ha desempeñado un papel des-
tacado en el desarrollo de los instrumentos jurídicos vinculantes que abordan este 
problema en el plano internacional. Este ar tícu lo se centra en el papel que ha de-
sempeñado la UE en las negociaciones sobre cambio climático además de referirse 
a la política interna de la UE en esta materia pues ambas están estrechamente vincu-
ladas. La UE ha mostrado un papel preponderante y sus posiciones han logrado es-
tar presentes con éxito en el Protocolo de Kyoto. Sin embargo, a la luz del resultado 
de la décimo sexta Conferencia de las Partes del CMNUCC celebrada en Copenha-
gue en diciembre de 2009, su papel de líder se ha visto disminuido.

Palabras clave: cambio climático, Unión Europea, liderazgo, negociaciones 
internacionales.

Abstract: Leadership plays a key role in the international fight against climate 
change particularly if we would at all realize «stabilization of greenhouse gases at 
a level that would prevent dangerous anthropogenic interference with the climate 
system». The EU is in the front line to foster international efforts to combat climate 
change and has played a key role in the development of the legally binding interna-
tional instruments dealing with this problem. This article focuses in the role played 
by the EU at the climate change negotiations looking at the EU internal policy on 
climate change since both sides are intimately linked. The EU has shown a promi-
nent role and its positions were successfully included in the Kyoto Protocol. How-
ever, taking into consideration the results of the 16th Conference of the Parties to 
the United Nations Framework Convention on Climate Change celebrated in Co-
penhagen on December 2009, its leadership role has been diminished.

Keywords: climate change, European Union, leadership, international nego-
tiations.
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1. Introducción

El liderazgo desempeña un papel fundamental en el combate contra el 
cambio climático en el plano internacional1, sobre todo teniendo en cuenta 
que hay que lograr «la estabilización de las concentraciones de gases de 
efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias an-
tropógenas peligrosas en el sistema climático»2. Aunque no es una condi-
ción suficiente, la presencia de liderazgo es una «condición necesaria» para 
alcanzar un acuerdo y es la esencia para la acción colectiva en una negocia-
ción multilateral3.

El liderazgo en las relaciones internacionales ha sido clasificado de for-
mas diferentes: estructural, instrumental y direccional4. Sin embargo, para 
las negociaciones de cambio climático estas clasificaciones son necesarias 
pero no son suficientes. No obstante, en este ar tícu lo, al referirnos al lide-
razgo de la Unión Europea (UE) nos referimos a su papel de impulsor. De 
hecho, en ocasiones ha sido cuestionado el liderazgo de la UE, bien porque 
a pesar de sus muchas iniciativas unilaterales en el marco del Protocolo de 
Kyoto éstas iniciativas no se han reflejado en un sólido liderazgo externo 
que haya impulsado la acción del resto de los países del Anexo I como la de 
los EE.UU.5, o bien porque su liderazgo en el plano internacional no se ha 
visto posteriormente reflejado en la aplicación de compromisos en el plano 
interno6. Sin embargo, con respecto al segundo argumento, en este ar tícu lo 
se verá cómo la UE, tras concluir las negociaciones del Protocolo de Kyoto, 
ha reflejado liderazgo en la adopción de medidas en el plano interno para 
cumplir con sus compromisos en dicho Protocolo.

Durante los últimos veinticinco años, la UE ha ido desarrollando gra-
dualmente una identidad internacional, aunque con ciertas ambigüedades, 
destacando su acción en materia ambiental7. Así, la UE se ha posicionado en 

1 BAUMERT, K. AND KATE, N., «Introduction: An Architecture for Climate Protection» en 
BAUMERT, K. et alter (eds.), Building on the Kyoto Protocol: Options for Protecting the Cli-
mate, World Resources Institute, 2002,

2 Artículo 2, CMNUCC.
3 KANIE, N., Assessing Leadership potential for beyond 2010 climate change negotia-

tion: elaborating a framework of analysis, 2003. Disponible en: http://www-iam.nies.go.jp/
climatepolicy/pdf/031002ls.pdf

4 GRUBB, M. & GUPTA, J., Leadership, Theory and Methodology en GUPTA, J. & 
GRUBB, M. (eds.), Climate Change and European Leadership, A Sustainable role for Eu-
rope?, Kluwer Academic Publishers, Dordrecht, 2000, pp. 15-24. 

5 KANIE, N. op. cit. 
6 RINGIUS, L, The European Community and climate protection: What’s behind the empty 

rhethoric?, CICERO, Report 1999:8, October 1999.
7 La política comunitaria de medio ambiente fue introducida en 1987 por el Acta Única 

Europea. 
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primera línea, manteniendo la postura más avanzada de entre todos los acto-
res principales, para impulsar los esfuerzos internacionales en la lucha con-
tra el cambio climático. No cabe duda que la UE ha desempeñado un pa-
pel destacado en el desarrollo de los instrumentos jurídicos vinculantes en 
el plano internacional que abordan este problema: la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 1992 (CMNUCC) y su 
Protocolo de Kyoto acordado en 1997. Asimismo, ha jugado un papel rele-
vante en la aplicación del Protocolo de Kyoto y ha tomado la delantera para 
la negociación de un nuevo instrumento vinculante sucesor del Protocolo de 
Kyoto a pesar del limitado éxito de la decimoquinta Conferencia de las Par-
tes (CdP) del CMNUCC celebrada en Copenhague en diciembre de 2009.

Este ar tícu lo se centra en el papel asumido por la UE en las negociacio-
nes internacionales para combatir el cambio climático. Para ello, en primer 
lugar es necesario hacer un breve examen del marco jurídico-institucional de 
la política ambiental de la UE puesto que esta política es el pilar sobre el que 
se ha ido asentando el desarrollo de las acciones para combatir el cambio cli-
mático. Posteriormente, se analizará la posición de la UE en las negociacio-
nes internacionales en esta materia. Este análisis se divide en un examen de 
las posturas defendidas por la UE en la construcción del régimen internacio-
nal de lucha contra el cambio climático y en un examen del desarrollo de la 
política de la UE para combatir el cambio climático en el plano interno, que 
facilita la comprensión de la posición de la UE en las negociaciones interna-
cionales. Las acciones desarrolladas en este plano han sido y son trasladadas 
por la UE al plano internacional ya que, para que se produzca un genuino li-
derazgo direccional que vaya más allá de la defensa del interés propio, la UE 
tiene que tener como prioridad la coherencia de las políticas internas8.

2.  Marco jurídico-institucional de la política ambiental UE

Si bien este ar tícu lo se refiere al papel de la UE en las negociaciones 
sobre cambio climático, la base de la política en esta materia se encuentra 
en la política ambiental, competencia compartida9, que correspondía al ám-

8 VOGLER, J., & STEPHAN., H.R., «The European Union in global environmental govern-
ance: Leadership in the making?» en International Environmental Agreements: Politics, Law 
and Economics, Volume 7, Number 4, diciembre de 2007, pp. 389-413. 

9 Art. 2.2. Tratado Funcionamiento de la UE (TFUE): Cuando los Tratados atribuyan a 
la Unión una competencia compartida con los Estados miembros en un ámbito determinado, 
la Unión y los Estados miembros podrán legislar y adoptar actos jurídicamente vinculan-
tes en dicho ámbito. Los Estados miembros ejercerán su competencia en la medida en que la 
Unión no haya ejercido la suya. Los Estados miembros ejercerán de nuevo su competencia en 
la medida en que la Unión haya decidido dejar de ejercer la suya. El art. 4.2.e) señala la polí-
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bito de la antigua Comunidad Europea, ya extinta con la entrada en vigor 
del Tratado de Lisboa10. Por consiguiente, en este ar tícu lo se utilizará en 
muchas ocasiones la expresión «política comunitaria para la lucha contra el 
cambio climático» pues fue en el marco de la Comunidad Europea donde, 
hasta diciembre de 2009, ésta se impulsó.

Al tratarse de una competencia compartida, hemos visto como unos 
cuantos Estados de forma individual (incluyendo Alemania, Dinamarca, 
Holanda, el Reino Unido y Suecia) han desempeñado un papel esencial en 
el establecimiento de la agenda de la Unión en la lucha contra el cambio cli-
mático. Sin embargo, la estructura de gobernanza descentralizada de la UE 
también ha impulsado un proceso de fortalecimiento por el que los Estados 
individualmente, la Comisión Europea y el Parlamento Europeo compiten 
por el liderazgo en esta materia11.

Desde el punto de vista de las negociaciones de cambio climático, los 
Estados miembros y la Comisión, en representación de la UE, son signa-
tarios y partes de los acuerdos internacionales en base a lo estipulado en 
el ar tícu lo 174 del antiguo Tratado de la Comunidad Europea (TCE), hoy 
Art. 191 del Tratado de Funcionamiento de la UE (TFUE). Entre los obje-
tivos a alcanzar por la política de la UE en el ámbito del medio ambiente, 
este ar tícu lo dispone:

«el fomento de medidas a escala internacional destinadas a hacer frente a 
los problemas regionales o mundiales del medio ambiente, y en particu-
lar a luchar contra el cambio climático» (Art. 191.1., último punto, énfa-
sis del autor)12.

Sin embargo, no existe una clara articulación del marco jurídico para 
llevar a cabo la adopción de medidas sobre cambio climático en la UE. En 
este sentido, las instituciones de la UE pueden adoptar legislación ambiental 
por mayoría cualificada mientras que se requiere la unanimidad para adop-
tar disposiciones de carácter esencialmente fiscal y las medidas que afecten 
de forma significativa a la elección por un Estado miembro entre diferentes 
fuentes de energía y a la estructura general de su abastecimiento energético 
(Art. 192.2 TFUE). Como el uso de combustible fósil es una de las fuentes 

tica en el ámbito del medio ambiente como uno de los ámbitos en los que la Unión y los Esta-
dos miembros ejercen competencia compartida. 

10 El Tratado de Lisboa entró en vigor el 1 de diciembre de 2009.
11 SCHREURS, M. & TIBERGHIEN, Y., «Multi-Level Reinforcement: Explaining European 

Union Leadership» en Climate Change Mitigation Global Environmental Politics - Volume 7, 
Number 4, November 2007, pp. 19-46.

12 Las palabras en cursiva enfatizadas por el autor han sido añadidas por la reforma intro-
ducida en el antiguo TCE, hoy TFUE. 
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principales de emisiones de gases efecto invernadero (GEI) que contribu-
yen al cambio climático, estos requisitos representan una barrera al desarro-
llo de una política de cambio climático eficaz y holística en la UE.

La competencia limitada de la CE en el ámbito energético ha tenido 
consecuencias en la política sobre cambio climático13. El TCE apenas con-
tenía mención alguna a la política energética. Por ello, la legislación en ma-
teria de energía se fue adoptando en base a las competencias exclusivas de 
la CE en el ámbito del mercado interior y se realizaron intentos de adoptar 
medidas sobre cuestiones energéticas basadas en la competencia ambiental. 
El TFUE ha incorporado el Título XXI sobre energía que contiene un ar-
tícu lo, el 194, en el que se confirma la relación de la política energética con 
el establecimiento o funcionamiento del mercado interior pero también la 
necesidad de atender a la preservación del medio ambiente.

Las políticas internas de cambio climático y los mecanismos de armoni-
zación de la UE de estas políticas, todo ello impulsado por la Comisión Eu-
ropea14, tienen una influencia directa en la posición de la UE en las políticas 
de cambio climático en el plano internacional. Lo que se aplica para cum-
plir con los compromisos externos no está separado de la política interna de 
cambio climático sino que es un asiento de esa política.

3.  El papel de la UE en las negociaciones internacionales del régimen 
sobre cambio climático

Se puede decir que el cambio climático se ha convertido en una nueva 
dimensión de la política exterior Europea y ha permitido a la UE desempeñar 
un papel de liderazgo en el plano internacional15. Sin embargo, la relación 

13 LACASTA, N, et alter, «Articulating a consensus: the EU’s position on climate change» 
en Harris, P. (ed.), Europe and global climate change: politics, foreign policy and regional 
cooperation, Edward Elgar Publishers, UK, 2007, pp. 211-231.

14 En el procedimiento ordinario legislativo, corresponde a la Comisión la iniciativa 
(art. 289.1. TFUE). El art. 11.4 del TUE ha previsto la iniciativa legislativa popular por la que 
un millón de ciudadanos de la Unión podrán invitar a la Comisión Europea a que, en el marco 
de sus atribuciones presente una propuesta de acto jurídico. Precisamente, una de las acciones 
previstas en la agenda de la Presidencia española de la UE en 2010 es impulsar la aprobación 
por parte del Parlamento Europeo y del Consejo de un reglamento que fije las condiciones 
y los procedimientos requeridos para canalizar esta iniciativa (Informe sobre las principales 
medidas y acciones a desarrollar en la Presidencia Española de la Unión Europea, presentado 
en el Consejo de Ministros de 8.01.2010).

15 El Sexto Programa de Acción de la Comunidad Europea en materia de medio ambiente 
(PAM) indicaba que «Desde el punto de vista internacional, va a ser fundamental integrar 
plena y adecuadamente el medio ambiente en todos los aspectos de las relaciones exteriores 
de la Comunidad»
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entre la UE y el régimen internacional de cambio climático están estrecha-
mente vinculados. Por una parte, mientras la UE ha actuado de forma activa 
y decisiva en las negociaciones internacionales, éstas han tenido un impacto 
en la UE. Por otra parte, las negociaciones internacionales han influido en el 
proceso de toma de decisiones y en las negociaciones internas de la UE16.

El desarrollo de las negociaciones internacionales sobre cambio cli-
mático y de la política de la CE en esta materia podrían dividirse en las si-
guientes seis fases:

Tabla 1
Etapas de las negociaciones internacionales y de la política de la CE 

sobre cambio climático

Periodo Hito

Primera etapa, 1988-1990 Surgimiento de las preocupaciones de la co-
munidad científica

Segunda etapa, 1990-1992 Negociación de la CMNUCC
Tercera etapa, 1992-1995 Entrada en vigor de la CMNUCC y celebra-

ción 1.º CdP
Cuarta fase, 1995-1997 Negociación del Protocolo de Kyoto
Quinta fase, 1997-2005 Preparación para el entrada en vigor del Pro-

tocolo de Kyoto
Sexta fase, 2005-presente Entrada en vigor del Protocolo de Kyoto y 

negociación de su sucesor
Fuente: Yamin, F.17 y elaboración propia.

3.1.  La posición de la UE en las negociaciones internacionales

Tras la publicación del primer informe de evolución del Grupo Inter-
gubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC)18 en 1990, 
la Segunda Conferencia Mundial del Clima hizo un llamamiento para que 

16 COSTA, O., «Is climate change changing the EU? The second image reversed in climate 
politics», en Cambridge Review of International Affairs, Volume 21, Issue 4 December 2008, 
pp. 527-544

17 YAMIN, F., «The role of the EU in climate negotiations», en GUPTA, J & GRUBB, M. 
(eds.), Climate Change and European Leadership, A Sustainable role for Europe?, Kluwer 
Academic Publishers, Dordrecht, 2000, pp. 47-66. 

18 http://www.ipcc.ch/index.htm
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se adoptara un tratado marco sobre cambio climático. Las negociaciones 
para la CMNUCC se iniciaron en 1991 en el marco del Comité Interguber-
namental de Negociación para una Convención sobre Cambio Climático19. 
En estas negociaciones la CE, en base al acuerdo del Consejo conjunto de 
Energía y Medio Ambiente de octubre de 1990, apoyó, sin éxito, la adop-
ción de un compromiso internacional vinculante para que los países indus-
trializados estabilizaran sus emisiones a los niveles del año 1990 en el año 
2000. La CE también apoyó la idea de que se permitiera a los países adhe-
rirse a objetivos de forma conjunta.

En estas negociaciones los países denominados JUSSCANZ —los paí-
ses desarrollados no-miembros de la CE— que incluía Japón, los EE.UU., 
Suiza, Canadá, Australia, Nueva Zelanda y Noruega, apostaron por un en-
foque más flexible para limitar las emisiones de GEI. La Administración 
de George Bush, a pesar de admitir que el calentamiento global era un pro-
blema, se opuso persistentemente a establecer objetivos y fechas límite para 
controlar las emisiones de CO2

20. Los EE.UU. jugaron un papel fundamen-
tal en la redacción del ar tícu lo 4.2. de la Convención, relativo a los compro-
misos de limitación de emisiones por parte de los países desarrollados. A 
pesar de lo que se ha denominado la «ambigüedad creativa» del texto final, 
ha sido casi universalmente interpretado que contiene un compromiso por 
parte de los países desarrollados para realizar un esfuerzo al objeto de lo-
grar que sus emisiones de GEI en el 2000 retornaran a los niveles de 1990. 
De hecho, cuando en 1993 comenzó la Administración Clinton ésta anunció 
explícitamente su intención de lograr la estabilización. Finalmente, el texto 
adoptado se ajustó a las exigencias de los EE.UU. La Comunidad Europea 
ratificó la CMNUCC mediante la Decisión 94/69/CE, de 15 de diciembre 
de 199321. La Convención entró en vigor el 21 de marzo de 1994.

Durante la primera CdP del CMNUCC, celebrada en Berlín del 28 de 
marzo al 7 de abril de 1995, la CE utilizó de nuevo la ocasión para demos-
trar su intención de convertirse en un líder global en materia ambiental rei-
terando su compromiso de estabilizar las emisiones de la CE22. Alemania, 
como anfitriona de esta Conferencia, presionó para lograr que se acordara 
un mandato negociatorio y un plazo para adoptar un protocolo. De esta Con-
ferencia surgió el Mandato de Berlín para comenzar un proceso de negocia-
ción dirigido a elaborar un protocolo sobre cambio climático que especifi-
cara compromisos vinculantes para los países industrializados al objeto de 

19 Este Comité fue establecido por la Asamblea General de las Naciones Unidas en di-
ciembre de 1990.

20 RINGIUS, L, op. cit.
21 DO L 146, de 11.6.1994.
22 Ibídem.
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reducir los GEI después del año 2000. El Mandato de Berlín recogía la de-
cisión de las partes de comenzar una ronda de negociaciones para establecer 
limitaciones sólo para los países en desarrollo, es decir, los treinta y ocho 
países listados en el Anexo I del CMNUCC que incluyen los países de la an-
tigua Unión Soviética que actuaban bajo el bloque denominado «economías 
en transición», hoy muchos de ellos son miembros de la UE. Asimismo, el 
Mandato de Berlín reflejaba el principio recogido en la CMNUCC de que 
las partes tienen «responsabilidades comunes pero diferenciadas» al abordar 
el problema del cambio climático por lo que los primeros pasos en la reduc-
ción de los GEI deberían ser dados por los países del Anexo I.

Poco después de esta primera CdP, en diciembre de 1995, se adoptó el 
segundo informe de evaluación del IPCC. Este informe concluía que «las 
evidencias sugieren que existe una influencia humana discernible sobre el 
cambio climático». Además, este informe confirmaba la disponibilidad de 
varias estrategias eficaces en términos de coste para combatir el cambio cli-
mático.

Durante las negociaciones para el Protocolo de Kyoto se produjeron 
disparidades entre los principales actores, especialmente sobre tres puntos:

1. La cantidad de reducciones vinculantes de GEI y los gases a ser in-
cluidos en estas obligaciones.

2. Si los países en desarrollo deberían ser parte de las obligaciones de 
limitación de GEI.

3. Si incluir el comercio de emisiones y la aplicación conjunta que 
permite dar créditos por las reducciones de emisiones a un país que 
facilita fondos o inversiones en otro país para lograr reducciones en 
ese otro país o lugares donde puede resultar más barato lograr la re-
ducción.

En las negociaciones para el Protocolo de Kyoto realizadas entre 1995 a 
1997, la CE realizó una serie de propuestas:

— un objetivo de reducir las emisiones de los países desarrollados en 
un 15% en el año 2010, de forma conjunta o individualmente,

— la adopción de programas y medidas específicas, y
— la consideración de nuevos compromisos para los países en desarro-

llo bajo el ar tícu lo 7.1. (a) del CMNUCC en el futuro23.
El 3 de marzo de 1997, el Consejo de la UE adoptó una posición nego-

ciadora sobre el cambio climático por la que se establecía un objetivo cuan-

23 ENB, Report of the Third Conference of the Parties to the UNFCCC, Vol. 12, No. 76. 
Published by the IISD, 1997. 
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titativo de reducción de emisiones que se incluiría en la propuesta comu-
nitaria de Protocolo de la Convención Marco de la Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático. Esta propuesta preveía una reducción de emisiones 
del 15% para tres GEI: el dióxido de carbono (CO2), el metano (CH4) y el 
óxido nitroso (N2O) en el año 2010, juntos o por separado, en relación con 
el año 1990 para todos los países industrializados que son Partes en la Con-
vención24. En el Consejo de Medio Ambiente de junio, los ministros acor-
daron asimismo incluir en la propuesta de negociación comunitaria un obje-
tivo intermedio de reducción del 7,5% como mínimo en el año 2005.

Durante la 3.ª CdP, celebrada en Kyoto en 1997, la CE defendió que la 
movilización de recursos nuevos y adicionales a través del mecanismo fi-
nanciero podría impulsar una limitación voluntaria de las emisiones de GEI 
por parte de los países en desarrollo25.

El acuerdo logrado en Kyoto sobre la reducción de emisiones fue de un 
5,2% con respecto a los niveles del año 1990 para los países del Anexo I 
distribuido de la siguiente forma:

Tabla 2
Países incluidos en el Anexo B del Protocolo de Kyoto y sus objetivos de emisiones

País Objetivos (1990**-2008/2012)

UE-15, Bulgaria, República Checa, Estonia, 
Latvia, Liechtenstein, Lituania, Mónaco, 
Rumania, Eslovaquia, Eslovenia, Suiza

 –8%

USA  –7%
Canadá, Hungría, Japón, Polonia  –6%
Croacia  –5%
Nueva Zelanda, Rusia, Ucrania   0
Noruega  +1%
Australia  +8%
Islandia +10%

Fuente: Secretaría del CMNUCC (www.unfccc.org).

Los EE.UU. presionaron en las negociaciones para lograr la aplica-
ción conjunta y en sus propuestas iniciales se formulaba que los proyectos 

24 Council of the European Union, Community Strategy on Climate Change: Council 
Conclusions. 

25 Ibídem. 
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de aplicación conjunta serían de carácter bilateral. La CE, aunque no apo-
yada por todos los Estados miembros, mostraba cierto escepticismo frente 
a la flexibilidad a través de los denominados mecanismos de flexibilidad 
de Kyoto: Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL), Aplicación Conjunta 
(AC) y Comercio de Emisiones26. Sin embargo, en las negociaciones se lo-
gró un acuerdo de establecer el mecanismo de desarrollo limpio al que los 
países desarrollados podrían contribuir financieramente y los países en de-
sarrollo, es decir, los países fuera del Anexo I se beneficiarían de los pro-
yectos aprobados. Entonces, los países del Anexo I podrían utilizar las re-
ducciones certificadas de emisión resultantes de dichos proyectos para 
contribuir a su cumplimiento como parte de sus compromisos de limitación 
de emisiones. Las reducciones de emisiones logradas a través de este me-
canismo podrían comenzar en el año 2000 para ser contabilizadas para el 
cumplimiento durante el primer período de compromiso (2008-2012).

Al contrario que en Río, en Kyoto la CE tuvo éxito al presionar a los 
EE.UU para ir más allá de la estabilización de los GEI. Aunque la UE falló 
en su intento de lograr un acuerdo sobre una reducción del 15% en los paí-
ses de la OCDE, el objetivo de Kyoto estaba más cerca de la posición de la 
CE que de la de los EE.UU. El compromiso de reducción de emisiones en 
un 8% acordado en el Protocolo de Kyoto por la UE y sus entonces 15 Es-
tados miembros es el mayor de los países industrializados.

Para la futura aplicación del Protocolo de Kyoto era necesario el de-
sarrollo de una serie de disposiciones en relación al mecanismo de mer-
cado, el tratamiento de los bosques y otros sumideros de GEI, los informes 
y la revisión, así como el cumplimiento y asistencia a los países en desarro-
llo. En las negociaciones de los Acuerdos de Marrakesh de 2001, la UE de-
fendió la «integridad ambiental» del Protocolo, demandando en particular 
que se diera prioridad a la acción interna y a los límites en el uso de los su-
mideros de carbono.

Después de 2001, la UE lideró los esfuerzos para que se ratificara el 
Protocolo de Kyoto y entrara en vigor. Siendo el mayor proponente de la 
ratificación del Protocolo de Kyoto, la UE se convirtió en la fuerza motora 
para lograr su entrada en vigor27. Durante la Presidencia Española de la UE 
de 2002 se aprobó el Protocolo de Kyoto28.

26 STRECK, C., The EU as Climate Change Leader? The Kyoto Protocol and the EU 
Emissions Trading Scheme, Climate Focus, 2006, pp. 1-10. Disponible en:  http://www.
climatefocus.com/downloads/publications/EU_climate_leader.pdf

27 OBERTHÜR, S., EU Leadership on Climate Change: Living up to the Challenges, dispo-
nible en: http://ec.europa.eu/education/ajmforum07/oberthur.pdf

28 Decisión 2002/358/CE del Consejo, de 25 de abril de 2002, relativa a la aprobación, 
en nombre de la Comunidad Europea, del Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las 

42 Cuadernos Europeos.indd   5042 Cuadernos Europeos.indd   50 5/3/10   11:20:395/3/10   11:20:39



El papel de la UE en las negociaciones de cambio climático Ana Barreira López

Cuadernos Europeos de Deusto
ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs. 41-57 51

Los EE.UU. firmaron el Protocolo el 12 de noviembre de 1998. Sin em-
bargo, la Administración Clinton no envió el Protocolo al Senado para su 
consentimiento, reconociendo que una de las condiciones impuestas por 
éste, en una resolución aprobada a mediados de 1997, era que en dicho Pro-
tocolo sería necesaria la participación significativa de los países en desarro-
llo en los compromisos vinculantes de limitación, cuestión que no se logró29.

Tras la ratificación de Rusia en noviembre de 2004, el Protocolo de 
Kyoto entró en vigor el 16 de febrero de 2005. La primera Reunión de las 
Partes del Protocolo de Kyoto se celebró en Montreal en 2005.

Las negociaciones internacionales para alcanzar un acuerdo en el marco 
de las Naciones Unidas para combatir el cambio climático después del pe-
ríodo 2012, es decir, después del período de compromiso previsto en el Pro-
tocolo de Kyoto, comenzaron en diciembre de 2007 con la aprobación de la 
hoja de ruta de Bali (Bali Roadmap) en la décimo tercera CdP del CMNUCC 
que sirvió como tercera Reunión de las Partes del Protocolo. Antes de esta 
reunión, el IPCC había publicado su cuarto informe de evaluación. Para esta 
fecha, la UE ya había logrado un consenso político sobre la importancia de 
incrementar la acción en la mitigación y adaptación al cambio climático en 
la etapa post-Kyoto durante el Consejo Europeo de marzo de 2007 en el que 
se acordaron los objetivos sobre el 20% en el año 2020 a los que se hará re-
ferencia más adelante.

Sobre la perspectiva de los gobiernos nacionales para la preparación de 
la décimo cuarta CdP, celebrada en Poznan en diciembre de 2008, los obje-
tivos de la UE eran controvertidos. Un grupo de Estados liderados por Po-
lonia. y que incluían Bulgaria, Eslovaquia, Estonia, Letonia, Lituania y Ru-
mania, tenían una posición respecto a los diferentes potenciales económicos 
de los países que deberían ser tenidos en cuenta en la adopción de las me-
didas previstas en el paquete sobre cambio climático. La Comisión propuso 
un compromiso para facilitar el acuerdo, así la UE adoptaría un objetivo 
global pero la distribución interna se decidiría durante 2009 antes de la CdP 
de Copenhague. En el Consejo Europeo de marzo se decidió posponer la 
decisión sobre la posición de la UE en Copenhague hasta el Consejo Euro-
peo de junio. Además se reafirmó el compromiso de una reducción del 30% 
si otros países en desarrollo se unían a este compromiso junto una contribu-
ción de los países en desarrollo más avanzados.

Finalmente, el Consejo Europeo en sus conclusiones sobre la posición 
de la UE en la CdP de Copenhague alcanzadas en la reunión mantenida el 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y al cumplimiento conjunto de los compromisos 
contraídos con arreglo al mismo (DO L 130 de 15.5.2002).

29 FLETCHER, S., Global Climate Change: The Kyoto Protocol, CRS Report for Congress, 
2005. Disponible en: http://italy.usembassy.gov/pdf/other/RL30692.pdf. 
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de 29-30 de octubre de 2009 incluyó los principales puntos de la posición 
del UE para las negociaciones de Copehangue30. Los principales puntos 
son:

— necesidad de lograr un acuerdo vinculante para el período que em-
pieza el 1 de enero de 2013, sobre la base del Protocolo de Kioto y 
que incorpore todos sus elementos esenciales.

— necesidad de mantener el aumento de la temperatura por debajo de 
los 2 ºC con respecto a los niveles industriales para prevenir los peo-
res impactos del cambio climático.

— En base al 4.º informe de evaluación del IPCC, los países industria-
lizados deben aprobar reducciones de las emisiones en todo el pla-
neta de un 50% como mínimo y reducciones agregadas para los paí-
ses desarrollados de las emisiones de un 80-95% como mínimo, que 
formen parte de dichas reducciones de las emisiones mundiales, para 
2050 en comparación con los niveles de 1990.

— Será fundamental alcanzar un acuerdo en materia de financiación.
El Consejo Europeo de 29-30 de octubre de 2009 también se compro-

metió a que la UE y los Estados miembros asumirían una participación 
equitativa en el esfuerzo mundial estableciendo un ambicioso objetivo de 
mitigación, permitiendo compensaciones y proporcionando la parte que le 
corresponda de apoyo público dentro de la estimación de la ayuda pública 
internacional requerida: 22.000 y 50.000 millones de euros anuales para 
2020. El Consejo Europeo celebrado el 10-11 de noviembre reiteró el com-
promiso de la UE, ya expresado en ocasiones anteriores, de reducir sus emi-
siones en un 30% si otros países desarrollados contraían ese compromiso en 
Copenhague además de contribuir con 2.400 millones de Euros anualmente 
entre 2010 y 201231.

Otros puntos de la posición de la UE se referían a la inclusión de incen-
tivos para reducir y parar la deforestación en los trópicos; de objetivos glo-
bales para reducir las emisiones de GEI de la aviación internacional en un 
10% y del transporte marítimo en un 20% para el año 2020 en comparación 
con los niveles de 2005; de disposiciones sobre financiación de la investi-
gación, desarrollo y difusión de tecnologías y la ampliación y reforma del 
mercado de carbono.

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de la UE por lograr un acuerdo 
vinculante, la CdP de Copenhague concluyó con una decisión de la misma 

30 Consejo Europeo de Bruselas 29-30 de octubre, 2009, Conclusiones de la Presidencia, 
15265/1/09 REV 1.

31 European Council Conclusions (10/11 December, 2009) EUCO 6/09.
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que toma nota del denominado Acuerdo de Copenhague32. Los países de-
sarrollados no han contraído un acuerdo vinculante sobre las reducciones 
de emisiones y no se ha establecido una cuantificación para las reduccio-
nes a largo plazo. La parte más exitosa del acuerdo es la que se refiere a la 
financiación en el corto y largo plazo. Así, durante el período 2010-2012, 
se facilitarán 30.000 millones de dólares y para el año 2020 se movilizarán 
100.000 millones de dólares desde diferentes fuentes.

Habrá que esperar a próximas citas de la CdP para ver si es posible lo-
grar un acuerdo vinculante para el período post-Kyoto. La Presidencia Es-
pañola de la UE de 2010 es la responsable de guiar el proceso que dará 
continuidad a la Cumbre de Copenhague, para ello, «se requiere el lide-
razgo de la Unión Europea, bajo Presidencia española, en torno a una serie 
de elementos clave: avanzar sobre el resultado de Copenhague reforzando 
la confianza en la estrategia europea de lucha contra el cambio climático; 
construir las condiciones necesarias para el desbloqueo del proceso en el 
ámbito de Naciones Unidas, gestionando un nuevo escenario de geometría 
variable, y tomar la iniciativa en el desarrollo de los puntos del Acuerdo de 
Copenhague»33.

3.2. La política de la CE para combatir el cambio climático

La política de la CE en esta materia surgió hace ya dos décadas. La 
primera fase comenzó con el interés y respuesta de la Comisión Europea 
al primer informe de evaluación del IPCC. De esta forma, la Comunidad 
Europea quiso desempeñar un papel de liderazgo acordándose por el Con-
sejo conjunto de Energía y Medio Ambiente, en la sesión del 29 de octu-
bre de 1990, que la Comunidad y los Estados miembros, en el supuesto de 
que otros países importantes asumiesen compromisos similares y recono-
ciendo los objetivos fijados por algunos Estados miembros para la estabili-
zación o reducción de las emisiones en distintas fechas, estaban dispuestos 
a tomar medidas para conseguir globalmente en la Comunidad la estabili-
zación de las emisiones totales de CO2 para el año 2000 en el nivel regis-
trado en 1990.

Durante la segunda etapa, en la negociación, el objetivo de estabiliza-
ción implícitamente reconocía la necesidad de realizar una diferenciación 
interna entre los Estados miembros. De hecho, se hizo evidente que los 
«países de la cohesión» (España, Grecia, Irlanda y Portugal) incrementarían 

32 Disponible en: http://unfccc.int/files/meetings/cop_15/application/pdf/cop15_cph_auv.pdf
33 Informe sobre las principales medidas y acciones a desarrollar en la Presidencia Espa-

ñola de la Unión Europea, presentado en el Consejo de Ministros de 8.01.2010.
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sus emisiones durante este período34. Al objeto de lograr el objetivo de esta-
bilización se adoptaron una serie de medidas:

— Programa Multianual de fomento de la eficiencia energética, SAVE I35.
— Propuesta de un impuesto sobre el CO2

36.
Durante la tercera etapa, la CE adoptó la Directiva 93/76/CEE del Con-

sejo, de 13 de septiembre de 1993, relativa a la limitación de las emisio-
nes de dióxido de carbono mediante la mejora de la eficacia energética 
(SAVE)37, el programa ALTENER (acciones específicas en favor de una 
mayor penetración de las energías renovables)38 y la Decisión del Consejo 
de 24 de junio de 1993 relativa a un mecanismo de seguimiento de las emi-
siones de CO2 y de otros gases de efecto invernadero en la Comunidad39. 
Este mecanismo obligaba a los Estados miembros a desarrollar programas 
nacionales para reducir las emisiones de GEI y la Comisión era la encar-
gada de evaluar los datos facilitados por los Estados miembros. Este meca-
nismo es importante ya que asegura en cierta forma que la CE estabilizaría 
sus emisiones totales de CO2 en 2000 en relación con los niveles de 1990, 
es decir, el compromiso de la CE bajo el CMNUCC.

La primera CdP del CMNUCC tuvo lugar en uno de los Estados miem-
bros de la UE, Alemania. Antes de esta reunión, los ministros de medio am-
biente de la CE reiteraron su compromiso de estabilizar las emisiones de la 
Comunidad, animando a todos los países industrializados a que se adhirie-
ran a este compromiso.

En la cuarta etapa, en marzo de 1997, la CE llegó a un acuerdo de «dis-
tribución de la carga» por el que se distribuía una reducción agregada del 
10% por debajo de los niveles de 1990 durante la presidencia holandesa40.

34 RINGIUS, L, The European Community and climate protection: What’s behind the 
empty rhethoric?, CICERO, Report 1999:8, October 1999. 

35 A pesar del Programa SAVE, el índice global de reducción de la intensidad energética 
en el conjunto de la Comunidad resultó insignificante. En 1996 se adoptó SAVE II.

36 (COM (92) 226 final; Comisión Europea, 1992). Esta propuesta no fue adoptada.
37 DOCE  237/L, de 22.09.93.
38 Decisión 93/500/CE del Consejo (DO L 235, de 18.09.1993). Este programa fue exten-

dido durante 1998-2002, Decisión 646/2000/CE (DO L 79, 30.03.2000) 
39 Decisión 93/389/CEE (DO L 167 de 9.7.1993). Esta Decisión fue derogada por la De-

cisión 280/2004/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, relativa 
a un mecanismo para el seguimiento de las emisiones de gases de efecto invernadero en la 
Comunidad y para la aplicación del Protocolo de Kioto (Diario Oficial L 49 de 19.2.2004).

40 Council of the European Union, «Community Strategy on Climate Change: Coun-
cil Conclusions», Document 6450/97. 7 March, 1997. Posteriormente, tras la negociación 
del Protocolo de Kyoto se acordó formalmente como redistribuir el objetivo del 8% bajo el 
ar tícu lo 4 del Protocolo en junio de 1998. Conclusiones sobre Cambio Climático del Con-
sejo Europeo de Medio Ambiente, Reunión 2106, documento 9702/98, 16-17 de junio, 1998. 
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Durante la quinta etapa, el Consejo Europeo hizo un compromiso de ra-
tificar el Protocolo de Kyoto y pidió a la Comisión que comenzara el tra-
bajo para introducir instrumentos apropiados41. Hay que recordar que en 
esta etapa era cuando la CE debía cumplir con el objetivo de estabilización 
de CO2 que fue logrado fundamentalmente gracias a las excepcionales re-
ducciones registradas en Alemania y el Reino Unido42.

En el año 2000, la Comisión Europea lanzó el Programa Europeo sobre 
Cambio Climático que condujo a la adopción de una amplia gama de nue-
vas políticas y medidas. Entre éstas se incluía la promoción de las energías 
renovables y el sistema de comercio de emisiones (SCE). Así se adoptó la 
Directiva 2001/77/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de sep-
tiembre de 2001, relativa a la promoción de la electricidad generada a partir 
de fuentes de energía renovables en el mercado interior de la electricidad43. 
La CE comenzó a aplicar el sistema de comercio de emisiones44 en una pri-
mera fase en 2005, es decir, antes de que fueran obligatorios los compromi-
sos del Protocolo de Kyoto (2008-2012).

En los años 2007-2009, el cambio climático se ha convertido en una 
prioridad de la CE como consecuencia del vínculo entre la política de cam-
bio climático y la seguridad energética, resultado de las acciones de Rusia 
en 2006 y de la volatilidad de los precios del petróleo y el gas. Entre 2005 
y 2008 se adoptaron una serie de comunicaciones que combinan aspectos 
relativos a la política energética y al cambio climático45. Estos documen-
tos condujeron el diálogo con otras instituciones y stakeholders. En el Con-

GRUBB, M. & VROLIJK, C., «Target differentiation and the European bubble», en GUPTA, J 
& GRUBB, M. (eds.), Climate Change and European Leadership, A Sustainable role for Eu-
rope?, Kluwer Academic Publishers, Dordrecht, 2000, pp.333-340. 

41 Presidency Conclusions Goteborg European Council 15-16 June, SN 200/1/01 REV 1.
42 Así fue explícitamente reconocido en el Sexto PAM.
43 DO L 283 de 27.10.2001.
44 Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 

2003, por la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de 
efecto invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Con-
sejo (DO L 275 de 25.10.2003). 

45 Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Econó-
mico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Ganar la batalla contra el cambio cli-
mático mundial, COM(2005) 35 final. Bruselas, 9.2.2005.

Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, relativa a la revisión 
de la Estrategia para un desarrollo sostenible: plataforma de acción, COM (2005) 658 final. 
Bruselas, 13.12.2005.

Comunicación de la Comisión al Consejo Europeo y al Parlamento Europeo, una política 
energética para Europa, COM (2007) 1 final. Bruselas, 10.1.2007.

Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico 
y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Limitar el calentamiento mundial a 2 ºC Medi-
das necesarias hasta 2020 y después, COM (2007) 2 final. Bruselas, 10.1.2007.
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sejo de marzo de 2007 surgió un consenso político sobre la importancia de 
incrementar la acción en la mitigación y adaptación al cambio climático y 
se acordaron los objetivos sobre el 20% en el año 2020. Así el acuerdo del 
Consejo fijó un número de objetivos precisos vinculantes para reducir las 
emisiones de GEI entre lo que se incluyen:

1. Una reducción de por lo menos un 20% de los GEI para 2020, a au-
mentar en un 30% si se alcanzara un acuerdo internacional con otros 
países en desarrollo y reducciones comparables en función de sus 
responsabilidades y capacidades por parte de los países más avanza-
dos en desarrollo.

2. Un 20% de cuota de energías renovables en el consumo energético 
de la UE para el año 2020.

3. Una mejora del 20% en la eficiencia energética en la UE para el año 
2020.

En enero de 2008 se propuso por parte de la Comisión Europea un pa-
quete de medidas sobre cambio climático y energía para alcanzar los obje-
tivos acordados por el Consejo Europeo. Estas propuestas fueron aprobadas 
en diciembre de 2008 para ser aplicadas en 2011. Junto a la Comunicación 
no legislativa (COM (2008) 30), el paquete de medidas incluía:

1. Propuestas legislativas para lograr reducciones de emisiones fuera 
del Sistema de Comercio de Emisiones de la UE46.

2. Captura y almacenamiento de carbono47.
3. Energía renovable48.
A la luz de las medidas adoptadas en el plano interno de la UE, pode-

mos ver la estrecha relación entre la acción exterior de la UE en materia de 
cambio climático con las medidas adoptadas en el plano interno que mues-
tran un firme y claro compromiso para cumplir con los compromisos inter-
nacionales.

4. Conclusiones

La CE ha sido un activo participante en las negociaciones internaciona-
les de cambio climático y ha asumido un papel de liderazgo claro y firme 
desde que ratificó el Protocolo de Kyoto adoptando un gran número de ins-
trumentos dirigidos a reducir las emisiones de GEI en el territorio de la UE. 

46 COM (2008) 16.
47 COM (2008) 18.
48 COM (2008) 19.
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No obstante, habrá que esperar al fin del período de compromiso del Proto-
colo de Kyoto para comprobar si ha sido capaz de lograr esos compromi-
sos. Asimismo, el liderazgo de la UE puede verse disminuido, tal y como 
quedó patente en la decimoquinta CdP celebrada en Copenhague frente a 
actores como los EE.UU. y China. Habrá que esperar a próximas citas de la 
CdP para ver si la posición de la UE vuelve a cobrar fuerza. El sistema de 
comercio de emisiones es la piedra angular de la política interna en mate-
ria de cambio climático de la UE y una demostración a la comunidad inter-
nacional de que la acción transnacional es posible para combatir el cambio 
climático.
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Aspectos económicos de la política climática europea
Juan Carlos Ciscar1

Instituto de Prospectiva Tecnológica (IPTS-JRC). Comisión Europea

Sumario: 1. Introducción.—2. Consecuencias del cambio climático 
en Europa y la política de adaptación. 2.1. Impactos del cambio climático en 
Europa. 2.2. La política europea de adaptación.—3. Causas del cambio cli-
mático: la política de mitigación. 3.1. Objetivos europeos de mitigación. 
3.2. Instrumentos de mitigación.—4. Conclusiones.

Resumen: En este ar tícu lo se analizan algunos aspectos económicos clave de 
la política europea de lucha contra el cambio climático. Se revisa parte de la evi-
dencia disponible respecto a las consecuencias económicas del cambio climático 
en Europa, tanto en su impacto total como en su distribución sectorial y geográfica. 
Asimismo, se estudian las principales líneas de la política europea de mitigación, 
incluyendo los principales instrumentos regulatorios utilizados.

Palabras clave: política de cambio climático, impacto del cambio climático, 
adaptación al cambio climático, mitigación de emisiones de gases de efecto inver-
nadero.

Abstract: This article studies some of the key economic issues of the European 
policy against climate change. Recent results concerning the impacts of climate 
change in Europe are reviewed, regarding both the overall impact and the secto-
ral and regional effects. The main lines of the European mitigation policy are also 
briefly reviewed.

Keywords: climate change policy, impacts of climate change, adaptation to 
climate change, greenhouse gas emission mitigation.

1. Introducción

El cambio climático es uno de los retos más importantes a los que se 
enfrenta hoy en día la humanidad. El cambio climático se debe a una al-
teración de la composición química de la atmósfera: un aumento en la 

1 Las opiniones expresadas en este ar tícu lo corresponden al autor, y no reflejan necesa-
riamente las de la Comisión Europea. 
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concentración de los denominados gases de efecto invernadero (GEI). El 
efecto invernadero es un fenómeno natural por el cual parte del calor que 
la Tierra recibe del sol es retenido por los GEI de forma que la tempera-
tura de la superficie terrestre es superior a la que habría en ausencia de es-
tos gases.

Este fenómeno se ha reforzado desde el inicio de la revolución indus-
trial, a finales del siglo XVIII, debido a las emisiones antropogénicas de GEI 
principalmente procedentes de la quema de combustibles fósiles, lo que ha 
conducido al llamado calentamiento mundial (e.g. Flannery, 2007). A lo 
largo del siglo XX la temperatura media de la superficie de la Tierra ha au-
mentado aproximadamente en 0,6 ºC, según el IPCC (Grupo Interguber-
namental de Expertos sobre el Cambio Climático) de Naciones Unidas. El 
ritmo y la duración del calentamiento en el siglo XX han sido mucho mayo-
res que en cualquiera de los nueve siglos anteriores.

El IPCC concluye en su cuarto informe de evaluación (IPCC, 2007) que 
es muy probable que la mayor parte del aumento de temperatura desde me-
diados del siglo XX se deba a la mayor concentración de GEI antropógenos. 
Las proyecciones de emisiones para final del siglo XXI indican que la tem-
peratura media puede aumentar de 1,1 a 6,4 ºC respecto a 1990, según los 
escenarios de crecimiento económico, evolución demográfica y progreso 
tecnológico que se consideren.

Las consecuencias medioambientales y económicas del calenta-
miento mundial o, en términos más generales, del cambio global (e.g. 
Duarte, 2009) pueden ser muy graves, sobre todo para los países en vías 
de desarrollo. El aumento del nivel del mar, una mayor frecuencia e in-
tensidad de fenómenos meteorológicos extremos (como inundaciones, 
sequías y olas de calor), por ejemplo, podrían alterar, incluso de modo 
irreversible, nuestro entorno natural. El informe Stern (Stern, 2006) es-
tima que el daño anual del cambio climático podría estar en un rango en-
tre un 5% y un 20% del PIB mundial, según los tipos de impactos que se 
consideren.

Las políticas para hacer frente a la amenaza del cambio climático se 
han convertido en los últimos años en un tema fundamental de la agenda 
medioambiental internacional, como se ha visto en las recientes cumbres 
del clima de Naciones Unidas de Bali y Copenhague. Hay dos tipos de polí-
ticas de cambio climático. Por un lado, la política de mitigación persigue re-
ducir las emisiones de GEI, es decir, hacer frente a las causas del problema. 
Por otro lado, las políticas de adaptación pretenden minimizar los impactos 
negativos del cambio climático y, asimismo, aprovechar las oportunidades 
que ofrece.

Hoy en día la Unión Europea (UE) intenta liderar la política de lucha 
contra el cambio climático a nivel mundial. La UE tiene el objetivo de li-
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mitar el aumento medio de la temperatura mundial a 2 ºC, respecto a los 
niveles previos a la revolución industrial. Ello implicaría que la concen-
tración de GEI en la atmósfera se debería estabilizar en un rango de 450 
a 500 ppmv, en unidades de CO2-equivalente. Para alcanzar este objetivo 
de concentración es necesario que las emisiones de GEI se estabilicen en 
el mundo hacia el año 2020, es decir, dentro de una década aproximada-
mente. En el horizonte del año 2050 el objetivo de reducción de emisio-
nes mundiales respecto a los niveles de 1990 es muy significativo, del or-
den del 50 al 80%. El G8 apoyó recientemente un objetivo de reducción de 
emisiones de GEI de al menos el 80% para los países desarrollados en el 
año 2050 (G8).

Tales objetivos exigen un cambio radical del sistema energético, tal y 
como lo entendemos hoy en día, por el hecho de que el cambio climático 
está íntimamente relacionado con la producción, transformación y el con-
sumo de la energía en nuestras sociedades.

Asimismo, para alcanzar tales objetivos de reducción de emisiones es 
necesario diseñar un amplio conjunto de medidas de tipo regulatorio que 
afecten a los precios de los mercados ligados a las emisiones de GEI, y ade-
más también modifiquen de forma sustancial el comportamiento de todos 
los agentes económicos, es decir, los consumidores, las empresas y las ad-
ministraciones públicas.

En este ar tícu lo se analizan algunos de los aspectos económicos de la 
política europea de cambio climático. En la sección 2, se revisa parte de la 
evidencia disponible respecto a los impactos económicos del cambio climá-
tico en Europa, a partir del informe PESETA recientemente publicado. En 
la sección 3 se estudian las principales líneas de la política europea de mi-
tigación, discutiendo los instrumentos regulatorios utilizados. La sección 4 
concluye el ar tícu lo con algunas reflexiones.

2.  Consecuencias del cambio climático en Europa y la política 
de adaptación

Los esfuerzos de reducción de emisiones y los costes económicos aso-
ciados a la política de mitigación quedan justificados por los impactos que 
produce el cambio climático sobre los sistemas naturales, el sistema econó-
mico y la salud humana. En la primera subsección se repasan brevemente 
las principales conclusiones de un reciente estudio sobre los efectos econó-
micos del cambio climático en Europa. En la siguiente subsección se deta-
llan las principales líneas de la política de adaptación en la UE.
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2.1. Impactos del cambio climático en Europa

El objetivo del proyecto PESETA (Ciscar et al., 2009) es comprender 
mejor las consecuencias físicas y económicas del cambio climático en Eu-
ropa. El estudio se centra en los impactos totales y en su desagregación por 
zonas geográficas y sectores, de forma que los resultados puedan ser útiles 
para el diseño de políticas y medidas de adaptación.

El estudio considera las siguientes cinco categorías de impacto: agri-
cultura, inundaciones fluviales, sistemas costeros, turismo y salud humana. 
Es importante destacar que el coste total del cambio climático está subesti-
mado en PESETA, ya que el estudio no tiene en cuenta impactos de índole 
no económica, como la pérdida de biodiversidad y los efectos sobre los 
ecosistemas. Asimismo, los efectos de fenómenos meteorológicos extremos 
como sequías, tormentas y olas de calor no se tienen en cuenta. Impactos de 
tipo catastrófico (por ejemplo la ralentización e incluso interrupción de la 
circulación termohalina del Atlántico o la fusión extensiva de los hielos de 
Groenlandia) tampoco se han incluido en el análisis.

PESETA considera cinco escenarios de cambio climático: uno para el 
periodo de los años 2020 y cuatro para los años 2080. Los cuatro escenarios 
en el horizonte 2100, cuyos efectos se comentan en esta sección, tienen en 
cuenta parte de la incertidumbre relacionada con la evolución del sistema 
económico y con la modelización del clima futuro. El aumento en la tempe-
ratura media en la UE estaría en un rango entre 2,5 ºC y 5,4 ºC en el periodo 
2071-2100, respecto al periodo 1961-1990. El aumento correspondiente en 
la temperatura media mundial estaría en un rango entre 2,3 ºC y 3.1 ºC. En 
cuanto a la subida del nivel del mar a finales de este siglo, el rango conside-
rado se sitúa entre 49 cm y 59 cm. Se ha estudiado también el caso extremo 
de una subida del nivel del mar de 88 cm, más acorde con las recientes esti-
maciones disponibles.

Hay cinco resultados principales del estudio que se pueden destacar. 
En primer lugar, en cuanto al impacto total del cambio climático en la UE 
en los cuatro sectores del estudio con valoración de mercado (agricultura, 
inundaciones fluviales, costas y turismo) se calcula que los daños totales 
a la economía de la UE, en términos de pérdida de PIB, supondrían entre 
20.000 y 65.000 millones de euros al año.

Una segunda medida de impacto empleada habitualmente en modelos 
económicos se refiere al bienestar de los consumidores. El modelo de equi-
librio general utilizado en PESETA (van Regemorter, 2005) supone que los 
consumidores persiguen maximizar la satisfacción o bienestar que obtienen 
del consumo de bienes y servicios, una vez tenida en cuenta la renta dispo-
nible. De hecho el efecto sobre el bienestar mide mejor el impacto del cam-
bio climático que la variación del PIB.
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Según el estudio PESETA, el bienestar económico de los europeos, que 
ha crecido en las últimas décadas aproximadamente a una tasa anual de al-
rededor del 2% (tasa denominada tendencial), aumentaría a menor velo-
cidad debido al calentamiento del planeta. En concreto, un aumento de la 
temperatura media de 2,5 ºC podría reducir el bienestar un 0,2%, con lo que 
la tasa tendencial de crecimiento del bienestar pasaría a ser del 1,8%. Si la 
temperatura media aumentara hasta 5,4 ºC, podría reducir aproximadamente 
a la mitad la tasa anual de aumento del bienestar, es decir, hasta una tasa de 
crecimiento del 1%, en lugar del 2% tendencial.

En segundo lugar, en el escenario climático más pesimista (un aumento 
de 5,4 ºC y una subida del nivel del mar de 88 cm), los daños estimados por 
sectores para el conjunto de la UE serían los siguientes:

— Agricultura: las pérdidas de producción, en términos de PIB, se-
rían del 0,3% debido a un menor rendimiento de los cultivos (se 
estima una reducción anual del 10% en la productividad agraria en 
la UE).

— Sistemas costeros: los costes ocasionados por las inundaciones lito-
rales y las migraciones reducirían el bienestar anualmente cerca del 
0.5%. Estos fenómenos afectarían unos cinco millones y medio más 
de personas que en la actualidad.

— Las inundaciones fluviales afectarían a unas 400.000 personas cada 
año y reducirían el bienestar anualmente en un 0,2%, principalmente 
debido a daños a edificios residenciales (con un coste directo de 
15.000 millones de euros al año).

— El turismo sería el único sector que registraría un resultado práctica-
mente neutro en cifras totales en toda la UE, si bien se prevén dife-
rencias para las distintas regiones consideradas en el estudio.

En tercer lugar, para facilitar la interpretación de los resultados se 
calcu lan los impactos económicos desagregados por zonas geográficas. Se 
han considerado cinco regiones en la UE: Norte de Europa, Islas Británicas, 
Europa Central septentrional, Europa Central meridional y Sur de Europa. 
El análisis abarca todos los países de la UE, salvo Chipre, Luxemburgo y 
Malta.

En la figura 1 se representan los cambios en la producción (PIB) en la 
UE y sus regiones en los principales escenarios del estudio, teniendo en 
cuenta los impactos de la agricultura, inundaciones fluviales, costas y tu-
rismo. Se observa la asimetría en la distribución espacial de los daños, 
como se comentará con más detalle en lo que sigue.

La figura 2 recoge la variación en el bienestar, y se observa que los 
cambios en las regiones del centro de Europa y las Islas Británicas son ma-
yores que las estimadas con el PIB.
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Figura 1
Daño total en la UE en términos de pérdida de PIB (millones de euros)

Figura 2
Daño total en la UE en términos de pérdida de bienestar (%)
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Veamos a continuación los resultados detallados para las regiones del 
estudio. Bulgaria, España, Grecia, Italia y Portugal (Sur de Europa) presen-
tan las mayores pérdidas de bienestar de la UE, que se sitúan entre un 0,3% 
y un 1,6% anual. El impacto del cambio climático es negativo en todos los 
sectores, observándose un deterioro grave en la proyección correspondiente 
a la mayor subida de temperatura (5,4° C). La agricultura sufriría los mayo-
res impactos, puesto que la disminución de los rendimientos podría alcanzar 
un 25%. Se estima que los ingresos del turismo podrían disminuir en hasta 
5.000 millones de euros al año, en el peor de los escenarios.

El cambio climático también afectaría negativamente a Europa Central, 
pero en menor medida. Alemania, Bélgica, Países Bajos y Polonia (Europa 
Central septentrional) registrarían pérdidas anuales del bienestar estima-
das entre el 0,3% y el 0,7%. En esta región, el impacto más negativo serían 
los daños a los sistemas costeros. Las inundaciones litorales afectarían a 
2,4 millones de personas más que en la actualidad, mientras que las inunda-
ciones fluviales podrían ocasionar un coste adicional de 5.000 millones de 
euros al año.

Las pérdidas de bienestar en Austria, Eslovaquia, Francia, Hungría, Re-
pública Checa y Rumanía (Europa Central meridional) se situarían entre un 
0,1% y un 0,6%. Los impactos más graves previstos en esta región también 
guardan relación con las crecidas de los ríos y los daños a los sistemas cos-
teros. En contraste, el turismo se vería beneficiado por el cambio climático.

En Irlanda y Reino Unido, la pérdida de bienestar sería similar a la de 
Europa Central, excepto en la proyección con un aumento de las temperatu-
ras de 5,4 ºC y una subida del nivel del mar de 88 cm, en la que la pérdida 
de bienestar sería del 1,3% anual, sobre todo debido al deterioro de los sis-
temas costeros. Los efectos de las inundaciones fluviales son considerable-
mente negativos en todas las proyecciones, al contrario que en el sector tu-
rístico, donde los ingresos aumentarían en 4.500 millones de euros.

Dinamarca, Estonia, Finlandia, Letonia, Lituania y Suecia (Norte de 
Europa) constituyen la única zona de la UE cuyo bienestar registraría subi-
das anuales en todas las proyecciones, de entre el 0,5% y el 0,7%. Ello se 
debe sobre todo a los efectos beneficiosos del cambio climático en la agri-
cultura en esta zona de Europa. Asimismo, habría menores daños causados 
por las inundaciones fluviales y aumentarían los ingresos en el sector turís-
tico. Por contra, las inundaciones litorales podrían afectar como mínimo a 
250.000 personas más cada año.

En cuarto lugar, el proyecto ha considerado cuánto se reducirían los im-
pactos si se adoptasen medidas de adaptación pública en los sistemas cos-
teros (el resto de sectores no recogen medidas de adaptación pública). En 
concreto, se contemplan dos medidas de adaptación en las costas ante una 
subida del nivel del mar: construcción o elevación de diques y regeneración 
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de playas con arena. Con estas medidas de adaptación los impactos totales 
se ven reducidos en gran medida, en un factor de cinco aproximadamente.

Finalmente, los efectos sobre la mortalidad humana debidos al cam-
bio climático, sin considerar los impactos de las olas de calor, son los si-
guientes. La mortalidad anual debida al calor aumentaría en un rango entre 
60.000 y 165.000, sin considerar la posible aclimatización de la población a 
un clima más caluroso. Si se tiene en cuenta que la población se podría acli-
matar a veranos más calurosos, la mortalidad disminuiría al menos en un 
factor de cinco. La mortalidad ligada al frío se vería reducida, por inviernos 
más templados. Se estima que el rango de reducción anual de la mortalidad 
está entre 60.000 y 250.000.

2.2. La política europea de adaptación

El cambio climático está ocurriendo ya y es necesario por tanto adap-
tarse al mismo, de forma que se minimicen los efectos negativos y se pue-
dan aprovechar al máximo las posibles consecuencias positivas del cambio 
climático. De hecho, la cuantía de la transferencia económica del mundo 
desarrollado a los países en vías de desarrollo para que éstos puedan adap-
tarse al cambio climático es uno de los aspectos centrales en las negociacio-
nes internacionales en el marco de Naciones Unidas.

La política de adaptación al cambio climático es relativamente reciente 
en la estrategia europea de lucha contra el cambio climático. En junio del 
2007 la Comisión publicó el Libro Verde sobre adaptación al cambio cli-
mático. En abril de 2009 la Comisión adoptó el Libro Blanco sobre adap-
tación al cambio climático (Comisión Europea, 2009a), cuyo principal ob-
jetivo es proponer un marco que permita reducir la vulnerabilidad de la UE 
a los impactos del cambio climático. En concreto, a partir del año 2013 se 
podría poner en marcha una estrategia europea de adaptación, para lo que 
se proponen una serie de acciones preparatorias en el periodo 2009-2012. 
Es de destacar que, en definitiva, el libro blanco está planteando el naci-
miento de una política de adaptación a escala europea.

Se consideran cuatro tipos de actuaciones. En primer lugar, es impor-
tante mejorar la información disponible sobre los posibles impactos del 
cambio climático en la UE. Para ello se plantea crear en el año 2011 un me-
canismo de intercambio de información (clearing house mechanism) entre 
los Estados miembros respecto a los impactos del cambio climático, vulne-
rabilidad y mejores prácticas en adaptación. De este modo se podrá mejorar 
el conocimiento sobre los costes y beneficios de la política de adaptación, 
de carácter eminentemente local y regional. Se elaborarán indicadores de 
impacto, realizándose un seguimiento de los mismos.
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En segundo lugar, se propone la integración de la política de adaptación 
en todas las políticas europeas de tipo sectorial relacionadas con el cambio 
climático, como es el caso de la política agraria y de salud, áreas donde el 
cambio climático puede tener importantes consecuencias. El libro blanco 
detalla las políticas que se verán afectadas, y en las cuales se pretende me-
jorar su capacidad de «resistencia» al cambio climático, como son las polí-
ticas forestales, biodiversidad, ecosistemas, agua, zonas costeras y marinas, 
sistemas de producción e infraestructuras físicas.

Las otras dos actuaciones se refieren a la cooperación internacional en 
materia de adaptación y al uso de instrumentos para que la política de adap-
tación sea efectiva.

3.  Causas del cambio climático: la política de mitigación

3.1. Objetivos europeos de mitigación

El Protocolo de Kioto estableció un objetivo de reducción de emisiones 
del 8% para la UE-15 en el periodo 2008-2012 respecto a las emisiones del 
año 1990. Las metas de reducción más allá del año 2012 se enmarcan en el 
objetivo de la UE de limitar el aumento de la temperatura mundial a 2 ºC 
respecto al nivel preindustrial. Es interesante en este punto realizar una re-
flexión sobre lo que significa este objetivo.

La Figura 3 ilustra la magnitud del enorme esfuerzo a realizar en tér-
minos de reducción mundial de emisiones en el horizonte 2050 y destaca 
la necesidad de contar con una amplia participación de países para lograr 
la meta de los dos grados. Se representan las emisiones de tres grandes re-
giones: la UE, el resto de los países desarrollados (denominados países 
Anexo 1) y el resto del mundo. En la parte izquierda de la figura aparecen 
las emisiones históricas del año 1990 del mundo y su descomposición por 
regiones. En la parte derecha aparece una proyección para el año 2050 si no 
se ponen en práctica medidas de mitigación de emisiones. Se observa que 
las emisiones mundiales se duplican aproximadamente respecto a los nive-
les de 1990, principalmente por las emisiones adicionales de los países en 
vías de desarrollo.

El nivel de emisiones necesario para alcanzar la meta de los dos grados 
indica el enorme esfuerzo de reducción de emisiones, respecto a las emisio-
nes del año 1990 y, sobre todo, respecto a las emisiones que se darían en un 
escenario de futuro sin política de mitigación. Asimismo, la figura muestra 
que incluso si los países del Anexo 1 no emitiesen nada en el año 2050, las 
emisiones mundiales seguirían siendo muy superiores a las requeridas por 
el objetivo de los dos grados.
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Figura 3
El esfuerzo mundial de reducción de emisiones para lograr la meta de los dos grados

Una serie de recientes comunicaciones de la Comisión al Consejo re-
cogen los pasos seguidos en el desarrollo de objetivos de mitigación en 
Europa respecto al horizonte 2020. La Comunicación Ganando la batalla 
contra el cambio climático global (Comisión Europea, 2005) de marzo del 
2005 destacó la necesidad de contar con una amplia participación de países, 
incluyendo a las grandes economías emergentes, como son los países BRIC: 
Brasil, Rusia, India y China.

El Consejo Europeo de marzo de 2005, posterior a dicha comunicación, 
solicitó a la Comisión Europea profundizar en su análisis, de forma que 
ésta adoptó en enero del 2007 la Comunicación Limitando el calentamiento 
mundial a 2 ºC - Medidas necesarias hasta 2020 y después (Comisión Eu-
ropea, 2007). En esta Comunicación se presentan escenarios mundiales de 
política climática que permiten en el horizonte 2030 alcanzar el objetivo de 
los 2 ºC (véase Russ et al., 2007).

Como resultado de la Comunicación de 2007 el Consejo Europeo de 
marzo de 2007 aprobó el importante «paquete del clima y de la energía», 
según el cual la UE tiene el compromiso de reducir las emisiones de GEI en 
al menos un 20% en el año 2020, respecto a las emisiones de 1990. Este ob-
jetivo será del 30% si hubiese un acuerdo internacional y si, además, otros 
países desarrollados se comprometen a reducciones de emisiones compara-
bles. Al mismo tiempo, y para contribuir a alcanzar los objetivos de mitiga-
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ción, el Consejo adoptó la «política energética para Europa», estableciendo 
un objetivo del 20% en energías renovables y objetivos de mejora en efi-
ciencia energética, un aspecto fundamental en la política de lucha contra el 
cambio climático, como se verá a continuación.

En enero del 2009 la Comisión publicó la Comunicación Hacia un 
acuerdo de cambio climático completo en Copenhague (Comisión Europea, 
2009b), con la finalidad de definir la posición de la UE ante la Conferencia 
de Naciones Unidas celebrada en Copenhague en diciembre del 2009. En 
esta Comunicación se analizan distintos criterios de asignación de objetivos 
de reducción de emisiones para los países desarrollados, un aspecto central 
a la hora de lograr un acuerdo multilateral.

3.2. Instrumentos de mitigación

En esta subsección se hace una somera revisión de los instrumentos de 
política climática que se han puesto en marcha en Europa para alcanzar los 
objetivos de reducción de emisiones.

En el año 2005 se creó el mercado europeo de derechos de emisión de 
GEI (ETS, en sus siglas en inglés, emission trading scheme), siendo de he-
cho el primer régimen internacional de comercio de estos derechos en el 
mundo. El ETS constituye uno de los instrumentos fundamentales de la po-
lítica climática de la UE, tanto por el número de instalaciones industriales 
afectadas (unas doce mil) como por los sectores considerados (los sectores 
industriales intensivos en el uso de energía).

La idea central del comercio de emisiones es aprovechar las venta-
jas del mercado como asignador de recursos de forma descentralizada, de 
forma que se reduzca al mínimo el coste de reducir las emisiones, lo que se 
conoce en inglés como cost-effectiveness. En el momento de lanzar el mer-
cado europeo de comercio de emisiones, mientras la UE tenía amplia expe-
riencia en el uso de impuestos como mecanismo de regulación, carecía de 
experiencia en este instrumento de regulación basado en las cantidades.

La característica fundamental de la Directiva europea que establece el 
comercio de derechos de emisión de GEI es limitar en términos absolutos 
los derechos de emisiones y permitir el comercio de esos derechos entre los 
participantes del mercado (cap and trade). La principal ventaja de este sis-
tema de regulación es que se logra un objetivo cierto de reducción de emi-
siones al mínimo coste. En la alternativa de establecer impuestos se deter-
mina el precio, pero no cuánto se reducen las emisiones. Sin embargo, una 
desventaja del comercio de emisiones es que no se sabe de antemano el 
precio de los derechos, que será el resultado de la interacción de todos los 
agentes del mercado. En términos económicos el precio es, si se cubren to-
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dos los sectores emisores, el coste marginal de reducción de emisiones en la 
economía.

El ETS ha tenido varios periodos. En el primer periodo, años 2005 a 
2007, el mercado incluía los sectores más intensivos en el uso de energía, 
en concreto: sector eléctrico (plantas de combustión), refinerías de petróleo, 
coquerías, plantas metalúrgicas y acerías, así como fábricas de cemento, vi-
drio, ladrillos, cerámica, y pasta y papel, representando aproximadamente 
la mitad de las emisiones de CO2 y la tercera parte de las emisiones de GEI 
de la UE.

Los derechos de emisión de cada instalación industrial se asignaban a 
través de los denominados Planes Nacionales de Asignación (PNA). La ma-
yor parte de los derechos se asignaron a las empresas gratuitamente (grand-
fathering). Para el segundo periodo del ETS, periodo 2008-2012, como mí-
nimo el 90% de los derechos se asignan gratuitamente.

Un aspecto esencial del diseño de un sistema de comercio de emisiones 
se refiere a la posibilidad de trasladar permisos de un periodo a otro. Esto 
no era posible en el en el primer periodo. Como es sabido, al final del pri-
mer periodo (fines de 2007) el precio del permiso disminuyó de forma acu-
sada, acercándose a cero, debido a que hubo sobre-asignación de permisos 
que no se podían trasladar al siguiente periodo. Para el segundo periodo del 
ETS y los siguientes está previsto, sin embargo, que se puedan trasladar los 
permisos entre periodos.

En noviembre de 2004, una enmienda a la Directiva (Linking Directive) 
sentó las bases legislativas para extender la flexibilidad del mecanismo a 
proyectos catalogables como Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL) y/o 
Implementación Conjunta (IC).

En cuanto al periodo 2013-2020, se han introducido una serie de cam-
bios importantes en las reglas que regulan el mercado de emisiones. En pri-
mer lugar, el sistema de subasta se instaurará de forma paulatina, reducién-
dose el porcentaje de permisos asignados de forma gratuita. En particular, 
está previsto que se llegue al 100% en el año 2027. Para el sector eléctrico 
la regla es subasta del 100% de los derechos, con alguna derogación tem-
poral y opcional bajo ciertas condiciones. Asimismo, a los sectores que se 
puedan ver afectados por la llamada «fuga de carbono» —que se trasladen 
las plantas industriales, y por tanto las emisiones derivadas de la operación 
de dichas plantas, a países sin objetivos de reducción de emisiones— se les 
asignarán todos los permisos de forma gratuita.

En segundo lugar, mientras que en la primera y segunda fases del ETS 
se determinaban los objetivos nacionales a través de los PNA, en la fase tres 
(periodo 2013-2020) se fijará un límite paneuropeo de forma anual. Desapa-
recen por tanto los PNA, estableciéndose unas reglas de asignación harmo-
nizadas para todos los países europeos.
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Las emisiones de CO2 de los sectores petroquímico, producción de 
amoníaco y aluminio serán incluidos en el mercado ETS. Asimismo, se ha 
decidido incluir el sector aviación desde el año 2012.

En cuanto a las energías renovales (véase también Atienza, 2009), en el 
año 2008 la Comisión Europea propuso un borrador de Directiva para fo-
mentar el uso de las energías procedentes de fuentes renovables. El obje-
tivo a medio plazo consiste en garantizar para el año 2020 un peso de las 
energías renovables en el total de la energía final consumida de al menos el 
20%. Este objetivo se logrará mediante la imposición de unos objetivos na-
cionales vinculantes pero diferenciados para los Estados miembros. La pro-
puesta de Directiva no prescribe objetivos sectoriales para la electricidad de 
fuentes renovables o el calor en sectores terciarios, domésticos e industria-
les, pero sí exige una proporción mínima de biocarburantes en el total de 
consumo de combustibles líquidos del sector transporte, que ha de ser igual 
o superior al 10%. La Directiva faculta ciertos mecanismos de flexibilidad 
entre los Estados miembros, basados en los certificados de garantía de ori-
gen renovable, que serían transferibles entre Estados miembros, pudiendo 
aquellos que hayan cumplido su objetivo vender sus excedentes a los que 
fuesen deficitarios. La Directiva mantiene la diversidad de instrumentos na-
cionales existentes para el fomento de las energías renovables.

Otro de los elementos fundamentales en el paquete del clima y la ener-
gía de 2007 consiste en la potenciación de las medidas conducentes a un 
mayor ahorro y eficiencia energética. La contribución de este tipo de medi-
das a la reducción necesaria de emisiones puede ser enorme, cifrándose en 
el entorno del 40% del total de la reducción (e.g. Russ et al., 2007).

El objetivo es reducir el consumo energético en un 20% en el año 2020, 
con respecto al nivel previsto en la misma fecha si no se tomasen medidas 
de ahorro energético. Ello se puede lograr con una mayor eficiencia energé-
tica tanto en los sectores industriales y terciarios como en el consumo do-
méstico.

Esta iniciativa se refuerza con toda la legislación previa, de ámbito más 
sectorial, sobre medidas específicas en cada ámbito de actividad, como son la 
Directiva sobre Etiquetado Energético (1992), la Directiva de Promoción de 
la Co-generación (2004), la Directiva sobre Eco-diseño (2005) y la Directiva 
sobre Eficiencia Energética en Edificios. Asimismo, en el año 2006 se aprobó 
la Directiva de Eficiencia Energética en usaos finales y servicios de energía. 
Esta Directiva establece un objetivo indicativo del 9% en el año 2016.

El transporte es una actividad económica responsable de una gran parte 
de las emisiones de GEI. Hay un amplio conjunto de políticas y medidas en 
este sector, entre las que se podrían destacar las siguientes: regulación im-
poniendo mejores estándares en los coches, desarrollo de nuevos combusti-
bles (biocombustibles de primera y segunda generación), electrificación del 
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transporte mediante coches híbridos y eléctricos y fomento de los cambios 
modales.

Finalmente, en cuanto a la política tecnológica relacionada con el cam-
bio climático, la Comisión Europea publicó en 2007 la Comunicación so-
bre el Plan estratégico europeo de tecnologías energéticas: «Un Plan Es-
tratégico Europeo de Tecnologías Energéticas: Hacia un Futuro de Bajo 
Carbono» (SET-Plan). El objetivo es establecer una nueva agenda de priori-
dades en investigación y desarrollo (I+D) en la Unión Europea, a través de 
instrumentos financieros reforzados para fomentar los proyectos de demos-
tración y desarrollo de un amplio espectro de tecnologías energética con 
bajo o nulo perfil carbónico, contando con la participación de los sectores 
industriales mediante esquemas de asociaciones público-privadas. El SET-
Plan propone la creación de seis plataformas industriales para las siguien-
tes tecnologías: eólica, solar, bioenergía, captura y secuestro de CO2, redes 
eléctricas avanzadas y reactores de fisión avanzados. El SET-Plan propone 
también la creación de una alianza europea de centros de investigación 
energética con el fin de promover una serie de programas conjuntos de in-
vestigación energética que faciliten el paso a un sistema industrial menos 
dependiente de los recursos fósiles.

4. Conclusiones

En este ar tícu lo se han revisado algunos aspectos económicos relacio-
nados con la política europea de cambio climático, que ha tenido un gran 
desarrollo en los últimos años, en el marco de las negociaciones internacio-
nales de Naciones Unidas.

En Kioto en el año 1997 se acordó una reducción de las emisiones de 
los países desarrollados para el periodo 2008-2012. Ahora se está inten-
tando llegar a un acuerdo internacional de limitación de emisiones en el ho-
rizonte 2050, de forma que se limite el aumento de la temperatura mundial 
a menos de dos grados respecto a los niveles preindustriales.

Esta meta climática supone una transformación radical del sistema 
energético, con importantes efectos sobre la forma en la que están organiza-
das nuestras sociedades y economías. Para ello será necesario modificar la 
regulación de numerosas actividades y sectores, de forma que se logre una 
descarbonización prácticamente completa del sistema energético en dos ge-
neraciones.
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Sumario: Introducción.—1. Los aspectos técnico-científicos del al-
macenamiento de dióxido de carbono en mares y océanos.—2. Las medi-
das jurídicas de la Unión Europea en relación al almacenaje de dióxido de 
carbono en los espacios marinos.—3. La aplicación de dichas medidas en 
el ámbito del Derecho del Mar.—4. La aplicación de dichas medidas, te-
niendo en cuenta las obligaciones medioambientales.—Conclusiones.

Resumen: Una de las medidas transitorias para la lucha contra el cambio cli-
mático es el almacenaje geológico del dióxido de carbono, que se ha demostrado 
científicamente posible, económicamente viable y medioambientalmente sostenible.

La Unión Europea, en el estricto marco de sus competencias, ha adoptado una 
Directiva en la que establece el marco jurídico del almacenamiento geológico. Al-
gunos de los espacios geológicos donde se regula esta posibilidad son la Zona Eco-
nómica Exclusiva y la Plataforma Continental, donde la Unión Europea y los Es-
tados comparten competencias, espacios a los que se dedican los análisis en este 
trabajo.

Se estudian, pues, las compatibilidades del Derecho Internacional del Mar y de 
las obligaciones de los Estados y la Unión Europea en materia de protección medio-
ambiental marina, en los tres estadios del proceso industrial: captura del dióxido de 
carbono, el transporte y la inyección geológica.

Palabras claves: cambio climático, almacenamiento de carbono, protección 
medioambiental marina, Derecho del Mar, Plataforma Continental, Unión Europea 
y espacios marinos.

Abstract: One of the transitory measures for fight against the climate change 
has been the geologic storage of the dioxide of carbon. This measure has been dem-
onstrated scientifically possible, economically viable and environmentally sustain-
able.

The European Union, in the framework of its competentes, has adopted a Di-
rective on this topic. The EU Directive mentions the geologic spaces where this pos-

1 Este trabajo en progreso (work in progress) se realiza en el marco del Proyecto de Ex-
celencia de la Junta de Andalucía P08-SEJ-3524, titulado Cambio Climático, Energía y Dere-
cho Internacional, del que soy Investigador Principal.
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sibility is regulated, among them the Exclusive Economic Zone and the Continental 
Platform, where the European Union and the States have shared competences. In 
this article, the analysis is focused on these marine spaces.

The author studies the compatibilities of the International Law of the Sea and 
of the obligations of the States and the European Union as regards to the marine 
environmental protection, in the three parts of the industrial processes: the CO2 captures, the transport and the geologic storage.

Keywords: climate change, carbone storage,  marine environmental protec-
tion, Law of the Sea, Continental Platform, European Union and marine spaces.

Introducción

A nadie se le escapa que la Unión Europea, a falta de otro actor inter-
nacional con más coraje, está liderando la lucha contra el cambio climático. 
Desde luego la Unión Europea es un importantísimo actor en este tema, con 
responsabilidades desiguales aunque compartidas pero, aun así, las iniciati-
vas puestas en marcha no podrán ser exitosas si no van acompañadas de co-
rresponsabilidad de los otros actores que más inciden en el cambio climático.

Una de las medidas ya probadas que pueden incidir exitosamente en la 
lucha contra el cambio climático es la captura de dióxido de carbono de la 
atmósfera y su almacenamiento geológico. En este sentido, la Unión Euro-
pea (a través de la antigua Comunidad Europea) ha aprobado medidas jurí-
dicas a tal fin. En dichas medidas se incorporan espacios marítimos, geo-
lógicos y acuáticos que merecen una reflexión, desde la perspectiva no 
solamente de la lucha contra el cambio climático, sino desde la perspectiva 
del Derecho del Mar y, como no, desde el Derecho Ambiental.

En efecto, el dióxido de carbono se elimina de la atmósfera como parte 
del ciclo del carbono. Si no sucediera este ciclo el mundo tendería a calen-
tarse. No sería la Tierra sino que su temperatura emularía a Venus.

Sin embargo, la naturaleza permite la existencia de lo que llamamos 
«sumideros de carbono». Y entre ellos, las masas boscosas y los mares y 
océanos son los que más carbono absorben.

El fitoplancton marino obtiene carbono base de CO2 a través de la fotosín-
tesis, como las plantas y es el comienzo de toda la cadena alimentaria del mar.

Para la formación de los esqueletos y la conchas (compuestos químicos 
de calcita o carbono cálcico) es preciso el CO2, que se obtiene por absor-
ción. Esto hace que los mares y océanos se hayan convertido en los sumide-
ros de CO2 más grandes de la Tierra.

Ahora bien, se está descubriendo que los océanos están saturados de 
carbono muy a pesar de que se sabe que «hasta ahora no se ha producido 
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prácticamente ningún cambio en el ph de las profundidades oceánicas»2. De 
hecho, el nivel de CO2 que absorben es el de los niveles de 1981, que es el 
máximo técnicamente posible para que consideremos un equilibrio ecoló-
gico. Si tenemos en cuenta que desde esas fechas, las emisiones de CO2 han 
aumentado exponencialmente, comprenderemos fácilmente que el calenta-
miento global se justifica por la falta de absorción, entre otros sumideros, 
de los mares y océanos. Es más, esto provoca más tormentas, más agitacio-
nes marinas, lo que provoca, a su vez, que el carbono depositado en el lecho 
marino está siendo movilizado y trasladándolo a la superficie, lo que, a su 
vez, impide mayor absorción del CO2 atmosférico.

Y ¿cuáles serían las consecuencias jurídicas de la alteración de estos su-
mideros marinos? Pues teniendo en cuenta que existe un Tratado Interna-
cional sobre la Antártica, para establecer la responsabilidad de los Estados 
Partes para investigaciones y exploraciones, así como para posponer las re-
clamaciones territoriales y que el Derecho del Mar no tiene previsto un ré-
gimen específico para evitar estas consecuencias medioambientales, o bus-
car soluciones, más allá de lo establecido en algunos Convenios específicos 
sobre contaminación marina, etc., el Derecho Internacional se tendría que 
aplicar muchísimo para encontrar soluciones a estos problemas complejos.

Una de las medidas de lucha contra el cambio climático que pudieran ser 
técnicamente posibles y sostenibles medioambientalmente hablando, así como 
plausible en orden a encontrar un equilibrio para que los sumideros de carbono 
del mar pudieran absorber el carbono necesario de manera natural, sería el al-
macenamiento permanente del dióxido de carbono sobrante en la atmósfera, 
en las estructuras subterráneas, tanto de la tierra firme como de las estructuras 
geológicas de los espacios marinos sujetos a la jurisdicción de los Estados.

Esta medida, entre otras muchas, es la que será el eje de las reflexiones 
a las que se dirigen las próximas páginas.

1.  Los aspectos técnico-científicos del almacenamiento de dióxido de 
carbono en mares y océanos

Sin ánimo de entrar a analizar en detalle los aspectos técnico-científicos 
del almacenamiento de carbono, que por otro lado no sería de mi competen-
cia profesional, creo que es importante dar algunos detalles para que el ju-
rista comprenda el marco de actuación natural.

2 METZ, Bert, DAVIDSON, Ogunlade, CONINCK, Heleen de, LOOS, Manuela and MEYER, 
Leo (Eds.): Carbon Dioxide Capture and Storage, IPCC, 2005, Cambridge University Press, 
UK., p. 37. Disponible en www.ipcc.ch/publications_and_data/publications_and_data_
reports_carbon_dioxide.htm
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El carbono existente en la atmósfera es absorbido de forma natural por 
los llamados sumideros de carbono, fundamentalmente bosques y océanos. 
Las plantas necesitan el carbono para su alimentación y lo absorben de la 
atmósfera a través de la llamada fotosíntesis. Esto significa que las plantas 
absorben carbono, que es retenido en su biomasa (troncos, ramas, hojas…) 
y en el suelo (hojarasca, turba…). Por otro lado emiten o liberan oxígeno 
a la atmósfera y sirven de combustible por su capacidad de almacenaje de 
carbono3. Es el llamado carbono verde.

Si atendemos a lo que nos dice Sandra BROWN, «Los bosques de-
sempeñan un papel primordial en el ciclo global del C porque almacenan 
grandes cantidades de C en la vegetación y el suelo, intercambian C con la 
atmósfera a través de la fotosíntesis y la respiración, son fuentes de C at-
mosférico cuando son perturbados por causas humanas o naturales (p.ej. in-
cendios forestales, utilización de malos sistemas de aprovechamiento, corta 
y quema para transformación en usos no forestales) y se convierten en su-
mideros de C atmosférico (es decir, transferencia neta de CO2 desde la at-
mósfera a la tierra) durante el abandono de las tierras y su regeneración tras 
la perturbación. Los seres humanos tienen potencial, a través de la ordena-
ción forestal, para alterar las reservas y flujos del C forestal alterando con 
ello su papel en el ciclo del C y su potencial para cambiar el clima»4.

Esto es lo que justifica que el propio Protocolo de Kioto5 tenga en 
cuenta las variaciones que se produzcan en las emisiones de dióxido de 
carbono o en la absorción del mismo que se deban al cambio del uso 
de la tierra o a la silvicultura (limitada a la forestación, reforestación o 
deforestación)6.

3 MUYS, B.: Carbon sequestration in forests: a contribution to sustainable forest man-
agement? en HORTON, C. DE BRUYN, K & HENS, L. (eds.): Is sustainable development a con-
tradiction in terms? Seminar VUB & British Council, October 9-13, 1995, Brussels, pp. 89-95. 
Ver también: DEWAR, R.C.: Analytical model of carbon storage in the trees, soils and wood 
products of managed forests, en Tree Physiology, n.º 8, 1991, pp. 239-258. 

4 BROWN, Sandra: Los bosques y el cambio climático: el papel de los terrenos foresta-
les como sumideros de carbono, http://www.fao.org/forestry/docrep/wfcxi/publi/PDF/V1S_
T4.PDF, pp. 107-108.

5 http://unfccc.int/resource/docs/convkp/kpspan.pdf 
6 El ar tícu lo 3.3 del Protocolo de Kioto recoge expresamente lo siguiente: «Las variacio-

nes netas de las emisiones por las fuentes y la absorción por los sumideros de gases de efecto 
invernadero que se deban a la actividad humana directamente relacionada con el cambio del 
uso de la tierra y la silvicultura, limitada a la forestación, reforestación y deforestación desde 
1990, calculadas como variaciones verificables del carbono almacenado en cada período de 
compromiso, serán utilizadas a los efectos de cumplir los compromisos de cada Parte incluida 
en el anexo I dimanantes del presente ar tícu lo. Se informará de las emisiones por las fuentes y 
la absorción por los sumideros de gases de efecto invernadero que guarden relación con esas 
actividades de una manera transparente y verificable y se las examinará de conformidad con 
lo dispuesto en los ar tícu los 7 y 8».
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Sin embargo, los sumideros de carbono más importantes que existen en 
el mundo son los mares y océanos. Es el llamado carbono azul. Dado que el 
carbono es soluble en el agua, el contacto natural entre las aguas marinas y 
la atmósfera permiten que se absorba carbono que los ecosistemas marinos 
fijan a través de las conchas, corales, etc. Por tanto los mares y océanos son 
aliados contra el cambio climático.

Es más, tal como recoge el Informe Carbono Azul: el papel de los océa-
nos saludables en fijar el carbono, publicado por el Programa de las Na-
ciones Unidas para el Medio Ambiente, la Organización para la Agricul-
tura y la Alimentación y UNESCO, «de todo el carbono biológico o carbono 
verde capturado en el mundo, más de la mitad (55%) es capturado por orga-
nismos marinos vivientes, no en tierra, por ello es que se denomina carbono 
azul», señalando, además, que «a diferencia de la captura y almacenamiento 
en tierra del carbono, donde el carbono podría estar encerrado por décadas 
o siglos, el que se almacena en los océanos perdura por milenios»7.

De hecho, el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio 
Climático ha constatado en su Informe especial sobre captación y almace-
namiento de dióxido de carbono que

«Debido a que el dióxido de carbono es soluble en el agua, se produ-
cen intercambios naturales de CO2 entre la atmósfera y las aguas en la su-
perficie oceánica hasta que se alcanza un equilibrio. Si la concentración 
atmosférica de CO2 aumenta, el océano absorbe CO2 adicional gradual-
mente. De este modo, los océanos han absorbido alrededor de 500 Gt de 
CO2 (140 Gt de C) de un total de 1.300 Gt de CO2 (350 Gt de C) de emi-
siones antropógenas liberadas en la atmósfera durante los últimos 200 
años. Como resultado del aumento de las concentraciones atmosféricas de 
CO2 causadas por actividades humanas relativas a niveles preindustriales, 
actualmente los océanos absorben CO2 con una intensidad de unas 7 Gt 
de CO2 al año (2 Gt de C al año)»8.

Pues bien, lo mismo que está ocurriendo con el exceso de carbono en el 
marco de las plantas, está ocurriendo en el mar y en los océanos, sólo que 
en estos últimos elementos, además, produce acidificación en el agua, lo 

7 Ver el Informe completo NELLEMANN, Christian (Editor in chief), CORCORAN, Emily, 
DUARTE, Carlos M., VALDÉS, Luis, DEYOUNG, Cassandra, FONSECA, Luciano, GRIMSDITCH, 
Gabriel: Blue Carbon, thje role of helthy ocean in binding carbon – A rapid response assess-
ment, GRID-Arendal, Birkeland Trykkeri AS, Norway, 2009, ISBN: 978-82-7701-060-1, 
p. 19, (http://dev.grida.no/RRAbluecarbon/pdfs/update/BlueCarbon_print12.10.09.pdf ).

8 INFORME ESPECIAL DEL IPCC: La Captación y el Almacenamiento de Dióxido de Car-
bono, Editores: Bert METZ, Ogunlade DAVIDSON, Heleen DE CONINCK, Manuela LOOS, Leo 
MEYER, Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, 2005, ISBN 
92-9169-319-7, p. 37.
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que comporta cambios biogeoquímicos porque el equilibrio ambiental se 
está alterando9.

Dado que me interesa centrarme en los aspectos marinos, ¿qué alterna-
tivas se están promoviendo para evitar una mala gestión del mar y, por otro 
lado, dar soluciones al calentamiento global, como consecuencia de la mano 
del hombre?

Pues bien, las soluciones propuestas son:
— Fertilización de los mares y océanos (es decir, incremento de los nu-

trientes de los seres vivos marinos, por vía artificial).
— Mezcla de las distintas aguas marinas a través de conductos artificia-

les y de bombas flotantes para que los nutrientes de las aguas ricas 
lleguen a las aguas menos ricas.

— Incremento de la alcalinidad del mar, vertiendo caliza o silicato.
— Almacenamiento geológico del carbón, inyectando CO2 en las for-

maciones geológicas del subsuelo marino, en los acuíferos salinos o 
en los depósitos ya explotados de gas o petróleo.

— Inyección de CO2 soluble en la columna de agua o en el lecho ma-
rino, que a grandes profundidades se disuelve o se aísla de la atmós-
fera durante siglos10.

La comunidad internacional en general y la Unión Europea en particu-
lar, entre otras medidas para luchar contra el cambio climático, han adop-
tado normas jurídicas respecto a estas dos últimas propuestas.

2.  Las medidas jurídicas de la Unión Europea en relación al almacenaje 
de dióxido de carbono en los espacios marinos

Como ya he dicho, la Unión Europea está liderando a nivel mundial las 
medidas para la lucha contra el cambio climático. Entre estas medidas, se 
están teniendo en cuenta aquellas tecnologías transitorias que puedan con-
tribuir a la mitigación del cambio climático, como puede ser el almacenaje 
de dióxido de carbono.

Pues bien, en el marco de la CE y del Espacio Económico Europeo (EEE), 
se ha aprobado recientemente una Directiva, la Directiva 2009/31/CE del 

9 Ver el Informe completo NELLEMANN, Christian (Editor in chief), CORCORAN, Emily, 
DUARTE, Carlos M., VALDÉS, Luis, DEYOUNG, Cassandra, FONSECA, Luciano, GRIMSDITCH, 
Gabriel: Blue Carbon, thje role of helthy ocean in binding carbon – A rapid response assess-
ment, GRID-Arendal, Birkeland Trykkeri AS, Norway, 2009, ISBN: 978-82-7701-060-1, 
p. 32, (http://dev.grida.no/RRAbluecarbon/pdfs/update/BlueCarbon_print12.10.09.pdf ).

10 Ibídem, pp. 42 y 43.
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Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de abril de 2009 relativa al alma-
cenamiento geológico de dióxido de carbono11 que autoriza el almacenaje 
de dióxido de carbono en distintos espacios. En este sentido, la citada Di-
rectiva explica el almacenaje de dióxido de carbono de la siguiente manera:

«Consiste en capturar el dióxido de carbono (CO2) emitido por las 
instalaciones industriales, transportarlo a un emplazamiento de almacena-
miento e inyectarlo en una formación geológica subterránea adecuada con 
vista a su almacenamiento permanente».

Para justificar la opción de la Unión Europea por esta tecnología, se in-
dica que «se podrían almacenar siete millones de toneladas de CO2 de aquí 
a 2020, y hasta 160 millones de toneladas de aquí a 2030, si se logra una re-
ducción del 20% de las emisiones de efecto invernadero de aquí a 2020 y si 
la tecnología de CAC obtiene apoyo privado, nacional y comunitario y re-
sulta ser una tecnología segura desde la perspectiva ambiental. Las emisio-
nes de CO2 que se eviten en 2030 podrían representar aproximadamente el 
15% de las reducciones exigidas en la Unión».

Como puede observarse del análisis de esta Directiva, el proceso im-
plicaría tres partes diferenciadas. Por un lado la captura del dióxido de car-
bono, preferentemente en las instalaciones industriales donde se emiten 
más. Por otro lado, el transporte del gas, en estado gaseoso o ya licuado y 
la inyección geológica en las bolsas de agua salina, depósitos de petróleo o 
gas ya agotadas o de minas sin explotación.

Desde los años 70 existen gaseoductos que transportan el CO2 en estado 
gaseoso y buques cisternas que también lo transportan en estado líquido por 
lo que el transporte del CO2 no sería un problema, ni técnico ni jurídico.

También hay pruebas evidentes de que los almacenamientos geológicos 
«son la opción de almacenamiento para el CO2 más viable desde el punto 
de vista económico y aceptable desde el punto de vista ambiental, particu-
larmente teniendo en cuenta la experiencia ya adquirida en la industria del 
petróleo y el gas. El CO2 comprimido puede inyectarse en formaciones ro-
cosas porosas por debajo de la superficie de la tierra, utilizando muchas de 
las mismas tecnologías de perforación de pozos y métodos de inspección ya 
empleados en la industria del petróleo y el gas»12. El Proyecto CO2SINK es 

11 Diario Oficial de la Unión Europea L 140/114 de 5 de junio de 2009. Por esta Direc-
tiva se modifican la Directiva 85/337/CEE del Consejo, las Directivas 2000/60/CE, 2001/80/
CE, 2004/35/CE, 2006/12/CE, 2008/1/CE y el Reglamento (CE) no 1013/2006 del Parla-
mento Europeo y del Consejo.

12 PNUMA: ¿Puede el almacenamiento del dióxido de carbono contribuir a reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero?, Guía simplificada del «Informe especial sobre 
captura y almacenamiento de dióxido de carbono del Grupo Intergubernamental de Expertos 
sobre el Cambio Climático, http://www.unep.org/dec/docs/CCS_guide-Spanish.pdf, p. 5.
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un proyecto de investigación del Gobierno alemán financiado por la Unión 
Europea que comenzó las pruebas con inyección de CO2 el pasado 30 de ju-
nio de 2008, a plena satisfacción de seguridad, en un acuífero salino13.

Es más, en el marco de la plataforma continental marina, por debajo de 
800 metros de profundidad, se garantizaría, además, la presentación líquida del 
CO2 por efectos de la presión, lo que garantizaría su estabilidad permanente.

Además del almacenaje geológico se han estudiado otras formas de al-
macenaje. Por ejemplo, «Otra forma de almacenar el CO2 capturado puede 
ser inyectarlo en los océanos. El CO2 puede liberarse en la columna de agua 
oceánica mediante un conducto fijo o un buque en desplazamiento. También 
puede depositarse en el lecho marino profundo, por debajo de los 3.000 m, 
en que el CO2 es más denso que el agua»14.

La primera vez que se utilizó alguna de estas técnicas fue precisamente 
en el ámbito del EEE. Noruega, que no pertenece a la Unión Europea pero si 
al Espacio Económico Europeo, tenía disposiciones jurídicas que imponían 
fuertes cargas impositivas a las emisiones de CO2. La Empresa estatal de 
gas y petróleo, Statoil, decidió experimentar la posibilidad de inyectar CO2 a unos 250 kms. de la costa de Noruega, en el Mar del Norte, en una forma-
ción salina situada a 800 metros de profundidad sobre el lecho marino.

Esta fue la espita que encendió las luces de la Comisión Europea. Los 
proyectos se han experimentados en otros lugares del mundo, ajenos al 
terri torio comunitario y en espacios geológicos terrestres. Por tanto, la ex-
periencia noruega ha sido muy útil a la hora de establecer esta Directiva co-
munitaria sobre almacenaje de dióxido de carbono.

La Directiva comunitaria conviene que
«se aplique al almacenamiento geológico de CO2 dentro del territorio 
de los Estados miembros, en sus zonas económicas exclusivas y en sus 
plataformas continentales. La Directiva no debe aplicarse a los proyec-
tos emprendidos con fines de investigación, desarrollo o puesta a prueba 
de nuevos productos y procesos cuya capacidad de almacenamiento to-
tal prevista sea inferior a 100 kilotoneladas. Este umbral también parece 
apropiado a los fines de otras normativas comunitarias pertinentes. Debe 
prohibirse el almacenamiento de CO2 en complejos de almacenamiento 
situados fuera del ámbito de aplicación territorial de la presente Direc-
tiva, así como en la columna de agua».

Como puede comprobarse, respecto al tema que aquí nos interesa, esta 
Directiva no sería aplicable (ni podría serlo) fuera de la Zona Económica 

13 SCHILLING, F., BORM, G. WÜRDEMANN, H., MÖLLER, F., KÜHN, M. y CO2SINK 
GROUP: «Status Report on the First European on-shore CO2 Storage Site at Ketzin (Ger-
many)», en Energy Procedia, vol. 1, Issue 1, february 2009, pp. 2029-2035.

14 Ibídem, p. 7.
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Exclusiva (ZEE) y de la plataforma continental de los Estados Miembros de 
la Unión Europea más del EEE (con excepción del subsuelo del mar territo-
rial o aguas interiores, cuyo régimen soberano es indiscutible).

Esto quiere decir que el ámbito de aplicación, respecto a los espacios 
marinos, tal como su ar tícu lo 2 señala es la plataforma continental y la ZEE 
de los ribereños estatales. En este sentido, dice textualmente dicho ar tícu lo 2 
de la Directiva:

«La presente Directiva se aplicará al almacenamiento geológico de 
CO2 en el territorio de los Estados miembros, sus zonas económicas ex-
clusivas y sus plataformas continentales en el sentido de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CNUDM)».

Como puede verse, hace referencia expresa a la Convención de las Na-
ciones Unidas sobre el Derecho del Mar15. Esto quiere decir que de forma 
expresa se refiere a esos espacios marítimos, no como espacios de sobera-
nía sino como espacios de jurisdicción.

El apartado 1 del citado ar tícu lo 2 de la Directiva parece que entra en 
contradicción con el apartado 4 que, expresamente, prohíbe el almacena-
miento de CO2 en la columna de agua, es decir, tal como reconoce el ar-
tícu lo 3-2.º «la masa de agua vertical continua, desde la superficie hasta los 
sedimentos del fondo».

No entiendo muy bien por qué hace referencia al almacenamiento geo-
lógico de CO2 en las zonas económicas exclusivas si, primero, es una con-
tradicción en los términos, porque si es almacenamiento geológico, es evi-
dente que no puede ser en las aguas y, segundo, entra en contradicción no 
sólo con las obligaciones internacionales de la Unión Europea, como luego 
veremos, sino con la propia Directiva que prohíbe este tipo de depósito. 
Creo que ha sido una referencia a un espacio marítimo que era innecesaria 
salvo que se quiera significar los efectos medioambientales. Sin embargo, 
no creo que se refiera a ello. Más me inclino por considerar que se trata 
del mismo cálculo jurídico que se siguió en la Convención de las Naciones 
Unidas para el Derecho del Mar, que más tarde analizaremos.

Por supuesto que, al ser una Directiva, los Estados Miembros de la UE 
(y de la EEE) se obligan en el marco de estos instrumentos jurídicos. Por 
tanto, son ellos los que establecerán el régimen jurídico concreto porque es-
tamos ante una materia que no es competencia exclusiva de la Unión Euro-
pea y, por tanto, se aplica el principio de subsidiaridad. En este sentido, la 
propia Directiva recoge en el ar tícu lo 4 que

15 Boletín Oficial del Estado de 14 de febrero de 1997.
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«Los Estados miembros mantienen el derecho de decidir las zonas en 
las que podrán situarse los emplazamientos de almacenamiento, de con-
formidad con los requisitos de la presente Directiva. Este derecho incluye 
el derecho de los Estados miembros a no permitir almacenamiento alguno 
en partes de su territorio o en la totalidad del mismo».

Esto quiere decir que no están obligados a autorizar almacenamiento al-
guno de estas características. Pero si lo hacen, deben hacerlo de conformidad 
con la seguridad que establecen la Directiva y otras normas internacionales.

Independientemente del procedimiento y las características técnicas que 
recoge la Directiva para la elección de los lugares de almacenaje, los per-
misos, el seguimiento de las condiciones de seguridad, las inspecciones, las 
medidas en caso de fuga o de irregularidades significativas, etc., la realidad 
es que, en el marco del Derecho del Mar, la Directiva lo único que ha hecho 
ha sido incluir dos espacios marítimos, de los que sólo es útil uno de ellos, 
que tiene unas características jurídico-internacionales diferentes a los espa-
cios geológicos terrestres. Por ello, quizás hubiera sido conveniente haber 
precisado mucho más las condiciones de almacenaje en este espacio marino 
que he llamado útil, es decir, en la plataforma continental.

Es curioso que durante el procedimiento del desarrollo legislativo de 
co-decisión no se haya producido ninguna referencia a este aspecto. La pro-
puesta de la Comisión ya traía este texto, que no sufrió modificación al-
guna, dado que la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Segu-
ridad Alimentaria del Parlamento Europeo, encargada de su evaluación y 
presidida por Chris Davies, no hizo ninguna consideración en su Informe 
respecto a estos espacios marinos16. Tampoco el Informe de la Comisión de 
Industria, Investigación y Energía del Parlamento Europeo, de fecha 15 de 
septiembre de 2008, hizo ninguna observación al respecto. De hecho la Po-
sición del Parlamento Europeo fue favorable sin discusión sobre esta cues-
tión que menciono17.

En este sentido sólo queda reflexionar brevísimamente sobre si la 
Unión Europea tiene competencias para establecer normas en el ámbito de 
las competencias de los Estados Miembros respectos a los espacios mari-
nos en los que se ejerce jurisdicción. Desde luego, la respuesta tiene que ser 
positiva porque el alcance de las normas jurídicas comunitarias llega hasta 
donde alcancen las normas jurídicas internas, salvo que se refieran a compe-
tencias no establecidas o deducidas de las funciones de la Unión Europea.

En este sentido, el ámbito de aplicación de las normas comunitarias al-
canza también, en el estricto marco de sus competencias, a los espacios ma-

16 Ver Doc. RR\748401ES.doc, PE407.716v02-00, p. 25.
17 Doc. EP-PE_TC1-COD(2008)0015, de 17 de diciembre de 2008.
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rinos, como la ZEE y la plataforma continental, que son los que nos intere-
san aquí.

Ahora bien, el problema es que, como ha quedado patente, esta Direc-
tiva sobre almacenamiento geológico de CO2 recoge al mismo nivel la ZEE 
y la plataforma continental, aunque excluye el almacenamiento en la co-
lumna de agua, es decir, en la ZEE y ello tiene que ser consecuente con el 
Derecho Internacional del Mar.

De hecho la propuesta de trasposición española insiste en la misma 
cuestión. Lo único que hace es añadir un elemento de confusión más, que 
es la inclusión del mar territorial. Es verdad que indicaba las estructuras 
subterráneas, pero se entiende que estas estructuras se corresponden con la 
plataforma continental. Dice textualmente: «1. Esta Ley se aplicará al al-
macenamiento geológico de CO2 en estructuras subterráneas en España, in-
cluyendo su mar territorial, su zona económica exclusiva y su plataforma 
continental»18.

En el ar tícu lo 3 de esta propuesta española se viene a añadir más confu-
sión aun porque llega a decir que:

«A los efectos del ar tícu lo 132.2 de la Constitución tendrán la consi-
deración de bienes de dominio público estatal las formaciones geológicas 
que formen parte de lugares de almacenamiento existentes en el territo-
rio del Estado y en el subsuelo del mar territorial y de los fondos marinos 
que estén bajo la soberanía del Reino de España conforme a la legislación 
vigente y a los convenios y tratados internacionales de los que sea parte».

Como puede verse no puede haber mayores despropósitos, confun-
diendo la plataforma continental con los fondos marinos o los espacios de 
soberanía con los espacios de jurisdicción.

Por ello, se requieren ciertas clarificaciones en este marco del Derecho 
Internacional del Mar.

3. La aplicación de dichas medidas en el ámbito del Derecho del Mar

No voy a hacer referencia a aquellos espacios marinos que se someten, 
con las limitaciones establecidas en la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, a la soberanía plena de los Estados, sino, única-
mente a aquellos espacios, recogidos en la Directiva sobre Almacenamiento 
Geológico de Dióxido de Carbono y que pertenecen al ámbito de los es-

18 Ver el texto de la propuesta de trasposición en http://www.pteco2.es/documents/
Borrador%20trasposicion%20Directiva%20%20Almacenamiento%20Carbono.pdf.
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pacios donde el Estado puede ejercer determinadas actividades, para com-
probar si es posible este tipo de actividad de almacenamiento geológico de 
CO2.Desde luego, desde el punto de vista convencional, la Zona Económica 
Exclusiva está bien definida y en la Convención sobre el Derecho del Mar 
se establece, en su ar tícu lo 55, que dicha zona es «un área situada más allá 
del mar territorial y adyacente a éste, sujeta al régimen jurídico específico 
establecido en esta Parte, de acuerdo con el cual los derechos y la jurisdic-
ción del Estado ribereño y los derechos y libertades de los demás Estados 
se rigen por las disposiciones pertinentes de esta Convención», diciendo el 
ar tícu lo 57 que «la zona económica exclusiva no se extenderá más allá de 
200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales 
se mide la anchura del mar territorial».

El Estado ribereño no tiene, pues, el ejercicio pleno y exclusivo de su 
soberanía sino que ejercerá su jurisdicción de acuerdo con los límites fijados 
en la Convención sobre el Derecho del Mar. En este sentido, los derechos 
que establece la Convención son muy amplios. El ar tícu lo 56 señala que

«1. En la zona económica exclusiva, el Estado ribereño tiene:
a) Derechos de soberanía para los fines de exploración y explotación, 

conservación y administración de los recursos naturales, tanto vi-
vos como no vivos, de las aguas suprayacentes al lecho y del lecho 
y el subsuelo del mar, y con respecto a otras actividades con miras 
a la exploración y explotación económicas de la zona, tal como la 
producción de energía derivada del agua, de las corrientes y de los 
vientos;

b) Jurisdicción, con arreglo a las disposiciones pertinentes de esta 
Convención, con respecto a:
i) El establecimiento y la utilización de islas artificiales, instala-

ciones y estructuras;
ii) La investigación científica marina; 
iii) La protección y preservación del medio marino;

c) Otros derechos y deberes previstos en esta Convención.
2. En el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus debe-

res en la zona económica exclusiva en virtud de esta Convención, el Es-
tado ribereño tendrá debidamente en cuenta los derechos y deberes de los 
demás Estados y actuará de manera compatible con las disposiciones de 
esta Convención.

3. Los derechos enunciados en este ar tícu lo con respecto al lecho del 
mar y su subsuelo se ejercerán de conformidad con la Parte VI».

Por tanto, el contenido de su máxima jurisdicción está en relación con 
el derecho de pesca, donde el Estado tiene competencias para la explora-
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ción y explotación, conservación y administración de los recursos naturales 
y otras actividades económicas.

Sin embargo, este ar tícu lo hace comprender la ZEE no sólo la columna 
de agua suprayacente sino el lecho y el subsuelo marino, coincidiendo, en 
parte, con la plataforma continental, como luego veremos.

¿Estarían entre estas actividades económicas el almacenamiento de 
dióxido de carbono? En principio no parece que haya nada que lo impida. 
Ya hemos dicho que, hoy día sería técnicamente posible almacenar en el le-
cho marino de la ZEE, carbono licuado que mantendría unas características 
estables, creando lagos sumergidos. También sería posible establecer con-
tenedores de CO2 líquido, siempre que estén perfectamente identificados y 
señalizados. Y, finalmente sería posible utilizar el subsuelo marino para el 
almacenamiento geológico.

 El problema respecto al depósito de dióxido de carbono en la columna 
de agua es que no se ha demostrado su inocuidad y, por tanto, «el Estado ri-
bereño tendrá debidamente en cuenta los derechos y deberes de los demás 
Estados y actuará de manera compatible con las disposiciones de esta Con-
vención». Es decir, los factores ambientales juegan un importante papel, 
como luego veremos en el análisis de este factor.

Son, pues, los riesgos medioambientales los que juegan en contra de 
este espacio marino.

Ahora bien, como se ha mencionado, respecto al lecho y el subsuelo 
marino de este espacio se ejercerán los derechos de la plataforma continen-
tal (Parte VI de la Convención).

Durante la Conferencia de las Naciones Unidas que elaboró la Conven-
ción sobre el Derecho del Mar, sus redactores fueron conscientes de esta 
superposición de regímenes, como nos recuerda el Prof. Pastor Ridruejo19. 
Sin embargo, cada espacio tiene su propio régimen y, en cuanto al almace-
namiento geológico de dióxido de carbono, sin duda alguna, tenemos que 
referirnos al régimen jurídico de la plataforma continental, aunque la Con-
vención sobre el Derecho del Mar también incluya estos espacios dentro de 
la ZEE, superponiéndolo con la plataforma continental, porque remite sus 
actividades al régimen jurídico de este último espacio.

19 PASTOR RIDRUEJO, José Antonio: Curso de Derecho Internacional Público y Organiza-
ciones Internacionales, Tecnos, 9.ª ed., Madrid, 2003, p. 363. YTURRIAGA también reconoce 
este hecho cuando dice que «desde el comienzo de la fase preparatoria de la Conferencia se 
mantuvo el paralelismo entre el suelo y el subsuelo de la ZEE y el suelo y subsuelo de la pla-
taforma continental, que son coincidentes dentro de las 200 millas». Ver YTURRIAGA BARBE-
RÁN, José Antonio de: Ámbitos de Jurisdicción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, Ministerio de Asuntos Exteriores, Madrid, 1996, p. 209.
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Esta debe ser la razón de por qué la Directiva comunitaria menciona la 
ZEE y la plataforma continental. Por tanto, si la menciona no es porque au-
torice el almacenamiento en la columna de agua de la ZEE (que prohíbe de 
forma expresa) sino porque hay aspectos de este almacenamiento que pue-
den afectar a la ZEE aunque le sería de aplicación el régimen jurídico de la 
plataforma continental.

En este sentido, respecto a la plataforma continental, el ar tícu lo 76 de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982, dice 
exactamente:

«La plataforma continental de un Estado ribereño comprende el le-
cho y el subsuelo de las áreas submarinas que se extienden más allá de su 
mar territorial y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio 
hasta el borde exterior del margen continental, o bien hasta una distan-
cia de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las 
cuales se mide la anchura del mar territorial, en los casos en que el borde 
exterior del margen continental no llegue a esa distancia».

Como puede comprobarse combina un criterio geológico (la prolon-
gación natural de su territorio hasta el borde exterior del margen continen-
tal) con el criterio jurídico (independientemente de su extensión territorial, 
hasta 200 millas desde las líneas de base rectas), salvo algunos criterios 
correc tores que no interesan destacar aquí.

Estamos hablando, como señala el mismo ar tícu lo en su párrafo 3, del 
«lecho y el subsuelo de la plataforma, el talud y la emersión continental». 
Por tanto, incluimos el lecho y el subsuelo que esté más allá del mar territo-
rial, es decir, coincide parte de la ZEE, aunque puede haber más plataforma 
continental que lecho y subsuelo marino de ZEE, por extensión jurídica de 
la misma.

En este sentido, la Directiva de almacenamiento no contempla el espa-
cio continental sumergido del mar territorial (que si contempla el proyecto 
de ley de trasposición española) pero que habría que considerarla incluida 
como espacio geológico terrestre, dado el régimen del mar territorial.

A los efectos de la Directiva comunitaria de almacenamiento geológico 
de CO2, la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar esta-
blece en el ar tícu lo 77 que:

«1. El Estado ribereño ejerce derechos de soberanía sobre la plata-
forma continental a los efectos de su exploración y de la explotación de 
sus recursos naturales.

2. Los derechos a que se refiere el párrafo 1 son exclusivos en el sen-
tido de que, si el Estado ribereño no explora la plataforma continental o 
no explota los recursos naturales de ésta, nadie podrá emprender estas ac-
tividades sin expreso consentimiento de dicho Estado.
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3. Los derechos del Estado ribereño sobre la plataforma continental 
son independientes de su ocupación real o ficticia, así como de toda de-
claración expresa.

4. Los recursos naturales mencionados en esta Parte son los recursos 
minerales y otros recursos no vivos del lecho del mar y su subsuelo, así 
como los organismos vivos pertenecientes a especies sedentarias, es decir, 
aquellos que en el período de explotación están inmóviles en el lecho del 
mar o en su subsuelo o sólo pueden moverse en constante contacto físico 
con el lecho o el subsuelo».

Entiendo que dentro de la explotación de los recursos naturales, donde 
se incluyen los recursos minerales, fósiles, gasísticos, etc. puede incluirse la 
utilización de este espacio con fines comerciales o de intereses nacionales, 
como podría ser el almacenamiento geológico de CO2, siempre y cuando se 
haga de manera compatible con el Derecho del Mar, es decir, con la segu-
ridad de que no afectará a terceros y en condiciones medioambientalmente 
sostenibles.

Es más, del ar tícu lo 81 de la Convención sobre el Derecho del Mar se 
desprende esta situación dado que señala que «El Estado ribereño tendrá 
el derecho exclusivo a autorizar y regular las perforaciones que con cual-
quier fin se realicen en la plataforma continental». Por tanto, esa expresión 
de «cualquier fin» incluye, en mi opinión, el almacenamiento geológico de 
CO2. Incluso, más adelante, el ar tícu lo 85, bajo el rótulo de excavación de 
túneles, señala que «lo dispuesto en esta Parte no menoscabará el derecho 
del Estado ribereño a explotar el subsuelo mediante la excavación de tú-
neles, cualquiera que sea la profundidad de las aguas en el lugar de que se 
trate».

En este sentido, España, antes incluso de la adopción de la Directiva 
comunitaria de almacenamiento geológico de dióxido de carbono ha esta-
blecido una reserva provisional a favor del Estado para el posible almace-
namiento de dióxido de carbono en cuatro zonas de la plataforma conti-
nental española (en estas Resoluciones de la Dirección General de Política 
Energética y Minas sólo se menciona la plataforma continental, no la ZEE). 
Entre las reservas preestablecidas figuran la plataforma continental del 
Cantábrico, frente a los municipios de Llanes y Buelna (Asturias)20, Suan-

20 Resolución de 28 de noviembre de 2007, de la Dirección General de Política Energé-
tica y Minas, por la que se publica la inscripción de propuesta de reserva provisional a favor 
del Estado para recursos de la sección B), estructuras subterráneas susceptibles de ser un efec-
tivo almacenamiento de dióxido de carbono, en el área denominada «Asturias Centro», com-
prendida en la provincia de Asturias y parte de la plataforma continental costera. BOE núm. 
34 Viernes 8 febrero 2008, p. 7.100. 
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ces (Cantabria)21 y Mundaka (Vizcaya)22 y otro en la Bahía de Huelva23. 
Obviamente también lo ha hecho respecto a otros emplazamientos geológi-
cos del territorio peninsular pero esos espacios no son objeto de análisis en 
estas páginas.

El día 11 de diciembre de 2009, el Consejo de Ministros aprobó el pro-
yecto de Ley sobre almacenamiento de dióxido de carbono que transpone 
la Directiva Europea.

Ahora bien, ¿qué deben tener en cuenta los lugares seleccionados para 
el almacenamiento, respecto al Derecho del Mar? La respuesta la dan las 
Directrices específicas para la evaluación de flujos de dióxido de carbono 
a efectos de su evacuación en formaciones geológicas del subfondo marino 
del Convenio de Londres. En este sentido, dice:

«6.6. Los principales lugares de esparcimiento, características bio-
lógicas y usos del mar que deben tenerse cuenta al terminar la ubicación 
concreta del sitio son, entre otras, las siguientes:

1. las zonas costeras y marinas de importancia ambiental, científica, 
cultural o histórica, como las zonas marítimas protegidas o los eco-
sistemas vulnerables (por ejemplo, arrecifes coralinos);

2. las zonas de pesca y de maricultura;
3. las zonas de desove, reproducción y repoblación;
4. las rutas migratorias;
5. los hábitats estacionales y críticos;

21 Resolución de 28 de noviembre de 2007, de la Dirección General de Política Energé-
tica y Minas, por la que se publica la inscripción de propuesta de reserva provisional a favor 
del Estado para recursos de la sección B), estructuras subterráneas susceptibles de ser un efec-
tivo almacenamiento de dióxido de carbono, en el área denominada «Almacén 9», compren-
dida en la plataforma continental (frente a la provincia de Cantabria). BOE núm. 34 Viernes 8 
febrero 2008, p. 7.099. También la Resolución de 28 de noviembre de 2007, de la Dirección 
General de Política Energética y Minas, por la que se publica la inscripción de propuesta de 
reserva provisional a favor del Estado para recursos de la sección B), estructuras subterráneas 
susceptibles de ser un efectivo almacenamiento de dióxido de carbono, en el área denominada 
«Almacén 8», comprendida en la provincia de Cantabria y parte de la plataforma continental. 
BOE núm. 34 Viernes 8 febrero 2008, p. 7.100.

22 Resolución de 28 de noviembre de 2007, de la Dirección General de Política Ener-
gética y Minas, por la que se publica la inscripción de propuesta de reserva provisional a fa-
vor del Estado para recursos de la sección B), estructuras subterráneas susceptibles de ser un 
efectivo almacenamiento de dióxido de carbono, en el área denominada «Almacén 7», com-
prendida en la plataforma continental (frente a la provincia de Vizcaya). BOE núm. 34 Vier-
nes 8 febrero 2008, p. 7.100.

23 Resolución de 4 de marzo de 2008, de la Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se publica la inscripción de propuesta de reserva provisional a favor del Es-
tado para recursos de la sección B), estructuras subterráneas susceptibles de ser un efectivo 
almacenamiento de dióxido de carbono, en el área denominada «Almacén 10», comprendida 
en la provincia de Huelva. Jueves 3 abril 2008 BOE núm. 81, p. 18.586.
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6. las vías de navegación;
7. las zonas militares de exclusión; y
8. los usos tecnológicos del fondo marino, incluida la minería, los ca-

bles submarinos y las instalaciones de desalación o de conversión 
de energía»24.

Además de esto, las reglas generales del Derecho del Mar, es decir, que 
si la captura debe hacerse desde plataformas artificiales, éstas deben estar 
señalizadas y no entorpecer la navegación marítima, el transporte debe ha-
cerse mediante conductos verticales u horizontales que vayan desde la su-
perficie o cruzando el lecho marino o excavado en el subsuelo, siempre y 
cuando no entorpezca tampoco la navegación en superficie o sumergida y 
no suponga quebranto alguno para terceros Estados o para el medio am-
biente. Por último, la inyección geológica debe hacerse con las garantías de 
que no se produzcan migraciones hacia la plataforma continental de otros 
Estados. Para ello hay que sellar tanto el subsuelo como el lecho marino.

4.  La aplicación de dichas medidas, teniendo en cuenta las obligaciones 
medioambientales

La preocupación medioambiental de los mares y océanos es anterior a 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982. 
En 1969 se hizo el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil por 
daños causados por la Contaminación del Mar por Hidrocarburos, de Bru-
selas el 29 de noviembre de 196925 con su Protocolo de Londres de 19 de 
noviembre de 197626. En 1972, se adoptó la Convención sobre la Preven-
ción de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Ma-
terias, adoptada en Londres, Ciudad de México, Moscú y Washington el 
29 de diciembre de 1972, en vigor desde el 30 de agosto de 197527, al que 
luego se le añadiría el Protocolo de 1996 Relativo al Convenio sobre la pre-
vención de la contaminación del mar por vertimiento de desechos y otras 
materias, 1972, hecho en Londres el 7 de noviembre de 199628. En 1973, el 

24 Ver el doc. en http://www.imo.org/includes/blastDataOnly.asp/data_id%3D23537/
9-CO2Spanish.pdf, p. 7 y 8, anexo 4.

25 Boletín Oficial del Estado de 8 de marzo de 1976.
26 Boletín Oficial del Estado de 4 de febrero de 1982.
27 Boletín Oficial del Estado de 10 de noviembre de 1975.
28 Boletín Oficial del Estado de 31 de marzo de 2006. Véase un comentario general en 

TORRE GARCÍA, Carlos de la: Comentarios al Protocolo de 1996 relativo al Convenio de Lon-
dres de 1972 sobre la prevención de la contaminación del mar por vertimiento de desechos y 
otras materias, en Anuario de Derecho Marítimo, n.º 15, 1998, pp. 377-420.
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Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, 
firmado en Londres el 2 de noviembre 1973, modificado por el Protocolo 
de Londres de 17 de febrero de 197829.

Como puede observarse, la preocupación medioambiental se centra en 
la contaminación de la masa de agua, bien por hidrocarburos, bien por des-
hechos o vertimientos. Sin embargo, ya durante el desarrollo de la III Con-
ferencia Diplomática sobre el Derecho del Mar comienza un proceso con-
vencional de protección de espacios más restringidos y por otras posibles 
fuentes de contaminación. En este marco, por ejemplo, se desarrolla y 
adopta el Convenio para la Protección del Mar Mediterráneo contra la con-
taminación30 (Convenio de Barcelona de 197631).

En cualquier caso, con respecto a los espacios que analizamos en estas 
páginas, la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 
en su ar tícu lo 208 prevé la competencia normativa (y por lo tanto la respon-
sabilidad) de la contaminación resultante «directa o indirectamente de las 
actividades relativas a los fondos marinos sujetas a su jurisdicción…»32. Ob-
viamente, en el marco comunitario, en el ámbito de las competencias estric-
tas de la Unión Europea, estas competencias serán ejercidas por la Unión, 
en la medida que tenga competencias para ello, sobre todo en el marco de 
aquellos Tratados Internacionales en los que es Parte, que son la mayoría33.

Consecuentemente, como he dicho, la responsabilidad de dicha conta-
minación es del Estado ribereño. En este sentido, no hay nada en la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre de Derecho del Mar que impida el 
uso de la ZEE o de la plataforma continental para el almacenaje de dióxido 
de carbono siempre y cuando se haga sin perjuicio para terceros ni para el 

29 Boletín Oficial del Estado de 17 y 18 de octubre de 1984.
30 Para una evaluación histórica en el marco de la cuenca mediterránea, véase BLANC AL-

TEMIR, Antonio: La protección del medio ambiente en el Mediterráneo: Balance y prospectiva 
tras el proceso de revisión del Plan de Acción para el Mediterráneo (PAM), del Convenio de 
Barcelona y de sus Protocolos, en VALLE MUÑÍZ, José Manuel (coord.): La protección jurí-
dica del medio ambiente, Aranzadi Editorial, Pamplona, 1997, pp. 45-104.

31 Boletín Oficial del Estado de 21 de febrero de 1978. La Unión Europea es parte tam-
bién por la Decisión 77/585/CEE, Diario Oficial L 240 de 19.9.1977, p. 1.

32 YTURRIAGA BARBERÁN cree que la Convención debería haber dicho «sujetos» para re-
ferirse a los espacios y no a las actividades. De hecho, dice YTURRIAGA «De una interpreta-
ción literal de estas disposiciones cabría deducir que no son los fondos marinos de la ZEE los 
que están bajo la jurisdicción del Estado ribereño (…) sino tan sólo las actividades que en 
ellos se realicen». Ver YTURRIAGA BARBERÁN, José Antonio de: Ámbitos de Jurisdicción de 
las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, Ministerio de Asuntos Exteriores, Madrid, 
1996, pp. 149 y 189.

33 Ver, por ejemplo, el rol de la Comunidad Europea en la gestión de estos espacios en 
el área mediterránea, en BELFIORE, Stefano: The Role of the European Community in the Me-
diterranean Coastal Zone Management, en Ocean & Coastal Management, Vol. 31. n.os 2-3, 
1996, pp. 219-258.
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medio ambiente. Es más, el Art. 1-5.º-b) de la Convención sobre el Derecho 
del Mar señala que no sería vertimiento «ii) El depósito de materias para fi-
nes distintos de su mera evacuación, siempre que ese depósito no sea con-
trario a los objetivos de esta Convención».

La propia Asamblea General de las Naciones Unidas ha prestado aten-
ción a esta cuestión ya en 1989, manifestando lo siguiente:

«40. Según el ar tícu lo 208 los Estados están obligados a adoptar me-
didas legislativas y otras medidas necesarias respecto de la contaminación 
resultante de actividades relativas a los fondos marinos sujetos a la juris-
dicción nacional y de las islas artificiales e instalaciones y estructuras de 
la zona económica exclusiva y la plataforma continental. A diferencia del 
ar tícu lo 207, se fija un estándar mínimo para esas medidas en el sentido 
de que no podrán ser menos eficaces que las reglas internacionales. Po-
dría tratarse de un grado más elevado de obligación en el sentido de que 
va más allá de la compatibilidad y exige eficacia. Según el ar tícu lo 214, 
los Estados velarán por la ejecución de las leyes y reglamentos que hayan 
dictado de conformidad con el ar tícu lo 208 y adoptarán medidas legisla-
tivas para poner en práctica las reglas y estándares internacionales aplica-
bles. El ar tícu lo 208 incluye también la obligación de tratar de armonizar 
la política al respecto con otros Estados en el plano regional apropiado 
pero, a diferencia del ar tícu lo 207, no se hace referencia a las aspiracio-
nes ni a la capacidad económica de los Estados en desarrollo»34.

La preocupación y la sugerencia de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas eran, por un lado, el control de la contaminación por activida-
des en el subsuelo marino, en aquellos tiempos centrada fundamentalmente 
en la extracción de petróleo y gas, y por otro lado, en la recomendación de 
acuerdos regionales, más eficaces que los de alcance general. En este sen-
tido, el citado documento de la Asamblea General, A/44/461, de 18 de sep-
tiembre de 1989, señalaba textualmente:

«F. Reglamentación de la contaminación proveniente de las activida-
des en el fondo del mar sujetas a la jurisdicción nacional:

129. La contaminación resultante de las actividades en el fondo del 
mar sujetas a la jurisdicción nacional, en particular la exploración y ex-
plotación de hidrocarburos, tiene modalidades relativamente uniformes 
en las distintas regiones del mundo. Las operaciones que entrañan esas 
actividades son también similares. En consecuencia, podría ser útil esta-
blecer directrices para prevenir, reducir y controlar la contaminación re-
sultante de esas operaciones. Las directrices generales establecidas por el 
PNUMA en 1982 para las actividades de minería y de perforación cerca 

34 Doc. Asamblea General A/44/461, de 18 de septiembre de 1989, p. 13.
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de la costa podrían servir como base para este propósito. Dado que hay 
sólo un acuerdo regional sobre esta cuestión, deben hacerse esfuerzos en 
otras regiones, además de los esfuerzos a nivel mundial»35.

Ya instalados en el sistema de regulación general de la Convención so-
bre el Derecho del Mar de 1982, hay que hacer mención de aquellos Conve-
nios y Protocolos que se han ocupado más específicamente de la contami-
nación provocada por actividades humanas en la plataforma continental y 
en la ZEE, y que hayan previsto normas en torno a estas actividades de al-
macenamiento geológico de CO2. Quisiera recordar que la Unión Europea 
es parte de la mayoría de estos Tratados, entre ellos la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático36, aprobada mediante la 
Decisión 94/69/CE del Consejo37.

En este punto, quisiera recordar que en el marco general del Convenio 
sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Dese-
chos y otras Materias de 1972 y de su Protocolo de 1996, durante la vigé-
sima novena Reunión Consultiva de las Partes Contratantes del Convenio 
sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Dese-
chos y otras Materias de 1972 y la segunda Reunión de las Partes Contra-
tantes del Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre la Prevención de la 
Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, que 
tuvieron lugar del 5-9 noviembre de 2007, se adoptaron unas «Directrices 
específicas para la evaluación de flujos de dióxido de carbono a efectos de 
su evacuación en formaciones geológicas del subfondo marino»38.

La idea era aclarar «el modo en que podía llevarse a la práctica esta op-
ción de almacenamiento en condiciones de seguridad, y se esperaba que 
alentaran a los países que consideraban el secuestro de CO2 en las estructu-
ras geológicas del subfondo marino a adherirse al Protocolo»39.

Hay que tener en cuenta que, de conformidad con las Directrices es-
pecíficas para la evaluación de flujos de dióxido de carbono a efectos de 
su evacuación en formaciones geológicas del subfondo marino del Conve-
nio de Londres, el problema radica en que en la captura, transporte y alma-
cenamiento geológico del CO2 entran en juego no sólo este gas sino otras 
sustancias que pueden resultar tóxicas. Por ello hay que prever las incerti-
dumbres presentes en estas nuevas técnicas de desechos y sus efectos po-
tencialmente de impactos negativos sobre el medio ambiente o sobre la po-

35 Ibídem, p. 33.
36 Fue ratificada por España el 25 de enero de 1994 (BOE de 24 de junio de 1998).
37 Diario Oficial de la Comunidad Europea, L 33 de 7 de febrero de 1994, p. 11.
38 Organización Marítima Internacional, Doc. LC 29/17, de 14 diciembre 2007.
39 Organización Marítima Internacional, Doc. LC 29/17, de 14 diciembre 2007, p. 12.
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lítica de vecindad u otras. De esta forma, se deben distinguir las siguientes 
categorías de sustancias:

«1. el flujo de CO2, que consiste de:
1.1. CO2;1.2. las sustancias asociadas fortuitas derivadas del material de ori-

gen y de los procesos de captura y secuestro utilizados:
1.2.1. las sustancias derivadas de la fuente y de los procesos; y
1.2.2. las sustancias añadidas (es decir, las sustancias que se 

añaden al flujo de CO2 a fin de posibilitar o mejorar los 
procesos de captura y secuestro); y

2. las sustancias desplazadas como resultado de la evacuación del 
flujo de CO2».

Sin embargo, los riesgos del almacenamiento o secuestro de CO2 han 
sido puestos de manifiesto en el Documento Risk Assessment and Manage-
ment Framework for CO2 Sequestration in Sub-seabed Geological Struc-
tures40. Y en él se señala expresamente la compatibilidad de estos riesgos 
con el anexo 2 del Protocolo de Londres41.

¿Por qué se ocupan los Estados de regular, en el marco de estos Conve-
nios de desechos o de protección ambiental, estas cuestiones sobre el alma-
cenamiento geológico de carbono? La respuesta la dan las mismas Directri-
ces específicas para la evaluación de flujos de dióxido de carbono a efectos 
de su evacuación en formaciones geológicas del subfondo marino del Con-
venio de Londres, porque «El secuestro de dióxido de carbono en forma-
ciones geológicas del subfondo marino es una opción de gestión que debe 
tenerse en cuenta en el contexto de los enfoques de las Partes Contratantes 
para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y mitigar el cam-
bio climático»42.

Por tanto, hay conciencia de que, en verdad, estamos ante vertimientos 
de desechos en el mar, lo que se pretende reducir pero, es también una op-
ción para la reducción de las emisiones y, por tanto, una medida de lucha 
contra el cambio climático.

40 Este documento fue adoptado conjuntamente por la 28.ª Reunión Consultiva de las Al-
tas Partes Contratantes del Convenio de Londres y la 1.ª Reunión del Protocolo de Londres 
de 1996, celebrada los días 30 de octubre a 3 de noviembre de 2006. Doc. LC/SG-CO2 1/7, 
anexo 3. Verlo en http://www.imo.org/includes/blastDataOnly.asp/data_id%3D19064/
CO2 SEQUESTRATIONRAMF2006.doc 

41 «The Risk Assessment and Management Framework for CS-SSGS described in this 
report is compatible with Annex 2 to the London Protocol», Ibídem: p. 25.

42 Ver el doc. en http://www.imo.org/includes/blastDataOnly.asp/data_id%3D23537/
9-CO2Spanish.pdf, p. 3, anexo 4.
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En cuanto al espacio Mediterráneo43, en el sistema de la Convención 
para la Protección del Medio Ambiente Marino y la Región Costera del Me-
diterráneo, se produjeron una serie de enmiendas hechas en Barcelona el 10 
de junio de 199544, que afectan a este análisis.

En este sentido, el ar tícu lo 7 del Convenio de Barcelona de 1976 reco-
gía textualmente:

«Las Partes Contratantes tomarán todas las medidas apropiadas para 
prevenir, reducir y combatir la contaminación de la Zona del Mar Medi-
terráneo causada por la exploración y explotación de la plataforma conti-
nental, del fondo del mar y de su subsuelo».

Este ar tícu lo sería parcialmente enmendado en 1995, por un lado para 
ajustarse más y mejor al contenido de la Convención de Derecho del Mar 
de 1982 y para dar un poco de mayor alcance a la obligaciones asumidas 
por los Estados. En este sentido se añaden las expresiones que seguida-
mente aparecen en cursiva:

«Las Partes Contratantes tomarán todas las medidas apropiadas para 
prevenir, reducir, combatir y en la mayor medida de lo posible eliminar 
la contaminación de la Zona del Mar Mediterráneo resultante de la explo-
ración y explotación de la plataforma continental, el lecho del mar y su 
subsuelo».

No es el momento de analizar si esas expresiones que contienen con-
ceptos jurídicos indeterminados o que suponen minimización de los riesgos 
medioambientales frente a los beneficios de la exploración o explotación 
de recursos naturales son las más ajustadas y si se sostienen jurídicamente 
hablando en el marco general del sistema de protección del mar frente a la 
contaminación marina.

Sin embargo, un impulso más concreto ha sido el Protocolo Adicional 
para la Protección del Mar Mediterráneo contra la Contaminación Resul-
tante de la Exploración y Explotación de la Plataforma Continental, del 

43 Algunos autores han analizado la interacción de las iniciativas internacionales y de la 
Unión Europea en la cooperación para la protección ambiental del Mediterráneo que pueden 
resultar útiles en el proceso de análisis que se hace en este trabajo, aunque, obviamente, no se 
hacen referencias a las actuales normas relativas al almacenamiento de dióxido de carbono en 
los espacios marinos a los que se ciñe este estudio. No obstante, ver, entre otros, COSTA FER-
NÁNDEZ, Oriol: Dos Barcelonas para un mar. La transformación de la cooperación ambiental 
en el Mediterráneo, en Documentos CIDOB, Mediterráneo, n.º 10, Barcelona, enero 2008; y 
KARIPSIADES, George, PATRONOS, Petros y ROUMELIOTOU, Vivi: Comparative Legal Analysis 
of the Barcelona Convention Legal System and the EU Environmental Legislation. Nomos + 
Physis, Atenas: 2006.

44 Boletín Oficial del Estado de 19 de julio de 2004.
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Fondo del Mar y de su Subsuelo (conocido como Protocolo sobre Fondos 
Marinos), adoptado en Madrid, el 14 de octubre 1994. Sin embargo, des-
graciadamente aun no está en vigor y, por tanto, las referencias a este Proto-
colo deben ser necesariamente limitadas.

Este Protocolo trata de desarrollar el ya citado ar tícu lo 7 del Convenio 
para la Protección del Medio Marino y la Región Costera del Mediterrá-
neo. Es curioso que en 1994 tuviera en cuenta en el concepto de «activida-
des relativas a la exploración y/o explotación de los recursos en la zona del 
Protocolo», las actividades de explotación del almacenamiento, así como el 
transporte hasta la orilla por tubería y carga a bordo de buques. Igualmente 
en el marco de las «instalaciones», este Protocolo contempla las estructuras 
fijas o flotantes que se utilicen para el almacenamiento y el transporte me-
diante tuberías submarinas.

El alcance de las obligaciones, según el ar tícu lo 3 llega únicamente a la 
adopción, mediante la cooperación bilateral o multilateral, de las «medidas 
adecuadas para evitar, reducir, combatir y controlar la contaminación en la 
zona del Protocolo», exigiendo que se utilicen «las mejores técnicas dispo-
nibles, ecológicamente eficaces y económicamente adecuadas».

Como puede observarse el alcance de estas obligaciones no es excesivo 
y, una vez más, puede tenerse la impresión de que los Estados, más que in-
teresarse por los problemas de la contaminación marina se han ocupado de 
sus propios intereses económicos.

Es verdad que se hace una exigencia respecto a las autorizaciones, pero 
son técnicamente exigencias administrativas sin mayor relevancia, que la 
mayoría de los Estados ya imponen a cualquier empresa minera, petrolera 
o gasística. Es más, hasta las sanciones, objeto de regulación en este Proto-
colo, se dejan al arbitrio del Estado.

En realidad este Protocolo no estaba pensado para el almacenamiento 
geológico de CO2, sino para la extracción de hidrocarburos, gas natural o ex-
tracciones mineras. Sin embargo, ante una eventual hipótesis de entrada en vi-
gor, sería perfectamente aplicable a las situaciones derivadas específicamente 
del almacenamiento geológico CO2 porque nada impide dicha aplicación.

En cuanto a otras áreas geográficas del mar, habría que destacar el Con-
venio sobre la Protección del Medio Marino del Atlántico nordeste (co-
nocido por Convenio OSPAR), firmado en París el 22 de septiembre de 
199245, que refundió dos convenios previos: el Convenio de Oslo para la 
Prevención de la Contaminación Marina provocada por Vertidos desde Bu-
ques y Aeronaves, y el Convenio de París para la Prevención de la Conta-

45 La Unión Europea es parte del mismo. Véase la Decisión 98/249/CE del Consejo, de 7 
de octubre de 1997.
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minación Marina de Origen Terrestre46. Pues bien, este Convenio ha sido 
recientemente enmendado para incorporar en sus anexos II y III párrafos 
relativos al almacenamiento de carbono en las zonas marinas de jurisdic-
ción nacional. De esta forma, en el apartado 2 del ar tícu lo 3 del anexo II, se 
añade el siguiente nuevo párrafo f):

«f. flujos de dióxido de carbono procedentes de procesos de captura 
de dióxido de carbono para almacenamiento, a condición de que:

i. la evacuación se efectúe en una formación geológica del lecho 
submarino;

ii. los flujos estén compuestos mayoritariamente de dióxido de car-
bono; podrán contener restos de sustancias asociadas derivadas 
del material básico o de los procesos de captura, transporte y al-
macenamiento utilizados;

iii. no se añadan residuos u otras materias a los efectos de su elimina-
ción;

iv. el propósito sea mantenerlos de forma permanente en estas for-
maciones y no ocasionen consecuencias adversas significativas 
para el medio marino, la salud humana y otros usos legítimos de 
la zona marítima».

Por su parte, en el ar tícu lo 3 del anexo III se añaden los apartados 3 y 4 
siguientes:

«3. La prohibición enunciada en el apartado 1 del presente ar tícu lo no 
se aplicará a los flujos de dióxido de carbono procedentes de procesos de 
captura de dióxido de carbono para almacenamiento, a condición de que

a. la evacuación se efectúe en una formación geológica del lecho sub-
marino;

b. los flujos estén compuestos mayoritariamente de dióxido de car-
bono; podrán contener restos de sustancias asociadas derivadas del 
material básico o de los procesos de captura, transporte y almace-
namiento utilizados;

c. no se añadan residuos u otras materias a los efectos de su elimina-
ción;

d. el propósito sea mantenerlos de forma permanente en estas forma-
ciones y no ocasionen consecuencias adversas significativas para 
el medio marino, la salud humana y otros usos legítimos de la zona 
marítima.

4. Las Partes contratantes se asegurarán de que no se evacuan en for-
maciones geológicas del lecho submarino flujos de los tipos menciona-

46 Este Convenio fue ratificado por España el 25 de enero de 1994 (BOE de 24 de junio 
de 1998).
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dos en el apartado 3 sin la autorización o la regulación de las autoridades 
competentes. En concreto, esta autorización o regulación pondrá en prác-
tica las decisiones, recomendaciones y todos los demás acuerdos adopta-
dos en virtud del Convenio que sea pertinente aplicar»47.

Como puede observarse, todo son precauciones por la certeza de que es-
tas actividades están mucho más cerca de ser comercializadas que otras me-
didas de lucha contra el calentamiento global. De hecho hay una Propuesta 
de Decisión del Consejo relativa a la aprobación, en nombre de la Comuni-
dad Europea, de las enmiendas al anexo II y al anexo III del Convenio sobre 
la protección del medio marino del Nordeste Atlántico (Convenio OSPAR) 
en relación con el almacenamiento de flujos de dióxido de carbono en for-
maciones geológicas48. Eso sí, la Comisión OSPAR decidió el 29 de junio 
de 2007 prohibir todo tipo de almacenaje de dióxido de carbono en la co-
lumna de agua o en el lecho marino por no ser una opción sostenible49, lo 
que es compatible con lo que se dice en la Directiva sobre almacenamiento 
geológico de dióxido de carbono, que ya he dicho, lo prohíbe taxativamente.

¿Cuáles podrían ser las posibles fugas en el marco del almacenamiento 
subterráneo? De nuevo nos lo aclaran las ya mencionadas Directrices del 
Protocolo de Londres:

«6.8. Las posibles vías de migración o de pérdidas de las formaciones 
geológicas del subfondo marino son, entre otras:

1. el pozo de inyección y otros elementos abandonados o activos de 
la misma formación geológica;

2. las zonas en las cuales la roca permeable llega a la superficie del 
lecho marino (por ejemplo, afloramientos rocosos en el lecho del 
mar);

3. las fracturas transmisibles, o las zonas de alta permeabilidad de la 
capa superior de roca;

4. el sistema de poros de las capas superiores de roca de baja per-
meabilidad (por ejemplo, si se supera la presión de entrada capilar 
de penetración de los flujos de dióxido de carbono en la capa supe-
rior de roca) o la degradación de la capa superior de roca causada 
por la reacción con aguas acidificadas en la formación;

5. las zonas puntuales que carecen de la capa superior de roca; y

47 Estas enmiendas han entrado en vigor, mediante la Resolución LP.1(1), el 29 de enero 
de 2007 para Canadá y el 10 de febrero de 2007 para todas las demás Partes Contratantes del 
Protocolo.

48 Doc. COM (2009) 236 Final, de 25 de mayo de 2009, (2009/0071 CNS). Ver texto en 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2009:0236:FIN:ES:DOC

49 OSPAR Decision 2007/1 to Prohibit the Storage of Carbon Dioxide Streams in the Wa-
ter Column or on the Sea-bed, 29 June 2007.

42 Cuadernos Europeos.indd   9742 Cuadernos Europeos.indd   97 5/3/10   11:20:455/3/10   11:20:45



El almacenamiento de dióxido de carbono en los espacios marinos de la UE Pablo A. Fernández Sánchez

 Cuadernos Europeos de Deusto98 ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs. 73-100

6. la migración lateral a lo largo de la formación de almacenamiento 
(por ejemplo, si una estructura de almacenamiento se sobrellena 
más allá del punto de fuga)»50.

Ahora bien, «la probabilidad de esas fugas sería baja en la medida en 
que los sumideros se seleccionen cuidadosamente y se utilicen las mejores 
tecnologías disponibles. En el plano mundial, es probable que las formacio-
nes geológicas bien seleccionadas retengan más del 99% del material alma-
cenado durante un período de 1.000 años. En general, los riesgos de alma-
cenamiento de CO2 son comparables a los que se plantean en operaciones 
industriales similares tales como el almacenamiento subterráneo de gas na-
tural y la recuperación mejorada de petróleo»51.

Tener en cuenta todas y cada una de estas previsiones forma parte del 
marco de las obligaciones de los Estados y de las Organizaciones Partes. 
Por ello, como recoge el Informe OSPAR, una de las fortalezas de la regu-
lación jurídica del almacenamiento de CO2 debe ser «La aplicación del De-
recho internacional, combinando decisiones jurídicamente vinculantes y 
una jurisprudencia flexible»52.

Conclusiones

1. Una de las medidas transitorias que prevé la Unión Europea para la 
lucha contra el cambio climático y que pueden resultar más eficaces, cientí-
fica, medioambiental y económicamente es el almacenamiento geológico de 
dióxido de carbono.

2. A pesar de que actualmente se investiga en esa triple faceta, hay ya 
suficientes pruebas que muestran la viabilidad de esta medida transitoria, 
teniendo en cuenta tres aspectos que son relevantes para el Derecho: la cap-
tura del dióxido de carbono sin sobrecargas medioambientales, su trans-
porte, en estado líquido o gaseoso y su inyección geológica en acuíferos 
agotados o salinos, en depósitos agotados de petróleo o gas o en antiguas 
minas no productivas en la actualidad.

50 Ver el doc. en http://www.imo.org/includes/blastDataOnly.asp/data_id%3D23537/
9-CO2Spanish.pdf, p. 8, anexo 4.

51 PNUMA: ¿Puede el almacenamiento del dióxido de carbono contribuir a reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero?, Guía simplificada del «Informe especial sobre 
captura y almacenamiento de dióxido de carbono del Grupo Intergubernamental de Expertos 
sobre el Cambio Climático, http://www.unep.org/dec/docs/CCS_guide-Spanish.pdf, p. 15.

52 Informe OSPAR 2007-2008, p. 11. Véase la versión española en: http://www.mma.es/
secciones/acm/aguas_marinas_litoral/prot_medio_marino/conv_internacionales/pdf/informe_
OSPAR_0708.pdf.
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3. Aunque los espacios geológicos donde se pueden hacer estas inyec-
ciones son los espacios del subsuelo terrestre de los Estados, los de mayor 
éxito pueden ser la plataforma continental y la ZEE bajo jurisdicción de los 
Estados porque el mar ejerce una presión natural que mantiene el dióxido de 
carbono en estado líquido permanente y estable, si está a más de 800 metros.

4. Estos espacios han sido incluidos en la normativa europea (Direc-
tiva) en el marco de las competencias compartidas que tiene la Unión Eu-
ropea con los Estados. Por ello, la Directiva europea deja los aspectos de 
localización de estos lugares más idóneos y los aspectos del control admi-
nistrativo (autorizaciones de exploración o explotación, seguimiento, con-
trol, sanciones, etc.) a los Estados pero asume sus competencias marco.

5. La Unión Europea puede establecer normas en el marco de sus pro-
pias competencias que deben aplicarse en la ZEE o plataforma continental 
pues el alcance de las normas jurídicas comunitarias llega hasta donde al-
cancen las normas jurídicas internas y en esos espacios, los Estados gozan 
de jurisdicción, en aplicación de la Convención de las Naciones Unidas so-
bre el Derecho del Mar.

6. La Directiva europea no obliga a autorizar almacenamiento geoló-
gico de dióxido de carbono. Eso sería una competencia de los Estados, pero 
si éstos deciden autorizarlos, deben hacerlo de conformidad con las normas 
de seguridad que se establecen en la Directiva y otras normas internaciona-
les que obligan a los Estados y a la Unión Europea.

7. El Derecho Internacional del Mar no se opone a estas actividades, 
demostradas prácticamente inocuas más allá de las exigencias de salvaguar-
dar la navegación marítima, sea en superficie o sumergida, la prevención 
medioambiental o la necesaria cooperación internacional con los Estados 
vecinos. Por tanto, de las normas generales de la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar no se pueden deducir prohibiciones 
o restricciones a estas actividades. Las competencias normativas (y por lo 
tanto la responsabilidad) de la contaminación resultante de las actividades 
en los fondos marinos sujetos a la jurisdicción de los Estados queda reser-
vada al Estado o, en la medida en que se hayan atribuido competencias en 
la materia, a la Unión Europea.

8. En el marco de los tres procesos necesarios para la puesta en práctica 
del almacenamiento geológico de dióxido de carbono (captura, transporte e 
inyección), hay que descartar la captura en la superficie de la ZEE por su 
inviabilidad económica y medioambiental porque la captura de dióxido de 
carbono hay que extraerla de los lugares apropiados donde se produce ma-
sivamente, como centrales térmicas, refinerías, etc., siempre situadas en la 
parte continental de los Estados.

9. El transporte por tuberías subterráneas hasta el lugar del almacena-
miento no implica problemas jurídicos puesto que no afecta a la navegación 
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ni al medio ambiente, más allá de que se deben prevenir posibles acciden-
tes. Estos túneles están autorizados por la propia Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar. El transporte vertical desde buques 
contenedores (poco rentables) y el transporte a través de tuberías flotantes 
o engarzadas en el lecho marino, tienen que estar señalizados y no obstacu-
lizar la navegación marítima, en superficie o sumergida, además de la pre-
vención en materia medioambiental.

10. Desde el punto de vista del Derecho del Mar nada impide que los 
Estados pudieran hacer estanques de dióxido de carbono líquido sobre el 
lecho marino e incluso depósitos artificiales de dióxido de carbono, tam-
bién licuados si es a profundidad suficiente, con la condición de preve-
nir posibles riesgos medioambientales y de señalización para asegurar la 
navegación sumergida. Sin embargo, la mayoría de Tratados en materia 
medioambiental ha rechazado esta posibilidad por su falta de garantías y el 
desconocimiento científico de la evolución de estos estanques o depósitos 
que no han demostrado científicamente su inocuidad.

11. En cuanto a la inyección y el almacenamiento geológico, los Esta-
dos tienen que tener en cuenta las posibles migraciones del dióxido de car-
bono, las fracturas o la permeabilidad de las rocas, etc., sobre todo, cuando 
se hallen cerca de la plataforma continental de otros Estados. Para ello se 
requiere no sólo su sellado preventivo sino la cooperación internacional. 
No obstante, por la presión ejercida por el mar (que licua el dióxido de car-
bono), en un espacio bien seleccionado, se puede garantizar hasta el 99% de 
retención durante, al menos, 1000 años.

12. Los Estados y la propia Unión Europea en la parte en que es com-
petente, han firmado y/o ratificado Protocolos Adicionales a las principales 
Convenciones de protección ambiental marina, de carácter universal o de 
áreas marítimas estratégicas, como el área mediterránea o atlántica norte. 
En este sentido, se han comprometido a no depositar dióxido de carbono en 
la columna de agua de la ZEE, y a permitir el almacenamiento geológico 
en la ZEE o plataforma continental, rigiéndose por las normas de este úl-
timo espacio, con las condiciones óptimas para no alterar las condiciones de 
vida del mar. Expresamente se prohíbe que los flujos inyectados de dióxido 
de carbono contengan otros productos de sustancias asociadas o contengan 
otros residuos o materias diferentes.
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Resumen: Los inicios de la Unión Europea estuvieron fuertemente marcados 
por el tema energético. Pero, con el paso del tiempo, este tema quedó relegado a un 
segundo plano. Las sucesivas crisis petrolíferas obligaron a los países a buscar nue-
vas energías, como el gas. En la actualidad, el aumento de la dependencia energé-
tica de Europa con respecto a Rusia y las sucesivas crisis gasísticas, han forzado a 
la Unión a estudiar alternativas en su aprovisionamiento energético. Sin embargo, 
el conflicto de intereses entre los Estados miembros y la Unión han ralentizado, en 
algún caso bloqueado, la ejecución de sus iniciativas. El Dilema del Prisionero nos 
puede ayudar a explicar dicho conflicto.

Palabras clave: Gas, Dependencia, Rusia, Energía

Abstract: Energy was a key issue in the beginning of the construction of the 
European Union. However, over the years, this topic progressively lost its rele-
vance. The oil crises forced States to look for new energies, for example gas. Due 
to current phenomena such as the increasing European energy dependency towards 
Russia and the gas crises have raised the need for the Union to look for other alter-
natives when it comes to the energy supply. Nevertheless, the clash between the in-
terests of the Member States and those of the Union have reduced the pace or even 
blocked the implementation of these initiatives. The Prisoner’s Dilemma can help 
us to explain this clash.

Keywords: Gas, Dependency, Russia, Energy

1 Este trabajo es parte del Proyecto SEJ-2006-15076-C03-01, siendo posible tam-
bién gracias a la financiación que el equipo de investigación consolidado ha obtenido 
del Gobierno Vasco (IT-323-07).
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«No democracy can be truly sovereign unless, broadly, it en-
joys independence in energy» (Van Aartsen, Ministro de Asun-
tos Exteriores holandés)»2

Introducción

«De no ser porque, desgraciadamente, la gran crisis económica ha to-
mado un protagonismo de primera línea que obliga a la Unión Europea y 
a todas sus Instituciones a reaccionar y a estar presente con medidas, por 
cierto, no siempre comunitarias ni solidarias ni siquiera ortodoxas, la acti-
vidad institucional y normativa de la Unión estaría hoy absorbida casi ínte-
gramente por el sector de la energía inseparablemente unido al de la lucha 
contra el cambio climático». Así es como se expresaba Pablo Benavides, 
antiguo Director General de Energía de la Comisión Europea, en un ar tícu lo 
en Cuadernos de Energía3. Esta misma frase nos sirve de punto de inicio 
para justificar la importancia que ha cobrado cualquier asunto relacionado 
con la energía en la Europa comunitaria.

Desde los inicios de las Comunidades Europeas, el tema energético ha 
sido un referente básico. El Tratado de París (1951), por el que se establecía 
la Comunidad Europea del Carbón y el Acero (CECA), se fundamentó en la 
cooperación entre los países firmantes en estos dos sectores, siendo el car-
bón la principal fuente de energía de la época. En la misma línea, los seis 
grandes países europeos volvieron a firmar un nuevo tratado (Tratado de 
Roma de 1957) por el que se establecía EURATOM. Desde entonces no se 
ha firmado ningún nuevo tratado que constituya una nueva comunidad ener-
gética relacionada con otras fuentes de energía y ello, pese a que todos los 
países miembros de la Unión Europea dependan prácticamente en su totali-
dad del gas y del petróleo para subsistir4.

Del mismo modo, en todas estas décadas transcurridas, Occidente y 
con él Europa ha conocido varias crisis económicas importantes en las que 
el precio de la energía ha desempeñado un papel crucial. En la década de 
los 70, la crisis del petróleo como consecuencia del conflicto de los seis 
días y de la revolución iraní. En la década de los 90, una nueva crisis del 

2 VAN AARTSEN, J. «Why energy must be at the core of UE security thinking», Europe’s 
world, 7 de abril de 2008.

3 BENAVIDES, P. «Unión Europea: la segunda revisión estratégica de la energía», Cuader-
nos de Energía núm. 23/2009 pp. 46-49.

4 De hecho, en diciembre del 2009, el nuevo Presidente del Parlamento Europeo dijo que 
la creación de una Comunidad Europea de la Energía podría convertirse en próximo gran pro-
yecto de la UE. Euractiv.com, «Buzek calls for EU energy community», 11 de diciembre de 
2009.
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petróleo derivada de la Primera Guerra del Golfo y, más recientemente, con 
la Segunda Guerra del Golfo.

A raíz de la necesidad de ahorro, los debates sobre energías alternativas 
a los hidrocarburos, cuyo valor no se ve afectado de la misma manera por 
factores externos, han resurgido con fuerza en la agenda política. Europa, 
no es ajena a estos debates como ha quedado demostrado en la última cam-
paña electoral al Parlamento Europeo. Todas las grandes formaciones que 
se presentaban a las elecciones dedicaron parte de sus programas electorales 
a aspectos relacionados con la energía o la seguridad energética de la Unión 
Europea. Así, las formaciones más conservadoras o liberales apostaban por 
una liberalización del mercado energético sin excluir la posibilidad de recu-
perar la energía nuclear en el suelo comunitario. Mientras formaciones de 
izquierdas o los verdes apostaban por la moratoria nuclear y el impulso de 
las energías renovables bajo el control de las administraciones públicas.

En definitiva, los programas electorales de estas pasadas elecciones al 
Parlamento Europeo no son sino un reflejo de la preocupación creciente en el 
seno de las instituciones europeas, así como de los gobiernos nacionales, so-
bre la dependencia energética de la Unión respecto a países terceros. Frente 
a esto, en la actualidad, la Unión Europea ha propuesto varias iniciativas con 
el objetivo de mitigar esta relación de dependencia con respecto al exterior, 
pero no ha conseguido unir a todos sus miembros entorno a las mismas.

I. Estado de la energía a nivel de la UE

La dependencia en materia energética de la Unión Europea puede ser 
constatada en los propios documentos comunitarios. La situación demues-
tra una dependencia de fuentes de energía exteriores, caso de la Federación 
de Rusia, representando una amenaza para la UE tanto a nivel de seguridad 
como de sostenibilidad.

El Libro Verde de la Comisión sobre seguridad del abastecimiento 
energético5 ya reflejaba una cierta preocupación por la seguridad energé-
tica de la UE. Si no se tomaba ninguna medida para mitigar este problema, 
su dependencia energética aumentaría de un 50% en 2000 hasta un 70% en 
el 2030.

Son los datos del Pocketbook 2009 los que corroboran el empeora-
miento de la situación anteriormente descrita. Tal y como se aprecia en el 
gráfico 1, en líneas generales la producción de energía en el territorio co-

5 Comisión Europea, Libro Verde de la Comisión sobre seguridad del abastecimiento 
energético, 29 de noviembre 2000.
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Fuente: EU and Transport in figures. Statistical Pocketbook 2009. Comisión Europea 
Grafico 1

Producción energética en Mtoe UE-27

munitario ha descendido, principalmente en combustibles sólidos y petró-
leo. Esto se debe mayoritariamente a que los recursos energéticos son esca-
sos dentro del territorio de la Unión. En los últimos 30 años la producción 
de petróleo incluso ha decrecido. Al igual que el petróleo, los combustibles 
sólidos (como el carbón) son los que han sufrido el mayor retroceso en pro-
ducción. El resto de fuentes de energía (gas, energía nuclear y renovables) 
han aumentado su producción. La energía nuclear como consecuencia de la 
adhesión de los países del Este a la UE, los cuales heredaron de la URSS un 
sistema de producción energética fundamentada en las centrales nucleares. 
Mientras que las energías renovables doblan las tasas de producción en las 
últimas décadas, como consecuencia del compromiso europeo por la soste-
nibilidad6.

En lo que se refiere a las importaciones energéticas de la UE, el petró-
leo es el principal recurso importado (42,2%). No obstante, en los últimos 
años, a pesar de que el gas natural solo represente el 23,7% del total, su 
consumo ha aumentado a un ritmo mayor que el del petróleo. Por ejemplo, 
en 2006, el consumo de gas aumentó casi el doble.

6 Todos estas conclusiones se han hecho en base a los datos proporcionados por la Comi-
sión Europea, en su Libro Verde de la Comisión sobre la seguridad en el abastecimiento ener-
gético, 2000, y European Commission, EU energy and transport figure. Statistical Pocket-
book, 2009.
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*  Los valores referidos a las energías renovables se sitúan entre 0,14Mtoe en 1990 y 1,85Mtoe 
en 2006, lo que supone un aumento del 1300%, aunque es insuficiente como para aparecer 
en el grafico.

Fuente: EU and Transport in figures. Statistical Pocketbook 2009. Comisión Europea.
Gráfico 2

Importaciones netas de energía en Mtoe UE-27

De este modo, y siguiendo la revisión estratégica de la energía se apre-
cia cómo en 2030 la dependencia de la Unión respecto a estas dos fuentes 
de energía será muy elevada, lo cual va a suponer un «claro riesgo» para la 
seguridad energética de sus consumidores, sobre todo de aquellos cuyo su-
ministro dependa del exterior. A este riesgo se le añade la elevada sensibi-
lidad de su precio. Aún así, estas dos fuentes de energía presentan ciertas 
diferencias que nos empujan a pensar que los países van a favorecer un au-
mento del suministro de gas frente al petróleo. Los puntos fuertes del gas 
frente al petróleo se fundamentan en su mayor eficiencia, así como poder 
contar con mayores reservas7 (ver tabla 1).

Teniendo en cuenta la importancia creciente que tiene el gas para la se-
guridad energética de la Unión Europea y su dependencia con respecto a 
terceros países, vamos a ver el caso de sus principales suministradores.

El consumo energético de la Unión Europea ha ido aumentando durante 
todos estos años. Esto ha hecho que las importaciones energéticas hayan

7 Lógicamente, la estimación de las reservas está en función de lo que se extraiga. En el 
caso de que la extracción de gas aumente de forma imprevista, estas predicciones ya no ser-
virían.
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Tabla 1
Datos situación Gas y Petróleo en Europa

Fuentes 
de energía

Importaciones 
UE-27
(2005)

Dependencia 
UE-27
(2030)

Eficiencia Sensibilidad 
del precio 

Reservas 
demostradas/ 
Producción 

anual

Gas 57% 84% 40-50% Muy elevada 64 años
Petróleo 82% 93% 30% Muy elevada 42 años

Fuente: Strategic Energy Review8.

aumentado también. El mayor socio comercial energético de la Unión es Ru-
sia. En el 2006, el 42% del gas importado por la UE provenía de este país, al 
que siguen Noruega (24,2%) y Argelia (18,2%). Estos tres países dominan 
cerca del 85% de las importaciones de gas de la Unión Europea. Esto hace 
patente la dimensión regional del mercado del gas de la que habla Gonzalo 
Escribano en su ar tícu lo Seguridad energética: conceptos, escenarios e im-
plicaciones para España y la UE9. El principal socio energético de la Unión 
es Rusia, siendo el gas el principal recurso energético con el que comercian. 
La dependencia energética con respecto a Rusia varía según el país miem-
bro, mientras España no importa gas ruso, el suministro gasístico de países 
como Polonia, Lituania, Letonia, Estonia y Finlandia es del 100%10.

II.  Estrategias: el mercado del gas y diversificación de las fuentes de 
abastecimiento

Todos los documentos redactados al respecto por las instituciones euro-
peas se articulan por lo general en base a tres grandes principios: competi-
tividad, sostenibilidad y seguridad energética11. Estos principios intentarían 
responder a los dos principales problemas que la Unión ha tenido a lo largo 
de estos años en materia energética: la dependencia del exterior y la frag-
mentación de las políticas de los Estados miembros. En el documento, Una 

 8 European Commission, Communication from the European Commission to the Euro-
pean Council and the European Parliament, «An energy policy for Europe», 10 de enero de 
2007.

 9 ESCRIBANO, G. «Seguridad energética: conceptos, escenarios e implicaciones para Es-
paña y la UE», Real Instituto Elcano, 2 de diciembre de 2006

10 European Commission, EU energy and transport figures, Statistical Pocketbook, 2009.
11 Comisión Europea, Una política energética para Europa, 10 de enero de 2007.
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política energética para Europa, se da prioridad a dos de las medidas que el 
exdirector general de energía de la Comisión Pablo Benavides, propone: di-
versificación de las fuentes de suministro y creación de un mercado. Estas 
son las medidas en las que nos vamos a centrar por considerarlas pieza cen-
tral de la estrategia de la Unión12.

No obstante, estas medidas han sido diseñadas en el marco de la Unión 
Europea y, como ya veremos, estas iniciativas pueden entrar en conflicto 
con los principales intereses de sus Estados miembros. Estos últimos consi-
deran esta materia como una política que se tiene que desarrollar a nivel na-
cional. Pero, a pesar de ello, desde las instituciones europeas, especialmente 
desde la Comisión, se han intentado poner en marcha iniciativas para me-
jorar la seguridad del conjunto de los Estados miembros que han sido reci-
bidas de manera distinta por cada uno de ellos, llegándose a la situación de 
que la Unión Europea no funcione como un sólo bloque sino que actúe en 
paralelo a los Estados miembros, obstaculizando las estrategias de diversi-
ficación de algunos de ellos o, como vamos a ver ahora, obligándolos a mo-
dificar la estructura de su mercado energético.

El concepto de seguridad energética abarca todos los demás conceptos 
que luego explicaremos13. La seguridad energética iría desde la prevención de 
averías en las infraestructuras de producción o transporte por causas técnicas o 
naturales, pasando por la prevención de ataques terroristas contra las mismas 
hasta la garantía de un aprovisionamiento regular y sostenible en el tiempo.

Cuando hablamos de un país (o grupo de países) dependiente del ex-
terior, entendemos que el país en cuestión no produce la suficiente energía 
como para satisfacer su propia demanda y por lo tanto se ve obligado a bus-
car estos recursos en el exterior. Esta dependencia representa una amenaza 
para su seguridad interna ya que su abastecimiento dependerá exclusiva-
mente del suministrador y existen muchos factores que podrían impedir que 
la energía llegara a su destino. Antes hablábamos de que se puede producir 
un corte en el suministro por una avería. En este caso, la avería que provoca 
un corte en el suministro entre el importador y el exportador, constituye una 
amenaza para ambos, el importador se quedaría sin suministro y se enfren-
taría a una amenaza de colapso de su economía y el suministrador se queda-
ría sin una fuente de riquezas (en el caso de Rusia, las exportaciones de gas 
y de petróleo constituyen su principal fuente de ingresos). Todo ello crea 
una situación de interdependencia entre el país productor y el país suminis-
trador que tiende a disminuir el riesgo del corte voluntario del suministro ya 
que ambos comparten el interés por seguir comerciando.

12 BENAVIDES, P. opus cit.
13 ESCRIBANO, G, opus.cit. Para la elaboración de todos estos conceptos nos hemos ba-

sado en el ar tícu lo previamente citado de Gonzalo Escribano.
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Sin embargo, la experiencia ha probado que en ciertas situaciones la re-
lación entre las dos partes tiende a estar desequilibrada a favor del país su-
ministrador. El suministrador perdería menos que el importador en el caso 
de que se cortase el suministro. Esto podría provocar que el suministrador, 
consciente de su situación de superioridad, utilizase los cortes de suministro 
como medida de presión para solucionar algún tipo de conflicto político o 
económico con el importador. Se hará mención a esta situación para expli-
car los cortes en el suministro de gas ruso a Ucrania o Bielorrusia.

Una de las alternativas que se plantea para solucionar la dependencia 
energética con respecto al exterior es la mejora de la eficiencia energética. 
Un ejemplo de ello sería la creación de un mercado interno del gas que po-
dría mejorar la eficiencia en el consumo del gas importado y restringiría el 
aumento de las importaciones. Otra alternativa sería la diversificación de las 
fuentes de aprovisionamiento gracias a la que el país importador no depen-
dería de un único suministrador. Esto limitaría los daños causados por un 
corte en el suministro por parte de alguno de los proveedores. No obstante, 
estas medidas no reducirían la dependencia frente al exterior pues solo ga-
rantizarían una menor vulnerabilidad frente a sus suministradores. La única 
forma de disminuir la dependencia energética de un país es crear un sistema 
de producción energética endógeno. En el caso de la UE, la solución sería 
generar su propia energía a través del uso de la energía nuclear o de las re-
novables.

1. ¿Un mercado europeo del gas?

Las instituciones han tomado iniciativas para liberalizar el sector del 
gas y de la electricidad. Con la creación de un mercado europeo del gas, 
la Comisión pretende disminuir drásticamente el control que los Estados 
miembros tienen sobre el sector energético y así mejorar su competitividad 
haciendo prevalecer la lógica del mercado.

Si analizamos la situación del sector, la mayoría de los mercados nacio-
nales han estado o siguen estando controlados por monopolios u oligopolios 
(normalmente no más de dos grandes empresas) en los que el Estado suele 
tener una relevante participación. El ejemplo que suele usarse es Francia 
con empresas como Gas de France-Suez (GdF-Suez) o Electricité de France 
(EdF).

La voluntad de creación de un mercado europeo del gas nace en la dé-
cada de los 90. La legislación comunitaria más actual en este asunto son las 
directivas del 2004 y del 2007. Con la liberalización del sector del gas a ni-
vel de todos los Estados miembros, la Unión pretende pasar parte del capi-
tal controlado por los Estados a manos privadas. Pero la Comisión ha de-
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jado bien claro que el mercado no va a ser totalmente desregulado puesto 
que teme que se creen monopolios naturales14.

Economías europeas, como la británica, que ya habían privatizado su 
mercado energético apoyan plenamente esta iniciativa puesto que entra en 
el marco de su política interna. Todos los miembros de la UE 15, salvo Gre-
cia, Portugal y Finlandia, se encuentran en algún punto de este proceso de 
liberalización. No obstante, ocho Estados miembros, entre los cuales se ha-
llaban Francia y Alemania, protestaron y pidieron a la UE que buscara una 
solución alternativa que no supusiese la fragmentación de las compañías. 
Tanto Francia como Alemania no quieren que se eliminen los monopo-
lios ostentados por Gaz de France-Suez y E.ON15. En julio de 2009, ambas 
compañías fueron multadas por la Comisión por no respetar la legislación 
comunitaria sobre competencia16.

Una de las razones principales por la que la Comisión ha impedido la 
desregulación total del mercado es evitar la presencia de empresas pertene-
cientes a países no miembros y así evitar interferencias en la política ener-
gética. Las empresas rusas han reaccionado de manera bastante agresiva 
frente a esta iniciativa. Se conocen varios intentos de compra de empresas 
energéticas europeas por parte de empresas rusas. El primer intento fue pro-
tagonizado en 2006 por Gazprom cuyo objetivo fue Centrica y después in-
tentó adquirir parte de la alemana E.ON. Lukoil ha protagonizado el caso 
más reciente al intentar adquirir una parte importante de la petrolera Rep-
sol-YPF17. Todas estas operaciones han acabado siendo rechazadas por las 
autoridades de los países en cuestión por motivos de seguridad nacional.

Una mayor presencia de las empresas rusas en el mercado europeo tam-
bién supondría un aumento de las exportaciones de energía rusa hacia los 
países miembros. Una mayor dependencia a nivel energético de la UE se 
traduciría en un mayor poder de influencia de Rusia con respecto a esta úl-
tima. El caso del intento de adquisición de Repsol por Lukoil, se resolvió 
con la visita de Medvédev a España, misión comercial en la que vino acom-
pañado por los presidentes de las principales empresas energéticas rusas, y 
la firma de un acuerdo comercial por el que se daba luz verde a la coopera-

14 European Commission, «Towards a competitive and regulated European electricity 
and gas market», 09 de julio de 2004.

15 Euractiv.com, «Eight states oppose unbundling, table “third way”», 1 de febrero de 
2008.

16 Euractiv.com, «Gaz de France targeted in EU antitrust probe», 23 de mayo de 2008.
Europa, Press Releases Rapid, «Antitrust: Commission fines E.ON and GDF Suez €553 

million each for market-sharing in French and German gas markets», 08 de julio de 2009.
17 BONET, P. «La gasista rusa Gazprom amenaza con comprar grupos energéticos en la 

UE», El País, 8 de mayo de 2006.
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ción entre estas dos empresas18. El gobierno español también ha declarado 
que se estudiará la forma de hacer llegar gas ruso hasta España19. Como ya 
se verá en el apartado del dilema del prisionero, esta toma de decisiones 
unilaterales por parte de los países miembros debilita a la UE.

En definitiva, la negativa de la Unión Europea a desregular totalmente 
el mercado energético europeo pretende defenderlo de dos grandes amena-
zas. La primera sería los monopolios naturales que podrían crear las gran-
des empresas energéticas europeas y que amenazarían el buen funciona-
miento del mercado. En segundo lugar, un mercado de la energía totalmente 
desregulado no sólo quedaría a merced de las grandes compañías europeas 
sino que empresas del exterior, como las grandes empresas energéticas ru-
sas, también podrían intentar hacerse con una parte del mercado, como ya 
se mencionó anteriormente.

2. Diversificación de las fuentes de aprovisionamiento

Como ya se dijo anteriormente, la segunda dimensión de la estrategia 
de la UE en energía es la diversificación de las fuentes de abastecimiento. 
Con el fin de disminuir la dependencia energética con respecto a Rusia, la 
UE ha planeado un sistema de conducciones de gas que rodean el territorio 
de la Federación. Sin embargo, el poder de influencia de Rusia sobre ciertos 
países clave para el proyecto y el comportamiento no cooperativo de ciertos 
Estados miembros han tenido un impacto muy negativo sobre la implemen-
tación de esta estrategia.

El proyecto estrella de la UE es Nabucco, gasoducto que hace parte 
del eje NG3 que tiene previsto traer gas a Europa desde Oriente Medio y el 
Mar Caspio a través de Turquía20. Este es un proyecto en el que colaboran 
un amplio número de empresas energéticas europeas (la germana RWE, la 
austriaca OMV, la húngara MOL, la búlgara Bulgargaz y la rumana Trans-
gaz además de la turca BOTAS).

La realización del proyecto se ha visto obstaculizada por no encon-
trar fuentes claras de abastecimiento. Kazajstán y Turkmenistán, los paí-

18 El país eurasiático está también muy interesado en España porque en el 2010 ocu-
pará la presidencia de la Unión Europea. El buen entendimiento con el país que ocupe la 
presidencia facilitaría el lanzamiento de iniciativas que mejorarían las relaciones bilate-
rales y la situación de Rusia con respecto a la Unión. 

19 Negocios.com, «GN e Iberdrola aseguran la cooperación energética entre Rusia y Es-
paña», 03 de marzo de 2009.

20 Europa, Press Releases Rapid, «The EU Energy Policy and Turkey», MEMO/07/219, 
Bruselas, 1 de junio de 2007.
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ses que teóricamente iban a ser sus mayores fuentes de aprovisionamiento, 
se han decantado por exportar su gas hacia Rusia. Kazajstán ya ha firmado 
un acuerdo comercial con Rusia por el que vende el gas a este último para 
luego reexportarlo hacia la Unión Europea. Kazajstán alegó que la pre-
via existencia de infraestructuras entre ellos permitía un ahorro en costes. 
En realidad, esta república centro asiática encontraría más ventajas al ne-
gociar con Rusia que con la Unión Europea, ya que Rusia no impone nin-
guna cláusula de respeto de la democracia y de los derechos humanos en 
sus acuerdos. Otro país como Turkmenistán, también se ha terminado de-
cantando por Rusia, ya que entre otras razones, Europa ha denunciado vio-
laciones de derechos humanos perpetrados por el gobierno de este país y ha 
resultado en el bloqueo de las negociaciones del Acuerdo de Partenariado y 
Cooperación. También se sabe que Rusia ha realizado una oferta de compra 
del gas azerí. En el caso de que Azerbaiyán aceptase la oferta, el proyecto 
Nabucco sería inviable, por lo menos con suministradores del Cáucaso Sur 
y de Asia Central.

Turquía, el país de tránsito clave en este proyecto, declaró que no iba 
a cooperar en él si las instituciones europeas no abrían más capítulos en 
las negociaciones de adhesión de este país a la Unión21. Varios países en-
tre los que se encuentran Francia y Alemania se han mostrado reticentes 
ante la idea de adhesión de Turquía a la UE. Si bien Turquía no respeta los 
derechos humanos, no reconoce la existencia de la minoría Kurda y tiene 
una visión más restrictiva de la libertad de expresión, la verdadera razón 
es que la adhesión de Turquía obligaría a la UE a reformar casi en la totali-
dad su estructura. Además, el hecho de que no todos los países compartan 
el mismo grado de dependencia energética hace que no tengan las mismas 
prioridades y que haya ciertos Estados cuyos intereses estén mejor salva-
guardados negándose a la adhesión de este país de tránsito clave para la 
construcción de Nabucco.

El proyecto Nabucco sufrió otro grave revés durante el conflicto del ve-
rano del 2008 entre Rusia y Georgia, otro país de tránsito clave para el gas 
proveniente de Asia Central y del Cáucaso Sur. Se temía que durante el con-
flicto el oleoducto Baku-Tbilisi-Ceyhán resultase dañado y de hecho se co-
noce que Rusia bombardeó zonas próximas a este pipeline. Además de esto, 
el puerto de Supsa, lugar en el que el petróleo es embarcado hacia Turquía 
fue bloqueado por la armada rusa22. Este mismo conflicto obligó a paralizar 
durante unos días el suministro de gas de Bakú-Tbilisi-Erzurum por miedo 

21 Euractiv.com, «La Turquie joue la carte de le l’énergie dans les négociations d’adhé-
sion à l’UE bloquées», 20 de enero de 2009.

22 Euractiv.com, «Projet Nabucco : Utopique après la crise géorgienne ?», 25 de agosto 
de 2008.
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a que los bombardeos pudieran dañarlo. Se piensa que una de las razones 
por las que Rusia habría llevado a cabo la operación militar contra Georgia 
sería para mostrar a la UE que Georgia se encuentra en el dominio de Ru-
sia. Esto, evidentemente, es una razón de peso a la hora de seguir adelante 
con la construcción de Nabucco, ya que sin Georgia.

Se han barajado otras posibilidades como transportar el gas desde Irán, 
Qatar o Egipto, pero se sabe de antemano que estas alternativas son poco 
plausibles. Las relaciones entre Irán y la Unión Europea se han deteriorado 
mucho durante estos últimos años. El conflicto derivado del desarrollo de 
los planes nucleares persas fue un inicio. En recientes fechas, las manifes-
taciones que denunciaban de manipulación de los resultados de las últimas 
elecciones presidenciales iraníes y su posterior represión por parte del régi-
men, ha creado, si cabe, más tensión todavía. Las reservas qataríes quedan 
demasiado lejos y son exportadas en su mayor parte por vía marítima y en 
forma licuada. No todos los países de la Unión cuentan con la tecnología 
necesaria en sus puertos para retransformar el gas natural licuado, aunque la 
Unión Europea considera una necesidad el desarrollo de dicha tecnología. 
Egipto también exporta en su mayor parte GNL por vía marítima y, además, 
el gran problema de este país es que consume prácticamente todo el gas que 
produce23.

Al igual que pasó en 2008 con Georgia, Rusia ha mantenido durante 
estos últimos años unas relaciones problemáticas con países como Bielo-
rrusia o Ucrania. Las interrupciones en el abastecimiento energético de es-
tos países a su vez han generado importantes cortes en los suministros de 
ciertos países de la Unión. Esto ha convencido a algunos países de que la 
mejora de su seguridad energética pasa en primer lugar por la planificación 
de nuevos gasoductos que no transiten por países que mantienen relaciones 
tensas con Rusia, como son los casos de Ucrania, Bielorrusia, Georgia e 
incluso países miembros como Polonia o la República Checa. Los proyec-
tos Nord-Stream y South-Stream han sido diseñados con el único propósito 
de evitar estas zonas problemáticas y así asegurarse un suministro energé-
tico regular.

Bielorrusia solo ha tenido un conflicto a nivel energético con Rusia, en 
2007. Sin embargo, hace unos meses Bielorrusia vivió un nuevo enfrenta-
miento con Rusia ante el boicot que sus autoridades establecieron contra la 
importación de leche de origen Bielorruso. Esta medida, al igual que el con-
flicto gasístico del 2007 tiene un objetivo claro: las autoridades rusas quie-
ren hacer ver a Bielorrusia que su economía es totalmente dependiente de la 

23 FERNÁNDEZ, R. «La UE y el gas natural de Asia Central: ¿es Nabucco la mejor op-
ción?», Real Instituto Elcano, 25 de junio de 2009.
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rusa24. Esta última medida en contra de la leche bielorrusa ha sido, en parte, 
consecuencia de la negativa de Lukashenko de apoyar a Rusia en su  guerra 
contra Georgia. La actitud de Rusia con respecto a Bielorrusia también se 
fundamentaría en razones geopolíticas al asegurarse un control sobre un 
país tapón25.

Ucrania, otro país considerado como tapón, ya ha tenido dos conflictos ga-
sísticos con Rusia, uno en el 2006 y otro en el 2008-2009. Además de estos 
conflictos, a principios de julio del 2009, Rusia, Ucrania y la Unión Europea 
se reunieron para evitar una nueva crisis energética consecuencia del impago 
por parte de las autoridades ucranianas de las últimas importaciones gasísticas 
de Ucrania. Este país se halla de hecho en una crisis económica importante que 
se ha dejado sentir de forma muy visible en el sector energético, especialmente 
en la compañía estatal Naftogaz que no puede hacer frente al pago del gas que 
compra a Rusia. La Unión estaría dispuesta a pagar parte de la deuda siempre 
y cuando esta situación no se convierta en una crisis de impago permanente26.

Todos estos conflictos energéticos entre Rusia y sus países vecinos se de-
ben a que Rusia está aumentando el precio de la energía que exporta hacia es-
tos mismos. Los precios bajos del gas y del petróleo que importaban de Ru-
sia eran reminiscencias de los acuerdos de cooperación entre estos países y la 
URSS. Además de esto, Ucrania y Bielorrusia son países de tránsito, y Rusia 
les paga por ello. Como ya se ha visto en el caso de Bielorru sia, Rusia no solo 
actúa de este modo por razones económicas sino también por razones políti-
cas. En el caso de Ucrania las razones políticas son mucho más visibles.

En 2005, Leonid Kuchma, líder ucraniano pro-soviético, fue derrocado 
por la «Revolución Naranja», tras haber organizado un fraude electoral para 
convertir en primer ministro a Viktor Yanukovich. Esta Revolución llevó al 
poder a Viktor Yuschenko, líder pro-occidental de la oposición. Al llegar al 
poder comenzó a solicitar adhesiones a organismos internacionales como la 
OTAN y supranacionales como la Unión Europea, lo cual ha aumentado la 
irritación de las autoridades rusas27.

24 El País, «Moscú hace sentir a Bielorrusia su dependencia económica», 18 de junio de 
2009.

25 Consideramos «país tapón» a aquel Estado independiente que se encuentra entre dos 
Estados en conflicto. Los Estados enfrentados harán presión sobre el primero para intentar 
atraerlo hacia su zona de influencia. 

26 Euractiv.com, «Brussels seeks to avert Ukraine-Russia gas crisis», 30 de junio de 2009
27 Un episodio parecido es el acaecido en Georgia en 2003-2004 cuando la «Revolución 

de las Rosas» destituyó a su presidente pro-ruso Shevarnadze y puso en el poder a Saakashvili, 
líder opositor pro-occidental. La solicitud de adhesión a la OTAN de este país caucásico, así 
como la de Ucrania, fueron pospuestas por parte de ciertos europeos, entre los que se encon-
traban Francia y Alemania, que querían evitar un deterioro en sus relaciones con Rusia. Esto 
posibilitó la intervención en suelo georgiano del ejército ruso durante el conflicto del 2008..
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A los problemas existentes con el gasoducto Nabucco se le añaden los 
nuevos proyectos impulsados por Rusia (Nord-Stream y South-Stream), los 
cuales proveerían únicamente a ciertos países miembros. En el caso de una 
puesta en funcionamiento completa de ambos conductos, especialmente 
South-Stream, el proyecto Nabucco perdería su significado.

En el caso del Nord-Stream (ver Mapa 1), es posible que la existencia 
de un mercado europeo del gas en el que hubiese un mecanismo de con-
certación entre los países miembros hubiese hecho posible que el conducto 
pasase por los nuevos Estados miembros del Este. Ante la falta de meca-
nismos de decisión conjunta, los países prefieren asegurarse su propio su-
ministro sin tener en cuenta a los demás. Es por ello que esta línea de gas 
no pasa por los Países Bálticos, Polonia o la República Checa sino que co-
munica directamente Rusia con Alemania por aguas internacionales. En el 
momento en el que este gasoducto se abra, Rusia podrá cortar el suminis-
tro a Ucrania sin que ello afecte a Alemania aunque sí que afectará a paí-
ses como Polonia o la República Checa. De hecho, no sería de extrañar, ver 
cómo en el caso de que Rusia cortase el suministro hacia Polonia o la Repú-
blica Checa, Alemania o Francia no protestasen con tal de no deteriorar sus 
relaciones con Rusia.

Fuente: Web Gazprom (http://www. Gazprom.com)
Mapa 1

Gasoducto Nord-Stream
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La colaboración de E.ON y Gazprom para la construcción del Nord-
Stream puede considerarse una decisión unilateral por parte de Alemania 
que ha preferido asegurar su propio abastecimiento y dejar de lado a sus ve-
cinos comunitarios, especialmente a algunos de los miembros del Este28. La 
reacción germana no es sino ejemplo de la debilidad de las políticas comu-
nitarias en materia energética dónde predomina la visión nacional sobre la 
comunitaria. A finales de julio de 2009, la empresa gasística francesa GDF-
Suez anunció el inicio de las negociaciones con E.ON y Gazprom para par-
ticipar en el proyecto Nord-Stream. Además de asegurarse el suministro 
directo desde Rusia, o en todo caso a través de Alemania, el objetivo de 
Francia al unirse a este proyecto es boicotear la creación de Nabucco, pro-
yecto al que tenía intención de acceder una de sus empresas y del que fue 
excluida ante la petición de Turquía29. El rechazo por parte de este último 
país a la participación francesa en Nabucco sería consecuencia del rechazo 
de Francia y Alemania de continuar con las negociaciones de adhesión de la 
República Turca y decantarse por la firma de un acuerdo preferencial con 
esta última30.

El proyecto South-Stream (ver Mapa 2) refleja aún más las diferencias 
de estrategias energéticas entre la Unión Europea y sus miembros ya que 
este pipeline constituye la competencia directa al proyecto Nabucco puesto 
que su recorrido a través de territorio comunitario es paralelo al de este úl-
timo y supone el abandono de las peticiones por parte de los países euro-
peos para que Rusia les dejase disponer de sus redes de transporte para con-
ducir el gas desde Asia Central hasta Europa, tal y como se precisa en la 
Carta Europea de la Energía31. Este proyecto va a ser llevado a cabo por la 
empresa rusa Gazprom y la italiana ENI; hay que recordar que Italia es el 
único país considerado por Rusia como su aliado estratégico. Los otros paí-
ses comunitarios participantes (Eslovenia, Austria, Croacia, Grecia, Hun-
gría, Serbia) no sólo tienen el aliciente de asegurarse una vía más segura de 
suministro con Rusia sino que además se van a convertir en países de trán-
sito, lo que les asegura unos ingresos extra32.

Nuevamente los intereses individuales se anteponen a los comunitarios. 
A principios de agosto de 2009, Rusia e Italia obtuvieron por parte de Tur-
quía el permiso para construir South-Stream por aguas territoriales turcas. 
Esta decisión por parte de Turquía, es aparentemente irracional puesto que 

28 BALLBÉ, M. «Cambios en el mapa energético», El Periódico, 17 de octubre de 2006
29 Euractiv.com, «France’s GDF Suez to join Nord Stream pipeline», 30 de julio de 2009.
30 MISSE, A. «París y Berlin enfrían el acceso de Turquía», El País, 15 de mayo de 2009.
31 BELYI, A.V. «A Russian perspective on the Energy Charter Treaty», Real Instituto El-

cano, 16 de junio de 2009.
32 Ria Novosti, «Gas ruso para Europa. Proyecto South Stream», 29 de enero de 2009.
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Fuente: Web Gazprom (http://www. Gazprom.com)
Mapa 2

Gasoductos South-Stream y Blue-Stream

echa aún más por tierra las posibilidades de crear Nabucco, proyecto en el 
que participa la empresa turca BOTAS. Sin embargo, esta decisión habría 
sido tomada por Turquía después de la firma de un protocolo para la cons-
trucción de la segunda línea del Blue-Stream, gasoducto que conecta Ankara 
con Rusia, y la firma de otro por el que Rusia se comprometía a colaborar 
con Turquía en materia nuclear (Rusia se habría comprometido a construir 
conjuntamente con Turquía cuatro bloques generadores de 1,2 gigavatios en 
la costa mediterránea). Sería la primera central nuclear turca y Turquía pla-
nea construir otras dos más de aquí al 201333.

Como ya decíamos antes, Turquía representa un aliado estratégico de 
primer orden para la Unión Europea en el plano de le energía. Quizás, si 
Turquía hubiese tenido más clara su adhesión a la UE, esta no hubiese per-
mitido el paso del gasoducto South-Stream por sus aguas y solo hubiese 
dado luz verde al proyecto Nabucco prácticamente. Mediante esta decisión, 
Turquía ha iniciado una carrera entre las empresas del South-Stream y Na-

33 El País «Rusia obtiene luz verde para un gasoducto a través de aguas turcas», 06 de 
agosto de 2009.
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bucco ya que existe el riesgo de que el segundo en terminar no encuentre su-
ficiente demanda como para cubrir los gastos de la construcción del mismo.

III.  Una Unión Europea dividida a nivel energético

La división en el seno comunitario es un factor del que Rusia tiene co-
nocimiento y que ha sabido explotar mediante la formulación de ofertas a 
países miembros, como por ejemplo, Italia o Alemania. Las relaciones bila-
terales entre Rusia y países miembros suponen un serio obstáculo a la crea-
ción de una política energética europea y por ende de un frente negociador 
común frente a Rusia. Países como Alemania o Francia, a pesar de depen-
der del gas ruso, mantienen unas relaciones cordiales con Rusia debido a 
que entre ellos existe un cierto equilibrio fruto de la fuerza de sus econo-
mías. Otros países, como es el caso de España, no tienen ninguna depen-
dencia con respecto a Rusia y esto hace que puedan mantener unas relacio-
nes cordiales con este país e incluso anunciar que se va a estudiar la forma 
de transportar gas ruso hasta la península. Muy al contrario, los países del 
Este34, los que tienen una mayor dependencia con respecto a la energía rusa 
y los que por razones históricas e ideológicas obvias se muestran más hos-
tiles frente a Rusia son los que piden con más fuerza una estrategia energé-
tica común que disminuya el poder de este último.

El dilema de todos los países de la UE, lo encontramos reflejado en la 
decisión de España de importar gas ruso de la que hablábamos anterior-
mente. La decisión unilateral por parte de los Estados miembros, como 
ésta de España, ha generado una grave división interna ya que cada país ha 
ido tomando decisiones en función de sus propios intereses y no del inte-
rés común. Esto ha ido creando una Europa parcheada de soluciones dis-
tintas frente a un mismo problema. Estas decisiones individuales han sido, 
en muchas ocasiones, dañinas para la UE y la seguridad común. Si el país 
empieza a importar gas ruso, mejorará su seguridad interna ya que está di-
versificando sus fuentes de abastecimiento pero, al mismo tiempo, está de-
teriorando la situación de dependencia del conjunto de la UE. Todos los 
países de la UE se enfrentan a un dilema similar y por razones de seguri-
dad interna deciden hacer lo que es mejor para su país independientemente 
de que eso empeore la situación del conjunto de los Estados de la UE, espe-
cialmente de los países del Este. Esta petición de una decisión conjunta no 
es por supuesto altruista sino la única posibilidad que tienen de ganar cierta 
libertad frente a Rusia.

34 Estonia, Lituania, Latvia, Polonia, República Checa y Eslovaquia.
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IV.  Seguridad a nivel europeo y seguridad a nivel nacional: el dilema 
del prisionero

Al igual que en el dilema del prisionero, la situación energética de la 
UE plantea un enfrentamiento entre dos actores o situaciones. En el caso 
del dilema del prisionero, son dos las personas arrestadas e incomunicadas; 
su liberación depende de las decisiones que tome cada una, ya sea confesar 
o callar. Así pues, el escenario es aquel en el que «si cada uno hace lo que 
es mejor para él, esto será peor para cada uno que si ninguno de los dos lo 
hace»35. Es decir, en el caso de que cooperen (sean solidarios con el otro) y 
por lo tanto ambos confiesen su culpabilidad por separado, las consecuen-
cias (la pena impuesta) serán menos graves para ambos. Mientras si cada 
uno decide buscar su propio interés, y culpabiliza al otro, el castigo para 
este será mayor quedando el delator libre. Por último, si ambos hubiesen 
decidido callar (previamente o no), entonces la situación sería la ideal, al te-
ner ambos unas penas mínimas.

Aunque, como ya se mencionó, al no poder comunicarse y en el caso 
de que no se hayan puesto de acuerdo previamente, el instinto les conducirá 
a la búsqueda de su propia supervivencia (beneficio). En dicha situación, 
aquel que sea el primero en actuar será el mejor parado. En el caso de que 
no haya cooperación, el dilema se convierte en un juego de suma cero: lo 
que YO obtengo de beneficio, TÚ de perjuicio.

Aplicado el dilema a nuestro objeto de estudio, vemos cómo la coopera-
ción comunitaria sería la beneficiosa para el conjunto de los países miembros 
mientras que una decisión autónoma en busca del beneficio propio (un benefi-
cio nacional) supondría un riesgo para los países miembros en su conjunto. El 
prisionero «A» sería la opción por la seguridad energética nacional (Alema-
nia) y el prisionero «B» sería la seguridad energética comunitaria (Resto de la 
UE-27). Utilizaremos para nuestro caso Alemania, por ser este «el motor eco-
nómico» de la Unión Europea y por tanto tener interés en el mantenimiento 
de su estatus dentro del continente. A lo que se le añade el hecho de ser uno 
de los Estados comunitarios que sufre de manera más directa cualquier con-
flicto del gas ruso al estar conectado con Rusia a través de Ucrania y que ya 
ha actuado individualmente decidiendo crear junto a Rusia el Nord-Stream.

La Republica Federal Alemana puede decidir cooperar con los demás 
países miembros en una política conjunta con el resto de la UE-27, en cuyo 
caso, y a pesar de que Alemania tenga que hacer alguna concesión, saldrían 
todos ganando. Sin embargo, el hecho de que no exista una política supra-

35 PARFIT, D. Prudencia, moralidad y el dilema del prisionero, Editorial Complutense, 
Madrid 2007.
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nacional que obligue a los Estados miembros a cooperar, hace posible una 
toma de decisión únicamente fundamentada en intereses nacionales por 
parte de los Estados miembros. Esta inexistencia de mecanismos estanda-
rizados que aseguren la cooperación entre los países hace que cada uno de 
ellos prefiera no correr el riesgo de que alguno de los miembros restantes se 
les adelante en una toma de decisión unilateral que pueda poner en peligro 
su propia seguridad. A esto se le suma el hecho de que una política conjunta 
podría no satisfacer plenamente los intereses nacionales germanos. Por ello, 
podemos comprender la reacción unilateral por parte de Alemania al fir-
mar el acuerdo bilateral con Rusia para la construcción del Nord-Stream. 
Esto no es más que la consecuencia del miedo a que la seguridad energética 
europea no satisfaga los intereses germanos y a la desconfianza que existe 
entre los propios Estados miembros. Dicha unilateralidad implica una so-
lución para la seguridad energética de Alemania que, al mismo tiempo, de-
teriora la situación global de dependencia comunitaria con respecto a su ve-
cino del Norte, la Federación Rusa.

Centrándonos en la tabla del dilema del prisionero que hemos elabo-
rado ad hoc, concluimos que la mejor solución sería que todos los países 
decidiesen implicarse en la seguridad energética común, relegando las ne-

Alemania
Seguridad Energética 

Nacional
Seguridad Energética 

Comunitaria

UE-27

Seguridad 
Energética 
Nacional

No cooperación
(UE-27 perjudicada).
Alemania, al igual que el 
resto de Estados miem-
bros, toma decisión uni-
lateral. No todos saldrán 
beneficiados.

No cooperación
Alemania y UE-27 per-
judicadas por aquellos 
Estados miembros que 
han tomado decisión 
unilateral.

Seguridad 
Energética 
Comunitaria

No cooperación
Alemania toma decisión 
unilateral y el resto de 
los países resulta perju-
dicado.

Cooperación
Más adelante integra-
ción, entre todos los 
Es tados  miembros . 
Creación de un frente 
negociador común. So-
lución consensuada de 
todos los problemas.

Fuente: Elaboración propia.
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gociaciones bilaterales. La consecuencia de ello sería la cooperación en la 
política energética europea que progresivamente llevaría hacia la creación 
de un sistema energético europeo integrado. La creación de un frente co-
mún derivado de la cooperación en materia energética tendría como resul-
tado una mayor fortaleza a la hora de negociar con los suministradores de 
la Unión Europea, como por ejemplo con Rusia. En el momento en que no 
se cumpla la premisa de colaboración, siempre va a haber algún país per-
judicado y otro beneficiado. En el caso extremo de que todos los Estados 
miembros tomasen la decisión de apostar por soluciones unilaterales, esto 
minaría el poder común de negociación, especialmente de los Estados más 
pequeños y los más dependientes, con respecto a los proveedores y la cohe-
sión de la UE llevando a cuestionar su existencia.

Volviendo a la realidad, lo interesante de todo ello es que los países que 
aceptan colaborar con Rusia no son aquellos cuyo suministro depende en-
teramente de las exportaciones energéticas de este último sino países como 
Alemania que tienen mayor variedad en sus fuentes de suministro y mayor 
poder negociador debido a su tamaño político y económico. Aquellos que, 
por el contrario, dependen en un alto porcentaje de Rusia, se han opuesto 
en repetidas ocasiones a estos proyectos unilaterales. Es el caso de Suecia o 
Finlandia y antiguos miembros de la URSS (las tres repúblicas Bálticas, Re-
pública Checa o Polonia). Estos últimos ven cómo las decisiones unilatera-
les, les dejan aún más en manos del poder ruso. Sus empresas energéticas es-
tán controladas en parte o bien íntegramente por empresas rusas.

Es posible que la división interna favorezca a ciertos países de la UE 
que como Italia o Alemania tienen capacidad para negociar de manera di-
recta con Moscú. De hecho, es visible que prefieren siempre negociar uni-
lateralmente con Rusia puesto que es la mejor forma de asegurar la satisfac-
ción de sus necesidades. Sin embargo, tal y como hemos visto en el dilema 
del prisionero, estas decisiones egoístas empeoran aún más la dependencia 
del conjunto de la UE-27 con respecto a Rusia. Algunos argumentarán que 
los proyectos como South-Stream o Nord-Stream van a beneficiar a más de 
un país a la vez y que no se puede defender que se cree un juego de suma 
cero. Pero lo cierto es que siempre habrá países miembros que se queden 
al margen de estos proyectos y, lo más importante y como ya se dijo antes, 
esto debilita a la UE.

V. Conclusión

Al inicio del trabajo se veía cómo actualmente la Unión Europea su-
fre una dependencia energética con respecto al exterior ya que no tiene ca-
pacidad para producir toda la energía que consume. La tendencia es a un 
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aumento progresivo en el consumo del gas, la energía nuclear y las reno-
vables mientras petróleo y combustibles van perdiendo progresivamente 
fuerza. El gas es la fuente cuyo consumo ha aumentado de manera más rá-
pida y que, sin embargo, y al igual que el petróleo, es escasa en territorio 
europeo por lo que tiene que ser importada. Esto entraña consecuencias 
políticas en el ámbito de la seguridad energética. La dependencia de Eu-
ropa con respecto al suministro ruso condiciona las relaciones. Los Esta-
dos se muestran bastante reacios a cooperar los unos con los otros en mate-
ria de energía. Al tener que elegir entre su propia seguridad y la seguridad 
global de la UE tienden a primar el interés nacional sobre el comunitario. 
Esto limita aún más la capacidad de negociación de la UE con respecto a 
la Federación Rusa.

Consciente de ello, la Comisión ha intentado mitigar esta situación de 
dependencia adoptando diversas medidas, como por ejemplo, la optimiza-
ción de recursos o la diversificación mediante la construcción de infraes-
tructuras que rodeen a Rusia. Pero este último país, consciente de su capa-
cidad de influencia y de la división interna que existe en la Unión Europea, 
ha contraatacado con proyectos de gasoductos creados mediante acuer-
dos bilaterales con ciertos países miembros de la Unión Europea, caso del 
South-Stream y del Nord-Stream, o lanzando a sus compañías energéticas 
para hacerse con parte del accionariado de empresas energéticas europeas, 
caso del intento de toma de posesión de parte de las acciones de la compa-
ñía hispano-argentina Repsol-YPF por parte de Lukoil.

Aplicando el dilema del prisionero a este marco, hemos constatado que 
la cooperación, y más adelante la integración, entre todos los países de la 
Unión Europea sería la estrategia más beneficiosa para el conjunto. Al igual 
que se ha llevado a cabo la integración de ciertas políticas a nivel euro-
peo con el fin de aunar esfuerzos en pro de un progreso conjunto, como por 
ejemplo la política de competencia o la política comercial, así debería su-
ceder con el caso de la energía. En un principio, no sería necesario una po-
lítica energética integrada sino simplemente una cooperación a partir de la 
cual se cree un contexto de confianza que haga posible la búsqueda de so-
luciones conjuntas a un problema compartido. Esta cooperación iría pro-
gresivamente convirtiéndose en una política integrada que acabaría siendo 
controlada desde las propias instituciones europeas. Esta situación ideal se 
encuentra muy lejos de la realidad actual ya que los Estados toman decisio-
nes unilaterales que en ocasiones afectan de manera directa a sus vecinos. 
Si la UE quiere realmente mejorar su seguridad, tendría primero que crear 
mecanismos de decisión conjunta para evitar que los países miembros mi-
nen sus estrategias, tomando decisiones unilaterales.

Paradójicamente, en el plano energético, las amenazas más serias a las 
que se enfrenta la UE se hallan al interior de sus fronteras. Es imperativo 
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que progresivamente la política energética sea integrada en el sistema co-
munitario para que sea la UE, la que anteponiendo el interés general sobre 
el interés particular de los Estados, tome medidas al respecto. Pero esta in-
tegración depende por completo de la voluntad de sus Estados miembros ya 
que ellos son los que tienen el poder para reformar la estructura de la UE. 
Es primordial pues que los Estados se esfuercen en crear un ambiente de 
confianza dentro de la Unión para que esta funcione adecuadamente y se le 
permita progresar en su construcción. Rusia no representaría una amenaza 
para la UE si esta última estuviese fuertemente cohesionada. Además, es 
evidente que el poder negociador de la UE frente a Rusia es sin duda mayor 
que el de cualquiera de sus miembros por separado. Es pues necesario que 
los Estados tomen conciencia de que transfiriendo la política energética a la 
UE todos van a ganar.

Pero las estrategias de acción conjunta con respecto a los proveedores 
exteriores para reducir la dependencia con respecto a algunos de ellos y me-
jorar la capacidad de negociación solo representarían una solución a medio 
plazo ya que siempre existiría la dependencia a las importaciones. En pala-
bras de Gonzalo Escribano, la única forma de reducir la dependencia ener-
gética sería crear un sistema de abastecimiento propio36. Por ello las alter-
nativas a largo plazo serían directamente reducir la dependencia del gas y 
de los hidrocarburos, aumentando la producción de otras fuentes de energía 
como la nuclear, proyecto al que se han adherido algunos de los países de la 
Unión Europea como Alemania, Francia, Italia, Reino Unión o Suecia, los 
Países Bajos, Finlandia y Bélgica. La energía nuclear representa el 14% de 
la energía creada en la UE. Otros países como España, Austria, Dinamarca 
o Portugal se oponen a dicha fuente de energía y han decidido apostar úni-
camente por las energías renovables. Dentro de estas últimas, las energías 
renovables tienen mayor apoyo social que la nuclear y cuentan con un ma-
yor respaldo de la Unión Europea ya que cumplen con los principios de sos-
tenibilidad impulsados por sus instituciones. La energía nuclear, si bien mu-
cho más eficaz que las energías renovables, es en nuestros días un objeto de 
debate, debido a los residuos que genera que irían en contra del principio de 
sostenibilidad.

En todo caso, querríamos terminar diciendo que todas aquellas estrate-
gias que pasen por aumentar la seguridad común sin necesariamente dismi-
nuir nuestra dependencia energética con respecto al exterior nunca van a so-
lucionar definitivamente la situación. Además, hay que tener muy presente 
que el gas o el petróleo son energías finitas que no han podido ser produ-
cidas directamente por el hombre y que consecuentemente representan un 

36 ESCRIBANO, G. opus cit.
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riesgo en el tiempo. La energía nuclear, siendo conscientes del actual de-
bate sobre la misma, y sobre todo las renovables por ser energías limpias, 
nos permiten solucionar al mismo tiempo el problema de la dependencia 
con respecto al exterior y la sostenibilidad del suministro en el tiempo. Es 
pues indispensable que tanto la UE como sus países miembros inviertan 
masivamente en este tipo de energías; espacialmente en las renovables con 
el fin de mejorar su eficiencia.

42 Cuadernos Europeos.indd   12342 Cuadernos Europeos.indd   123 12/3/10   08:18:3912/3/10   08:18:39



42 Cuadernos Europeos.indd   12442 Cuadernos Europeos.indd   124 5/3/10   11:20:495/3/10   11:20:49



Cuadernos Europeos de Deusto
ISSN: 1130 - 8354,Núm. 42/2010, Bilbao, págs. 125-153 125

La Reunión de Copenhague de 2009: 
Las nuevas negociaciones en torno al Principio de 

Responsabilidades Comunes pero diferenciadas de los Estados 
en materia de clima
Rosa M. Giles Carnero1

Profesora Titular de Derecho Internacional Público de la Universidad de Huelva

Sumario: I. Introducción.—II. El contexto y la evolución del diá-
logo internacional para la preparación de la Reunión de Copenhague. 1. La 
labor del Grupo de Trabajo Especial sobre los Nuevos Compromisos de 
las Partes en el Anexo I con arreglo al Protocolo de Kyoto. 2. La labor 
del Grupo de Trabajo Especial sobre la Cooperación a Largo Plazo en el 
marco de la Convención.—III. El desarrollo de la negociación internacio-
nal en Copenhague. 1. La cuestión del liderazgo internacional en materia 
de clima. 2. Las diferentes posiciones de negociación de los Estados del 
Anexo I. 3. Los principales elementos de discusión planteados por los Es-
tados no incluidos en el Anexo I.—IV. Conclusiones.

Resumen: El régimen jurídico internacional en materia de cambio climático 
ha sido diseñado como un sistema flexible y dinámico, necesitado de un desarrollo 
continuado a través de la negociación de los Estados Partes. En particular, el Proto-
colo de Kyoto limita su aplicación al año 2012, por lo que resulta necesario adoptar 
nuevos instrumentos que definan la acción internacional en materia de clima a par-
tir de esta fecha. Las reuniones de la Decimoquinta Conferencia de las Partes de la 
Convención sobre Cambio Climático y la Quinta Conferencia de las Partes como 
Reunión de las Partes del Protocolo de Kyoto, celebradas en diciembre de 2009 
en Copenhague, se diseñaron como el escenario en el que tendría que adoptarse un 
nuevo acuerdo internacional. Hasta llegar a este evento, se desarrolló una intensa 
labor negociadora, en la que puede observarse posturas estatales claramente enfren-
tadas. El análisis de este proceso negociador, que culminó en las dos semanas de 
negociación desarrolladas en la capital danesa, pone de manifiesto la diversidad de 
situaciones e intereses presentes, a la vez que explican lo limitado de los resultados 
de la que tendría que haber sido la reunión clave para definir el futuro del sistema 
internacional de limitación de emisiones de gases de efecto invernadero.

1 El presente trabajo forma parte de la línea de investigación desarrollada con la financia-
ción del Proyecto de Excelencia de la Junta de Andalucía Cambio Climático, Energía y Dere-
cho Internacional (SEJ – 3524).
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Abstract: Climate change international regime has been designed as a flexible 
and dynamic system that needs to be developed by State Parties continued negotia-
tions. The Kyoto Protocol first period of implementation finishes in 2012, and it is 
necessary to create new instruments in order to define international climate action 
for the subsequence periods. The Conference of the Parties at its fifteenth session 
and the Conference of the Parties serving as the meeting of the Parties to the Kyoto 
Protocol at its fifth session were designed as the scene to sign a new international 
agreement. Previous and intense negotiations were developed with clearly con-
fronted State positions. The analysis of this negotiation process, that finished with 
two intense weeks in Copenhagen, shows the absolutely diverse national situations 
and interests. This process explains limited results achieved in the United Nations 
Climate Change Conference, a meeting that should have been an important step to 
define the future of the international action to limit greenhouse gas emissions.

Keywords: Climate Change; Kyoto Protocol; Copenhagen Meeting.

I. Introducción

La Reunión de Copenhague sobre cambio climático trascurrió en la ciu-
dad danesa del 7 al 18 de diciembre de 2009. Este encuentro había sido ca-
lificado como una pieza clave en el desarrollo del régimen jurídico interna-
cional en materia de clima. El reloj situado en la cabecera del sitio web de 
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, el 
cual descontaba los segundos que quedaban para Copenhague, resultaba un 
símbolo claro de las enormes expectativas que se habían depositado en este 
evento.

Sin embargo y pese a la expectación creada, el resultado de la Reu-
nión no ha sido el esperado. El principal logro de las negociaciones es el 
denominado Acuerdo de Copenhague, un acuerdo político de mínimos que 
aplaza cualquier resultado vinculante al futuro de la negociación interna-
cional. Mientras Yvo de Boer, Secretario Ejecutivo de la Convención sobre 
Cambio Climático, reconocía abiertamente lo limitado de los resultados en 
la conferencia de prensa de clausura de la Reunión; Ban Ki-Moon, Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, se mostraba más esperanzado al califi-
car el Acuerdo de Copenhague como un comienzo importante que podía ser 
transformado en una norma jurídica obligatoria en el transcurso de 2010. 
Pese a las proclamaciones que llaman al optimismo, no cabe duda de que se 
esperaba mucho más de este encuentro. El acuerdo adoptado aún tiene que 
desarrollar un largo camino para transformarse en un instrumento jurídico 
con obligaciones concretas y susceptibles de verificación y control.
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Para entender la trascendencia que se le había dado a la Reunión de Co-
penhague, debe contextualizase este encuentro atendiendo a dos esferas. La 
primera de éstas presenta un carácter jurídico-político, mientras que la se-
gunda es de naturaleza ambiental y de consenso científico.

Si nos centramos en la primera de estas esferas, hay que recordar que el 
régimen jurídico internacional en materia de cambio climático tiene un ca-
rácter evolutivo basado en la actuación de foros de negociación institucio-
nalizados. Ninguno de los instrumentos jurídicos que componen este régi-
men internacional se ha definido como un texto acabado. La Convención 
Marco sobre Cambio Climático se diseñó en 1992 como un primer paso en 
la lucha contra este fenómeno ambiental, en una situación de incertidum-
bre científica y socioeconómica. Este primer instrumento se limitaba a es-
tablecer obligaciones generales de cooperación e información, por lo que se 
preveía que debía completarse a través de la adopción de Protocolos de de-
sarrollo.

Sin embargo, tampoco el Protocolo de Kyoto, adoptado en 1997 como 
complemento del texto marco, puede calificarse como un texto terminado 
en todos sus elementos. El Protocolo ha necesitado para su efectiva aplica-
ción el desarrollo normativo realizado por las reuniones de las Partes, pero 
a esto hay que sumar que, si bien preveía un objetivo global concreto de re-
ducción de las emisiones de gases de efecto invernadero en un 5,2% para 
2012 en relación a los niveles de 1990, esto sólo se diseñaba como un pri-
mer paso en un proceso que necesariamente iba a requerir nuevas negocia-
ciones.

El año 2012 supone el final del plazo de aplicación del Protocolo de 
Kyoto y, a partir de ahí, debe comenzar una nueva fase en la actuación in-
ternacional en materia de cambio climático. Precisamente es esta fecha de 
término de la aplicación de los compromisos de Kyoto uno de los elemen-
tos que dotaban de trascendencia y perentoriedad a la Reunión de Copenha-
gue. Si se pretende la eficacia real de los compromisos adoptados en mate-
ria de clima, es aconsejable que no exista un vacío jurídico entre el término 
de 2012 y la aplicación de los acuerdos que puedan adoptarse para su apli-
cación en la fase posterior a este año. Para asegurar la continuidad de me-
didas concretas en materia de clima más allá de 2012, habría sido necesa-
rio adoptar acuerdos en alguno de los encuentros anteriores a la Reunión de 
Copenhague pero, desde el momento en que esto no había sido posible, esta 
reunión se había fijado como la determinante para adoptar un compromiso 
que salvara la continuidad del régimen de control y reducción de emisiones 
de gases de efecto invernadero.

La Reunión de Copenhague resultaba, por tanto, trascendente desde 
el punto de vista del cumplimiento de los plazos para alcanzar un acuerdo 
con aplicación el 1 de enero de 2013, pero para comprender las expectati-
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vas creadas en torno a este encuentro debe añadirse un dato adicional que 
proviene del sistema internacional de investigación científica y tecnológica 
en materia de cambio climático. Desde la esfera de la investigación cientí-
fica se ha realizado una nueva llamada de atención, que pone de manifiesto 
la necesidad de implantar medidas contundentes en materia de cambio cli-
mático si se quieren evitar consecuencias de carácter catastrófico e irrever-
sible.

La situación ambiental había quedado resumida en el Cuarto Informe 
de Evaluación del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cam-
bio Climático de 2007, que reconocía que el cambio climático es inequí-
voco y aconsejaba reducir emisiones de gases de efecto invernadero sin 
demora para no agravar sus efectos2. Este análisis es la base científica 
aceptada como válida en el sistema de negociación internacional en ma-
teria de cambio climático, lo que trae como consecuencia que exista el 
consenso sobre la necesidad de adoptar medidas apropiadas y eficaces 
con carácter de urgencia. De nuevo, la Reunión de Copenhague aparecía 
como el escenario idóneo para dar respuesta a este urgente reto medio-
ambiental.

Es en el marco descrito en el que se ha preparado y desarrollado en 
Copenhague la Decimoquinta Conferencia de las Partes de la Convención 
Marco sobre Cambio Climático (COP-15) y la Quinta Conferencia de las 
Partes como Reunión de las Partes del Protocolo de Kyoto (CMP-5). La 
labor de preparación de estos encuentros ha sido ingente. Por un lado, se 
han ocupado del tema los distintos órganos del régimen jurídico interna-
cional en materia de clima, pero a esto se ha unido el diseño de un sis-
tema para la negociación institucionalizada que ha trabajado durante años 
para tratar de lograr la adopción de un acuerdo vinculante en la Reunión 
de Copenhague.

El consenso sobre cual debería ser la solución global para la mitigación 
y la adaptación al cambio climático no resultaba fácil, y así se ha puesto 
de manifiesto en el largo camino de preparación del encuentro en la capi-
tal danesa. Los principales Estados implicados en las negociaciones se si-
túan en diferentes posiciones que, de forma general y en una traducción ju-
rídica, pueden resumirse en el problema de la concreción del principio de 
responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados. Ningún Es-
tado niega la necesidad de tomar medidas globales para la mitigación y la 
adaptación al cambio climático, pero otra cosa es el nivel de responsabili-
dad concreta a asumir y el límite que las responsabilidades diferenciadas 

2 El Informe de Síntesis y los tres informes de los Grupos de Trabajo pueden consultarse 
en el sitio www.ipcc.ch.
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debe adquirir para no conculcar el principio de equidad en las obligaciones 
asumidas.

Los efectos divergentes de las consecuencias del cambio climático 
para los Estados y su diferente nivel de desarrollo y vulnerabilidad, con-
figuran un amplio abanico de posiciones estatales en la materia. Esta rea-
lidad conlleva que en el transcurso de las negociaciones se entremezclen 
cuestiones con un alto contenido técnico, con otras de naturaleza política 
y diplomática. Mientras continúa el debate iniciado en el seno del Proto-
colo de Kyoto sobre cuestiones metodológicas, se ha planteado la discu-
sión sobre la pertinencia de continuar únicamente con la aplicación de este 
instrumento u optar por la negociación de un nuevo sistema enmarcado en 
un texto diferente. La diversidad de posiciones negociadoras ha producido 
una gran variedad de propuestas, las cuales se han traducido en las múlti-
ples opciones analizadas y barajadas en los documentos emitidos por los 
grupos de trabajo.

El presente ar tícu lo pretende reflexionar sobre el proceso de prepa-
ración y el desarrollo de la Reunión de Copenhague desde dos puntos de 
vista. En primer lugar, se estudiará el proceso institucional diseñado para 
posibilitar la adopción de un acuerdo internacional en materia de clima que 
pudiera ser de aplicación a partir del 1 de enero de 2013. En este ámbito se 
pondrá de manifiesto el dinamismo de un régimen internacional que al ocu-
parse de un tema tan complejo como la regulación sobre clima, pretende 
abordarlo con la apertura continúa de vías de negociación y con el recurso a 
la dilación en las negociaciones.

En segundo lugar, se realiza el análisis de la postura negociadora de los 
principales Estados protagonistas en el debate. En el transcurso del diálogo 
en los foros institucionalizados se han presentado diversas propuestas na-
cionales que responden, en buena medida, a las acciones jurídicas y los vai-
venes políticos que se han desarrollado en la esfera interna de cada uno de 
estos Estados. Durante las negociaciones llevadas a cabo en las dos sema-
nas de reuniones en Copenhague y, en particular, durante la fase de alto ni-
vel desarrollada los tres últimos días, el complejo debate ha puesto de ma-
nifiesto algunas de las tendencias negociadoras que con claridad van a estar 
presentes en la futura evolución del sistema normativo internacional.

El estudio del proceso de negociación desarrollado y el análisis de los 
principales intereses defendidos, puede aclarar los factores que han moti-
vado lo limitado de los resultados de la Reunión de Copenhague. Estos fac-
tores no sólo sirven para evaluar los logros de este encuentro, sino que se-
rán fundamentales en el transcurso de las futuras negociaciones que deben 
realizarse el próximo año y que se prevé que deberían concluir, de nuevo, 
en la adopción de un acuerdo vinculante en la reunión a celebrar en México 
del 29 de noviembre al 10 de diciembre de 2010.
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II.  El contexto y la evolución del diálogo internacional para la 
preparación de la Reunión de Copenhague

Una de las características esenciales del régimen internacional en ma-
teria de cambio climático es su proceso de institucionalización a través del 
funcionamiento de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco so-
bre Cambio Climático (COP) y la Conferencia de las Partes como Reunión 
de las Partes del Protocolo de Kyoto (CMP). Estos órganos se han estable-
cido como foros de negociación permanente y sirven de base institucional 
para la necesaria evolución del régimen jurídico internacional3.

La COP es el órgano decisorio principal en el ámbito de la Convención 
Marco sobre Cambio Climático4. En sus sesiones participan los Estados 
Partes en este texto, aunque pueden asistir como observadores otros Esta-
dos, organismos especializados de las Naciones Unidas y organizaciones en 
general5. El ámbito competencial de la CMP es similar al de la COP, aunque 
circunscrito a la aplicación y el desarrollo del Protocolo de Kyoto6. Sólo los 
Estados Partes en este segundo instrumento son miembros de la CMP, aun-
que aquellos que son Partes en la Convención y no en el Protocolo pueden 
participar en las reuniones como observadores7.

Estos órganos plenarios ostentan la competencia para diseñar la evolu-
ción del régimen internacional en materia de clima, y, por lo tanto, los pa-
sos subsiguientes que deben seguirse en la acción de limitación y reducción 
de las emisiones de gases de efecto invernadero en el periodo posterior a 
2012. Conforme a estas competencias, la COP y la MOP han trabajado en 
la delimitación de los compromisos en materia de clima que deberían ha-
ber sido adoptados en la Reunión de Copenhague. Para potenciar y articular 
el trabajo en esta materia, han creado dos Grupos de Trabajo como órganos 

3 La doctrina internacional se ha ocupado ampliamente del análisis del desarrollo del ré-
gimen en materia de cambio climático en los últimos años. Para la consulta de la relevancia 
de la actuación con base en reuniones periódicas de las Partes para el funcionamiento del ré-
gimen puede verse, en particular, la obra de Yamin FARHANA y Joanna DEPLEDGE, The Inter-
national Climate Change Regime: A Guide to Rules, Institutions and Procedures, Cambridge 
University Press, 2004 y, en relación al Protocolo de Kyoto Michael FAURE, Joyeeta Gupta 
y Andries Nentjes, Climate Change and the Kyoto Protocol. The Role of Institutions and In-
struments to Control Global Change, Edgard Elgar, UK-USA, 2003.

4 Ver Artículo 7 y conexos de la Convención Marco sobre Cambio Climático.
5 Las sesiones ordinarias de la COP son anuales. En el marco de estas sesiones, también 

se celebran una de las dos reuniones anuales de sus órganos subsidiarios como son el Órgano 
Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico y el Órgano Subsidiario de Ejecución.

6 Ver ar tícu lo 13 y conexos del Protocolo de Kyoto.
7 Las reuniones ordinarias de la CMP son anuales y se hacen coincidir con la de sus ór-

ganos subsidiarios, como son el Consejo Ejecutivo del Mecanismo de Desarrollo Limpio; el 
Comité de Supervisión de la Aplicación Conjunta; y el Comité de Cumplimiento.
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subsidiarios, los cuales han actuado como foros de negociación y asesora-
miento y han marcado el curso de las negociaciones que han culminado en 
diciembre de 20098.

La labor de ambos Grupos se ha desarrollado de forma paralela du-
rante los dos años previos a la celebración del encuentro de Copenhague, de 
forma que se han hecho coincidir la ubicación y las fechas de sus sesiones. 
De esta forma aparecen como dos sistemas de negociación que muestran 
las dos posibles vías para el desarrollo del régimen en materia de clima. La 
elección final de un escenario u otro presenta importantes consecuencias de 
carácter político y jurídico, aunque ninguna de las dos vías ha alcanzado el 
éxito en la Reunión de Copenhague.

Veamos algunos de los aspectos principales de la creación y la actividad 
desarrollada por cada uno de los Grupos de Trabajo.

1.  La labor del Grupo de Trabajo Especial sobre los Nuevos Compromisos 
de las Partes en el Anexo I con arreglo al Protocolo de Kyoto

El diseño del Protocolo de Kyoto como un texto inacabado y la previ-
sión de su eficacia sólo hasta el año 2012, hacía que para su aplicación y 
posterior desarrollo fuera necesaria una actuación continuada primero de 
la COP y luego de la CMP. En particular, en el seno de la CMP tendría que 
buscarse un consenso que permitiera diseñar los elementos esenciales del 
sistema que debería implantarse a partir de comienzos del año 20139. Te-
niendo en cuenta el retraso producido en la entrada en vigor del Protocolo 
de Kyoto, se hizo necesario que el órgano plenario de este instrumento tra-
bajase esta cuestión desde su primera sesión.

En consecuencia, en la CMP-1 se «decide iniciar un proceso para exa-
minar nuevos compromisos de las Partes incluidas en el Anexo I para el 
periodo posterior a 2012, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
9 del ar tícu lo 3 del Protocolo»10. Si recordamos que el ar tícu lo 3.9 señaló 
que «los compromisos de las Partes incluidas en el anexo I para los perío-
dos siguientes se establecerán en enmiendas al Anexo B del presente Pro-

8 Los Artículos 7.2.i) de la Convención Marco sobre Cambio Climático y 13.4.h) del 
Protocolo de Kyoto, reconocen de forma amplia la capacidad para establecer órganos subsi-
diarios a la COP y la CMP respectivamente.

9 En particular, el Artículo 3.9 precisaba que «[…] La Conferencia de las Partes en cali-
dad de reunión de las Partes en el presente Protocolo comenzará a considerar esos compromi-
sos al menos siete años antes del término del primer período de compromiso a que se refiere 
el párrafo 1 supra [2012]». 

10 Ver Decisión 1/CMP.1, 1.
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tocolo que se adoptarán de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 7 
del ar tícu lo 21», puede concluirse que el objetivo de este proceso negocia-
dor queda circunscrito a la cuestión de los compromisos cuantificados de 
limitación o reducción de emisiones de gases de efecto invernadero asu-
midos por los Estados del Anexo I11. Expresado de otro modo, puede con-
cluirse que la negociación no va a alejarse de la idea de que la mejor forma 
para combatir el cambio climático es la reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero asumida únicamente por los Estados desarrollados.

De esta forma se es consecuente con los objetivos y los principios del 
Protocolo de Kyoto, y no se pretende avanzar en una estrategia diferente 
para la mitigación y adaptación al cambio climático. El sistema establecido 
en este texto se configuraría así como la principal opción de regulación en 
materia de clima y las medidas adoptadas después de su primer periodo de 
aplicación incidirían en su ampliación y robustecimiento.

El proceso de negociación previsto debía desarrollarse en el marco del 
Grupo de Trabajo Especial sobre los Nuevos Compromisos de las Partes en 
el Anexo I con arreglo al Protocolo de Kyoto (GTE-PK)12. Se preveía que los 
trabajos en este ámbito podrían obtener resultados con cierta celeridad. En 
particular, se precisó que «el grupo se propondrá finalizar sus tareas y con-
seguir que la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en 
el Protocolo de Kyoto apruebe sus resultados tan pronto como sea posible, y 
a tiempo de garantizar que no haya una interrupción entre el primer y el se-
gundo periodo de compromiso». Sin embargo, pronto pudo verse que estas 
previsiones optimistas estaban lejos de poder transformarse en realidad.

El GTE-PK ha celebrado nueve sesiones de trabajo hasta llegar a la dé-
cima reunión celebrada en Copenhague del 7 al 15 de diciembre de 200913. 
En estos cuatro años de trabajo no ha sido posible consensuar un docu-
mento definitivo que pudiera presentarse a la CMP-5 para su aprobación 

11 La Convención sobre Cambio Climático había diseñado un listado de Estados desarro-
llados que fue incluido como Anexo I al texto y que son los destinatarios de las obligaciones 
de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero previstas en el Protocolo de Kyoto.

12 Ver Decisión 1/CMP.1, 2.
13 El GTE-PK ha celebrado las siguientes sesiones: Primera sesión en Bonn (Alemania) 

del 17 al 25 de mayo de 2006; Segunda sesión en Nairobi (Kenia) del 6 al 14 de noviembre 
de 2006; Tercera en Bonn del 14 al 18 de mayo de 2007; Cuarta en Viena (Austria) del 27 al 
31 de agosto de 2007 y Bali (Indonesia) del 3 al 15 de diciembre de 2007; Quinta en Bang-
kok (Tailandia) del 31 de marzo al 4 de abril de 2008 y en Bonn (Alemania) del 2 al 12 de ju-
nio de 2008; Sexta en Accra (Ghana) del 21 al 27 de agosto de 2008 y Poznan (Polonia) del 
1 al 10 de diciembre de 2008; Séptima en Bonn (Alemania) del 1 al 12 de junio de 2009; Oc-
tava en Bonn (Alemania) del 1 al 12 de junio de 2009; y Novena en Bangkok (Indonesia) del 
28 de septiembre al 9 de octubre de 2009 y en Barcelona (España) del 2 al 6 de noviembre de 
2009. Los informes relativos a cada sesión pueden consultarse en el sitio web de la Conven-
ción sobre Cambio Climático (http://unfccc.int).
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como enmienda del Protocolo de Kyoto y que, en consecuencia, hiciera po-
sible la aplicación de los compromisos de reducción de emisiones de los Es-
tados del Anexo I más allá del año 2012.

El informe de la Décima reunión del GTE-PK incluye la propuesta de 
texto sobre la que se había obtenido un acuerdo al término de las nego-
ciaciones el 15 de diciembre14. Se trata de un texto abierto, en el que se 
contempla un nuevo Anexo B para el Protocolo de Kyoto que incluye re-
ducciones de emisiones de gases de efecto invernadero para los Estados de-
sarrollados, pero en el que no se fijan de forma definitiva porcentajes, años 
base, ni años de finalización de los periodos de cumplimiento. Si se obser-
van otros apartados del texto referidos a mecanismos de cumplimiento o 
problemas metodológicos, también puede observarse que quedan abiertos 
gran parte de los elementos esenciales para el desarrollo y la aplicación de 
nuevos compromisos.

Esta situación ha llevado a que los Estados Partes en la CMP-5 deci-
dieran la continuidad de las tareas de este órgano, el cual deberá presentar, 
de nuevo, sus conclusiones a la siguiente sesión plenaria a celebrar a fina-
les de 2010 en México15. Queda, por lo tanto, abierto el proceso negociador 
en este foro con la esperanza de poder llegar a un resultado concreto en el 
nuevo plazo de un año.

Quizás lo más esperanzador, en relación a la obtención de futuros resul-
tados, sea la previsión recogida en el Acuerdo de Copenhague según la cual 
los Estados Partes del Anexo I se comprometen a enviar a la Secretaría de la 
Convención una notificación de sus objetivos de reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero a alcanzar en el año 2020 y el año base sobre el 
que debe calcularse16. El plazo para el cumplimiento de este requerimiento 
es el 31 de enero de 2010, de tal manera que si se cumpliera esta previsión, 
el GTE-PK podría disponer de información adicional sobre los compromi-
sos que los Estados del Anexo I estarían dispuestos a asumir y podría darse 
un avance en las negociaciones para la articulación de un acuerdo de natu-
raleza vinculante a finales de 2010.

2.  La labor del Grupo de Trabajo Especial sobre la Cooperación a Largo 
Plazo en el marco de la Convención

Mientras que en el seno del GTE-PK se trabajaba para configurar un 
nuevo compromiso que permitiera desarrollar el régimen de control y li-

14 Ver documento FCCC/KP/AWG/2009/L.15. 
15 Ver Decisión 1/CMP.5, 2 y 3.
16 Ver Acuerdo de Copenhague, parágrafo 4.
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mitación de las emisiones de gases de efecto invernadero para los Estados 
del Anexo I, en el seno de la COP se puso de manifiesto que era necesa-
rio un enfoque más amplio de la negociación jurídica en materia de cam-
bio climático ya que el sistema establecido en Kyoto adolecía de impor-
tantes carencias. La aplicación del principio de responsabilidades comunes 
pero diferenciadas de los Estados en aquel texto se basaba en la asunción de 
compromisos únicamente por parte de los Estados desarrollados, y esta si-
tuación generaba problemas a la hora de incrementar estas obligaciones sin 
que se estableciera algún tipo de contraprestación por parte de los Estados 
en vías de desarrollo. A esto se sumaba la posición estadounidense, que con 
claridad planteaba condiciones para las economías emergentes a la hora de 
asumir algún tipo de obligación internacional de reducción de emisiones. 
La discusión de esta serie de cuestiones debía hacerse en el ámbito de la 
COP y suponía la posibilidad de plantear nuevos enfoques para la mitiga-
ción y adaptación al cambio climático respecto de los incluidos en el Proto-
colo de Kyoto.

Con base en estos presupuestos, se acordó el Plan de Acción de Bali en 
la COP-13 celebrada en diciembre de 200717. En el primer párrafo de este 
texto se «decide iniciar un proceso global que permite la aplicación plena, 
eficaz y sostenida de la Convención mediante una cooperación a largo 
plazo que comience ahora y se prolongue más allá de 2012, a fin de llegar 
a una conclusión acordada y adoptar una decisión en su 15.º periodo de se-
siones». En particular, en este proceso de negociación que se iniciaba se 
abordarían tanto las cuestiones de reducción de emisiones como de adapta-
ción al cambio climático y, en consecuencia, los temas de transferencia de 
tecnología y de recursos financieros e inversiones relacionados con ambas 
esferas. Se establecía de esta forma un proceso de dos años que debía ser-
vir para alcanzar un consenso sobre los complejos temas presentados y que 
dejaba, en principio, abierta todas las posibilidades. Expresamente se en-
cuadraba el proceso en los principios de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas de los Estados y de desarrollo sostenible, pero más allá de 
esta referencia general no se establecían otros límites a la capacidad ne-
gociadora. No se ponían, por tanto, condiciones al contenido del futuro 
acuerdo a desarrollar.

Además de este mandato general de negociación, lo fundamental del 
Plan de Bali es el establecimiento del procedimiento negociador en el que 
tenía que desarrollarse. En base a este texto se llevó a cabo la creación 
del Grupo de Trabajo Especial sobre la Cooperación a Largo Plazo en el 
marco de la Convención (GTE-CLP), diseñado como un órgano subsidia-

17 Ver Decisión 1/CP.13.
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rio de la COP18. El GTE-CLP obtiene el mandato específico de llevar a 
cabo un proceso global de negociación sobre los compromisos en mate-
ria de clima que deben prolongarse más allá de 2012, y este proceso debía 
servir de de base para alcanzar un acuerdo jurídico vinculante en la reu-
nión de Copenhague.

Debe destacarse, en particular, que se señala expresamente que la COP 
«conviene en que el proceso se basará, entre otras cosas, en la mejor infor-
mación científica disponible, en la experiencia en la aplicación de la Con-
vención y su Protocolo de Kyoto y de los procesos en ellos previstos; en 
los resultados de otros procesos intergubernamentales pertinentes y en las 
aportaciones de los círculos empresariales, la comunidad de investigadores 
y la sociedad civil»19. De esta previsión pueden extraerse dos ideas claras 
que condicionan el proceso negociador. Por un lado, aunque no se establece 
mandato concreto alguno respecto al contenido, se hace una llamada sobre 
la pertinencia de utilizar la experiencia adquirida en el sistema establecido 
por el Protocolo de Kyoto. Cualquier régimen que pretenda establecer una 
continuidad con la estrategia desarrollada hasta 2012, tiene que atender a lo 
previsto en aquel instrumento y a la experiencia desarrollada en sus meca-
nismos de aplicación y cumplimiento.

En segundo lugar, la negociación no sólo es global desde el punto de 
vista de los sujetos implicados y que abarca a la totalidad de los Estados de 
la Comunidad Internacional. Debido a la complejidad de las diversas áreas 
de desarrollo implicadas en la regulación en materia de clima, se hace una 
llamada a la participación de actores no estatales en el proceso negociador. 
De esta forma se pretende incluir en el sistema de diálogo a agentes con in-
formación científica y socioeconómica que permitan abordar de forma efi-
caz los complejos temas planteados.

El GTE-CLP ha realizado sus trabajos a través de siete reuniones hasta 
llegar a la octava sesión desarrollada en Copenhague del 7 al 15 de diciem-
bre de 200920. En este caso el mandato para el desarrollo de su labor que-
daba circunscrito a dos años, pero como en el ámbito del GTE-PK ha sido 
imposible alcanzar un texto de consenso en este periodo. El informe rela-

18 Ver Decisión 1/CP.13, 2.
19 Ver Decisión 1/CP.13, 11.
20 El GTE-CLP ha celebrado las siguientes sesiones: Primera sesión en Bangkok (Tailan-

dia) del 31 de marzo al 4 de abril de 2008; Segunda sesión en Bonn (Alemania) del 2 al 12 de 
junio de 2008; Tercera en Accra (Ghana) del 21 al 27 de agosto de 2008; Cuarta en Poznan 
(Polonia) del 1 al 10 de diciembre de 2008; Quinta en Bonn (Alemania) del 1 al 12 de junio 
de 2009; Sexta en Bonn (Alemania) del 1 al 12 de junio de 2009; y Séptima en Bangkok (In-
donesia) del 28 de septiembre al 9 de octubre de 2009 y en Barcelona (España) del 2 al 6 de 
noviembre de 2009. Los informes relativos a cada sesión pueden consultarse en el sitio web 
de la Convención sobre Cambio Climático.
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tivo a su octava sesión presentado en la COP-15, pone de manifiesto que ni 
siquiera ha sido posible delimitar un borrador en un único texto, por lo que 
incluye la referencia a los documentos de trabajo que en las sucesivas reu-
niones del Grupo han sido objeto de consenso y que se presentan a conside-
ración del pleno de Estados Partes21.

Ante esta situación, la COP-15 ha decidido extender el mandato del 
Grupo para que presente un nuevo informe a la próxima reunión a celebrar 
en 2010 en México22. También aquí se abre un nuevo plazo para la negocia-
ción y se establece una nueva cita en la que tener la oportunidad de adoptar 
el siguiente y necesario paso en el desarrollo del régimen internacional so-
bre cambio climático.

El proceso negociador seguirá, por tanto, abierto y en este marco el 
cumplimiento del Acuerdo de Copenhague puede ser útil para consolidar el 
consenso en torno a algunas de las medidas que han sido objeto de negocia-
ción en el seno del GTE-CLP. En particular, en este acuerdo se establece la 
obligación de los Estados en vías de desarrollo de aplicar medidas de miti-
gación del cambio climático y de notificar la previsión de éstas antes del 31 
de enero de 201023. La información recabada mediante esta previsión podrá 
servir de base para buena parte de las negociaciones que no han podido ser 
culminadas con éxito en la cumbre de Copenhague. Asimismo, el acuerdo 
de financiación al que se comprometen los Estados desarrollados supondrá 
un punto de partida para las nuevas negociaciones en materia de ayuda fi-
nanciera para la mitigación y la adaptación al cambio climático.

21 Ver documento FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Rev.1. Asimismo los documentos co-
nexos relativos a las siguientes decisiones: Intensificación de la labor relativa a la adap-
tación (FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Add.1); Intensificación de la labor relativa al su-
ministro de recursos financieros y a la inversión (FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Add.2); 
Intensificación de la labor relativa al desarrollo y la transferencia de tecnología (FCCC/
AWGLCA/2009/L.7/Add.3); Intensificación de la labor relativa al fomento de la capacidad 
(FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Add.4); Medidas de mitigación apropiadas para cada país adop-
tadas por las Partes que son países en desarrollo: mecanismo para registrar las medidas de 
mitigación apropiadas para cada país y facilitar la prestación de apoyo y su registro (FCCC/
AWGLCA/2009/L.7/Add.5); Enfoques de política e incentivos positivos para las cuestio-
nes relativas a la reducción de las emisiones debidas a la deforestación y la degradación fo-
restal en los países en desarrollo (FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Add.6); Intensificación de la 
labor nacional e internacional relativa a la mitigación del cambio climático: consecuencias 
económicas y sociales de las medidas de respuesta (FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Add.7); Di-
versos enfoques, incluidas las oportunidades de utilizar los mercados para mejorar la efica-
cia en función de los costos de las medidas de mitigación y promover esas medidas (FCCC/
AWGLCA/2009/L.7/Add.8); Enfoques sectoriales de cooperación y medidas específicas para 
el sector de la agricultura (FCCC/AWGLCA/2009/L.7/Add.9).

22 Ver Decisión 1/CP.15.
23 Ver Acuerdo de Copenhague, parágrafo 5.
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III.  El desarrollo de la negociación internacional en Copenhague

Las posturas estatales que pueden detectarse en la negociación interna-
cional para la mitigación y la adaptación al cambio climático son muy di-
versas, ya que en este caso se unen condicionantes de carácter ambiental y 
técnico a múltiples variables socioeconómicas. El objetivo final del régi-
men en materia de clima es un cambio económico y energético global, que 
supere la dependencia actual del uso de combustibles fósiles. Este ambi-
cioso objetivo supone un cambio de valores, usos y costumbres en las po-
blaciones de todos los Estados de la Comunidad Internacional, al margen 
de su nivel de desarrollo. Del régimen jurídico internacional en materia de 
clima se espera el consenso sobre las líneas maestras que deberían articular 
este cambio estructural a nivel global, y es en este marco de amplias expec-
tativas en el que han negociado los Estados convocados en Copenhague y 
en el que se encuadran los futuros encuentros.

El éxito de un régimen jurídico internacional puede valorarse en fun-
ción de la capacidad que muestre para articular el consenso de los principa-
les Estados afectados en torno a las actuaciones a seguir. Desde este punto 
de vista, puede decirse que el régimen sobre clima ha conseguido estable-
cer un sistema de cooperación permanente en la materia, así como la con-
creción de unos objetivos y principios generales que deben seguirse en la 
actuación internacional24. Sin embargo y más allá de este marco general, 
encuentra amplias dificultades para dar respuestas concretas, eficaces e in-
mediatas a los retos planteados por las evidencias científicas con las que se 
trabaja en los últimos años.

El principal eje de discusión en el sistema es la concreción del principio 
de responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados. Estamos 
ante un principio jurídico ambiental que ha sido expresamente reconocido 
en la Convención sobre Cambio Climático como uno de los rasgos más sig-
nificativos del sistema que inaugura, y que ha encontrado su máximo expo-
nente internacional en la normativa sobre reducción de emisiones recogida 
en el Protocolo de Kyoto.

El ar tícu lo 3 de la Convención, dedicado a los principios que deben 
guiar el logro de su objetivo y aplicación, reconoció en primer término el 
principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas, y precisó que 
«las Partes que son países desarrollados deberían tomar la iniciativa en lo 

24 Para un mayor análisis de la capacidad del régimen jurídico sobre cambio climático 
para generar un sistema permanente de negociación y desarrollo puede verse Rosa GILES 
CARNERO, «El Protocolo de Kioto como modelo de gestión ambiental global», en El cambio 
climático en el derecho Internacional y Comunitario, Antonio REMIRO BROTONS y Rosa M. 
FERNÁNDEZ EGEA (Editores), Fundación BBVA, Bilbao, 2009, pp. 27-60.
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que respecta a combatir el cambio climático y sus efectos adversos». En 
consecuencia, el diseño jurídico de la Convención se basa en una atribu-
ción diferenciada de obligaciones a los Estados desarrollados, listados en el 
Anexo I, y al resto de Estados de la Comunidad Internacional. Esta aproxi-
mación fue el punto de partida para la negociación y la redacción del Proto-
colo de Kyoto y supone una de sus principales señas de identidad25. La so-
lución para la mitigación y adaptación al cambio climático que adopta este 
texto, parte de la asunción de que los Estados desarrollados tienen una me-
jor capacidad y una responsabilidad histórica que les lleva a aceptar el pro-
tagonismo en las medidas de carácter obligatorio que se asuman en este 
ámbito. Conforme a este punto de vista, sólo los Estados del Anexo I son 
titulares de obligaciones específicas de reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero, convirtiéndose esta previsión en la articulación más 
concreta y extrema del principio de responsabilidades comunes pero dife-
renciadas de los Estados en el ámbito de la regulación internacional medio-
ambiental.

La defensa de este modelo se ha hecho desde diversos puntos de vista 
que han incluido argumentos de equidad, responsabilidad histórica o capa-
cidad socioeconómica. Sin embargo y frente a estos argumentos, la prác-
tica ha mostrado que esta aproximación presenta importantes problemas de 
diversa naturaleza. Un simple vistazo a la situación actual lleva a la con-
clusión de que el sistema de Kyoto se ha desarrollado sin posibilidad de 
incluir obligaciones de reducción para los dos Estados con mayores emisio-
nes de gases de efecto invernadero. La negativa de Estados Unidos a rati-
ficar este instrumento se ha explicado habitualmente tanto por factores in-
ternos, como por una crítica a un sistema que no introduce ningún tipo de 
obligación de mitigación destinada a los Estados con economías emergen-
tes. El hecho de que China se haya convertido en el primer emisor de gases 
de efecto invernadero y que el sistema de limitación de emisiones no prevea 
su inclusión, muestra cómo la aplicación del principio de responsabilidades 
comunes pero diferenciadas puede ser atacada también desde un punto de 
vista de eficacia medioambiental. Parece que el sistema de Kyoto necesita 
de algunos replanteamientos en su nueva fase de aplicación, y esto es lo que 
se ha puesto de manifiesto durante la preparación de la COP-15 y la CMP-5; 
en las dos semanas de negociación; y en la última madrugada de negocia-
ciones que después de una eterna discusión permitió alcanzar el Acuerdo de 
Copenhague.

25 Los principios que inspiraron el desarrollo del sistema establecido por el Protocolo de 
Kyoto han sido analizados en la obra de Yves PETIT (Dir.), Le Protocole de Kyoto. Mise en 
oeuvre et implications, Presses Universitaires de Strasbourg, Estrasburgo, 2002.
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Lo limitado de los resultados de este encuentro muestra que no ha sido 
posible generar el consenso en torno a la línea de actuación jurídica que 
debe adoptarse a la hora de delimitar la atribución de obligaciones en mate-
ria de clima. Las diferentes posturas negociadoras se basan en un complejo 
equilibrio entre la percepción de su vulnerabilidad a los efectos del cambio 
climático y sus circunstancias concretas de desarrollo socioeconómico. Esta 
realidad hace que aparezcan diferentes ejes de negociación que va más allá 
del enfrentamiento de posturas entre Estados desarrollados y en vías de de-
sarrollo, y que crean posiciones negociadoras contradictorias dentro de es-
tos dos grandes grupos. La percepción misma de los Estados que se han 
alzado como líderes en la negociación resulta compleja, ya que ha ido mo-
dificándose durante las fases de preparación y las posteriores reuniones en 
Copenhague.

En las páginas siguientes se incluye el análisis de algunas de las pos-
turas defendidas de forma previa y durante la negociación en la capital da-
nesa. Por un lado, aparece el problema del liderazgo en la negociación in-
ternacional en materia de clima; mientras que, por otro, resulta interesante 
observar la contraposición de intereses y soluciones jurídicas defendidas en 
cada uno de los dos grandes grupos de Estados que la Convención Marco 
sobre Cambio Climático define al incluirlos o no en su Anexo I.

1.  La cuestión del liderazgo internacional en materia de clima

La práctica internacional de los últimos años muestra la importancia que 
para el éxito en el desarrollo y la aplicación de los regímenes internaciona-
les medioambientales tiene la articulación de un liderazgo claro. En este as-
pecto, el sistema en materia de cambio climático muestra una historia de de-
sencuentros que, en buena medida, explican el retraso en la negociación y la 
aplicación de medidas concretas de mitigación de este fenómeno ambiental.

No cabe duda de que Estados Unidos se configuró como el principal 
agente dinamizador en las negociaciones que llevaron a concluir la Conven-
ción sobre Cambio Climático y el Protocolo de Kyoto. El sistema de con-
trol de emisiones y buena parte de los sistemas de cumplimiento de este se-
gundo texto están claramente inspirados en normativa estadounidense sobre 
calidad de aire, muestra del activismo de los grupos negociadores aportados 
por Estados Unidos. Pese a los resultados alcanzados en esta primera fase, 
finalmente Estados Unidos no ratificó el Protocolo de Kyoto y pasó a prota-
gonizar un papel secundario en los siguientes encuentros internacionales en 
la materia.

Las razones argumentadas para explicar el cambio de postura de uno 
de los Estados más relevantes para la actuación internacional en materia de 
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cambio climático son diversas. José Juste Ruíz ha resumido la situación al 
señalar que «entre las razones que explican este rechazo cabe destacar las 
reticencias ante una aplicación que la administración americana considera 
exagerada del principio de responsabilidades diferenciadas, la voluntad de 
no dejar las decisiones sobre cuestiones que pueden afectar profundamente 
la política económica del país en manos de instancias internacionales que 
escapan a su control y la falta de confianza en el buen funcionamiento del 
sistema establecido (considerado como demasiado complejo y excesiva-
mente burocratizado)»26.

Dadas estas circunstancias, se planteó una situación en la que el lide-
razgo de la Unión Europea aparecía como el único capaz de salvar un sis-
tema que debía aplicarse sin la participación de su principal inspirador. En 
este caso, los factores internos favorecían una actuación internacional ambi-
ciosa que defendiese la adopción de medidas contundentes en orden al con-
trol y la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero. El reparto 
intracomunitario de los derechos de emisión; el uso favorable de los meca-
nismos de cumplimiento; y la redefinición de una Política Comunitaria en 
materia de energía, abogaban por la oportunidad de una posición contun-
dente a favor de la adopción de medidas de limitación de emisiones en el 
ámbito internacional.

La pretensión comunitaria de liderar la acción internacional en materia 
de clima quedó clara en la fase de preparación de la Reunión de Copenha-
gue. En las Conclusiones del Consejo Europeo de 18 y 19 de junio de 2009, 
se explicó que «la Unión Europea ha vuelto a hacer un llamamiento a todas 
las partes para que cooperen para llegar a un acuerdo ambicioso y completo 
en la Conferencia de Copenhague, y aceleren, con tal fin, el ritmo de las 
negociaciones. La Unión Europea ha destacado el importante papel de las 
reuniones internacionales de alto nivel en el avance de los debates y con-
fía en que las próximas reuniones del Foro de las Principales Economías y 
del G8 contribuirán positivamente al proceso de la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. Para desarrollar este pro-
ceso mundial, la UE ha intensificado su diálogo bilateral sobre cambio cli-
mático con socios internacionales clave, por ejemplo en las recientes cum-
bres con Canadá, China, los Estados Unidos, Japón, la República de Corea 
y Rusia»27. Más adelante, al fijar la posición negociadora de la Unión Euro-

26 Ver José JUSTE RUÍZ, «Nuevas técnicas jurídicas frente al cambio climático: los meca-
nismos de flexibilidad en el Protocolo de Kyoto», en Hacia una política comunitaria europea 
en Cambio Climático y sus consecuencias para España de Juan José MARTÍN ARRIBAS (Direc-
tor), Universidad de Burgos, Burgos, 2009, pp. 169-195, p. 175.

27 Ver Conclusiones del Consejo Europeo de 18 y 19 de junio de 2009 [11225/2/09 REV 2, 
10 de julio de 2009], par. 29.
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pea en relación a este encuentro, el ánimo de liderazgo de las negociaciones 
quedó señalado de forma explícita. En las Conclusiones del Consejo Euro-
peo de 29 y 30 de octubre de 2009, la Unión Europea se declaraba «más de-
terminada que nunca a desempeñar un papel destacado y a contribuir a al-
canzar un acuerdo mundial, ambicioso y global»28.

Sin embargo y pese a la actividad diplomática desplegada, la capacidad 
de liderazgo de la Unión Europea ha quedado puesta en entredicho ante el 
protagonismo alcanzado por la nueva administración de Barack Obama y la 
relevancia del eje de negociación establecido con China. El diálogo bilateral 
entre Estados Unidos y China en materia de clima se ha desarrollado en los 
meses previos al encuentro en Copenhague, y se ha escenificado particular-
mente en la visita del Presidente estadounidense al Estado asiático el pasado 
mes de noviembre de 2009. La búsqueda de un acercamiento de posturas 
entre ambos Estados mostraba con claridad la idea de que era en el acuerdo 
entre los dos principales emisores de gases de efecto invernadero donde po-
dría definirse una estrategia efectiva para el periodo posterior a 2012.

La relevancia de la actuación estadounidense volvió a ponerse de mani-
fiesto en la fase de alto nivel desarrollada los dos últimos días del encuen-
tro en Copenhague, y que se alargó durante la última madrugada y primeras 
horas del 19 de diciembre. El desbloqueo de una situación que hacía prever 
que no habría acuerdo alguno en la capital danesa, se superó con reuniones 
a puerta cerrada entre la delegación estadounidense y representantes de los 
Estados con economías emergentes como Brasil, China, India y Sudáfrica.

Aunque buena parte del contenido que finalmente se plasmó en el 
Acuerdo de Copenhague había sido propuesto por la Unión Europea y, por 
lo tanto, era previsible su aceptación29, las negociaciones escenificaron una 
imagen pasiva de la organización. Frente al activismo de la delegación esta-
dounidense y la relevancia del diálogo con los representantes de los Estados 
emergentes, las delegaciones europeas quedaron en un segundo plano limi-
tado a la aceptación de las discusiones protagonizadas por otros.

Estados Unidos parece haberse convertido en el gran artífice de la acep-
tación mayoritaria del Acuerdo de Copenhague, de forma que su posición 
parece alcanzar un nuevo relieve de cara al transcurso de las negociacio-
nes el próximo año. Junto a esto, debe destacarse el papel jugado por deter-
minados Estados con economías emergentes, que se han alzado como in-

28 Ver Conclusiones del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre de 2009 [15265/09 REV 1, 
1 de diciembre de 2009], par. 5.

29 En este sentido pueden compararse el Acuerdo de Copenhague con las Conclusio-
nes del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre de 2009 [15265/09 REV 1, 1 de diciembre 
de 2009] y del Consejo Europeo de 10 y 11 de diciembre de 2009 [EUCO 6/09 CO EUR 6 
CONCL 4, 11 de diciembre de 2009].
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terlocutores prioritarios en la negociación internacional. El papel relevante 
de China resulta ambiental y políticamente indudable, al señalarse como el 
principal emisor global de gases de efecto invernadero. Sin embargo, tam-
bién la posición alcanzada por otros Estados va a resultar de interés en el 
futuro más próximo.

Brasil, en particular, parece haberse configurado como el principal in-
terlocutor de América Latina y esto no ha sido bien acogido por otros Es-
tados de la región. En este sentido puede destacarse las declaraciones en 
la rueda de prensa final de los Presidentes de Venezuela y Bolivia, en las 
que se ponía en tela de juicio la legitimidad del proceso de negociación del 
Acuerdo de Copenhague y se anunciaba su oposición a este texto. En este 
caso, la escenografía de la Reunión de Copenhague ha mostrado un lide-
razgo asumido por un grupo de Estados no incluidos en el Anexo I y que ha 
sido contestado dentro del propio sistema de negociación. La solución fi-
nalmente adoptada ha sido incluir el listado de Estados que expresamente 
aceptan el Acuerdo de Copenhague al inicio del documento, salvando de 
esta forma su adopción frente a la oposición en los debates de Bolivia, 
Cuba, Nicaragua, Sudán y Venezuela.

2.  Las diferentes posiciones de negociación de los Estados del Anexo I

La Convención sobre Cambio Climático incluyó un listado de Estados 
desarrollados en su Anexo I, y los configuró como los principales sujetos 
obligados a adoptar medidas concretas y eficaces para la mitigación y adap-
tación al cambio climático30. Desde el momento que estos Estados están lla-
mados a convertirse en los principales destinatarios del coste de aplicar el 
régimen internacional en materia de clima, las posiciones que han adoptado 
en la negociación internacional pasan a adquirir un importante relieve.

Lejos de poder encontrar un enfoque unívoco al problema del cambio 
climático entre los Estados del Anexo I, puede observarse una importante 
fisura en orden a la interpretación de los límites del principio de responsa-
bilidades comunes pero diferenciadas y esto ha llevado a que aparecieran 
claramente dos opciones a la hora de enfrentar la nueva estrategia a aplicar 
a partir de 2012. Como ya se ha señalado en apartados anteriores, la expre-
sión institucional de estas dos alternativas ha sido la creación de dos Gru-
pos de Trabajo que han servido de foros de negociación de una y otra posi-
ción. La Unión Europea y Estados Unidos aparecen, respectivamente, como 

30 La versión original del Anexo I fue modificada por la Decisión 4/CP.3 adoptado por la 
COP-3 para incluir a Croacia; Eslovaquia; Eslovenia; Mónaco y la Republica Checa; y nue-
vamente por la Decisión 2/CP.15 de la COP-15 para incluir a Malta.
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los principales defensores de cada una de las dos opciones de negociación 
que, en mayor o menor grado, son defendidas por el resto de los Estados del 
Anexo I.

Como no podría ser de otra forma, la postura internacional de la Unión 
Europea viene condicionada por las decisiones adoptadas en el marco del 
sistema comunitario. La Unión Europea de los 15 miembros que ratifica-
ron el Protocolo de Kyoto se comprometieron a una reducción conjunta de 
emisiones de gases de efecto invernadero de un 8% respecto a los registros 
de 199031, pero el reparto por Estados de la carga de esta reducción se lle-
varía a cabo mediante la aplicación de los criterios recogidos en la Decisión 
2002/358/CE, de 25 de abril de 200232. La normativa comunitaria ha su-
puesto, por tanto, una redistribución en el esfuerzo ambiental de los Esta-
dos partes mediante el que se pretende favorecer el cumplimiento global de 
las obligaciones adquiridas. A esta característica esencial del sistema comu-
nitario, debe añadirse la consideración de la acción contra el cambio climá-
tico como uno de los objetivos prioritarios incluidos en el VI Programa de 
Acción Comunitaria en Materia de Medio Ambiente y, en consecuencia, en 
gran parte de la política medioambiental y energética desarrollada en los úl-
timos años33.

Este desarrollo del sistema comunitario ha favorecido la capacidad de 
la Unión Europea para defender la oportunidad de medidas contundentes en 
materia de clima en el ámbito internacional. En particular, en las Conclusio-
nes del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre de 2009, se defendió que el 
objetivo de la acción internacional debía ser mantener el incremento de la 
temperatura global por debajo de los dos grados centígrados, para lo cual 
sería necesario que las reducciones de emisiones alcanzasen un mínimo de 

31 Conforme al ar tícu lo 5.4 del Protocolo de Kyoto se establece que las modificaciones 
posteriores en la composición de la organización no afectarían a los compromisos adquiridos. 
Por lo tanto, el cumplimiento conjunto afecta a los quince Estados miembros del momento 
que asumen conjunta y solidariamente el compromiso de reducción del 8% para el primer pe-
riodo de cumplimiento. Para sucesivos periodos nada se establece sobre la posibilidad de in-
cluir a los Estados de nueva adhesión. En el momento actual, los Estados del Anexo I que se 
han adherido al sistema comunitario mantienen sus compromisos individuales, mientras que 
Chipre no tiene obligaciones de reducción al no estar incluido en el Anexo I. El caso de Malta 
es particular, ya que solicitó la enmienda de la Convención para su inclusión en el Anexo I y 
ésta ha sido aceptado por la COP-15.

32 Ver Decisión del Consejo de 25 de abril de 2002 relativa a la aprobación, en nombre 
de la Comunidad Europea, del Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático y al cumplimiento conjunto de los compromisos contraí-
dos con arreglo al mismo (2002/358/CE). DO L 130, de 15,5, 2002, p. 1.

33 Decisión n.º 1600/2002/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 22 de julio de 
2002 por la que se establece el Sexto Programa de Acción Comunitaria en Materia de Medio 
Ambiente. DO L 242 de 10 de septiembre de 2002.
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un 50% sobre las de 1990 en el año 2050. Para facilitar el cumplimiento de 
este objetivo, la Unión Europea ofrecía una reducción de sus emisiones en 
un 30% para 2020, en relación a los niveles de 199034.

La estrategia de la Unión Europea para alcanzar los objetivos propues-
tos se ha desarrollado prioritariamente en el contexto creado por el Pro-
tocolo de Kyoto y, para avanzar en esta línea, presentó una propuesta de 
enmienda de este texto para su consideración, primero, en el GTE-PK y, 
después, en la CMP-535. El documento presentado pretendía ser una pro-
puesta de negociación mediante la que asegurar la continuidad del sistema 
establecido en Kyoto más allá de su primera fase de cumplimiento, e incluía 
importantes medidas para fortalecer las estructuras de control y limitación 
de emisiones de gases de efecto desarrolladas en base a este instrumento.

Aunque la posición de la Unión Europea siempre se ha basado en la idea 
de la continuidad del sistema diseñado por el Protocolo de Kyoto, su posi-
ción ha ido incluyendo una cierta corrección del principio de responsabili-
dades comunes pero diferenciadas de los Estados tal y como se aplicaba en 
aquel texto. En las Conclusiones del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre 
de 2009, puede observarse esta nueva consideración de forma que mientras 
apoya unos compromisos ambiciosos de reducción de emisiones por parte de 
los Estados desarrollados, también considera necesario que los Estados en 
vías de desarrollo adquieran compromisos en materia de mitigación. Junto a 
estos acuerdos y complementándolos, aparecerían todo un elenco de obliga-
ciones referidas a los ámbitos de la transferencia de tecnología y la financia-
ción internacional36. De esta forma, la Unión Europea admitía la posibilidad 
de que el siguiente paso en la lucha contra el cambio climático pudiera con-
llevar la adopción de un nuevo Protocolo en el que se atribuyeran a los Esta-
dos no incluidos en el Anexo I compromisos concretos de mitigación.

En relación a este ámbito, quizás la aportación comunitaria más intere-
sante es la relativa al desarrollo de las medidas de financiación internacio-
nal que serían necesarias para la puesta en marcha de acciones de mitiga-
ción y adaptación por parte de los Estados en vías de desarrollo. De nuevo 
en las Conclusiones del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre de 2009, se 
declaraba que el coste de las medidas adicionales de mitigación y adapta-
ción en los países en vías de desarrollo se cubriría «mediante una combina-
ción de sus propios esfuerzos, el mercado internacional del carbono y la fi-
nanciación pública internacional» y, para dar cumplimiento a esta previsión, 

34 Ver Conclusiones del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre de 2009 [15265/09 REV 1, 
1 de diciembre de 2009], pars. 7 a 9.

35 Ver FCCC/KP/CMP/2009/2, de 11 de junio de 2009.
36 Ver Conclusiones del Consejo Europeo de 29 y 30 de octubre de 2009 [15265/09 REV 1, 

1 de diciembre de 2009], par. 5.
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se desarrollaba toda una serie de directrices que debían presentarse como 
propuesta a negociar en el encuentro de Copenhague37. En las Conclusiones 
del Consejo Europeo de 10 y 11 de diciembre de 2009, quedarían comple-
tada esta oferta al declararse la necesidad de la actuación inmediata en este 
ámbito y ofrecer una aportación de 2.400 millones de euros anuales para el 
periodo de 2010 a 201238.

Frente a la posición comunitaria de defensa del sistema del Protocolo 
de Kyoto, Estados Unidos ha defendido la pertinencia de optar por la ne-
gociación de un nuevo acuerdo internacional en el marco de la Convención 
sobre Cambio Climático. Por un lado, esta solución supondría una airosa 
salida al problema de una adhesión a un sistema como el de Kyoto que ha 
sido rechazado durante años por considerar que presentaba importantes ca-
rencias; pero, por otro, se permitiría abrir nuevas posibilidades a la negocia-
ción de compromisos por parte de los Estados con economías emergentes 
que, de alguna forma, equilibraran la carga que supone el sistema de reduc-
ción de emisiones diseñado en el Protocolo de Kyoto.

Conforme a este planteamiento general, Estados Unidos presentó una 
propuesta de protocolo a la Convención sobre Cambio Climático para su 
consideración, primero en el GTE-CLP, y después en la COP-1539. La pro-
puesta se enmarca expresamente en el ámbito de aplicación de la Conven-
ción, señalándose que guarda relación únicamente con este texto y no con 
el Protocolo de Kyoto ni con los efectos que pudieran derivarse de aquel. 
Debe interpretarse, por tanto, que aquella propuesta pretendía la negocia-
ción de un instrumento totalmente aparte y desvinculado del sistema de ac-
tuación frente al cambio climático vigente hasta 2012.

A este primer punto fundamental para la fijar el contexto de la pro-
puesta, se añade que el nuevo sistema tendría que incluir acciones nacio-
nales contundentes de todos los Estados que tengan emisiones de gases 
de efecto invernadero significativas. Conforme a esta idea, en el texto se 
afirma con claridad que todos los Estados deben asumir obligaciones pre-
cisas de mitigación del cambio climático. Si bien se reconoce la diversidad 
de circunstancias nacionales, se insiste en la necesidad de que todos las Par-
tes asuman compromisos específicos en la lucha contra el cambio climático 
y esto se subraya respecto de aquellos Estados en vías de desarrollo con una 
mejor capacidad económica40. Como contrapartida a estos nuevos compro-

37 Ibídem, par. 13 y siguientes y Anexo II relativo a las «Directrices para la posición de la 
UE sobre la financiación internacional de la lucha contra el cambio climático».

38 Ver Conclusiones del Consejo Europeo de 10 y 11 de diciembre de 2009 [EUCO 6/09 
CO EUR 6 CONCL 4, 11 de diciembre de 2009], par. 37.

39 Ver FCCC/CP/2009/7, de 6 de junio 2009.
40 Ver ar tícu los 1 y 2 de la propuesta.
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misos que asumirían los Estados no incluidos en el Anexo I, se reconoce la 
necesidad de asegurar financiación adicional que sufrague los costes en los 
que se incurra y se avanzan algunas propuestas para articular el sistema de 
ayuda financiera internacional41.

La actividad diplomática desplegada por Estados Unidos antes y du-
rante la celebración del encuentro de Copenhague ha seguido la misma lí-
nea planteada en su propuesta de protocolo. En particular, el diálogo con 
China ha tenido siempre como objetivo lograr que el Estado asiático acep-
tase compromisos concretos y cuantificables de mitigación del cambio cli-
mático. En la rueda de prensa de clausura de la Reunión de Copenhague, 
el presidente estadounidense reiteraba la disposición de su país de lograr 
acuerdos jurídicos vinculantes en materia de clima, pero volvía a supedi-
tar esta cuestión a la asunción de responsabilidades por parte de los Esta-
dos con economías emergentes. La aceptación de la creación y puesta en 
marcha inmediata de un sistema de financiación conforme al Acuerdo de 
Copenhague, supone una muestra de la disposición estadounidense a asu-
mir una mayor implicación en la siguiente fase de la lucha contra el cambio 
climático. Sin embargo, la petición de un cierto grado de reciprocidad por 
parte de los Estados en vías de desarrollo sigue siendo el principal elemento 
a debatir el próximo año.

El resto de Estados incluidos en el Anexo I han adoptado posiciones 
que, en buena medida, recogían alguno de los elementos esenciales señala-
dos en los párrafos anteriores. Así, por ejemplo, Japón ha coincidido con la 
Unión Europea en la necesidad de fijar el objetivo de una reducción drás-
tica de emisiones a cumplir antes de 2050, pero ha elegido el mismo es-
cenario de negociación que Estados Unidos al presentar una propuesta de 
protocolo al GTE-CLP y a la COP-1542. En este documento se apuesta por 
un sistema en el que todos los Estados Partes asumen compromisos con-
cretos de mitigación del cambio climático, aunque estos quedan pondera-
dos en función de sus circunstancias nacionales43. En particular, se prevé 
que las Partes del Anexo I asuman límites concretos en sus emisiones, aun-
que no se fijan los porcentajes de cada parte ni el año de finalización del 
periodo; por su parte, los Estados en vías de desarrollo deberán elaborarán 
un Plan de Acción Nacional en el que se incluirán medidas y políticas de 
mitigación44.

Una opción algo diferente es la adoptada por Australia, que ha presen-
tado tanto una propuesta de protocolo como otra de enmienda al Protocolo 

41 Ver Sección 4 de la propuesta.
42 Ver FCCC/CP/2009/3, de 13 de mayo de 2009.
43 Ver ar tícu lo 2 de la propuesta.
44 Ver ar tícu lo 3 y Anexo C de la propuesta.
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de Kyoto45. En el Preámbulo de la propuesta de protocolo queda explicada 
esta estrategia de doble vía, de forma que recuerda tanto los avances logra-
dos por el Protocolo de Kyoto como los cambios en las circunstancias de 
muchas Partes desde que fue aprobado. Conforme a esta filosofía, se ase-
gura la continuidad del sistema establecido en Kyoto y, en particular, de los 
sistemas de cumplimiento y, al mismo tiempo, se diseña una estrategia al-
ternativa para ampliar el sistema de compromisos incluyendo a los Estados 
en vías de desarrollo.

Para lograr la adecuada implicación de los Estados no incluidos en el 
Anexo I en el sistema, en la propuesta de protocolo se utiliza la técnica de 
la elaboración de un Plan Rector Nacional que se convierte en el eje central 
de la propuesta. Este instrumento supone un programa-contrato en el que se 
concretan las obligaciones de mitigación del cambio climático de cada Es-
tado en función de sus circunstancias. Los planes rectores nacionales deben 
incluirse como Anexo A al Protocolo y formarán parte de este texto46.

Las propuestas presentadas seguirán siendo objeto de discusión en el 
seno de los Grupos de Trabajo, con el fin de lograr un texto de consenso a 
presentar en la próxima reunión de los órganos plenarios de las Partes. En 
este nuevo camino, el contenido del Acuerdo de Copenhague puede utili-
zarse de referente de la aceptación lograda en torno a tres ideas fundamen-
tales. En primer lugar, parece admitirse que el objetivo general debe ser que 
el incremento de la temperatura global no supere los dos grados centígra-
dos47. En segundo término, se ha aceptado que la negociación debe quedar 
abierta a la determinación de compromisos por parte de todos los Estados y 
no únicamente por los incluidos en el Anexo I48. Por último, se asegura un 
sistema de financiación adicional para las medidas de mitigación y adapta-
ción asumidas por los Estados en vías de desarrollo que tendrá una aplica-
ción inmediata desde el año 201049.

3.  Los principales elementos de discusión planteados por los Estados 
no incluidos en el Anexo I

El eje central de la discusión en torno a la situación de los Estados en 
vías de desarrollo es si deben asumir responsabilidades concretas y verifi-

45 Ver FCCC/CP/2009/5, de 6 de junio de 2009 y FCCC/KP/CMP/2009/10, de 15 de ju-
nio de 2009 respectivamente.

46 Ver ar tícu lo 4 de la propuesta.
47 Ver Acuerdo de Copenhague, parágrafo 1.
48 Ver Acuerdo de Copenhague, parágrafos 4 y 5.
49 Ver Acuerdo de Copenhague, parágrafo 8.
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cables de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero. En este 
ámbito se enfrentan consideraciones ambientales con otras de ponderación 
de diversos principios jurídicos. Por un lado, no cabe duda de que la efica-
cia de la acción internacional en materia de clima parece abogar por incluir 
a algunos de estos Estados en el sistema de reducción de emisiones de ga-
ses de efecto invernadero. La amplitud de la calificación de Estados no in-
cluidos en el Anexo I lleva a la presencia en este grupo de Estados con muy 
diverso nivel de desarrollo. La necesidad de establecer algún tipo de medi-
das respecto a las emisiones de los Estados con economías emergentes pa-
rece indudable desde el punto de vista medioambiental, ya que su ausencia 
podría comprometer el éxito de cualquier sistema de prevención ambiental 
climática.

El debate jurídico se centra en la ponderación del principio de respon-
sabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados y del derecho al de-
sarrollo sostenible. De la articulación de ambos conceptos se derivó en 
1997 el enfoque asumido por el Protocolo de Kyoto pero, como ya se ha 
señalado, la práctica ha mostrado los límites de su efectividad. El principio 
de responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados puede ser 
matizado si atendemos a razones de equidad que permitan no sólo un sis-
tema diferenciado de compromisos entre los Estados incluidos o no en el 
Anexo I, sino que incluya una mayor gradación en base al diferente nivel de 
desarrollo entre los Estados en vías de desarrollo. Por otra parte, la defensa 
del derecho al desarrollo puede ser salvada con la creación de sistemas ade-
cuados y eficaces de financiación adicional para la mitigación y adaptación 
al cambio climático. El amplio interés de los Estados en vías de desarro-
llo por participar en el mecanismo de desarrollo limpio, creado por el Pro-
tocolo de Kyoto, parece mostrar la efectividad de sistemas de cooperación 
ambiental que puedan producir beneficios adicionales en los sistemas esta-
tales receptores.

Como ejemplo de la diversidad de situaciones e intereses presentes en 
este grupo, puede hacerse referencia a tres Estados que han mostrado par-
ticularmente activos en las negociaciones como son China, Costa Rica y 
Tuvalu.

El Estado asiático ostenta en la actualidad el título de primer emisor 
global de gases de efecto invernadero, lo que le convierte en uno de los ac-
tores más relevantes en la negociación internacional sobre clima. La po-
sición de China ha evolucionado desde una negativa categórica a asumir 
compromisos cuantificables de reducción de emisiones, a admitir esta po-
sibilidad si viene respaldada por una financiación internacional que asegure 
que no obstaculizarán su crecimiento económico. El enfrentamiento con la 
posición estadounidense ha sido uno de los ejes esenciales de la negocia-
ción antes y durante la reunión de Copenhague. El acuerdo de mínimos que 
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supone el Acuerdo de Copenhague permite atisbar cierto optimismo res-
pecto a la flexibilización de la postura china, ya que no solamente se ha re-
cogido la previsión de que los Estados en vías de desarrollo asuman medi-
das de mitigación, sino que se establece la posibilidad de su verificación e 
información internacional50. La cuestión de la transferencia de datos había 
sido uno de los principales puntos de desencuentro en las negociaciones, 
aunque el diálogo bilateral con Estados Unidos había abierto nuevas vías 
para la cooperación en este ámbito y había generado el acuerdo de ayuda 
para incrementar la capacidad de China en las mediciones de emisiones de 
efecto invernadero que pretenden convertir en más fiables sus inventarios51.

En la aportación de Costa Rica a las negociaciones, resulta particular-
mente interesante la elaboración y puesta a disposición de un proyecto de 
protocolo a la Convención sobre Cambio Climático que, en buena medida, 
resume las principales posturas de los países en desarrollo52. Se trata de un 
texto que pretendía recoger las diversas opiniones expuestas por los Esta-
dos negociadores y ser un documento que agilizase el trabajo en Copenha-
gue. El objetivo general del nuevo instrumento se enuncia en su ar tícu lo 2 y 
precisa que «las medidas adoptadas en virtud del presente Protocolo contri-
buirán de manera importante a lograr que la concentración global de gases 
de efecto invernadero en la atmósfera se estabilice en el menor nivel posi-
ble por debajo de 350 ppmv de CO2 eq, y que el aumento de la temperatura 
se limite al mínimo posible por debajo de 1,5 ºC en relación con los niveles 
preindustriales. Las medidas adoptadas en virtud el presente Protocolo ayu-
darán considerablemente a llevar a cabo la transición hacia una sociedad 
con bajas emisiones de gases de efecto invernadero que sea compatible con 
los objetivos del desarrollo sostenible y acorde con el principio de las res-
ponsabilidades comunes pero diferenciadas y las respectivas capacidades».

Para el logro de este objetivo se diseña un sistema en el que la aplicación 
del principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas conlleva que 
sean los Estados desarrollados los que asuman principalmente las obliga-
ciones de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, y quienes 
aporten la ayuda financiera y tecnológica necesaria para permitir la necesa-
ria adaptación al cambio climático. El derecho al desarrollo sostenible queda 
subrayado en relación a los Estados en vías de desarrollo que presentan una 
especial vulnerabilidad ante el cambio climático y que, por ello, ostentan 

50 Ver Acuerdo de Copenhague, parágrafo 5. 
51 El principal resultado en materia de clima del viaje del Presidente estadounidense a 

China, celebrado en noviembre de 2009, fue el acuerdo para incrementar la capacidad de 
este segundo Estado en las mediciones de emisiones de efecto invernadero. Sobre la labor de 
apoyo estadounidense en este ámbito ver www.epa.gov/oia/air/chineair.html.

52 Ver FCCC/CP/2009/6, de 8 de junio de 2009.
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una mayor necesidad de asistencia internacional. La posibilidad de incluir un 
sistema de compromiso de reducción de emisiones de gases de efecto inver-
nadero destinado a los Estados no incluidos en el Anexo I, sólo se acepta si 
viene acompañado de la ayuda financiera y tecnológica apropiada.

De esta forma, las principales reivindicaciones de los Estados en vías 
de desarrollo quedan condensadas en un único documento que, sobre todo, 
se basa en la defensa del derecho al desarrollo. En este mismo sentido resul-
tan interesantes las propuestas presentadas por Tuvalu, en las que se presta 
un especial interés por la situación de los Estados más vulnerables. Como 
 ocurría con Australia, Tuvalu ha optado por la doble estrategia de presentar 
una propuesta de protocolo a la Convención sobre Cambio Climático y de 
enmienda al Protocolo de Kyoto53.

Este Estado ha sido especialmente activo en la llamada de atención so-
bre la necesidad de tomar medidas contundentes que traten de paliar la di-
fícil situación de aquellos Estados especialmente vulnerables al cambio 
climático, así como de requerir un sistema institucional y financiero de 
adaptación. La posición de Tuvalu se ha desarrollado a través de los dos do-
cumentos que ha presentado, en los que destaca el amplio estudio de solu-
ciones institucionales que somete a la consideración de los Estados Partes. 
A la vista de sus propuestas, adquiere especial significado sus declaraciones 
en relación al Acuerdo de Copenhague, ya que aunque anunció que acepta-
ría el texto, esto sólo sería por considerar que era la única alternativa posi-
ble para un Estado en una especial situación de vulnerabilidad. Las declara-
ciones de Tuvalu recordaban la situación perentoria de algunos miembros 
de la Comunidad Internacional, que han visto aplazada la toma de decisio-
nes vinculantes al transcurso de otro año de negociaciones.

IV. Conclusiones

A la vista del resultado de las negociaciones en Copenhague, un apar-
tado de conclusiones sólo puede comenzarse con un claro tono negativo. 
La información medioambiental que está en las mesas de negociación de-
bería promover una mayor capacidad de decisión internacional, pero a esto 
hay que añadir el problema jurídico e institucional que se provocará si no 
hay acuerdo alguno que pueda ser aplicado a partir del 1 de enero de 2013. 
Una simple prórroga del sistema del Protocolo de Kyoto hace necesaria la 
enmienda de este texto conforme al procedimiento fijado, y esto conlleva 

53 Ver FCCC/CP/2009/4, de 5 de junio de 2009 y FCCC/KP/CMP/2009/4, de 12 de junio 
de 2009 respectivamente.
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abrir un nuevo periodo de ratificaciones por los Estados que ya difícilmente 
parece posible que pueda concluirse en el periodo de los tres años que res-
tan. El pesimismo se extiende no sólo sobre los resultados de este encuen-
tro, sino sobre la capacidad de pervivencia misma de un sistema internacio-
nal de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero.

La explicación a esta situación resulta simple pese a lo complejo de la 
diversidad de situaciones que subyacen, no ha sido posible generar un con-
senso en la Comunidad Internacional que permita una articulación adecuada 
del principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Esta-
dos. No obstante, quizás el principal problema venga del tipo de expectati-
vas que se han depositado en la capacidad del régimen internacional sobre 
clima para generar este consenso. En estos momentos se exige del ordena-
miento jurídico internacional que diseñe las grandes soluciones que trasla-
den al sistema económico e industrial global a un escenario de menor de-
pendencia de los combustibles fósiles, pese a que esta evolución no se ha 
producido en ninguno de los sistemas estatales. La pregunta que subyace es 
si pueden generarse unas normas en el nivel internacional que no son acor-
des con los sistemas de desarrollo de los Estados, es decir si el Derecho In-
ternacional puede convertirse en un instrumento eficaz para un cambio en el 
tipo de vida y de crecimiento tanto de las sociedades industrializadas como 
de las en vías de desarrollo.

La pregunta no tiene fácil respuesta, como no lo tiene el reto al que se 
enfrenta, de nuevo, el régimen sobre clima el próximo año. Entre los datos 
positivos que pueden recordarse a la hora de encarar las siguientes nego-
ciaciones, puede recordarse la experiencia misma del Protocolo de Kyoto. 
Aunque las carencias de este texto han sido puestas de manifiesto a lo largo 
del presente trabajo, no cabe duda de que ha supuesto la creación de un sis-
tema de gestión global de las emisiones de gases de efecto invernadero que 
ha introducido importantes cambios de aproximación y metodológicos en 
muchos de los sistemas nacionales. En el seno de los Estados del Anexo I, 
incluyendo el Derecho Comunitario, se ha desarrollado todo un vuelco en el 
tratamiento jurídico de las emisiones de gases de efecto invernadero que ha 
generado un nuevo enfoque en el problema, y a esto hay que sumar los es-
fuerzos en el mismo sentido protagonizados por los Estados en vías de de-
sarrollo que pretenden hacer uso del mecanismo de desarrollo limpio. El 
Derecho Internacional ha demostrado así su capacidad para generar cam-
bios, y la valoración ambiental de estos al finalizar la primera fase de cum-
plimiento del Protocolo de Kyoto podrá dar una idea real de los beneficios 
que esto ha comportado en la gestión global del problema del cambio cli-
mático.

También pueden ser llamadas al optimismo el retorno a un mayor acti-
vismo en el sistema de Estados Unidos, y las últimas cesiones de los Esta-
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dos con economías emergentes en relación con su disponibilidad a asumir 
compromisos concretos y verificables de mitigación del cambio climático. 
El Acuerdo de Copenhague ha aplazado la toma de decisión tanto respecto 
del establecimiento o incremento de obligaciones de reducción de emisio-
nes para los Estados desarrollados, como de las medidas que tendrán que 
adoptar los en vías de desarrollo, pero, al menos, establece un plazo con-
creto para que ambos tipos de Estados notifiquen el tipo de medidas que 
están dispuestos a aceptar en el futuro próximo. Si se produce el cumpli-
miento adecuado de este acuerdo, al menos se habrán establecido unos pla-
zos en los que conocer de forma clara y precisa los niveles exactos de com-
promiso que cada Estado está dispuesto a asumir.

Si se produce el adecuado cumplimiento de las previsiones de financia-
ción incluidas en el Acuerdo de Copenhague, de nuevo podrá barajarse un 
nuevo elemento que llame a un acuerdo en la próxima sesión de los órganos 
plenarios. La puesta en marcha de la ayuda financiera para la mitigación y 
la adaptación es el único compromiso inmediato recogido en aquel texto de 
mínimos. En el periodo de 2010 a 2012 tienen que ponerse a disposición de 
esta previsión 30 billones de dólares, lo que supone una obligación precisa 
a la que tendrán que hacer frente los Estados desarrollados. Con este meca-
nismo puede paliarse, al menos, algunos de los efectos más acuciantes que 
el cambio climático está generando en los Estados más vulnerables y con 
menos capacidad de desarrollo. Estamos ante una medida de urgencia que 
tendrá que ir acompañada de una actuación más global, pero al menos y 
como se puso de manifiesto en los últimos días de Copenhague, resulta ne-
cesaria para paliar determinadas situaciones que ya han adquirido la catego-
ría de urgente.

Para terminar este apartado, cabe hacer algunas consideraciones parti-
culares respecto a la posición de la Unión Europea de cara a las próximas 
negociaciones a desarrollar. Para el sistema comunitario el cambio de los 
parámetros energéticos tradicionales supone no sólo un reto medioambien-
tal, sino también relacionado con su competitividad internacional y con la 
seguridad del abastecimiento. Se conforma de esta forma una oportunidad 
importante para hacer coincidir los beneficios medioambientales con otros 
de carácter económico y político. Estas circunstancias hacen prever que la 
posición de la Unión Europea seguirá siendo la de promocionar el consenso 
en torno a compromisos ambiciosos de reducción de gases de efecto inver-
nadero, y de promover la ayuda económica y tecnológica para las medidas 
de mitigación adoptadas por los Estados con economías emergentes. Esta 
posición dotará a la organización de un especial protagonismo en los si-
guientes encuentros, pero además debería permitir la consolidación de una 
mayor imagen de liderazgo en el desarrollo del régimen internacional en 
materia de clima. La figura negociadora de la Unión Europea tendría que 
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adquirir un mayor realce en el triángulo de la negociación que debe incluir 
en sus vértices a Estados Unidos y los Estados con economías emergentes.

El próximo año abre un nuevo escenario para la negociación internacio-
nal en materia de clima. El Acuerdo de Copenhague fija una primera fecha, 
el 31 de enero de 2010, para conocer las comunicaciones de los Estados 
respecto a sus compromisos de reducción de emisiones y de mitigación del 
cambio climático. La agenda climática para 2010 continuará con las reu-
niones de los grupos de trabajo del 31 de mayo al 11 de junio y concluirá 
con la celebración de la COP-16 y la CMP-6 en México del 29 de noviem-
bre al 10 diciembre. En cada uno de estos encuentros tendrá que volver a 
hacerse un repaso de las valoraciones incluidas en este trabajo y, en cada 
uno, volver a evaluarse la capacidad del régimen internacional en materia 
de clima para hacer frente a las principales causas y consecuencias de este 
reto medioambiental.
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Resumen: El presente ar tícu lo condensa los criterios y condiciones que van a 
determinar los objetivos y líneas de actuación prioritarias de la Estrategia Energética 
de Euskadi 2020, que se encuentra ahora en fase de elaboración. De forma especí-
fica se ha reseñado como punto de partida la situación energética del país en 2010, 
tras el ciclo estratégico definido por la Estrategia 3E-2010. Los resultados obteni-
dos, tanto en los ámbitos más exitosos como en los que no han alcanzado los objeti-
vos esperados, deben ser una referencia en el actual proceso de reflexión. Asimismo 
se han descrito los contextos regulatorios que le van a afectar de forma decisiva en 
los próximos años, siendo de especial relevancia la Directiva Europea 20-20-20.

Con estas bases, hemos apuntado las líneas de trabajo y programas que con 
toda probabilidad deberán configurar el núcleo fundamental de las políticas energé-
ticas vascas hasta 2020 en tres grandes ámbitos: demanda de energía, suministro y 
generación de energía y desarrollo tecnológico.

Como conclusión, es importante destacar la intención del Departamento de In-
dustria del Gobierno Vasco y por supuesto del EVE, de que la Estrategia Energética 
de Euskadi 2020 sea participativa en su proceso de elaboración y abierta en su con-
cepción a las aportaciones y puntos de vista de todos aquellos agentes económicos, 
sociales y políticos que quieran contribuir a la misma.

Palabras clave: País Vasco, Europa, estrategia energética, demanda energé-
tica, generación y suministro de energía, desarrollo tecnológico.

Abstract: The present article condenses the criteria and conditions that are 
going to determine the aims and performance priority lines of the 2020 Energetic 
Strategy of the Basque Country, now in phase of elaboration. The energetic situ-
ation of the country in 2010 has been outlined as a starting point, specially after 
the strategic cycle defined by the Strategy 3E-2010. Likewise the regulative con-
texts that are going to affect in a decisive way in the next years are described, be-
ing of special relevancy the European Directive 20-20-20. Based on this, we have 
pointed out the programs and work lines that will probably form the fundamental 
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core of the 2020 Basque energetic policies in three big areas: energy demand, sup-
ply and generation of energy and technological development. It is important to try 
the Energetic Strategy 2020 of the Basque Country to be participative in its pro-
cess of elaboration and opened in its conception to the contributions and points of 
view of all those economic, social and political agents who want to contribute to 
work it out.

Keywords: Basque Country, Europe, energetic strategy, energetic demand, en-
ergy generation and supply, technological development.

1. Introducción

Euskadi es un pequeño país, con una superficie de unos 7.250 km2, pero 
con un alto nivel de industrialización, superior a la media europea. El 48% 
del consumo energético de nuestra región corresponde a la industria, mien-
tras que el consumo en los edificios (viviendas, comercios y servicios), que 
en Europa constituye el 40% del total, en la CAPV es inferior al 20% gra-
cias a las moderadas temperaturas tanto invernales como veraniegas. Al 
igual que en el resto del mundo, el suministro de energía para el transporte 
es el de mayor crecimiento en los últimos años, alcanzando ya este sector el 
33% del consumo final de energía en Euskadi.

2. Resultados de la Estrategia Energética de Euskadi 2010

La Estrategia Energética de Euskadi que el Gobierno Vasco ha venido 
desarrollando en la última década es la denominada 3E-2010, la cual se 
lanzó en el año 2000 con objetivos y políticas cuyo horizonte de actuación 
se fijaba en el 2010.

Desde el Departamento de Industria, Innovación, Comercio y Turismo 
se ha realizado ya un balance provisional del grado de consecución de los 
objetivos estratégicos establecidos en su día por el 3E-2010. Con los da-
tos provisionales del balance 2009 y teniendo en cuenta el largo período de 
maduración de la mayor parte de las actuaciones y proyectos en el ámbito 
energético, estamos en condiciones de estimar con un adecuado nivel de 
precisión cuáles serán los resultados obtenidos en el ciclo estratégico de-
sarrollado. Se adelantan a continuación algunas conclusiones generales so-
bre dichos resultados:

— Elevado grado de implantación de las medidas de ahorro y eficien-
cia, que producirán niveles de ahorro anual muy próximos al obje-
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tivo establecido (en torno al 90%). Por sectores, es reseñable que 
el ahorro en el sector industrial será incluso superior a lo previsto, 
mientras que en el sector terciario (viviendas y edificios comercia-
les) estará en niveles similares al objetivo. Sin embargo es en el sec-
tor transporte en el que las cantidades de energía ahorrada se van a 
situar muy por debajo de las expectativas.

— En el capítulo de la generación renovable, el porcentaje que supon-
drá en 2010 sobre el consumo total de la CAPV estará en torno al 
6,5%, lejos del 12% que se fijó como objetivo. La clave de esta di-
ferencia radica sobre todo en la menor potencia eólica instalada res-
pecto a los 624 MW previstos y en la menor contribución de la bio-
masa.

— En cuanto a las infraestructuras energéticas, en la última década 
se ha producido un gran desarrollo de las mismas, destacando la 
puesta en funcionamiento de la planta regasificadora Bahía Bizkaia 
Gas (BBG), de tres plantas de ciclo combinado de gas natural (BBE, 
Santurtzi y Boroa), del gasoducto Bergara-Irún incluyendo la co-
nexión con Francia Euskadour, o el comienzo del proyecto de la uni-
dad de reducción de fuel-oil a productos ligeros y coque de Petro-
nor. Hay, sin embargo, otras infraestructuras estratégicas que están 
aún pendientes de ser acometidas en sus fases constructivas, entre 
las que debemos citar el gasoducto del eje Transcantábrico, el tercer 
tanque de la planta regasificadora Bahía de Bizkaia Gas (BBG), la lí-
nea eléctrica de 400 kV Penagos-Güeñes, la ampliación del almace-
namiento subterráneo de Gaviota y la nueva central de ciclo combi-
nado en Lantarón. Se trata de instalaciones que posiblemente inicien 
su construcción a lo largo de 2010, pero que no estarán operativas 
hasta los años 2012-2013.

— Respecto al objetivo de impulso de la I+D, se ha producido un no-
table incremento del número de proyectos de investigación en el ám-
bito de la energía, gran parte de ellos financiados con ayudas de los 
programas de apoyo de la Administración Pública Vasca, los progra-
mas estatales y los Programas Marco de I+D de la Comisión Euro-
pea. Merece destacarse en este sentido la importante participación 
de las empresas vascas en los programas de I+D+i en energía a nivel 
europeo, básicamente a través de las líneas de actuación del VI Pro-
grama Marco (2002-2006), y cuya medida de éxito viene establecida 
entre otros factores por la tasa de retorno, que para proyectos presen-
tados por empresas vascas en energía fue de 12’7 M€, con 48 parti-
cipaciones de empresas y centros tecnológicos, principalmente. Asi-
mismo debemos reseñar la creación del Centro de Investigación CIC 
energiGUNE, cuya misión es generar investigación básica orientada 

42 Cuadernos Europeos.indd   15742 Cuadernos Europeos.indd   157 5/3/10   11:20:535/3/10   11:20:53



Estrategia energética: el caso de Euskadi José Ignacio Hormaeche

 Cuadernos Europeos de Deusto158 ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs. 155-168

en tecnologías energéticas, con criterios de excelencia en el medio y 
largo plazo. El CIC energiGUNE ha definido sus líneas de actuación 
prioritaria en el ámbito del almacenamiento de energía, tanto eléc-
trica como térmica, y en 2010 va a inaugurar su sede en el Parque 
Tecnológico de Miñano con los primeros equipos de investigadores 
de alto nivel en estos campos.

3. Estrategia Energética de Euskadi 2020

La razón de ser fundamental de la futura Estrategia energética para 
Euskadi con el horizonte 2020 es garantizar que nuestro país, con un alto 
consumo energético y muy escasos recursos naturales, disponga de ener-
gía suficiente en cantidad, calidad y tiempo, a un coste competitivo y de 
forma sostenible para el medioambiente. Todo ello teniendo en cuenta 
que formamos parte de los sistemas eléctrico y gasista estatales y que, 
por tanto, contamos con una limitada capacidad regulatoria y normativa. 
Ello obligará al Gobierno Vasco a desempeñar otros papeles y a desarro-
llar estrategias de participación más directa en proyectos y actuaciones 
del sector.

Pero además del aspecto puramente energético, una de las señas de 
identidad de esta estrategia 2020 será su integración e imbricación con las 
políticas de competitividad del Departamento de Industria, Innovación, 
Comercio y Turismo, especialmente las relativas a desarrollo industrial y 
a I+D. De esta forma, los programas e inversiones ligadas a la estrategia 
energética servirán también para traccionar y dinamizar a los sectores em-
presariales relacionados con la energía, en aspectos como el desarrollo tec-
nológico, la cooperación interempresarial o la creación de nuevas oportu-
nidades de negocio.

En este sentido se está impulsando una mayor interacción del pro-
pio Dpto. de Industria y del Ente Vasco de la Energía (EVE) con todos los 
agentes, empresas y entidades del sector, y de forma muy especial a través 
del Cluster de la Energía del País Vasco como marco idóneo para esta inte-
gración de políticas energéticas e industriales.

Utilizando los vértices del «diamante« de competitividad de países y re-
giones del concepto cluster, tal como lo define Michael Porter en su amplia 
bibliografía al respecto, se trata de propiciar que los proyectos energéticos 
del país sirvan para potenciar el vértice de la demanda y para desarrollar ca-
pacidades de I+D en el vértice de los factores, consiguiendo así reforzar y 
consolidar el vértice de los sectores empresariales conexos con el ámbito de 
la energía, que son una de las realidades de mayor potencialidad de Euskadi 
en los distintos niveles de las cadenas de valor.
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3.1. Contexto energético

Para la definición de las líneas prioritarias que nuestro país deberá tra-
bajar en la próxima década para afrontar los nuevos retos energéticos, se 
tendrán en cuenta los diversos contextos en los que las políticas vascas es-
tán enmarcadas y que por ello condicionarán e influirán en gran medida su 
desarrollo:

1. El primer contexto es, lógicamente, el de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco (CAPV) y se concreta en ese punto de partida de 
la situación en 2010 al que antes hacíamos referencia, teniendo en 
cuenta la demanda, la disponibilidad de infraestructuras, la capaci-
dad de generación actual y los potenciales de futuro.

2. En segundo nivel de proximidad está el contexto definido por las 
políticas y la regulación establecidas por el Gobierno de España. 
Formamos parte de los Sistemas eléctricos y gasistas ibéricos, re-
gulados respectivamente por las Leyes del Mercado Eléctrico y de 
Hidrocarburos, resultado de la transposición de las correspondientes 
Directivas comunitarias. Todos los desarrollos normativos estatales 
en el ámbito energético afectan decisivamente al mix de generación 
vasco, y en los próximos años va a tener una influencia especial-
mente significativa el nuevo Plan de Acción Nacional de Energías 
Renovables 2011-2020 (PANER), que se encuentra en proceso de 
elaboración y del cual el Ministerio de Industria ha enviado recien-
temente un adelanto a Bruselas, anunciando su objetivo de superar 
el objetivo obligatorio del 20% de participación de las renovables, 
alcanzando el 22,7% sobre la energía final y un 42,3% de la genera-
ción eléctrica. Los decretos y normativas que desarrollen estos ob-
jetivos y definan las futuras retribuciones para las instalaciones de 
Régimen Especial (renovables y cogeneración) serán claves para 
planificar las potencias y producciones asignadas a cada tecnología. 
Asimismo será relevante a estos efectos la futura Ley de Economía 
Sostenible, cuyo Anteproyecto ya publicado recoge en el capítulo ti-
tulado Modelo energético sostenible (ar tícu los 96 a 107) interesan-
tes aportaciones, y por supuesto las sucesivas revisiones de los do-
cumentos de Planificación estatal de infraestructuras, tanto gasistas 
como eléctricas.

3. Y por supuesto deberán ser una referencia las políticas energéti-
cas europeas. En cumplimiento del mandato del Consejo Europeo 
de marzo de 2006, la Comisión presentó en enero de 2007 una Co-
municación estratégica sobre Política energética para Europa, adop-
tada por el Consejo junto con un Plan de acción prioritario en ener-
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gía. Tras diversas propuestas de paquetes legislativos y once meses 
de negociación, la Eurocámara aprobó en diciembre de 2008 el pa-
quete legislativo que facilitará que la UE logre sus objetivos para el 
2020: un 20% de reducción de emisiones de gases de efecto inver-
nadero, un 20% de mejora de la eficiencia energética y un 20% de 
participación de las energías renovables en el consumo energético. 
Como consecuencia de ello se aprobó una nueva Directiva que ha 
introducido objetivos nacionales de obligado cumplimiento para los 
Estados miembros en la producción con fuentes renovables, para 
garantizar ese 20% a nivel global de la UE. Dada su trascendencia 
para todas las políticas de apoyo a las renovables, en el apartado si-
guiente se exponen con más detalle los aspectos esenciales de dicha 
Directiva.

3.2.  Directiva europea sobre energías renovables

La Directiva 2009/28/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
23 de abril de 2009, relativa al fomento del uso de energía procedente de 
fuentes renovables y por la que se modifican y se derogan las Directivas 
2001/77/CE y 2003/30/CE, contempla objetivos obligatorios de energías 
renovables para la UE y para cada uno de los Estados miembros en el año 
2020, y la elaboración por parte de éstos de planes de acción nacionales 
para alcanzar los objetivos, y su notificación a la Comisión Europea antes 
del 30 de junio de 2010.

El objetivo de esta Directiva es garantizar que, para 2020, un 20% del 
consumo energético total de la UE tenga su origen en las energías reno-
vables, y además, al menos un 10% del consumo energético del sector del 
transporte procederá de fuentes renovables. Para ello es necesario el de-
sarrollo de cada una de las fuentes de energías renovables y un balance 
equilibrado en la implantación de los sectores de calefacción y refrigera-
ción, electricidad y los biocarburantes. Para la consecución de ese fin, la 
Directiva establece objetivos vinculantes en energía renovable para cada 
Estado Miembro sobre un consumo final de energía en 2020. Los objeti-
vos están calculados sobre la base de 2005 de cada Estado miembro más un 
tanto alzado de un 5,5% y un incremento adicional basado en su producto 
interior bruto. El resultado de esta asignación de objetivos a cada Estado 
miembro se recoge en la tabla de la página siguiente.

La Directiva requiere que para junio de 2010 cada Estado miembro 
cuente con un Plan Nacional de Acción en el que declare la forma en que 
pretende alcanzar sus objetivos (transporte, electricidad, y calefacción y re-
frigeración). Cada Estado miembro deberá notificar su plan de acción y los 
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País Base 2005 Objetivo 2020 
Belgium 2,2% 13% 
Bulgaria 9,4% 16% 
The Czech Republic 6,1% 13% 
Denmark 17,0% 30% 
Germany 5,8% 18% 
Estonia 18,0% 25% 
Ireland 3,1% 16% 
Greece 6,9% 18% 
Spain 8,7% 20% 
France 10,3% 23% 
Italy 5,2% 17% 
Cyprus 2,9% 13% 
Latvia 34,9% 42% 
Lithuania 15,0% 23% 
Luxembourg 0,9% 11% 
Hungary 4,3% 13% 
Malta 0,0% 10% 
The Netherlands 2,4% 14% 
Austria 23,3% 34% 
Poland 7,2% 15% 
Portugal 20,5% 31% 
Romania 17,8% 24% 
Slovenia 16,0% 25% 
The Slovak Republic 6,7% 14% 
Finland 28,5% 38% 
Sweden 39,8% 49% 
United Kingdom 1,3% 15% 

informes de progreso cada dos años a la Comisión para su examen. Estos 
planes sirven para que cada Estado miembro decida por sí mismo la forma 
de alcanzar su objetivo nacional, y además proporcionan seguridad para el 
inversor y ayudan a movilizar capital privado mediante el establecimiento 
de objetivos claros y mecanismos a nivel nacional. La fijación de estos obje-
tivos vinculantes a nivel comunitario y que obligatoriamente han de transpo-
nerse a los ordenamientos jurídicos nacionales de los Estados miembros no 
hacen sino ratificar los objetivos básicos presentados por la UE. Los objeti-
vos comunitarios en renovables para los próximos años se combinan con la 
promoción de una política ambiciosa pero necesaria en materia de eficiencia 
energética. Para vigilar el progreso de aplicación de sus objetivos en renova-
bles, se establecen objetivos intermedios para cada Estado miembro. La Co-
misión fija estos objetivos intermedios como voluntarios (indicativos).
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La Directiva crea igualmente un régimen de sostenibilidad y certifica-
ción para los biocombustibles, para los que reafirma el objetivo de lograr 
que el transporte utilice el 10% de origen renovable. Ahora bien, para que 
los biocombustibles sean aceptados como tales, deberán ofrecer una reduc-
ción mínima de emisiones del 35% en relación a los combustibles fósiles en 
el primer año de la Directiva y llegar al menos al 50% en 2017. En cuanto a 
los biocombustibles de segunda generación, que salvan los inconvenientes 
de los de primera, no tendrán una cuota mínima obligatoria, como pretendía 
la Comisión Europea, pero sí se incentivarán mediante un sistema de boni-
ficaciones. También se incentiva el uso de los coches eléctricos.

Finalmente, también se requiere la reducción de barreras regulatorias 
y administrativas para el crecimiento de la energía renovable, mejoras en 
la información y formación, y en el acceso de estas energías a la red (de-
sarrollo de infraestructuras, acceso prioritario a la red para las renovables, 
y una certificación a los instaladores mediante programas acreditados de 
formación). Los representantes de las empresas europeas de energías reno-
vables creen que se podrán lograr los objetivos siempre que las políticas se 
apoyen realmente y se realicen inversiones. El Consejo Europeo de Ener-
gía Renovable (EREC) ha subrayado además la importancia de estas me-
didas en el aspecto del empleo; de hecho estiman que, gracias a la nueva 
Directiva, la industria podría crear hasta 2020 dos millones de puestos de 
trabajo.

Como hemos indicado en el apartado anterior, España ya ha adelantado 
que se compromete a superar el objetivo establecido por la UE del 20%, lle-
gando hasta el 22,7%. En Euskadi lógicamente no nos aplican los objetivos 
obligatorios en cuanto a la generación con fuentes renovables, pero evalua-
remos nuestros potenciales y estableceremos en coherencia nuestros pro-
pios objetivos y nuestra contribución al objetivo estatal y comunitario, con 
exigencia pero con realismo, a la vista de la limitación de nuestros recursos 
renovables y de la previsible evolución de las tecnologías.

4.  Líneas estratégicas de la política energética de Euskadi al 2020

Es aún prematuro concretar los objetivos, las prioridades estratégicas o 
los programas y medidas de actuación que serán definidos con detalle den-
tro de la Estrategia Energética de Euskadi 2020, que se encuentra ahora en 
plena fase de elaboración. No obstante, sí estamos en condiciones de plan-
tear algunos de los criterios generales que orientarán dicha estrategia y de 
señalar sus características más destacables. En los apartados de este capí-
tulo se recogen estos criterios en los tres ámbitos en que se articularán: de-
manda de energía, suministro y generación y desarrollo tecnológico.
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4.1. Políticas en relación con la demanda energética

En un país como la CAPV, con un alto consumo de energía per cápita 
y muy escasos recursos propios (tanto fósiles como renovables), la primera 
gran prioridad debe seguir siendo la eficiencia energética que, en términos 
de competitividad, se traduce en ser capaces de mejorar el PIB de los secto-
res productivos y la calidad de vida de los ciudadanos consumiendo menos 
energía. En este sentido seguirán siendo una parte fundamental de los obje-
tivos los ratios de intensidad energética, es decir, la energía consumida por 
unidad de output (PIB, producción industrial, etc.), ya que son los que con-
firman que los ahorros energéticos obtenidos responden a mejoras de efi-
ciencia y no a reducciones de actividad económica o de bienestar (con ma-
yor probabilidad de producirse en períodos de crisis como el actual).

A la hora de plantear las políticas y planes de actuación en relación con 
la demanda de energía en la CAPV, se distinguirá a qué sectores o tipos de 
consumidor de energía van dirigidas. Así, analizaremos de forma prioritaria 
tres grandes sectores de consumo: industria, edificación y transporte.

— Industria: Hemos dicho en numerosas ocasiones que la industria y el 
sector empresarial en general han hecho un esfuerzo significativo en 
la mejora de su eficiencia energética, a través de actuaciones como 
la mejora de sus procesos productivos, la renovación de equipamien-
tos, la incorporación de plantas de cogeneración, el aprovechamiento 
de calores residuales, etc. Esta línea de trabajo debe mantenerse y re-
forzarse, máxime en un contexto de crisis que exigirá a las empresas 
mejoras de competitividad en todos los órdenes. Por ello, la próxima 
estrategia continuará apoyando las auditorías energéticas y la im-
plantación de medidas de ahorro y eficiencia en la industria.

— Edificación: La reducción del consumo de energía en los edificios 
(viviendas, comercios, administración pública, servicios) será en los 
próximos años una de nuestras prioridades. Para ello se trabajará en 
diversas líneas: la implantación y desarrollo de normativas, tanto las 
obligatorias para certificación energética en nuevos edificios como 
otras de carácter innovador y específico en la gestión energética de 
los edificios; la renovación y/o reconstrucción de aquellos elementos 
de los edificios existentes que contribuyan a reducir sus consumos 
(ventanas, aislamientos, instalaciones, …); el fomento del mercado 
de los servicios energéticos como fórmula para incentivar la inver-
sión en estos elementos y la monitorización y gestión de los consu-
mos; el apoyo a la renovación de infraestructuras y redes eléctricas 
que contribuyan a reducir pérdidas y a desarrollar políticas activas 
de gestión de la demanda.
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— Transporte: El sector transporte se ha convertido en los últimos años 
en el segundo consumidor de energía de la CAPV, por detrás del sec-
tor industrial. Se trata además de un sector en el que prácticamente 
toda la energía que se demanda proviene del petróleo, especialmente 
en el transporte por carretera. La gran apuesta de la próxima década 
en cuanto a la mejora de eficiencia energética en el transporte será 
impulsar la introducción del vehículo eléctrico (VE) en la Comu-
nidad Autónoma de Euskadi (CAE). El vehículo eléctrico aportará 
grandes ventajas respecto al vehículo convencional. Su eficiencia 
energética es mayor, es silencioso, no emite partículas ni contami-
nantes locales en su uso (con lo que contribuye a reducir la contami-
nación de las ciudades), reduce la emisión de gases de efecto inver-
nadero, y, si se gestiona y optimizan sus períodos de recarga, puede 
resultar beneficioso para el propio sistema eléctrico, absorbiendo los 
excedentes eléctricos nocturnos y propiciando así un mayor aprove-
chamiento de la generación renovable.

El principal inconveniente tecnológico al que deberá hacer frente el 
vehícu lo eléctrico es la batería, que aun presenta limitaciones en cuanto a 
su duración, autonomía y coste. Pero hay también otras barreras no-tecnoló-
gicas que el vehículo eléctrico deberá superar para alcanzar el grado de pe-
netración que se le augura. Entre estas barreras las más significativas son: 
la inexistencia de legislación o regulación al respecto, la falta de hábitos 
sociales en movilidad sostenible, el desconocimiento o desconfianza en el 
vehícu lo eléctrico y, muy especialmente, la necesidad de una nueva infraes-
tructura de puntos de recarga, hoy inexistente. Las políticas y planes de ac-
tuación de la nueva estrategia energética en esta materia irán dirigidas de 
forma preferente a superar y solventar estas barreras.

4.2.  Actuaciones en relación con el suministro y generación de energía

El gas natural representa hoy en día el 42% de la demanda energética 
vasca, por encima de los productos petrolíferos, debido en gran medida a su 
importante consumo en generación eléctrica y en el sector industrial. Fun-
cionan hoy tres centrales de ciclo combinado de gas natural y este combus-
tible ha sustituido prácticamente a la totalidad de fuelóleos y gasóleos en la 
industria vasca. Además, más del 90% de los hogares vascos tienen acceso 
al gas natural.

En la próxima década el gas natural va a seguir siendo el principal com-
bustible de nuestro mix energético, constituyéndose en la energía de base du-
rante la transición hacia un escenario de mayor aprovechamiento de las fuen-
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tes de energía renovable en nuestro país. La apuesta por dar un nuevo impulso 
a las energías renovables necesitará el complemento, la flexibilidad y la garan-
tía de suministro que aportan las centrales de ciclo combinado de gas natural 
frente a la intermitencia y menor predictibilidad de la generación renovable. 
En ese sentido para el Gobierno Vasco gas natural y renovables es un bino-
mio que debe seguir creciendo y consolidando su desarrollo en paralelo en los 
próximos años, como pilares de una estrategia energética más sostenible.

Con este planteamiento será importante seguir trabajando en la bús-
queda de posibles reservas de gas natural en nuestro subsuelo, impulsando 
para ello la colaboración con socios internacionales en la exploración de los 
recursos locales. Lograr su participación en nuevos desarrollos utilizando 
tecnologías avanzadas puede ser una gran oportunidad.

Por tanto podemos afirmar que el gas natural ha sido a nivel local un 
importante motor del cambio energético, contribuyendo a la mejora de las 
empresas y al confort energético de los hogares vascos. El nivel de desarro-
llo del mercado de gas alcanzado en la zona, la consolidación de los proyec-
tos de ampliación y mejora de las infraestructuras y la localización privile-
giada de la región, pueden convertir en un futuro no muy lejano a este área 
en un referente del mercado de gas en el suroeste europeo.

Como ya hemos mencionado al hablar del contexto energético, el mix 
de generación en la CAPV está absolutamente condicionado por el marco 
legislativo y el funcionamiento del sistema eléctrico y gasista estatal al cual 
pertenecemos. Por tanto en este ámbito resulta más adecuado hablar de ac-
tuaciones específicas o apoyos directos a proyectos, y no tanto de políticas 
de generación de energía que competen, como hemos indicado, al Gobierno 
y entidades reguladoras a nivel estatal. Por ello podemos clasificar las posi-
bles actuaciones en 2 grandes conceptos:

— Apoyo a los operadores y empresas energéticas en el desarrollo de in-
fraestructuras que garanticen el suministro. Son las empresas las que 
deben diseñar y acometer las inversiones en materia de infraestructura 
que permitan reforzar la garantía y la calidad del suministro de gas y 
electricidad. El Gobierno apoyará con todas sus capacidades y compe-
tencias proyectos en este sentido, entre los que podemos citar expre-
samente los relativos al gas natural: el gasoducto del eje Transcantá-
brico, la parte francesa de la conexión por Irún Euskadour, el tercer y 
cuarto tanque de la planta regasificadora Bahía de Bizkaia Gas (BBG) 
más la ampliación de la capacidad de regasificación, la ampliación 
del almacenamiento subterráneo de Gaviota y la exploración y posi-
ble explotación de las reservas no-convencionales de gas natural en la 
cuenca alavesa. Asimismo se apoyarán nuevas infraestructuras eléc-
tricas, como es el caso de nuevas centrales de ciclo combinado (la de 
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Lantarón en fase avanzada de tramitación), las redes de transporte en 
alta tensión y el despliegue de las redes de distribución inteligente.

— Fomento de las instalaciones de generación renovable. Si bien serán 
los decretos y marcos retributivos fijados por el Gobierno de España 
los que definan el grado de incentivo real a la promoción de insta-
laciones renovables, la nueva estrategia definirá las medidas de fo-
mento y creación de condiciones favorables para aprovechar el re-
curso renovable de la forma más temprana y amplia posible. Así, 
podemos citar las siguientes tecnologías renovables:
• Energía eólica: partiendo del pacto eólico con las Diputaciones 

y con EUDEL, se desarrollarán aquellos parques eólicos del PTS 
(Plan Territorial Sectorial) vigente que se acuerden y comenzará 
el proceso de definición de un nuevo PTS que identifique la ubi-
caciones más idóneas para nuevas instalaciones, compaginando 
este aprovechamiento con el máximo respeto al medio ambiente 
y a la biodiversidad.

• Energía de las olas: ésta es una de las apuestas importantes del 
Gobierno Vasco para la próxima década. Aunque el grado de de-
sarrollo tecnológico es aún incipiente y la rentabilidad de las ins-
talaciones de este tipo está aún lejana, se desarrollarán a través 
del EVE instalaciones de demostración e investigación, como son 
los casos de Mutriku y el bimep de Armintza, a fin de iniciar esta 
forma de generación y de impulsar su desarrollo.

• Biomasa: Euskadi necesita incrementar su producción renovable 
a partir de la biomasa y dispone del recurso para ello, principal-
mente en forma de residuos forestales y agrícolas. Se deberá por 
tanto redoblar el esfuerzo, creando las condiciones para favorecer 
la rentabilidad de las plantas (marco retributivo, suministro de la 
biomasa, etc.).

• Geotermia: en los próximos años va a producirse un gran des-
pegue en el número de instalaciones de generación de frío y ca-
lor para edificios a partir del intercambio geotérmico, tecnología 
que ha acreditado su excelente rendimiento en países del norte 
de Europa y que comienza ya a extenderse en otras regiones del 
mundo. Los usuarios que opten por esta tecnología, tanto para 
nuevas construcciones como en la rehabilitación de las existentes, 
contarán con un importante apoyo desde los programas públicos.

• Otras tecnologías renovables, como la solar fotovoltaica, las ins-
talaciones solares térmicas en edificios existentes, los aprovecha-
mientos minihidráulicos o la distribución y consumo de biocar-
burantes, deberán asimismo ser objeto de atención y apoyo en la 
medida de su potencial y de los recursos disponibles.
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4.3.  Desarrollo industrial y tecnológico en el ámbito energético

Tal como se ha comentado al plantear los ejes básicos de la Estrategia 
energética al 2020, esta se completará con la reflexión sobre aquellos pro-
ductos y servicios energéticos que deben identificarse como prioritarios en 
las políticas de apoyo al desarrollo tecnológico y la competitividad del Go-
bierno Vasco. Los elementos básicos que alimentan este análisis son las in-
formaciones sobre el estado del arte y las tendencias tecnológicas e indus-
triales a nivel mundial y, con un peso muy relevante, el Plan Estratégico 
que las propias empresas vascas del sector han llevado a cabo a través del 
Cluster de la Energía del País Vasco.

Como resultado de este análisis, podemos destacar los sectores y pro-
ductos que se configuran como áreas clave a apoyar en su desarrollo tecno-
lógico:

— Energía eólica: desarrollo de aerogeneradores de nueva generación y 
de los componentes críticos de su cadena de valor; desarrollo de ae-
rogeneradores y componentes para aplicaciones off-shore.

— Energía solar termoeléctrica: ingeniería y diseño de sistemas de 
concentración solar para generación eléctrica; componentes mecáni-
cos (estructuras, seguidores); sistemas de almacenamiento de energía 
térmica (sales fundidas).

— Energía de las olas: elementos de conexión submarinos, sistemas de 
fijación y amarre; convertidores de energía.

— Redes inteligentes: contadores electrónicos, Centros de Transforma-
ción inteligente, sistemas de gestión de la demanda.

— Tecnologías de almacenamiento de energía eléctrica, tanto para apli-
caciones de almacenamiento masivo en generación como domésticas 
o de automoción: baterías electroquímicas (ión-litio, sodio, nuevos 
compuestos), ultracondensadores, nanotecnologías, …

— Equipos y sistemas para el desarrollo de redes de recarga para 
vehícu los eléctricos; nuevos modelos de negocio en relación con la 
venta de energía a los vehículos eléctricos.

— Empresas de servicios energéticos y de gestión, operación y mante-
nimiento de instalaciones energéticas (ESCOs).

5. Conclusión

El presente ar tícu lo condensa los criterios y condiciones que van a de-
terminar los objetivos y líneas de actuación prioritarias de la Estrategia 
Energética de Euskadi 2020, que se encuentra ahora en fase de elaboración. 
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De forma específica se ha reseñado como punto de partida la situación ener-
gética del país en 2010, tras el ciclo estratégico definido por la Estrategia 
3E-2010. Los resultados obtenidos, tanto en los ámbitos más exitosos como 
en los que no han alcanzado los objetivos esperados, deben ser una refe-
rencia en el actual proceso de reflexión. Asimismo se han descrito los con-
textos regulatorios que le van a afectar de forma decisiva en los próximos 
años, siendo de especial relevancia la Directiva Europea 20-20-20.

Con estas bases, hemos apuntado las líneas de trabajo y programas que 
con toda probabilidad deberán configurar el núcleo fundamental de las polí-
ticas energéticas vascas al 2020 en tres grandes ámbitos: demanda de ener-
gía, suministro y generación de energía y desarrollo tecnológico.

Como conclusión, es importante destacar la intención del Departamento 
de Industria del Gobierno Vasco y por supuesto del EVE, de que la Estra-
tegia Energética de Euskadi 2020 sea participativa en su proceso de elabo-
ración y abierta en su concepción a las aportaciones y puntos de vista de 
todos aquellos agentes económicos, sociales y políticos que quieran contri-
buir a la misma. En este sentido se ha invitado a empresas productoras de 
energía, consumidoras, fabricantes de equipos, organizaciones de consumi-
dores, ecologistas, ayuntamientos, diputaciones, por supuesto a partidos po-
líticos y otros grupos de interés, a que participen de las ideas y visiones de 
futuro que estamos definiendo y a que nos aporten sus opiniones y propues-
tas, para conformar de esta manera una estrategia energética consensuada y 
compartida.

A la hora de elaborar una planificación energética la única certeza que 
tenemos es que será un factor clave a medio-largo plazo para garantizar los 
niveles de competitividad y de calidad de vida de cualquier país o sociedad. 
Por tanto estamos convencidos de que debemos abordar estos retos desde la 
colaboración y los acuerdos globales, con estrategias y políticas de país que 
superen las diferencias de criterio sectoriales o particulares.
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Crónica de la jurisprudencia reciente 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea

Agnes Ysebaert1
Letrado del Tribunal de la Función Pública de la Unión Europea

y
M.ª Isabel Rofes i Pujol2

Juez del Tribunal de la Función Pública de la Unión Europea

Artículo 49 CE – Restricciones a la libre prestación de servicios – 
Explotación de juegos de azar por Internet

Comentario a la sentencia del Tribunal de Justicia de 8 de septiembre 
de 2009 (Gran Sala), Liga Portuguesa de Futebol Profissional y 
Bwin International Ltd / Departamento de Jogos da Santa Casa da 
Misericórdia de Lisboa, asunto C-42/073

Con esta sentencia, el Tribunal de Justicia da respuesta a una petición 
de decisión prejudicial relativa a la interpretación de los ar tícu los 43 CE, 
49 CE y 56 CE4, planteada por un tribunal portugués5 en el marco de un li-
tigio entre, por un lado, la Liga Portuguesa de Futebol Profissional (en lo 
sucesivo, «Liga») y Bwin International Ltd (en lo sucesivo, «Bwin») y, por 
otro lado, el Departamento de Jogos da Santa Casa da Misericórdia de Lis-
boa (en lo sucesivo, «Santa Casa»).

El origen de este litigio se halla en unas multas que la dirección de la 
Santa Casa impuso a la Liga y a Bwin por entender que éstas habían infrin-

1 Las opiniones expresadas por la autora son personales y en ningún caso vinculantes 
para la Institución en la que presta sus servicios.

2 Las opiniones expresadas por la autora son personales y en ningún caso vinculantes 
para la Institución en la que presta sus servicios.

3 Sentencia disponible en la página del Tribunal de Justicia: http://www.curia.europa.eu y 
pendiente de publicación en la Recopilación.

4 En virtud del Tratado de Lisboa, el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea pasó 
a denominarse Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). Tras la entrada en 
vigor del Tratado de Lisboa, el 1 de diciembre de 2009, los ar tícu los 43 CE, 49 CE y 56 CE 
se convirtieron, respectivamente, en los ar tícu los 49 TFUE, 56 TFUE y 63 TFUE.

5 El Tribunal de Pequena Instância Criminal do Porto. 
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gido la normativa portuguesa aplicable a la oferta de determinados juegos 
de azar por Internet.

Según la normativa portuguesa, los juegos de azar están, en principio, 
prohibidos. Sin embargo, el Estado se reserva la posibilidad de autorizar la 
explotación directa de uno o varios juegos por un organismo del Estado o 
directamente dependiente de él, o bien de conceder dicha explotación me-
diante licitaciones a entidades privadas. Así, la explotación de los juegos de 
azar en forma de loterías, loto y apuestas deportivas, conocidos con la deno-
minación de «juegos sociales», se confía sistemáticamente a la Santa Casa, 
una institución de más de cinco siglos de existencia.

Antes de exponer los hechos del litigio principal, el Tribunal de Justicia 
se refiere a los juegos sociales y a la organización de la Santa Casa.

En lo que respecta a los juegos sociales, el Tribunal de Justicia señala 
que cada uno de los juegos organizados por la Santa Casa se crea de forma 
independiente mediante Decreto-ley. Además, un reglamento del Gobierno 
regula la organización y explotación de los distintos juegos ofrecidos por 
dicha entidad, fijando, entre otros, el importe de las apuestas, la distribu-
ción de los premios, la periodicidad de los sorteos, el porcentaje concreto 
para cada premio, los modos de recaudar las apuestas, la manera de selec-
cionar los distribuidores autorizados y las modalidades y los plazos para pa-
gar los premios.

En el momento de los hechos del litigio principal, la Santa Casa tenía 
atribuida la explotación de, además de la lotería nacional (Lotaria Nacio-
nal), dos juegos basados en la extracción de números, a saber, el Totoloto, 
consistente en la selección de 6 números entre 49, y el EuroMillions, que se 
juega a nivel europeo, y de dos juegos de apuestas deportivas sobre partidos 
de fútbol, denominados Totobola y Totogolo, que permitían a los jugadores 
apostar sobre el resultado (victoria, empate o derrota) y el número de goles 
marcados por los equipos, respectivamente.

El Tribunal de Justicia subraya que, en virtud del Decreto-ley n.º 282/2003, 
de 8 de noviembre de 20036, se adaptó el marco jurídico relativo a las loterías, 
los juegos tipo loto y las apuestas deportivas a fin de dar respuesta a los de-
sarrollos técnicos que permitían ofrecer juegos mediante soporte electrónico, 
en particular por Internet. Este Decreto-ley n.º 282/2003 contiene une serie de 
medidas que esencialmente tienen por objeto, por un lado, autorizar a la Santa 
Casa a distribuir sus productos en soporte electrónico y, por otro lado, exten-
der el derecho exclusivo de explotación de la Santa Casa a los juegos ofreci-
dos mediante soporte electrónico, en particular por Internet, prohibiendo, por 
tanto, la utilización de estos medios a los demás operadores.

6 Diário da República I, serie A, n.º 259, de 8 de noviembre de 2003.
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En concreto, el ar tícu lo 2 del Decreto-ley n.º 282/2003 atribuye en ex-
clusiva a la Santa Casa, a través de su departamento de juegos, la explo-
tación en soporte electrónico de los juegos de que se trata, así como de 
cualesquiera otros cuya explotación le sea conferida, y precisa que este ré-
gimen de exclusividad abarca todo el territorio nacional, con inclusión, en-
tre otros ámbitos, de Internet.

El ar tícu lo 11, apartado 1, letras a) y b), del Decreto-ley n.º 282/2003 ti-
pifica como infracción administrativa la promoción, organización o explo-
tación por vía electrónica de los juegos cuya explotación ha sido atribuida a 
la Santa Casa y de las loterías o de otros sorteos análogos, entre otros, a los 
de la Lotaria Nacional en infracción del régimen de exclusividad previsto 
en el ar tícu lo 2 de dicho Decreto-ley, así como la emisión, distribución o 
venta de billetes virtuales y la publicidad de los respectivos sorteos, tanto si 
tienen lugar en el territorio nacional como en el extranjero.

El ar tícu lo 12, apartado 1, del Decreto-ley n.º 282/2003 establece las 
cuantías máximas y mínimas de las multas con las que se sancionan las in-
fracciones administrativas contempladas, en particular, en el ar tícu lo 11, 
apartado 1, letras a) y b), de este Decreto-ley.

En lo que atañe a la organización de la Santa Casa, el Tribunal de Justicia 
observa que las actividades realizadas por dicha entidad en el momento de los 
hechos del litigio principal estaban reguladas por el Decreto-ley n.º 322/91, 
de 26 de agosto de 19917. Este Decreto-ley aprueba los estatutos de la Santa 
Casa así como el reglamento por el que se regula el departamento de juegos 
de dicha entidad, encargado de la explotación de los juegos de azar.

Según los estatutos de la Santa Casa, ésta es una persona jurídica de uti-
lidad pública administrativa. Sus órganos de administración están constitui-
dos por un director, nombrado mediante decreto del Primer Ministro, y un 
consejo de administración cuyos miembros son designados por órdenes mi-
nisteriales. La Santa Casa tiene confiadas misiones concretas de interés pú-
blico (por ejemplo, la protección de la familia, la maternidad y la infancia, 
la ayuda a los menores desprotegidos y en peligro, la ayuda a los ancianos y 
prestaciones de asistencia sanitaria). La recaudación procedente de los dife-
rentes juegos de azar se reparte entre la Santa Casa y otras instituciones de 
utilidad pública o implicadas en ámbitos de acción social.

El departamento de juegos de la Santa Casa, por su parte, tiene su pro-
pio órgano de administración, compuesto por el director de la Santa Casa 
y dos consejeros delegados, nombrados conjuntamente por dos ministros. 

7 Decreto-ley n.º 322/91, de 26 de agosto de 1991, que aprueba los estatutos de la Santa 
Casa da Misericórdia de Lisboa (Diário da República I, serie A, n.º 195, de 26 de agosto de 
1991), en su versión modificada por el Decreto-ley n.º 469/99, de 6 de noviembre de 1999 
(Diário da República I, serie A, n.º 259, de 6 de noviembre de 1999).
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Asimismo, los miembros de los jurados de los concursos, de la mesa de los 
sorteos y del tribunal de reclamaciones son mayoritariamente representan-
tes de la administración pública. El departamento de juegos tiene potestad 
administrativa para iniciar, instruir e impulsar procedimientos de infracción 
por explotación ilícita de juegos de azar atribuidos en exclusiva a la Santa 
Casa y para imponer las multas previstas en el ar tícu lo 12, apartado 1, del 
Decreto-ley n.º 282/2003.

En lo que se refiere a los hechos del litigio principal, éstos pueden resu-
mirse de la siguiente manera.

Bwin es una empresa de juegos en línea con domicilio en Gibraltar. No 
tiene ningún establecimiento en Portugal. Sus servidores se encuentran en 
Gibraltar y en Austria. Bwin propone una amplia gama de juegos de azar en 
línea en su sitio de Internet, entre otros, apuestas deportivas, juegos de ca-
sino y juegos basados en la extracción aleatoria de números. Estos últimos 
son análogos al Totoloto de la Santa Casa. Las primeras incluyen apues-
tas sobre los resultados de los partidos de fútbol de la liga portuguesa y son 
equivalentes a los juegos Totobola y Totogolo, cuya explotación está atri-
buida a la Santa Casa.

La Liga es una persona jurídica de derecho privado con estructura aso-
ciativa y sin ánimo de lucro que integra los clubes que participan en las 
competiciones de fútbol profesional de Portugal. Organiza, en particular, la 
competición de fútbol de la primera división nacional y tiene atribuida su 
explotación comercial.

El 18 de agosto de 2005, la Liga y Bwin firmaron un contrato de patro-
cinio para cuatro temporadas deportivas a partir de la temporada 2005/2006 
en virtud del cual Bwin asumió la condición de principal patrocinador ins-
titucional de la primera división de fútbol en Portugal. De conformidad con 
dicho contrato, se incluyeron en el sitio de Internet de la Liga referencias y 
un enlace al sitio de Internet de Bwin, que permitía a los consumidores es-
tablecidos en Portugal y en otros Estados recurrir a los servicios de juegos 
de azar propuestos en línea.

La dirección del departamento de juegos de la Santa Casa impuso a la 
Liga y a Bwin multas de 75.000 euros y de 74.500 euros, respectivamente, 
por las infracciones administrativas contempladas en el ar tícu lo 11, apar-
tado 1, letras a) y b), del Decreto-ley n.º 282/2003, al entender que la Liga y 
Bwin habían, por un lado, promocionado, organizado y explotado por Inter-
net juegos sociales concedidos a la Santa Casa o juegos análogos a éstos y, 
por otro lado, publicitado la realización de dichos juegos.

La Liga y Bwin recurrieron ante el órgano jurisdiccional remitente para 
obtener la anulación de tales decisiones. En estas circunstancias, dicho ór-
gano jurisdiccional planteó una cuestión prejudicial sobre la interpretación 
de los ar tícu los 43 CE, 49 CE y 56 CE en los siguientes términos:
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«[¿Constituye el] […] régimen de exclusividad, de que disfruta la 
Santa Casa, […] un obstáculo a la libre prestación de servicios que vul-
nera los principios de libre prestación de servicios, de libertad de esta-
blecimiento y de libertad de pagos, consagrados en los ar tícu los 49 [CE], 
43 [CE] y 56 [CE], respectivamente, en la medida en que se aplica a 
[Bwin], es decir, a un prestador de servicios que está domiciliado en otro 
Estado miembro, donde presta legalmente servicios análogos, y que no 
cuenta con ningún establecimiento físico en Portugal[?]

[¿Se oponen] […] el Derecho comunitario y, en especial, los prin-
cipios mencionados […] a un régimen nacional, como el controvertido 
en el asunto principal, que, por un lado, consagra un régimen de exclu-
sividad, en favor de una única entidad, para la explotación de loterías y 
apuestas mutuas y, por otro lado, extiende ese régimen a «todo el territo-
rio nacional, con inclusión […] de Internet»[?]»

Con carácter preliminar, el Tribunal de Justicia examina la solicitud de 
Bwin de que se ordene la reapertura de la fase oral a raíz de las conclusio-
nes del Abogado General, así como las observaciones presentadas por va-
rios Gobiernos y la Comisión relativas a la admisibilidad de la petición de 
decisión prejudicial. Tras concluir, por una parte, que no procede acordar 
la reapertura de la fase oral del procedimiento y, por otra, que procede de-
clarar la admisibilidad de la petición de decisión prejudicial, el Tribunal de 
Justicia se centra en la cuestión prejudicial.

En primer lugar, el Tribunal de Justicia reflexiona sobre la aplicabi-
lidad de los ar tícu los 43 CE y 56 CE, relativos a la libertad de estableci-
miento y a la libre circulación de capitales y la libertad de pagos, respec-
tivamente.

En cuanto al ar tícu lo 43 CE, consta que Bwin ejerce sus actividades en 
Portugal exclusivamente por Internet, sin intermediarios ni establecimiento 
principal o secundario en dicho Estado. Tampoco se desprende de los autos 
que Bwin haya tenido intención de establecerse en Portugal. En consecuen-
cia, el Tribunal de Justicia entiende que el referido ar tícu lo 43 CE no resulta 
aplicable en el litigio principal.

En lo que se refiere al ar tícu lo 56 CE, el Tribunal de Justicia señala 
que los posibles efectos restrictivos de la normativa nacional controvertida 
en el litigio principal sobre la libre circulación de capitales y la libertad de 
pagos no son sino la consecuencia necesaria de las eventuales restriccio-
nes impuestas a la libre prestación de servicios. A este respecto, recuerda 
la jurisprudencia según la cual, cuando una medida nacional atañe simultá-
neamente a diversas libertades fundamentales, el Tribunal de Justicia debe 
examinarla, en principio, a la luz de una sola de estas libertades, si se de-
muestra que, en las circunstancias del caso de que se trate, las demás son 
por completo secundarias con respecto a la primera y pueden subordinarse 
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a ella8. En consecuencia, concluye que el ar tícu lo 56 CE tampoco resulta 
aplicable en el litigio principal, de modo que procede responder a la cues-
tión planteada teniendo únicamente en cuenta el ar tícu lo 49 CE.

Antes de entrar en el examen de dicha cuestión prejudicial, el Tribu-
nal de Justicia determina primero su alcance, dejando claro que esta cues-
tión debe interpretarse en el sentido de que con ella el órgano jurisdiccio-
nal remitente pregunta si el ar tícu lo 49 CE se opone a una normativa de un 
Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, que impide 
a operadores como Bwin, establecidos en otros Estados miembros donde 
ofrecen legalmente servicios análogos, proponer juegos de azar por Internet 
en el territorio de dicho Estado miembro.

A continuación, el Tribunal de Justicia recuerda que el ar tícu lo 49 CE 
exige suprimir cualquier restricción a la libre prestación de servicios, aun-
que se aplique indistintamente a los prestadores de servicios nacionales y a 
los de los demás Estados miembros, cuando pueda prohibir, obstaculizar o 
hacer menos interesantes las actividades del prestador establecido en otro 
Estado miembro, en el que presta legalmente servicios análogos9, y que la 
libre prestación de servicios beneficia tanto al prestador como al destinata-
rio de servicios10. Según el Tribunal de Justicia, consta que una normativa 
de un Estado miembro que prohíbe a los prestadores que, como Bwin, están 
establecidos en otros Estados miembros proponer servicios por Internet en 
el territorio de dicho Estado constituye una restricción a la libre prestación 
de servicios garantizada por el ar tícu lo 49 CE11.

En consecuencia, el Tribunal de Justicia estima que procede exami-
nar en qué medida dicha restricción puede admitirse en virtud de las medi-
das excepcionales expresamente previstas por los ar tícu los 45 CE y 46 CE, 
aplicables en esta materia con arreglo al ar tícu lo 55 CE, o puede conside-
rarse justificada por razones imperiosas de interés general, de conformidad 
con su jurisprudencia12.

8 Sentencia de 3 de octubre de 2006, Fidium Finanz, C-452/04, Rec. p. I-9521, apar-
tado 34 y jurisprudencia citada.

9 Sentencias de 25 de julio de 1991, Säger, C-76/90, Rec. p. I-4221, apartado 12, y de 
3 de octubre de 2000, Corsten, C-58/98, Rec. p. I-7919, apartado 33.

10 Sentencia de 31 de enero de 1984, Luisi y Carbone, 286/82 y 26/83, Rec. p. 377, apar-
tado 16.

11 Ver sentencia de 6 de noviembre de 2003, Gambelli y otros, C-243/01, Rec. p. I-13031, 
apartado 54.

12 Son razones imperiosas de interés general, según la jurisprudencia del Tribunal de Jus-
ticia, por ejemplo, los objetivos de protección de los consumidores, la lucha contra el fraude y 
la prevención tanto de la incitación al gasto excesivo en juego como de la aparición de pertur-
baciones en el orden social en general. 
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Al examinar la posible justificación de la restricción a la libre presta-
ción de servicios, el Tribunal de Justicia se refiere en un primer momento 
a su jurisprudencia anterior, principalmente, a las sentencias Henn y Darby, 
Schindler, Jany y otras, Placanica y otros, Läärä y otros y Zenatti13.

Así, el Tribunal de Justicia observa que la normativa en materia de jue-
gos de azar se cuenta entre los ámbitos en que se dan considerables diver-
gencias morales, religiosas y culturales entre los distintos Estados miem-
bros. A falta de armonización comunitaria en la materia, corresponde a cada 
Estado miembro apreciar en estos ámbitos, conforme a su propia escala de 
valores, las exigencias que supone la protección de los intereses afectados14.

El Tribunal de Justicia recuerda también que el mero hecho de que un 
Estado miembro haya elegido un sistema de protección diferente del adop-
tado por otro Estado miembro no puede incidir en la apreciación de la nece-
sidad y de la proporcionalidad de las disposiciones adoptadas en la materia. 
Éstas deben apreciarse solamente en relación con los objetivos que persi-
guen las autoridades competentes del Estado miembro interesado y con el 
nivel de protección que éstas pretenden garantizar15.

El Tribunal de Justicia recuerda también que los Estados miembros son 
libres para determinar los objetivos de su política en materia de juegos de 
azar y, en su caso, para definir con precisión el grado de protección perse-
guido, si bien las restricciones que impongan deben cumplir los requisitos 
que se derivan de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en relación con 
su proporcionalidad. Por consiguiente, el Tribunal de Justicia considera ne-
cesario examinar en el presente caso si la restricción de la oferta de juegos 
de azar por Internet impuesta por la normativa portuguesa controvertida en 
el litigio principal es adecuada para garantizar la realización del objetivo o 
de los objetivos invocados por Portugal y si no va más allá de lo necesario 
para alcanzarlos. En cualquier caso, tales restricciones deben aplicarse de 
modo no discriminatorio16.

En lo que se refiere al carácter adecuado de la restricción impuesta por 
la normativa portuguesa, el Tribunal de Justicia recuerda que una norma-
tiva nacional sólo es adecuada para garantizar la consecución del objetivo 
alegado si responde verdaderamente al empeño por hacerlo de forma con-

13 Sentencias de 14 de diciembre de 1979, Henn y Darby, 34/79, Rec. p. 3795; de 24 de 
marzo de 1994, Schindler, C-275/92, Rec. p. I-1039; de 21 de septiembre de 1999, Läärä y 
otros, C-124/97, Rec. p. I-6067; de 21 de octubre de 1999, Zenatti, C-67/98, Rec. p. I-7289; 
de 20 de noviembre de 2001, Jany y otras, C-268/99, Rec. p. I-8615, y de 6 de marzo de 2007, 
Placanica y otros, C-338/04, C-359/04 y C-360/04, Rec. p. I-1891.

14 Las sentencias, antes citadas, Henn y Darby, apartado 15; Schindler, apartado 32; Jany 
y otras, apartados 56 y 60, y Placanica y otros, apartado 47.

15 Sentencias, antes citadas, Läärä y otros, apartado 36, y Zenatti, apartado 34.
16 Sentencia Placanica y otros, antes citada, apartados 48 y 49.
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gruente y sistemática17. Según el Gobierno portugués y la Santa Casa, el 
objetivo principal de la normativa nacional consiste en la lucha contra la 
criminalidad y, más en particular, en la protección de los consumidores de 
juegos de azar contra los fraudes cometidos por los operadores.

A este respecto, el Tribunal de Justicia afirma, por un lado, que la lucha 
contra la criminalidad puede constituir una razón imperiosa de interés gene-
ral que justifique la imposición de restricciones en cuanto a los operadores au-
torizados para proponer servicios en el sector de los juegos de azar. Habida 
cuenta de la importancia que puede alcanzar su recaudación y de las ganancias 
que pueden ofrecer a los jugadores, estos juegos suponen un elevado riesgo de 
comisión de delitos y fraudes. Por otro lado, el Tribunal de Justicia ha recono-
cido que la autorización limitada de los juegos en un marco exclusivo presenta 
la ventaja de canalizar su explotación en un circuito controlado y de prevenir 
los riesgos de tal explotación con fines fraudulentos y criminales18.

Sobre este particular, el Tribunal de Justicia, tras afirmar que la Santa 
Casa persigue objetivos de interés público, concluye que debe admitirse 
que la concesión de derechos exclusivos para la explotación de juegos de 
azar por Internet a un operador único que, como la Santa Casa, está some-
tido a un estrecho control de los poderes públicos puede, en circunstancias 
como las del litigio principal, canalizar la explotación de estos juegos en un 
circuito controlado y considerarse apta para proteger a los consumidores 
contra los fraudes cometidos por los operadores.

En lo que atañe al examen de la necesidad del régimen controvertido en 
el litigio principal, el Tribunal de Justicia observa, en primer lugar, que el 
sector de los juegos de azar ofrecidos por Internet no ha sido objeto de ar-
monización comunitaria. Por lo tanto, un Estado miembro puede conside-
rar que el solo hecho de que un operador como Bwin proponga legalmente 
por Internet servicios incluidos en este sector en otro Estado miembro, en el 
que se encuentre establecido y en el que, en principio, debe cumplir requisi-
tos legales y superar los controles ejercidos por las autoridades competentes 
de este último Estado, no constituye garantía suficiente para la protección 
de los consumidores nacionales contra los riesgos de fraude y criminalidad, 
habida cuenta de las dificultades a las que, en este contexto, pueden verse 
confrontadas las autoridades del Estado miembro de establecimiento a la 
hora de evaluar la honradez y cualidades profesionales de los operadores.

En segundo lugar, el Tribunal de Justicia entiende que, dada la falta de 
contacto directo entre el consumidor y el operador, los juegos de azar acce-
sibles por Internet suponen, en lo que atañe a los eventuales fraudes come-

17 Sentencia de 10 de marzo de 2009, Hartlauer, C-169/07, pendiente de publicación en 
la Recopilación, apartado 55.

18 Sentencias, antes citadas, Läärä y otros, apartado 37, y Zenatti, apartado 35.
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tidos por los operadores contra los consumidores, riesgos diferentes y de 
mayor importancia en comparación con los mercados tradicionales de estos 
juegos. Además, afirma que no cabe excluir la posibilidad de que un ope-
rador que patrocina ciertas competiciones deportivas sobre las que acepta 
apuestas, a la vez que ciertos equipos participantes en estas competiciones, 
goce de una situación que le permita influir directa o indirectamente en el 
resultado de éstas con el fin de aumentar sus beneficios.

Por lo tanto, el Tribunal de Justicia concluye que, a la luz de las parti-
cularidades propias de la oferta de juegos de azar por Internet, la restricción 
controvertida en el litigio principal puede considerarse justificada por el ob-
jetivo de la lucha contra el fraude y la criminalidad.

En consecuencia, el Tribunal de Justicia declara que el ar tícu lo 49 CE 
no se opone a una normativa de un Estado miembro, como la controvertida 
en el litigio principal, que impide a operadores como Bwin International 
Ltd, establecidos en otros Estados miembros donde ofrecen legalmente ser-
vicios análogos, proponer juegos de azar por Internet en el territorio de di-
cho Estado miembro.

Comentario

Con esta sentencia, el Tribunal de Justicia vuelve a pronunciarse sobre 
la problemática de la conformidad de la legislación de un Estado miembro 
en materia de juegos de azar con el derecho comunitario19. Sin embargo, se 
trata de una sentencia importante, de gran resonancia en el sector afectado, 
que ofrece cada vez con mayor frecuencia sus servicios de juegos de azar 
por Internet.

El que se trate de una sentencia importante se desprende también de la 
circunstancia de que el asunto fue atribuido a la Gran Sala, integrado por 
trece jueces20. Del mismo modo, el hecho de que la normativa en materia de 
apuestas y de loterías suscite gran interés en los distintos Estados miembros 
queda reflejado en el elevado número de Gobiernos que, además de la Co-
misión, presentaron observaciones21.

19 En efecto, no es la primera vez que el Tribunal de Justicia se pronuncia sobre la nor-
mativa que rige dicho sector (ver, por ejemplo, las sentencias, antes citadas, Schindler, Placa-
nica y otros, Gambelli y otros, Läärä y otros, y Zenatti).

20 Según el ar tícu lo 44, apartado 3, del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de 
Justicia, el Tribunal atribuirá a las Salas de cinco o de tres Jueces todos los asuntos que se le 
sometan, en la medida en que la dificultad o la importancia del asunto o circunstancias parti-
culares no requieran que el asunto se atribuya a la Gran Sala.

21 Concretamente, los Gobiernos portugués, belga, danés, alemán, griego, español, ita-
liano, neerlandés, austriaco, esloveno, finlandés y noruego.
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En esta sentencia, el Tribunal de Justicia declara que la legislación por-
tuguesa, que otorga a una persona jurídica de utilidad pública administra-
tiva un derecho exclusivo para explotar, incluido por Internet, los juegos 
de azar, supone una restricción a la libre prestación de servicios que resulta 
justificada por el objetivo de luchar contra el fraude y la criminalidad.

Para llegar a tal conclusión, el Tribunal de Justicia parte de la premisa 
de que, en materia de juegos de azar, existen considerables divergencias 
morales, religiosas y culturales entre los distintos Estados miembros. Ade-
más, el sector de los juegos de azar ofrecidos por Internet no ha sido objeto 
de armonización comunitaria. En consecuencia, el Tribunal de Justicia re-
conoce a los Estados miembros un amplio margen de apreciación para de-
terminar las medidas que deseen adoptar para proteger a los consumidores 
y el orden público contra los excesos del juego y contra el fraude y la crimi-
nalidad, pero les recuerda que tales medidas deben ser adecuadas para ga-
rantizar la realización de los objetivos y no ir más allá de lo necesario para 
alcanzarlos.

En cuanto al carácter necesario de la medida restrictiva, tres aspectos 
del análisis efectuado por el Tribunal de Justicia llaman la atención. En pri-
mer lugar, el Tribunal de Justicia entiende que un Estado miembro puede 
considerar que los controles efectuados por las autoridades competentes de 
un Estado miembro donde se halla establecido un operador que legalmente 
ofrece juegos de azar en línea no son garantía suficiente para la protección 
de los consumidores nacionales contra los riesgos de fraude y criminalidad.

Asimismo, el Tribunal de Justicia considera que procede tener en cuenta 
que los juegos de azar ofrecidos en línea reúnen una serie de circunstancias 
particulares. En efecto, al faltar todo contacto directo entre el operador y el 
consumidor, tales juegos conllevan riesgos diferentes y de mayor importan-
cia, en comparación con los juegos tradicionales, de que el operador cometa 
actos de fraude contra los consumidores.

Por último, el Tribunal de Justicia afirma que cabe dudar de la hones-
tidad de un operador que, al patrocinar ciertas competiciones sobre las que 
acepta apuestas y al mismo tiempo determinados equipos participantes en 
dichas competiciones, puede hallarse en una situación que le permite influir 
en el resultado para incrementar sus beneficios.

Es de suponer que la sentencia C-42/07 afectará a la industria de juegos 
de azar por Internet. En la actualidad, varios Estados miembros han con-
fiado la promoción, organización y explotación de los juegos de azar a unas 
entidades estatales en régimen de monopolio. En la medida en que el sector 
de los juegos de azar por Internet no ha sido objeto de armonización comu-
nitaria, no cabe excluir que tales Estados miembros adopten una normativa 
en virtud de la cual operadores de juegos de azar en línea deben disponer de 
una licencia a fin de poder ofrecer sus servicios en el Estado miembro de 
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que se trate. Tal normativa supondría evidentemente un fuerte revés para di-
chos operadores.

Sin embargo, todavía no hemos llegado a tal situación. El Tribunal de 
Justicia no ha declarado que los operadores que ofrecen juegos de azar por 
Internet deban poseer una licencia en cada país donde ofrezcan sus servi-
cios. De momento, sólo nos hallamos ante una sentencia en la que el Tribu-
nal de Justicia se pronuncia sobre la legislación de un Estado miembro en 
concreto, a saber, Portugal, en la que toma en consideración las particulari-
dades legislativas de dicho país y en la que insiste en la necesidad de que la 
restricción a la libre prestación de servicios sea adecuada para conseguir los 
objetivos buscados y proporcionada para alcanzarlos. Habrá que seguir muy 
de cerca cómo los distintos Estados miembros reaccionan a esta sentencia.

(AY)

Reexamen de la sentencia dictada, el 6 de mayo de 2009, por el Tribunal 
de Primera Instancia de las Comunidades Europeas en el asunto T-12/08 P 
− Riesgo grave de que la unidad o la coherencia del derecho de la Unión 
resultaran vulneradas − Definición del concepto de «litigio cuyo estado 

permite su resolución definitiva» − Principio de contradicción − Derecho 
a un juicio justo

Comentario a la sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de diciembre 
de 2009 (Sala Tercera), M/Agencia Europea de los Medicamentos, 
asunto C-197/09 RX-II22

El mecanismo del reexamen

Una de las novedades introducidas en el sistema jurisdiccional comuni-
tario por el Tratado de Niza, que entró en vigor en febrero de 2003, consis-
tió en la posibilidad de que el Consejo creara tribunales especializados, ad-
juntos al Tribunal General23. En virtud del ar tícu lo 257 del Tratado sobre el 

22 Sentencia disponible en la página del Tribunal de Justicia: http://www.curia.europa.eu 
y pendiente de publicación en la Recopilación.

23 La entrada en vigor del Tratado de Lisboa, el 1 de diciembre de 2009, ha significado 
un cambio considerable en la terminología utilizada hasta ese momento. Así, los tribunales 
especializados se denominaban en el pasado salas jurisdiccionales y el Tribunal General de 
la Unión Europea era el Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas. Este 
último cambio de denominación era imprescindible ya que resultaba difícil explicar a los no 
versados en los entresijos del sistema jurisdiccional comunitario que el Tribunal de Primera 
Instancia era el órgano competente para pronunciarse en caso de recurso de casación contra 
las resoluciones del Tribunal de la Función Pública.
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funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), antiguo ar tícu lo 225 A CE, 
dichos tribunales están encargados de conocer, en primera instancia, de de-
terminadas categorías de recursos interpuestos en materias específicas.

La misma disposición establece que las resoluciones dictadas por los 
tribunales especializados podrán ser recurridas en casación ante el Tribu-
nal General. Dicho recurso queda limitado, en principio, a las cuestiones de 
derecho, a no ser que el reglamento de creación del tribunal especializado 
abra la posibilidad de un recurso de apelación, en el que se podrían revisar 
igualmente las cuestiones de hecho.

Otra de las originalidades del Tratado de Niza consistió en transferir la 
competencia al, entonces, Tribunal de Primera Instancia para conocer de 
cuestiones prejudiciales, competencia que no ha podido ejercer por ahora 
ya que las materias específicas que se le vayan a confiar todavía no han sido 
determinadas por el Estatuto.

Con el fin de garantizar la unidad y la coherencia del derecho comuni-
tario, tareas que tradicionalmente han recaído en el Tribunal de Justicia, se 
prevé la posibilidad de que las resoluciones del Tribunal General dictadas 
en casación contra las decisiones de los tribunales especializados así como 
las que resuelvan procedimientos prejudiciales puedan, con carácter excep-
cional, ser reexaminadas por el Tribunal de Justicia.

El reexamen ha sido concebido como un procedimiento de control ob-
jetivo de una resolución, que queda sustraído a la iniciativa de las partes en 
el litigio.

La iniciativa recae sobre el primer Abogado General24 el cual dispone 
de un mes a partir del pronunciamiento de la resolución del Tribunal Gene-
ral para proponer el reexamen al Tribunal de Justicia si considera que dicha 
resolución constituye un riesgo grave de que se vulnere la unidad o la cohe-
rencia del derecho de la Unión.

Al efecto de decidir si procede reexaminar una resolución del Tribunal 
General, a propuesta del primer Abogado General, el ar tícu lo 123 ter del 
Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia ha creado una Sala 
especial integrada por el Presidente del Tribunal de Justicia y cuatro de los 
Presidentes de salas de cinco jueces, de entre los que el Presidente designa 

24 Se trata de una figura contemplada, hasta la entrada en vigor del Tratado de Niza, úni-
camente en el ar tícu lo 10 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia, cuya 
función principal consistía en decidir la atribución de los asuntos al resto de los abogados ge-
nerales después de la designación del juez ponente por el Presidente y, en caso de ausencia o 
de impedimento de uno de ellos, adoptar las medidas necesarias. Con la atribución de la com-
petencia relativa al reexamen, esa figura ha cobrado relevancia. El primer Abogado General 
es designado, de entre los abogados generales, por el Tribunal de Justicia y ejerce el cargo du-
rante un año.
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a un juez ponente. Dicha sala dispone de un plazo de un mes a partir de la 
propuesta del primer Abogado General para decidir si procede o no reexa-
minar la resolución.

Para la tramitación del reexamen, el Estatuto y el Reglamento de Proce-
dimiento del Tribunal de Justicia regulan un procedimiento de urgencia, en 
el que los interesados, si se trata de una decisión prejudicial, las partes ante 
el Tribunal General, los Estados miembros y las demás Instituciones, dispo-
nen de un plazo de un mes para presentar observaciones escritas y en el que 
el Tribunal de Justicia puede resolver sin abrir la fase oral.

Si el Tribunal de Justicia decide proceder al reexamen, su Presidente 
designa un juez ponente y el primer Abogado General atribuye el asunto a 
un abogado general.

Una vez designado el juez ponente, el Presidente fija la fecha en la 
que éste deberá presentar a la reunión general del Tribunal de Justicia un 
informe preliminar, conteniendo sus propuestas relativas a la práctica de 
eventuales medidas preparatorias, a la formación a la que procede atribuir 
el reexamen, a la necesidad de convocar una vista, así como al modo en que 
el abogado general tomará posición: oralmente o por escrito25.

Ni la propuesta de reexamen ni la decisión de abrir el procedimiento 
producen efecto suspensivo cuando se trata de una decisión dictada en casa-
ción por el Tribunal General aunque, a petición de parte, se pueden adoptar 
medidas cautelares. Si el Tribunal de Justicia decide que dicha decisión vul-
nera la unidad o la coherencia del derecho de la Unión, devuelve el asunto 
al Tribunal General el cual queda vinculado por las cuestiones de derecho 
dirimidas por el Tribunal de Justicia, pudiendo éste indicar los efectos de la 
resolución del Tribunal General que deberán considerarse definitivos res-
pecto de las partes en el litigio. No obstante, si la solución del litigio se de-
riva, habida cuenta del resultado del reexamen, de las apreciaciones de he-
cho en las que se basa la resolución del Tribunal General, el Tribunal de 
Justicia resolverá definitivamente el litigio.

Las consecuencias de la decisión de reexaminar una resolución del Tri-
bunal General difieren cuando se trata de un asunto prejudicial debido a la 
especificidad de este procedimiento. En ese caso, a falta de propuesta de 
reexa men o de decisión de apertura de la fase de reexamen, la respuesta del 
Tribunal General a las cuestiones planteadas surte efecto al vencimiento de 
los plazos sucesivos antes indicados. Si se abre la fase de reexamen, la res-
puesta surte efecto al término de dicha fase, salvo decisión contraria del 
Tribunal de Justicia. Si el Tribunal de Justicia declara que la resolución 

25 Tratándose de un procedimiento que sigue el trámite de urgencia, no puede excluirse 
que, por norma general, tome posición oralmente. 
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del Tribunal General vulnera la unidad o la coherencia del derecho de la 
Unión, la respuesta a las cuestiones objeto del reexamen sustituye a la res-
puesta dada por el Tribunal General.

El interés de la sentencia que se comenta reside en que se ha pronun-
ciado en el primer procedimiento de reexamen aceptado por el Tribunal de 
Justicia26, después de cerca de cuatro años de funcionamiento del Tribunal 
de la Función Pública de la Unión Europea27, por el momento el único tri-
bunal especializado creado28 siendo, por tanto, el único cuyas decisiones re-
curridas en casación pueden dar lugar a un reexamen por parte del Tribunal 
de Justicia.

La decisión del Tribunal de la Función Pública

La sentencia de reexamen que se comenta tiene su origen en un auto 
pronunciado por el Tribunal de la Función Pública, el 19 de octubre de 
2007, en un asunto en el que se enfrentaban la Agencia Europea de Medi-
camentos (en lo sucesivo «EMEA») y el Sr. M, antiguo empleado contrac-
tual de dicha Agencia, para la que había empezado a trabajar en octubre de 
1996. En 2001, M sufrió un accidente de trabajo hallándose desde entonces 
de baja por enfermedad.

El interesado recurrió la decisión de la EMEA de no renovar su con-
trato cuando éste finalizó, en octubre de 2006, a la vez que solicitaba que 
se constituyera una comisión de invalidez. La reclamación fue desestimada 
el 31 de marzo de 2006 y, en el mismo acto, la EMEA rechazó la solicitud. 
Este rechazo fue atacado mediante una reclamación, presentada el 3 de julio 
de 2006, que fue desestimada por extemporánea el 25 de octubre de 200629.

Paralelamente, el 8 de agosto de 2006, el Sr. M había introducido 
una nueva solicitud para que se constituyera una comisión de invalidez, 

26 Con anterioridad había habido alguna que otra propuesta del primer Abogado General, 
que el Tribunal de Justicia decidió no seguir.

27 Este órgano jurisdiccional especializado ejerce en primera instancia las competencias 
para resolver los litigios entre la Unión y sus agentes, incluidos los litigios entre cualquier ór-
gano u organismo y su personal respecto de los cuales se haya atribuido competencia al Tri-
bunal de Justicia de la Unión Europea.

28 El Tribunal de la Función Pública, que está compuesto de siete jueces, se creó me-
diante una Decisión del Consejo de 2 de noviembre de 2004. Los primeros jueces fueron 
nombrados por el Consejo el 22 de julio de 2005 y tomaron posesión el 5 de octubre de 2005. 
Su presidente fue nombrado el 6 de octubre por tres años y, una vez hubo tomado posesión el 
Secretario, el 30 de noviembre, empezó a funcionar el 12 de diciembre de 2005. 

29 El ar tícu lo 90, apartado 2, del Estatuto de los Funcionarios establece un plazo de tres 
meses para recurrir los actos de la administración lesivos para los derechos de los interesados.
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a la que adjuntaba un informe médico del 31 de julio de 2006 en el que 
se afirmaba que el interesado se hallaba incapacitado para trabajar y que 
permanecería en esa situación mientras su estado medicoquirúrgico no se 
viera modificado, y del que se desprendía que su incapacidad parcial per-
manente era importante. Al no recibir respuesta, el 21 de noviembre de 
2006 M pidió aclaraciones a la EMEA, que respondió que la decisión de 
25 de octubre de 2006 desestimaba también su solicitud de 8 de agosto 
de 2006.

El 25 de enero de 2007, el Sr. M presentó una segunda reclamación por 
la que pedía la retirada de la decisión de 25 de octubre de 2006, en la me-
dida en que desestimaba su solicitud de 8 de agosto de 2006. El 26 de enero 
de 2007, M pidió, además, la indemnización de los daños y perjuicios que 
había sufrido. El 31 de enero de 2007, la EMEA desestimó tanto la reclama-
ción como la solicitud de reparación de los perjuicios argumentando que la 
decisión del 25 de octubre de 2006 había puesto fin al procedimiento admi-
nistrativo previo a la vía contenciosa.

El interesado presentó demanda ante el Tribunal de la Función Pública, 
que dio lugar al asunto F-13/07, por la que pedía la anulación de la decisión 
de 31 de marzo de 2006 y, en la medida necesaria, de la decisión de 25 de 
octubre de 2006. El 20 de abril de 2007, mediante auto, dicho Tribunal de-
claró el recurso manifiestamente inadmisible porque la reclamación se ha-
bía introducido fuera de plazo.

El 12 de febrero de 2007, el Sr. M presentó una tercera reclamación di-
rigida, esta vez, contra la decisión de 31 de enero de 2007. Esta reclama-
ción fue desestimada por la EMEA el 19 de febrero de 2007 con los mismos 
argumentos que los contenidos en la decisión recurrida.

En una nueva demanda ante el Tribunal de la Función Pública, que dio 
lugar al asunto F-23/07, M pidió la anulación de la decisión de 25 de octu-
bre de 2006, de la de 31 de enero de 2007 en la medida en que se le dene-
gaba la indemnización de los daños sufridos, la condena de la EMEA a abo-
narle 100.000 euros de reparación, y la condena en costas de esta última. La 
EMEA planteó una excepción de inadmisibilidad.

El Tribunal de la Función Pública resolvió mediante auto sin abrir la 
fase oral y sin acumular la excepción de inadmisibilidad al fondo.

Respecto a la decisión de 25 de octubre de 2006, el Tribunal apreció 
que no era recurrible, en la medida en que desestimó la reclamación intro-
ducida el 3 de julio contra la decisión del 31 de marzo de 2006 que denegó 
la solicitud de que se constituyera una comisión de invalidez, presentada el 
17 de febrero de 2006, al haber sido atacada con anterioridad en el asunto 
F-13/07, al que se puso fin mediante auto de inadmisibilidad manifiesta. 
Por esta razón, la nueva demanda de anulación de dicha decisión resultaba 
igualmente inadmisible.
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El Tribunal apreció, además, que la decisión de 25 de octubre de 2006 
constituía un acto meramente confirmatorio de la decisión de la EMEA de 
31 de marzo de 2006, que denegó el nombramiento de una comisión de in-
validez, razón por la que el recurso interpuesto en su contra resultaba igual-
mente inadmisible. Según el razonamiento del Tribunal, ambas decisiones 
tienen el mismo objeto y se basan en la misma causa. Además, el Tribunal 
de la Función Pública opinó que el informe médico de 31 de julio de 2006 
no demostraba que el estado de salud del interesado, que la administración 
tuvo en cuenta cuando adoptó la decisión de 25 de octubre de 2006, hubiera 
variado con respecto a aquél del que la administración tenía conocimiento 
cuando había adoptado la de 31 de marzo de 2006.

Respecto a la decisión de 31 de enero de 2007, que denegó la indem-
nización de los supuestos daños sufridos, el Tribunal de la Función Pública 
comprobó que, mediante la solicitud de 26 de enero de 2007, el interesado 
pretendía obtener la reparación de los daños causados por la decisión de la 
administración, adoptada el 31 de marzo de 2006, por la que se negaba a 
nombrar una comisión de invalidez.

Ahora bien, en virtud de la jurisprudencia, el recurso de indemnización 
por daños y perjuicios no es admisible cuando el interesado pretende ob-
tener con él un resultado idéntico al que le hubiera procurado el éxito del 
recurso de anulación que omitió interponer a su debido tiempo30. Así, el 
demandante que no ha impugnado los actos supuestamente lesivos interpo-
niendo dentro de plazo un recurso de anulación no puede subsanar esta omi-
sión y, en cierto sentido, obtener nuevos plazos de recurso, a través de una 
pretensión de indemnización31. Por tanto, el recurso era inadmisible en la 
medida en que pretendía la anulación de la decisión de 31 de enero de 2007 
que había desestimado la solicitud de indemnización de daños y perjuicios.

Por último, en lo que respecta a la petición indemnizatoria contenida en 
el recurso, el Tribunal de la Función Pública la declaró igualmente inadmi-
sible al estar estrechamente relacionada con el recurso de anulación, decla-
rado inadmisible a su vez32.

En consecuencia, el Tribunal de la Función Pública declaró inadmisible 
el recurso en su totalidad.

30 Véase la sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de febrero de 1989, Bossi/Comisión, 
346/87, Rec. p. 303, apartado 32. 

31 Véanse la sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 13 de julio de 1993, Moat/
Comisión, T-20/92, Rec. p. II-799, apartado 46 y auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 
de junio de 2005, Ross/Comisión, T-147/04, RecFP p. I-A-171 y II-771, apartado 48.

32 Véanse las sentencias del Tribunal de Primera Instancia de 5 de febrero de 01997, 
 Ibarra Gil/Comisión T-207/95m RecFP p. I-A-13 y II-31, apartado 88 y de 30 de septiembre 
de 2003, Martínez Valls/Parlamento, T-214/02, RecFP p. I-A-229 y II-1117, apartado 43.
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La sentencia en casación

En su recurso de casación, que dio lugar al asunto T-12/08 P, el intere-
sado instaba, además de la anulación del auto recurrido, la anulación de la 
decisión de la EMEA de 25 de octubre de 2006, en la medida en que dene-
gaba su petición de 8 de agosto de 2006 relativa a la constitución de una 
comisión de invalidez, así como la anulación de la decisión la EMEA que 
desestimó su demanda de indemnización de daños y perjuicios. La EMEA 
pedía la desestimación del recurso como manifiestamente infundado.

El recurrente alegaba violación del derecho comunitario por parte del 
Tribunal de la Función Pública. Según él, dicho órgano jurisdiccional co-
metió un error de derecho al considerar que el acto lesivo era la decisión de 
31 de marzo de 2006 y no la de 25 de octubre de 2006 y al haber infringido 
la normativa aplicable al personal contratado, concretamente el ar tícu lo 33, 
apartados 1 y 2, que regula el procedimiento a seguir en caso de invalidez 
de un miembro del personal.

En su sentencia, el Tribunal de Primera Instancia, aun confirmando la 
jurisprudencia según la que no cabe admitir un recurso de anulación inter-
puesto contra un acto que se limita a confirmar una decisión anterior que 
ha adquirido carácter definitivo, debiendo considerarse que un acto es me-
ramente confirmativo de una decisión anterior si no contiene ningún ele-
mento nuevo con respecto a aquélla y si no viene precedido de una reconsi-
deración de la situación del destinatario de dicha decisión33, observó que el 
carácter confirmativo o no de un acto no puede apreciarse únicamente por 
comparación de su contenido con el de la decisión anterior que supuesta-
mente confirma y que el carácter del acto impugnado debe también anali-
zarse en función de la naturaleza de la solicitud a la que responde34. En par-
ticular, si el acto constituye la respuesta a una solicitud en la que se invocan 
hechos nuevos y sustanciales y por la que se pide a la Administración que 
reconsidere la decisión anterior, este acto no puede ser meramente confir-
mativo, en la medida en que se pronuncia sobre tales hechos y contiene, por 
ello, un elemento nuevo con respecto a la decisión anterior.

33 Véanse, en este sentido, la sentencia del Tribunal de Justicia de 9 de marzo de 1978, 
Herpels/Comisión, 54/77, Rec. p. 585, apartado 14 y las sentencias del Tribunal de Primera 
Instancia de 3 de marzo de 1994, Cortés Jiménez y otros/Comisión, T-82/92, RecFP pp. I-A-
69 y II-237, apartado 14, y de 7 de febrero de 2001, Inpesca/Comisión, T-186/98, Rec. p. II-
557, apartado 44.

34 Sentencia del Tribunal de Justicia de 24 de noviembre de 1992, Buckl y otros/Comi-
sión, asuntos acumulados C-15/91 y C-108/91, Rec. p. I-6061, apartado 22 y sentencia del 
Tribunal de Primera Instancia de 22 de octubre de 1996, Salt Union/Comisión, T-330/94, Rec. 
p. II-1475, apartado 32.
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A este respecto, el Tribunal de Primera Instancia subrayó que, según ju-
risprudencia reiterada, la existencia de hechos nuevos y sustanciales puede 
justificar la presentación de una solicitud de reconsideración de una deci-
sión anterior que haya adquirido carácter definitivo35. Así, cuando una so-
licitud de reconsideración de una decisión que ha adquirido carácter defini-
tivo se basa en hechos nuevos y sustanciales, la institución de que se trate 
está obligada a efectuarla. Tras esta reconsideración, la institución deberá 
adoptar una nueva decisión, cuya legalidad puede, en su caso, impugnarse 
ante el Juez comunitario. Por el contrario, si la solicitud de reconsideración 
no se basa en hechos nuevos y sustanciales, la institución no está obligada a 
acceder a ella.

Según la jurisprudencia, un hecho posterior a la adopción de la decisión 
cuya revisión se pide constituye, en todo caso, un hecho nuevo. Pero para 
que el hecho tenga carácter «sustancial» ha de poder modificar de forma 
importante la situación del demandante que constituyó el fundamento de la 
solicitud inicial que dio lugar a la decisión anterior ya definitiva36.

En lo que respecta a la legislación aplicable, el Tribunal de Primera Ins-
tancia comprobó que el ar tícu lo 33 de la normativa aplicable al personal 
contratado reconoce el derecho de un empleado a percibir una pensión de in-
validez si se halla imposibilitado de seguir trabajando, siempre que una co-
misión, constituida a estos efectos, dictamine que se halla aquejado de una 
invalidez total. Para que ese derecho del empleado, que sólo se reconoce al 
término de un procedimiento de invalidez, resulte efectivo, debe reconocér-
sele necesariamente el derecho a instar la apertura de dicho procedimiento 
cuando se halla imposibilitado de continuar trabajando a causa de su grado 
de invalidez37. El Tribunal de Primera Instancia añadió, a este respecto, que 
el derecho a pedir que se inicie el procedimiento de invalidez reviste, tratán-
dose de un agente temporal, una importancia particular ya que corre el riesgo 
de que su contrato finalice en virtud del ar tícu lo 47, b), i), e ii), y c), i), de la 
normativa aplicable al personal contratado, mientras se halla de baja por en-
fermedad.

35 Véanse, en particular, las sentencias del Tribunal de Justicia de 22 de marzo de 1961, 
SNUPAT/Alta Autoridad, asuntos acumulados 42/59 y 49/59, Rec. pp. 101 y ss., especial-
mente p. 146; de 15 de mayo de 1985, Esly/Comisión, 127/84, Rec. p. 1437, apartado 10; la 
sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 7 de febrero de 1991, Williams/Tribunal de 
Cuentas, T-58/89, Rec. p. II-77, apartado 24, y el auto del Tribunal de Primera Instancia de 11 
de julio de 1997, Chauvin/Comisión, T-16/97, RecFP pp. I-A-237 y II-681, apartado 37.

36 Véase, en este sentido, la sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de noviembre de 
1986, Becker/Comisión, 232/85, Rec. p. 3401, apartado 11.

37 Véase, por analogía, la sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 26 de noviem-
bre de 2008, OAMI/López Teruel, T-284/07 P, pendiente de publicación en la Recopilación, 
apartado 66.
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Por tanto, en la medida en que la Administración no es competente para 
proceder a apreciaciones de carácter médico, y que sólo puede desestimar 
una petición de que se nombre una comisión de invalidez en el supuesto de 
que disponga de elementos objetivos y concordantes indicando que no con-
curren las condiciones de fondo exigidas por el ar tícu lo 33 de la normativa 
aplicable al personal contratado, no puede excluirse que determinados he-
chos nuevos sean susceptibles, incluso si no demuestran que el estado de 
salud del interesado ha variado, de modificar de manera sustancial las con-
diciones en las que se adoptó la decisión anterior de la EMEA y, por tanto, 
de ser calificados como hechos nuevos y sustanciales que exijan la revisión 
de dicha decisión.

A continuación, el Tribunal de Primera Instancia examinó si la petición 
del 8 de agosto de 2006 se fundaba en hechos nuevos y sustanciales en el 
sentido de la jurisprudencia.

A este respecto apreció que constituye un hecho nuevo y sustancial la 
prolongación de la baja por enfermedad del interesado durante un período 
de duración considerable con posterioridad a la desestimación de su pri-
mera petición de nombramiento de una comisión de invalidez, incluso si la 
baja se debe a la misma enfermedad que ya sufría cuando se desestimó di-
cha petición. En efecto, tal prolongación de la baja por enfermedad consti-
tuye, sin lugar a dudas, un indicio susceptible de sembrar la duda sobre sus 
perspectivas de reincorporación al puesto de trabajo y de poner en cuestión 
la negativa a convocar una comisión de invalidez.

El Tribunal de Primera Instancia consideró que, al no haber tenido en 
cuenta que el informe médico del 31 de julio de 2006, anexo a la petición 
del 8 de agosto de 2006, contenía, además de la comprobación de que el in-
teresado se hallaba en la imposibilidad de trabajar debido a la enfermedad 
ya conocida, apreciaciones de carácter médico sobre sus posibilidades de 
reincorporarse al trabajo en el futuro, el auto del Tribunal de la Función Pú-
blica, que declaró inadmisible el recurso en la medida en que instaba la anu-
lación de la decisión de 25 de octubre de 2006 por la que se desestimaba la 
petición de 8 de agosto de 2006, había incurrido en un error de derecho, ra-
zón por la que procedía anularlo.

No fue ese, sin embargo, el único error de derecho en que incurrió el 
Tribunal de la Función Pública en dicho auto. El Tribunal de Primera Ins-
tancia entendió que procedía la anulación de este último por dos motivos 
suplementarios.

El primero era que había hecho una lectura equivocada de la demanda y 
se había confundido sobre el objeto del litigio. En efecto, en la demanda, el 
recurrente sólo instaba la anulación de la decisión de 25 de octubre de 2006 
de desestimación de su petición relativa a la constitución de una comisión 
de invalidez, mientras que el Tribunal de la Función Pública había decla-
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rado inadmisible la demanda en la medida en la que pedía la anulación de 
dicha decisión, desestimatoria de la reclamación del 3 de julio de 2006, por 
la que atacó la decisión de 31 de marzo de 2006. De esta manera, el Tribu-
nal de la Función Pública había declarado inadmisibles pretensiones no in-
cluidas en el litigio que se le había sometido.

El segundo era que el Tribunal de la Función Pública habría debido pro-
nunciarse sobre las pretensiones indemnizatorias que figuraban en el re-
curso, por las que el interesado pedía la indemnización de los presuntos da-
ños causados por la desestimación, en la decisión de 25 de octubre de 2006, 
de su petición de 8 de agosto de 2006 de que se convocara una comisión de 
invalidez.

Una vez anulado el auto recurrido, el Tribunal de Primera Instancia 
consideró que el estado en el que se hallaba el litigio le permitía resolverlo, 
sin necesidad de devolver el asunto al Tribunal de la Función Pública.

En lo que se refiere a la pretensión de anulación de la decisión de 25 de 
octubre de 2006, por la que fue desestimada la petición de nombramiento 
de una comisión de invalidez, que había sido declarada inadmisible por el 
Tribunal de la Función Pública, el Tribunal de Primera Instancia decidió ad-
mitirla, al entender que el informe médico de 31 de julio de 2006, que ade-
más de confirmar la incapacidad laboral del interesado, indicaba que esa 
incapacidad era susceptible de durar por un período indeterminado y que 
se preveía que quedaría afectado por una invalidez permanente parcial im-
portante, constituía un hecho nuevo y sustancial que obligaba a la EMEA a 
reexa minar su decisión denegatoria de 31 de marzo de 2006.

De entre los tres motivos que el interesado alegaba para instar la anula-
ción de dicha decisión, a saber la violación de la obligación de motivación, 
la violación de los ar tícu los 31, párrafo primero, y 33, apartados 1 y 2, de la 
normativa aplicable al personal contratado, además de un error manifiesto 
de apreciación, y la violación del ar tícu lo 8 del Convenio para la protección 
de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales, el Tribunal de 
Primera Instancia se limitó a examinar el segundo, declarándolo fundado y 
anulando la decisión de la EMEA de 25 de octubre de 2006.

Por lo que respecta a las pretensiones indemnizatorias, el Tribunal 
de Primera Instancia las declaró igualmente admisibles y las examinó en 
cuanto al fondo.

A este respecto, consideró que constaba la ilegalidad del comporta-
miento de la EMEA en la medida en que había denegado la nueva solicitud 
presentada por el interesado el 8 de agosto de 2006 de que se nombrara una 
comisión de invalidez.

En cuento al daño material, el Tribunal de Primera Instancia indicó que 
la demanda ante el Tribunal de la Función Pública carecía de elementos que 
permitieran identificarlo, determinar si era real, y si existía un vínculo de 

42 Cuadernos Europeos.indd   19042 Cuadernos Europeos.indd   190 5/3/10   11:20:575/3/10   11:20:57



Crónica de la jurisprudencia reciente del Tribunal de Justicia de la UE Agnes Ysebaert y M.ª Isabel Rofes i Pujol

Cuadernos Europeos de Deusto
ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs. 171-196 191

causalidad con la ilegalidad cometida por la EMEA. En todo caso, el per-
juicio material sólo podía referirse a la pensión de invalidez que aspiraba a 
percibir. Dado que se anulaba la decisión denegatoria del nombramiento de 
una comisión de invalidez, la EMEA estaba obligada a reexaminar su deci-
sión, a nombrar esa comisión y, si ésta llegara a la conclusión de que el in-
teresado tenía una invalidez total en el sentido del articulo 33 de la norma-
tiva aplicable al personal contratado, a concederle una pensión de invalidez. 
Por tanto, el Tribunal de Primera Instancia desestimó la solicitud de indem-
nización del prejuicio material por ser prematura.

En cambio, el Tribunal de Primera Instancia consideró que el interesado 
había sido víctima de un perjuicio moral que no podía ser reparado en su to-
talidad mediante la anulación del acto recurrido ya que cuando la EMEA 
cometió la ilegalidad, denegando la petición del interesado de 8 de agosto 
de 2006 de revisar su decisión de 31 de marzo de 2006, el contrato de este 
último estaba a punto de terminar, él estaba en situación de baja por enfer-
medad y le resultaba imposible trabajar y, por tanto, encontrar otro empleo. 
El Tribunal de Primera Instancia concluyó que tal ilegalidad había sumido 
al interesado en un estado de inquietud y de incertidumbre en cuanto a sus 
perspectivas financieras, ocasionándole, en consecuencia, un perjuicio moral 
real y condenó a la EMEA a abonarle 3000 euros en concepto de reparación.

La decisión de reexaminar la sentencia dictada en casación

El Tribunal de Primera Instancia dictó sentencia en el asunto T-12/08 P 
el 6 de mayo de 2009 y el primer Abogado General, Sra. Sharpston, pro-
puso al Tribunal de Justicia que la reexaminara. El 24 de junio de 2009, la 
Sala especial competente para decidir sobre las propuestas de reexamen de-
cidió que procedía reexaminar dicha sentencia.

El reexamen se limitó a la parte de la sentencia que condenó a la EMEA 
a pagar al interesado 3000 euros en concepto de indemnización del daño 
moral. De esta manera, el objeto del reexamen no alcanzó a la anulación 
misma de la decisión recurrida ni a la desestimación del recurso de casación 
en todo lo demás.

La decisión de reexaminar se fundó en el hecho de que como conse-
cuencia de la excepción de inadmisibilidad propuesta por la EMEA ante el 
Tribunal de la Función Pública, el debate en primera instancia se circunscri-
bió a la admisibilidad del recurso. En esas circunstancias, las pretensiones 
indemnizatorias dirigidas a obtener la reparación del daño moral no fueron 
objeto de ningún debate contradictorio escrito ni oral sobre el fondo ante el 
Tribunal de la Función Pública. Tampoco fueron objeto de una apreciación 
ni de una decisión en cuanto al fondo de dicho órgano jurisdiccional.
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Además, de los escritos presentados por las partes en el procedimiento 
de casación ante el Tribunal de Primera Instancia tampoco se desprendía 
que dichas pretensiones hubieran sido el centro de un debate contradicto-
rio escrito en cuanto al fondo antes de que, al pronunciarse sobre el funda-
mento de la petición de indemnización por el daño moral presentada por 
el Sr. M, dicho órgano jurisdiccional decidiera conceder a este último, con 
cargo a la EMEA, una indemnización de 3.000 euros en concepto de repa-
ración del daño. Tampoco el acta de la vista, celebrada el 23 de enero de 
2009, ni la sentencia de 6 de mayo de 2009 incluían indicación alguna en el 
sentido de que se hubiera debatido el fundamento de dicha petición, en par-
ticular el alcance preciso del derecho del Sr. M a una indemnización por da-
ños morales.

El Tribunal de Justicia señaló que ante el riesgo grave de que se vulne-
rara la unidad o la coherencia del derecho comunitario en la medida en que 
la sentencia de 6 de mayo de 2009 se pronunció, en cuanto al fondo, sobre 
la pretensión de indemnización del daño moral alegado por el Sr. M cuando 
no había habido debate contradictorio escrito ni oral sobre el fondo ante 
el Tribunal de la Función Pública ni ante el Tribunal de Primera Instancia, 
procedía reexaminar dicha sentencia.

A continuación, puntualizó que había que examinar qué debe enten-
derse por «litigio cuyo estado permite su resolución definitiva», en el sen-
tido de los ar tícu los 61 del Estatuto del Tribunal de Justicia y 13, apartado 
1, del anexo a dicho Estatuto, cuando el demandado solicita al Tribunal de 
la Función Pública que se pronuncie sobre una excepción de inadmisibili-
dad sin examinar las cuestiones sobre el fondo y dicho órgano de casación 
anula el auto dictado en primera instancia que estimó la excepción de inad-
misibilidad.

El Tribunal de Justicia consideró que procedía examinar igualmente si 
el hecho de que, tras haber anulado dicho auto y declarado admisible el re-
curso, el órgano jurisdiccional de casación se pronuncie en cuanto al fondo 
sobre una pretensión de indemnización del daño moral alegado por el de-
mandante, sin que haya tenido lugar ningún debate contradictorio escrito 
ni oral al respecto en primera instancia ni en casación, constituye o no una 
vulneración de las exigencias derivadas del derecho a un juicio justo, en 
particular de la relativa al derecho de defensa.

Por último, el Tribunal de Justicia se propuso, para el caso de que hu-
biera que declarar que la sentencia de 6 de mayo de 2009 infringía los ar-
tícu los 61 del Estatuto y 13, apartado 1, del anexo a dicho Estatuto y/o vul-
neraba las exigencias derivadas del derecho a un juicio justo, en particular 
la relativa al respeto del derecho de defensa, examinar si dicha sentencia 
vulneraba la unidad o la coherencia del derecho comunitario, y, en su caso, 
en qué medida.
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La sentencia de reexamen del Tribunal de Justicia

La respuesta a estos tres interrogantes se halla en la sentencia de 17 de 
diciembre de 2009, pronunciada por la Sala Tercera del Tribunal de Justicia.

Presentaron observaciones escritas en este procedimiento de reexamen, 
además del Sr. M. y de la EMEA, el gobierno italiano, el gobierno polaco, 
el Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión y la Comisión.

En los apartados dedicados a definir el concepto de «litigio cuyo es-
tado permite su resolución definitiva», el Tribunal de Justicia recordó su ju-
risprudencia constante según la que, en principio, el estado de un litigio no 
permite resolver sobre el fondo del recurso interpuesto ante el Tribunal de 
Primera Instancia cuando éste declaró el recurso inadmisible estimando una 
excepción de inadmisibilidad sin unir ésta al examen del fondo38.

No obstante, se desprende también de la jurisprudencia que, bajo deter-
minadas condiciones, es posible resolver sobre el fondo de un recurso aun-
que el procedimiento en primera instancia se haya limitado a una excepción 
de inadmisibilidad que ha sido acogida. Sería el caso, por ejemplo, cuando 
la anulación de la sentencia o del auto recurridos lleva aparejada una cierta 
solución en cuanto al fondo del recurso39, o cuando el examen del fondo de 
la pretensión de anulación se basa en los debates de las partes en el marco 
del recurso de casación en relación con el razonamiento del juez de primera 
instancia40.

El Tribunal de Justicia apreció, sin embargo, que en el procedimiento 
que dio lugar a la sentencia objeto de reexamen no concurrían tales con-
diciones ya que el derecho al pago de una indemnización por daños no se 
desprende directamente de la ilegalidad del auto recurrido ni tampoco de 
la ilegalidad del acto objeto de la reclamación administrativa. Además, la 
cuestión de si las pretensiones de indemnización eran fundadas ni se debatió 
ante el Tribunal de la Función Pública ni fue apreciada por éste en su auto, 
al haberse limitado a pronunciarse sobre la excepción de inadmisibilidad.

38 Véanse las sentencias de 16 de junio de 1994, SFEI y otros/Comisión, C-39/93 P, Rec. 
p. I-2681, apartado 38; de 10 de enero de 2002, Plant y otros/Comisión y South Wales Small 
Mines, C-480/99 P, Rec. p. I-265, apartado 57; de 15 de mayo de 2003, Pitsiorlas/Consejo y 
BCE, C-193/01 P, Rec. p. I-4837, apartado 32; de 18 de enero de 2007, PKK y KNK/Con-
sejo, C-229/05 P, Rec. p. I-439, apartados 91 y 123; de 17 de julio de 2008, Athinaïki Tech-
niki/Comisión, C-521/06 P, Rec. p. I-5829, apartado 66, y de 9 de julio de 2009, 3F/Comi-
sión, C-319/07 P, pendiente de publicación en la Recopilación, apartado 98).

39 Sentencia de 25 de mayo de 2000, Ca̓ Pasta/Comisión, C-359/98 P, Rec. p. I-3977, 
apartados 32 a 36 y 39. 

40 Sentencias de 11 de enero de 2001, Gevaert/Comisión, C-389/98 P, Rec. p. I-65, apar-
tados 27-30, 34, 35 y 52 a 58, y Martínez del Peral Cagigal/Comisión, C-459/98 P, Rec. 
p. I-135, apartados 29, 34 y 48 a 54).
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La conclusión a la que llegó en este capítulo fue que el Tribunal de Pri-
mera Instancia se había separado de la jurisprudencia del Tribunal de Jus-
ticia a la hora de interpretar si el litigio se hallaba en un estado que le per-
mitía pronunciarse sobre el fondo. Aún reconociendo que la redacción del 
ar tícu lo 13, apartado 1, del anexo del Estatuto, que regula las decisiones 
del Tribunal de Primera Instancia que acogen el recurso de casación, no 
es idéntica a la del ar tícu lo 61, párrafo primero, del Estatuto, que regula el 
mismo supuesto cuando la casación es ante el Tribunal de Justicia, éste con-
sideró que el concepto de «litigio cuyo estado permite su resolución defini-
tiva» debe recibir la misma interpretación con independencia de cual sea el 
órgano jurisdiccional que conozca del recurso.

Por tanto, al haber interpretado erróneamente dicho concepto, el Tri-
bunal de Primera Instancia había infringido el ar tícu lo 13, apartado 1, del 
anexo del Estatuto estimando que en ese caso concreto, estaba en condicio-
nes de pronunciarse sobre el fondo en lo que se refiere a las pretensiones re-
lativas a la indemnización del daño moral alegado por el interesado.

El Tribunal de Justicia pasó, a continuación, a examinar si el Tribunal 
de Primera Instancia había vulnerado las exigencias que conlleva el derecho 
a un juicio justo, en especial la que se refiere al respeto del derecho de de-
fensa el cual, según la jurisprudencia, ocupa un lugar destacado en la orga-
nización y el desarrollo de un juicio justo41 e incluye el principio de contra-
dicción42. El principio de contradicción se aplica a cualquier procedimiento 
que pueda desembocar en una decisión de una institución comunitaria que 
afecte de manera sensible a los intereses de una persona43.

Siempre según la jurisprudencia, el principio de contradicción implica 
por regla general el derecho de las partes procesales de obtener comunica-
ción de las pruebas y alegaciones presentadas ante el juez y de discutirlas44 
y no se opone sólo a que el juez comunitario base su decisión en hechos o 
en documentos de los que las partes, o una de ellas, no han podido tener co-
nocimiento y sobre los cuales no han podido formular observaciones. Im-
plica también, con carácter general, el derecho de las partes a conocer y a 

41 Véanse las sentencias de 21 de septiembre de 2000, Mediocurso/Comisión, C-462/98 P, 
Rec. p. I-7183, apartado 36; de 8 de mayo de 2008, Weiss und Partner, C-14/07, Rec. 
p. I-3367, apartado 47, y de 2 de abril de 2009, Gambazzi, C-394/07, pendiente de publica-
ción en la Recopilación, apartado 28.

42 Véanse, en particular, las sentencias de 10 de julio de 2008, Bertelsmann y Sony Cor-
poration of America/Impala, C-413/06 P, Rec. p. I-4951, apartado 61, y de 2 de diciembre 
de 2009, Comisión/Irlanda y otros, C-89/08 P, pendiente de publicación en la Recopilación, 
apartado 50.

43 Véase la sentencia de 10 de julio de 2001, Ismeri Europa/Tribunal de Cuentas, 
C-315/99 P, Rec. p. I-5281, apartado 28.

44 Sentencia de 14 de febrero de 2008, Varec, C-450/06, Rec. p. I-581, apartado 47.
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discutir los elementos examinados de oficio por el juez, sobre los cuales 
tiene intención de fundamentar su decisión45.

El Tribunal de Justicia comprobó, en primer lugar, si, ante los órganos 
jurisdiccionales comunitarios, la EMEA había tenido la posibilidad de ha-
cer valer su punto de vista relativo a la cuestión de si las pretensiones in-
demnizatorias del Sr. M. eran fundadas. A este respecto, observó que, ante 
el Tribunal de la Función Pública, el debate se limitó a la admisibilidad de 
la demanda y que, ante el Tribunal de Primera Instancia, la cuestión no se 
discutió ni en los escritos ni durante la vista. Por tanto, este último no sólo 
procedió a una sustitución de los motivos, sino que, al condenar a la EMEA 
a indemnizar al demandante, cambió el resultado del recurso, en perjuicio 
de la parte recurrida.

El Tribunal de Justicia comprobó, en segundo lugar, que, vista la ratio 
de las normas sobre la excepción de inadmisibilidad, no podía considerarse 
que la EMEA hubiera renunciado libremente a presentar alegaciones sobre 
las pretensiones indemnizatorias.

En tercer lugar, el Tribunal de Justicia apreció, a la vista del análisis 
efectuado por el Tribunal de Primera Instancia relativo al daño moral, que 
no cabía excluir que la decisión final resultara diferente si la EMEA hubiera 
podido defender su posición y que, por tanto, el respeto del principio de 
contradicción habría podido influir en el resultado de la sentencia de 6 de 
mayo de 2009.

Por último, el Tribunal de Justicia recordó que el juez comunitario no 
puede fundamentar su decisión en un motivo de derecho examinado de ofi-
cio, aunque sea de orden público, sin haber instado previamente a las partes 
a formular sus observaciones sobre ese motivo.

Concluyó, en consecuencia, que, al no permitir que la EMEA expresara 
eficazmente su opinión sobre el fundamento de las pretensiones indemniza-
torias, el Tribunal de Primera Instancia había vulnerado el principio de con-
tradicción derivado de los requisitos vinculados al derecho a un juicio justo.

Varias fueron las razones que llevaron al Tribunal de Justicia a declarar 
que la sentencia de 6 de mayo de 2009 vulnera la unidad y la coherencia del 
derecho comunitario.

La primera es que dicha sentencia es la primera en la que el Tribunal de 
Primera Instancia ha declarado fundado un recurso de casación contra un 
auto del Tribunal de la Función Pública que había estimado una excepción 
de inadmisibilidad sin examinar el fondo del asunto, pudiendo constituir un 
precedente para el futuro.

45 Sentencia de 2 de diciembre de 2009, Comisión/Irlanda y otros, C-89/08 P, pendiente 
de publicación en la Recopilación, apartados 50, 52, 55 y 56.
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La segunda es que el Tribunal de Primera Instancia se apartó de la juris-
prudencia reiterada del Tribunal de Justicia en lo que respecta al concepto 
de litigio cuyo estado permite su resolución definitiva.

La tercera es que los errores en los que incurrió el órgano jurisdiccional 
de casación afectan a normas de procedimiento que no se limitan al ámbito 
del derecho de la función pública sino que se aplican con independencia de 
la materia.

La cuarta es que las normas que infringió el Tribunal de Primera Instan-
cia ocupan un lugar relevante en el ordenamiento jurídico comunitario ya 
que el Estatuto del Tribunal de Justicia y su anexo forman parte del derecho 
primario.

Las consecuencias que esa declaración llevó aparejadas en ese caso fue-
ron dobles. Por una parte, la anulación de la sentencia del Tribunal de Pri-
mera Instancia, de 6 de mayo de 2009, en la medida en que condenó a la 
EMEA a pagar una indemnización de 3000 euros y las costas del procedi-
miento ante el Tribunal de la Función Pública y ante el órgano jurisdiccio-
nal de casación. Por otra parte, la devolución del asunto al, ahora ya, Tribu-
nal General de la Unión Europea, en lo que respecta a las pretensiones sobre 
la indemnización del daño moral supuestamente sufrido por el interesado, 
con el fin de permitir a la EMEA presentar sus alegaciones al respecto. En 
el apartado de las costas, el Tribunal de Justicia condenó a quienes intervi-
nieron en el procedimiento de reexamen a pagar cada uno las suyas.

Merece la pena destacar que esta sentencia de reexamen, de la que no 
salen bien parados ni el Tribunal de la Función Pública ni el Tribunal de 
Primera Instancia, es la primera que se ha dictado en los cuatro años largos 
de funcionamiento del sistema. Sería de desear que la próxima tardara en 
dictarse, por lo menos, otro tanto. En todo caso, si bien ha quedado demos-
trado con creces que la existencia de la posibilidad de reexaminar por parte 
del Tribunal de Justicia es imprescindible para asegurar la unidad y la cohe-
rencia en la interpretación del derecho comunitario, la credibilidad en el fu-
turo de los órganos jurisdiccionales de la Unión dependerá, en gran medida, 
de que el número de sentencias de reexamen sea muy reducido.
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III.6. Competencia - ayudas de estado: nueva sentencia sobre las vacacio-
nes fiscales vascas.

Introducción

La entrada en vigor del Tratado de Lisboa ha sido, sin duda, el aconte-
cimiento clave de la UE en el segundo semestre de 2009. Tras ocho años 
de debate institucional, Europa lo recibió con una mezcla de alivio y desá-
nimo. Alivio por haber ratificado por fin el Tratado y por la introducción de 
las importantes innovaciones en materia institucional previstas. Y desánimo 
por las numerosas dificultades que han debido superarse, porque la aproba-
ción del Tratado parece haberse realizado sin el consentimiento explícito 
de los europeos, puesto que los Estados han renunciado a convocar consul-
tas ciudadanas, y porque el resultado conseguido es un texto complejo, pla-
gado de cautelas y concesiones que garantizan que no invade la soberanía 
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de los Estados. En el camino han quedado los objetivos de simplificación 
y transparencia que los promotores de la reforma prometieron en diciembre 
de 2001.

The coming into force of the Lisbon Treaty was, undoubtedly, the most 
important event happening in the EU during the second six months of 
2009. After eight years of institutional debate, Europe received it with a 
mix of reject and dullness. Reject because of having finally fully ratified 
the Treaty and introducing the relevant changes in the institutional field 
as foreseen. And dullness because of the multiple obstacles that must have 
been overcome, because its ratification seems to have been fulfilled with-
out the explicit consent of European people, as member States renounced 
to convoke referendums, and because the final result is a complex text, full 
of cautions and concessions to guarantee that it does not threaten national 
sovereignties. The objectives promised in December 2001 by the promoters 
of the reform, towards simplification and transparency. seem to have been 
forgotten.

I. El estado de la integración

I.1. Tratado de Lisboa: entrada en vigor en diciembre

La ratificación del Tratado de Lisboa se completó a lo largo del segundo 
semestre de 2009, haciendo posible su entrada en vigor el 1 de diciembre. 
Este mismo día, la capital portuguesa organizó una solemne ceremonia para 
celebrar el «estreno» del Tratado.

El encuentro contó con la asistencia de los máximos representantes de 
las instituciones comunitarias: el presidente de la Comisión, Jose Manuel 
Durao Barroso, el presidente de turno del Consejo de Ministros, el primer 
ministro sueco Fredrik Reinfeldt, y el presidente del Parlamento Europeo, 
Jerzy Buzek. Y también, iniciando su mandato como presidente estable del 
Consejo Europeo, Herman Van Rompuy.

Los discursos protocolarios incidieron, inevitablemente, en el gran paso 
que los Veintisiete daban con la entrada en vigor del nuevo Tratado, califi-
cándolo de un nuevo hito en la construcción europea, y de «comienzo de 
una nueva era».

Sin embargo, la sensación dominante en todas las capitales europeas 
fue el alivio por haber completado finalmente la reforma institucional que 
ya se comenzó a debatir en 2002 con la convocatoria de la Convención para 
la elaboración de la Constitución Europea. En el camino la UE ha sido tes-
tigo de tres rechazos en referéndum (Francia y Holanda en 2005, e Irlanda 
en 2008), y ha debido renunciar a su ambición política y simbólica de una 
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primera Carta Magna europea. Tampoco ha conseguido reducir el tamaño 
de la Comisión (seguirá contando con un comisario por Estado miembro) 
y el nuevo sistema de votación cualificada del Consejo de Ministros, más 
proporcional a la población de cada Estado, no entrará en vigor plenamente 
hasta 2017.

«No es la Constitución que esperábamos, pero contiene fundamentales 
innovaciones, y nos permite salir de ocho años de limbo», resumía uno de 
los vicepresidentes del Parlamento Europeo, el socialista italiano Gianni 
Pitella, la víspera de la entrada en vigor del Tratado. En todo caso, tam-
bién es cierto que, según reconocen numerosos juristas europeos, el nuevo 
Tratado recoge finalmente hasta un 95% del contenido de la fallida Cons-
titución.

La UE superaba un auténtico «maratón de obstáculos», tal como cali-
ficó Barroso la ratificación del Tratado, y se dotaba de un instrumento con 
el que pretende mejorar su eficacia en la toma de decisiones, aumentar la 
democracia interna y ganar peso en el mundo.

Los últimos países en dar su aprobación al Tratado en 2009 fueron Ale-
mania, Irlanda, Polonia y República Checa.

ALEMANIA: RECURSO ANTE EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El 10 de febrero, el Tribunal constitucional inició el análisis de la de-
manda presentada por un diputado del grupo democristiano del Parlamento 
federal contra el Tratado, justificada por el hecho de que si el Tratado de 
Lisboa entraba en vigor, Alemania dejaría de ser un país soberano, el Parla-
mento Federal se vería privado de su poder, y el propio Tribunal Constitu-
cional germano se vería obligado a transferir gran parte de su competencia 
al Tribunal de Justicia de Luxemburgo.

El 1 de julio, el Tribunal Constitucional dictaminó que el Tratado de 
Lisboa es compatible con la Ley Fundamental alemana aunque dejó parali-
zado el proceso de ratificación hasta que se aprobara, legalmente, el refor-
zamiento de las atribuciones decisorias de las dos Cámaras parlamentarias 
nacionales en las cuestiones europeas, para evitar que, en su caso, el Tra-
tado de Lisboa menoscabe la soberanía nacional.

«Las herramientas de ratificación de la República Federal Alemana no 
pueden ser adoptadas mientras se carezca de suficiente base legal que ga-
rantice la participación parlamentaria», señalaba la sentencia.

De esta manera, los jueces obligaban al Parlamento germano a traba-
jar aceleradamente en la reforma de la ley complementaria que acompaña al 
Tratado de Lisboa y que regula la participación parlamentaria en el dictado 
de normas europeas. En el futuro, el gobierno alemán deberá consultar a la 
Asamblea Federal sobre cualquier nueva cesión de competencias a Bruse-
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las. En septiembre, las dos Cámaras del Parlamento alemán, el Bundestag y 
el Bundesrat, aprobaron la reforma.

IRLANDA: NUEVO REFERÉNDUM SOBRE EL TRATADO DE LISBOA

Tras el rechazo al Tratado de Reforma de los Tratados constitutivos 
que resultó del referéndum celebrado el 12 de junio de 2008, los irlandeses 
volvieron a ser convocados a las urnas el 2 de octubre de 2009. El gobierno 
irlandés había reclamado garantías sobre el mantenimiento de su sobera-
nía en materia fiscal, en su neutralidad militar y respecto al aborto. Según 
opiniones expertas en legislación europea, el protocolo no necesitará una 
nueva ratificación ya que las materias que contempla no son materia del 
Tratado. La exigencia de Dublín se debía a que «el ciudadano estaba con-
fundido al respecto y necesitaba clarificaciones». El Consejo Europeo de 
junio acordó incluir estas cuestiones en un anexo legal del Tratado, que se 
incorporaría al ordenamiento jurídico comunitario con ocasión del próximo 
Tratado comunitario, que bien podría ser el Tratado de Adhesión de Cro-
acia e Islandia.

En esta segunda consulta, el voto favorable superó todas las expectati-
vas, ya que alcanzó el 67,1% en el conjunto del país, y la alta participación, 
del 58%, cinco puntos por encima de la registrada en 2008, legitimó espe-
cialmente la victoria del sí. El vuelco en el resultado fue interpretado por 
muchos analistas como el triunfo del voto del pragmatismo en la actual co-
yuntura de crisis. La Economía irlandesa está muy vinculada a la Unión Eu-
ropea, y los irlandeses cedieron al temor de provocar una nueva crisis de 
credibilidad en la construcción europea de la que ellos mismos serían sus 
principales víctimas. No en vano, grandes multinacionales norteamerica-
nas implantadas en la isla se habían sumado de manera activa a la campaña 
a favor del sí al Tratado, evidenciando así que un factor clave de su interés 
por Irlanda es su pertenencia a la UE y el acceso que Irlanda les permite al 
Mercado Único europeo.

El primer ministro irlandés, Brian Cowen, se mostró triunfal en su valo-
ración del resultado y señaló que los irlandeses «habían hecho lo adecuado 
para nuestro futuro». «El futuro de Irlanda está en Europa, somos mejores 
si estamos juntos», señaló.

POLONIA: RATIFICACIÓN DEL PRESIDENTE

A pesar de que en Polonia. el Parlamento aprobó el Tratado en abril de 
2008, el presidente del país, Lech Kaczynski, no quiso ratificarlo hasta co-
nocer el resultado de la nueva votación irlandesa. El 10 de octubre cumplió 
finalmente con este último trámite.
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REPÚBLICA CHECA: RECURSO ANTE EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y 
EXCEPCIÓN EN LA CARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Tras la ratificación del Tratado de Lisboa en la República Checa (el 18 
de febrero en la Cámara baja del Parlamento y el 6 de mayo en el Senado), 
el euroescéptico Jefe del Estado Václav Klaus declaró, como el presidente 
polaco, su intención de no firmar el Tratado hasta la celebración del se-
gundo referéndum irlandés.

Sin embargo, y a pesar del apoyo recibido por Irlanda en octubre, el 
Tratado de Lisboa aún tuvo que superar nuevos obstáculos en la República 
Checa. El Tribunal Constitucional checo desestimó el 3 de noviembre el re-
curso presentado por un grupo de senadores conservadores antieuropeos 
sobre la eventual incompatibilidad del Tratado con la Carta Magna checa, 
como ya hizo en noviembre de 2008 ante un recurso similar planteado so-
bre ciertos aspectos del Tratado.

En paralelo a este procedimiento judicial, el presidente checo Klaus 
protagonizó su particular escenificación de resistencia al Tratado, con la 
exigencia a sus socios de una derogación de la aplicación en su país de la 
Carta Europea de Derechos Fundamentales, a fin de evitar posibles reivin-
dicaciones territoriales de las minorías alemanas expulsadas de la región 
checoslovaca de los Sudetes tras la segunda Guerra Mundial bajo la acusa-
ción de colaboración colectiva con el nazismo. El checo pedía una excep-
ción como las conseguidas por Reino Unido en materia de Derecho laboral 
y por Polonia en materia de Derecho de familia y aborto.

Tras la aceptación de esta concesión y tras la decisión del Tribunal Cons-
titucional, Klaus firmó el Tratado el mismo día de la sentencia, el 3 de no-
viembre. Zanjaba también la polémica iniciada por David Cameron, líder de 
los conservadores británicos, quien en octubre animó al euroescéptico checo 
a retrasar la firma del Tratado con el fin de organizar un referéndum en el 
Reino Unido si finalmente su partido llegara al poder en primavera de 2010 
y el Tratado no hubiera sido ratificado por todos los Estados miembros.

I.2. La Presidencia española de la UE: primer semestre 2010

En 2010 España ha asumido la presidencia semestral de la Unión Eu-
ropea. En esta recién estrenada responsabilidad, le corresponde al gobierno 
español supervisar la aplicación del Tratado de Lisboa, y también el lide-
razgo de las iniciativas comunitarias encaminadas a consolidar la todavía 
frágil recuperación económica y a combatir el desempleo. España recoge 
el testigo del gobierno sueco, que ha dejado una alta imagen de eficiencia y 
pragmatismo en su presidencia del segundo semestre de 2009.
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En palabras del ministro de Exteriores, Miguel Angel Moratinos, esta 
cuarta presidencia española es una «presidencia de transición», entre el Tra-
tado de Niza y el de Lisboa, que llega, además, en «un contexto económico 
difícil». Los nuevos líderes comunitarios, Herman van Rompuy y Catherine 
Ashton, restarán cierto protagonismo al gobierno español, ya que ni Rodrí-
guez Zapatero presidirá los Consejos Europeos celebrados en el semestre ni 
Moratinos presidirá los Consejos de Ministros de Exteriores. En cualquier 
caso, el ministro español prometió «coordinación» y «complementariedad» 
con los nuevos dirigentes europeos.

Durante el primer semestre de 2010 la UE celebrará once cumbres in-
ternacionales: las dos multilaterales con América Latina y Caribe y la de «la 
Unión por el Mediterráneo», y las bilaterales con Estados Unidos, Rusia, 
Canadá, Chile, Egipto, Japón, Marruecos, México y Pakistán.

También es previsible la celebración de tres Consejos Europeos: una 
primera cumbre a principios de febrero para analizar la nueva Estrategia de 
Crecimiento con el horizonte de 2020, una segunda cumbre económica en 
primavera para aprobar definitivamente la Estrategia de Crecimiento, y el 
Consejo ordinario de junio, que deberá poner fin a la presidencia española.

Los cuatro grandes objetivos marcados por el gobierno de Zapatero son 
el desarrollo de una nueva política económica común con la que superar la 
recesión económica y volver a la senda del crecimiento, reforzar la presen-
cia y la influencia de la UE en la escena internacional, impulsar la ciudada-
nía europea con nuevos y más sólidos derechos y, por último, conseguir la 
plena y eficaz aplicación del Tratado de Lisboa.

I.3.  Ampliación: avances en las negociaciones de Croacia y solicitudes de 
adhesión de Albania, Serbia e Islandia

CROACIA: DESBLOQUEO DE LAS NEGOCIACIONES

El 11 de septiembre Croacia alcanzó un acuerdo con Eslovenia para 
desbloquear el conflicto bilateral sobre la titularidad de las aguas territoria-
les en el Adriático norte, debido al cual sus negociaciones de adhesión se 
encontraban bloqueadas desde diciembre de 2008. Eslovenia levantó así el 
veto que, por dicha disputa territorial, había planteado sobre la adhesión de 
Croacia.

Desde que se independizaran de la ex Yugoslavia en 1991, ambos países 
mantienen, en efecto, un litigio sobre la delimitación fronteriza marítima de 
la bahía de Pirán, y que se deriva del hecho de que no existían tales líneas 
fronterizas cuando eran repúblicas federadas. El asunto cobró tal dimensión 
que, en 2008, Eslovenia bloqueó las negociaciones.
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El comisario de Ampliación, Olli Rehn, planteó el pasado abril a los dos 
países el establecimiento de un tribunal arbitral, al que Zagreb y Liubliana 
someterían sus reivindicaciones, aunque con ciertas condiciones, como el re-
conocimiento previo del derecho de Eslovenia a un acceso pleno al Adriático.

Según el acuerdo alcanzado en septiembre, la delimitación fronteriza 
será tratada al margen de las negociaciones de Adhesión de Croacia a la UE 
y se resolverá mediante un arbitraje o ante un Tribunal internacional. Tras el 
acuerdo, la Comisión afirmó en su informe anual de Ampliación, publicado 
en octubre, que Croacia podría cerrar las negociaciones de su Adhesión en 
2010. Bruselas alerta, en todo caso, de que Zagreb deberá mejorar la lucha 
contra la corrupción y el crimen organizado, consolidar su sistema judicial 
e impulsar su cooperación con el Tribunal de crímenes de guerra para la ex 
Yugoslavia.

ISLANDIA: SOLICITUD DE ADHESIÓN

El 16 de julio, el Parlamento islandés autorizó al gobierno del país a 
iniciar los trámites para solicitar oficialmente la Adhesión a la Unión y, en 
apenas una semana, el 23 de julio, Reikiavik la formalizó a través de un es-
crito presentado a la presidencia sueca.

Islandia es miembro de la Asociación Europea de Libre Cambio (EFTA 
en su denominación inglesa), y desde hace 15 años es miembro del Espa-
cio Económico Europeo (EEE). Esta circunstancia significa que una parte 
sustancial de su normativa, relativa al Mercado Único, Competencia y Co-
mercio, está armonizada y adaptada a la legislación comunitaria, lo que sin 
duda facilitará el proceso integrador. Además, Islandia está integrada en el 
Espacio Schengen desde 1996.

Con motivo de la solicitud de integración en la UE, el ministro de ex-
teriores islandés, Össur Skarphedinsson, recordó que, en efecto, Islandia 
cumple plenamente los requisitos de 22 de los 35 capítulos en los que se es-
tructuran las negociaciones de Adhesión de nuevos Estados a la Unión, y 
que está en vigor el 75% del acervo legislativo comunitario. Sin embargo, 
los analistas no auguran unas negociaciones fáciles, destacando en particu-
lar el capítulo de la pesca, ya que la actual gestión de los recursos pesqueros 
en este país es incompatible con la Política Pesquera Común.

También de manera inmediata, el 27 de julio, los Ministros de Exte-
riores de los Veintisiete dieron un nuevo paso para la candidatura islan-
desa, solicitando a la Comisión el preceptivo informe de valoración sobre 
las condiciones de Islandia como país candidato. Este informe deberá ser 
la base sobre la que los Veintisiete decidan si admiten o no la solicitud. Un 
pronunciamiento favorable de los Estados miembros daría paso al inicio de 
las negociaciones del Tratado de Adhesión.
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BALCANES: ALBANIA Y SERBIA: SOLICITUD DE ADHESIÓN

Dos países de los Balcanes occidentales presentaron su solicitud de in-
greso en la UE en 2009: Albania y Serbia.

Albania lo hizo el 28 de abril, pero no fue hasta el pasado 16 de no-
viembre que los Ministros de Exteriores de la UE desbloquearon la solici-
tud, requiriendo entonces el pronunciamiento de la Comisión. El Consejo 
de UE decidió retrasar el análisis de la solicitud albanesa hasta la conclu-
sión del proceso electoral que se celebró en junio en este país y, después, 
decidió esperar la verificación de los resultados y la clarificación de las 
acusaciones recíprocas de fraude entre el gobierno conservador y la oposi-
ción socialista.

Serbia presentó su solicitud de Adhesión el 22 de diciembre, en un acto 
considerado como de alta carga simbólica para toda la región balcánica, ya 
que confirma la evolución hacia la estabilidad de la principal potencia de la 
zona. El presidente serbio Boris Tadic expresó, con ánimo jubiloso, su de-
seo de que el país se convirtiera en Estado miembro de la UE en 2014 y, 
aunque reconoció que no sería fácil, recordó el camino recorrido en los úl-
timos diez años, desde la finalización de la guerra y el aislamiento, y el he-
cho de que «durante estos diez años nuestro principal objetivo ha sido inte-
grar a Serbia en la Unión Europea».

II. La actualidad institucional de la Unión Europea

II.1. Consejos Europeos de la Presidencia sueca

Durante el segundo semestre de 2009, la presidencia sueca de la Unión 
convocó cuatro Consejos Europeos en su composición de Jefes de Estado y 
de Gobierno de los Veintisiete.

En una primera reunión informal celebrada el 17 de septiembre, los 
Veintisiete líderes europeos definieron la posición de la UE para la cumbre 
del G-20 que tendría lugar en Pittsburgh los días 24 y 25 de ese mismo mes. 
Los Veintisiete abordaron un debate interno sobre la reforma de los merca-
dos financieros internacionales y sobre la remuneración de los altos direc-
tivos de las entidades bancarias. Respecto a la primera cuestión, la UE de-
cidió proponer al G-20 la puesta en marcha de un sistema coordinado de 
supervisión macroeconómica, basado en la cooperación del Fondo Moneta-
rio Internacional (FMI), el Consejo de Estabilidad Financiera (FSB en sus 
siglas en inglés) y los supervisores nacionales.

Y respecto a la segunda cuestión, los líderes europeos acordaron de-
fender la variabilidad en la remuneración de los directivos bancarios, pero 
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con una propuesta normativa que limite dichos incentivos, de manera que 
se asocien a los resultados de la entidad y se evite así la asunción de riesgos 
excesivos. La UE acordó proponer la posibilidad de imponer sanciones a 
aquellas entidades que incumplan dicha normativa y paguen compensacio-
nes excesivas a sus ejecutivos.

Asimismo, en el debate se trató la estrategia que presentaría la UE en 
materia de lucha contra el cambio climático en la cumbre mundial de Co-
penhague que se celebraría en diciembre. Los Veintisiete analizaron la 
cuantía de las ayudas que los países desarrollados deberán conceder a los 
países emergentes para apoyarles a reducir las emisiones de CO2. Según las 
estimaciones planteadas por la Comisión Europea, esta ayuda podría ascen-
der a 100.000 millones de euros anuales, y la UE podría tener que aportar 
en torno al 15%.

Los dirigentes europeos también hicieron balance de las medidas to-
madas para abordar la crisis financiera y de la situación económica mun-
dial. Las masivas ayudas estatales al sector financiero están generando fuer-
tes crecimientos en el déficit público de muchos Estados, por lo que, en su 
Declaración final, los Veintisiete aseguraron que la UE seguirá desarro-
llando estrategias que permitan el retorno a unas finanzas públicas sanea-
das, puesto que una Economía sostenible es imprescindible para mantener 
el empleo.

Por su parte, la segunda cumbre celebrada el 29 y 30 de octubre estuvo 
marcada por el resultado del referéndum irlandés sobre el Tratado de Lisboa 
y por las negociaciones con el presidente checo para incluir su petición de 
derogación de la Carta de los Derechos Fundamentales para su país y con-
seguir, así, su compromiso de firmar el Tratado.

El Consejo Europeo celebrado el 19 de noviembre resolvió el nombra-
miento de los nuevos líderes comunitarios. Herman Van Rompuy fue desig-
nado para ocupar la primera presidencia estable del Consejo Europeo, y Ca-
therine Ashton para convertirse en la Alta Representante de la Unión para 
Asuntos Exteriores y Política de Seguridad.

La presidencia sueca convocó finalmente un Consejo ordinario el 10 y 
11 de diciembre, con el que finalizaba su responsabilidad al frente de la 
Unión. Se trataba de la primera cumbre tras la entrada en vigor del Tratado 
de Lisboa, y sin duda Van Rompuy fue protagonista destacado.

En un discurso ante los Veintisiete Jefes de Estado y de Gobierno, el 
belga explicó que el tema más relevante de su mandato sería la Economía 
y anunció su intención de convocarles a una reunión informal a comienzos 
de febrero de 2010 para preparar la nueva Estrategia de reformas de la Eco-
nomía comunitaria. Destacó que el Consejo Europeo debe transmitir «men-
sajes visibles» a la ciudadanía europea, y no sólo en el terreno económico 
sino también respecto a otros retos a los que se enfrenta la UE, como su de-
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pendencia energética o su posicionamiento ante algunos conflictos interna-
cionales.

A juicio de muchos analistas, su discurso reveló una gran dosis de prag-
matismo. Anunció una drástica reducción de los asistentes a los Consejos 
Europeos (los líderes de los Veintisiete, el presidente de la Comisión, la 
Alta Representante Catherine Ashton y él mismo como presidente del Con-
sejo, quedando excluidos los ministros de Exteriores) y subrayó su voluntad 
de elevar el debate político de las cumbres, buscando el consenso y la cohe-
sión de los Veintisiete, y el avance del proyecto europeo.

II.2.  Nombramientos de Presidente del Consejo Europeo y Alta 
Representante de la Política Exterior

Los Veintisiete acordaron, en el Consejo Europeo celebrado en noviem-
bre, la elección de los dos nuevos líderes comunitarios que habrán de dirigir 
el Consejo Europeo y la Acción Exterior de la Unión, respectivamente.

Herman Van Rompuy, quien entonces era primer ministro cristianode-
mócrata de Bélgica, venía precedido por una imagen de político conciliador 
y eficaz en la complicada gestión de su país.

Ya en su discurso de aceptación del nombramiento, Van Rompuy defi-
nió su propio perfil como el de «un hombre de diálogo, unidad y acción», 
y señaló que, en su opinión, «cada país debe salir vencedor de las negocia-
ciones puesto que una negociación con vencidos es siempre una mala ne-
gociación». En este sentido destacó que, en su nueva responsabilidad que 
ha debido asumir plenamente el 1 de enero de 2010, «escucharía a todos» y 
«velaría porque las deliberaciones dieran resultados para todos».

En su primer día de trabajo, el 4 de enero, Van Rompuy anunció las fe-
chas de los Consejos Europeos que deberán celebrarse en el primer semes-
tre. La primera cumbre tendrá lugar el 11 de febrero y deberá dedicarse al 
debate sobre la nueva estrategia económica de la UE para el período 2010-
2020, ya que, según declaró, «necesitamos más crecimiento económico 
para financiar nuestro modelo social sobre bases sólidas y para preservar 
el modo de vida europeo». En el segundo Consejo, que se celebrará previ-
siblemente, los días 25 y 26 de marzo, los Jefes de Estado y de Gobierno 
aprobarán formalmente este plan económico. Por último, anunció que el 
tercer Consejo Europeo del primer semestre tendrá lugar los días 17 y 18 de 
junio.

Por su parte, Catherine Ashton, comisaria británica de Comercio, fue 
designada Alta Representante de la Política Exterior de la UE. Los medios 
de comunicación destacaron de ella su reputación de negociadora compe-
tente y de firme trabajadora «entre bambalinas», ya que ha protagonizado 
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una activa vida política en las últimas tres décadas en puestos intermedios 
y discretos del gobierno de Tony Blair en ámbitos de Educación, Asun-
tos Constitucionales y Justicia. Y, posteriormente, el actual primer ministro 
Gordon Brown la nombró líder de la Cámara de los Lores, desempeñando 
allí un papel clave en la tramitación del Tratado de Lisboa.

Su nombramiento fue una sorpresa, ya que no figuraba entre los candi-
datos con mayores probabilidades. Sin embargo, su candidatura tomó fuerza 
tras descartarse la candidatura de Tony Blair para la presidencia del Consejo 
Europeo. El Reino Unido reclamó entonces el puesto de Alto Representante 
de la Política Exterior, y dado el necesario equilibrio ideológico entre am-
bos puestos, presentó la candidatura de la laborista Ashton, quien, según 
muchos analistas, también se benefició del hecho de ser mujer.

Muchos medios y expertos no ocultaron su decepción por el «bajo per-
fil» de Van Rompuy y Ashton. Se lamentaron de que ninguno de los dos son 
figuras «de talla internacional» que doten a la UE de una imagen reconoci-
ble en el mundo. La inexperiencia de Ashton en asuntos diplomáticos, y el 
hecho de que sea una política desconocida, incluso para la mayoría de los 
británicos, llevaron a cuestionar especialmente su capacidad para desempe-
ñar las altas y complejas tareas encomendadas.

Muchos analistas señalaron también que, quizás, el perfil «gris» y des-
conocido de ambos habría sido, finalmente, un factor que valoraron los Je-
fes de Estado y de Gobierno de los Veintisiete en su designación, puesto que 
los líderes europeos no hubieran querido personalidades en las instituciones 
comunitarias que les hicieran sombra. La discreción y la falta de protago-
nismo restarían proyección internacional y liderazgo a la UE, pero también 
es cierto que podrían ser más eficaces en la consecución de consensos.

II.3. Renovaciones de la Comisión Europea

En una sesión del pleno del Parlamento Europeo celebrada el 16 de sep-
tiembre, Jose Manuel Durao Barroso consiguió el apoyo de 382 de los 718 
votos emitidos. Con este resultado, la ratificación de Barroso superó tanto 
la exigencia prevista en el Tratado de Niza (mayoría simple de votos, mi-
tad más uno de los 718) como la mayoría absoluta prevista en el Tratado 
de Lisboa (mayoría de miembros, mitad más uno de los 736 eurodiputados, 
369 votos).

La renovación de Barroso en la presidencia de la Comisión fue posible 
gracias a los apoyos que recibió de la gran mayoría de los eurodiputados de 
su grupo político, el conservador Partido Popular Europeo, y también de de 
los diputados del grupo Liberal y del grupo de euroescépticos conservado-
res británicos, checos y polacos. Barroso también obtuvo el apoyo de una 
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treintena de socialistas, la mayoría españoles y portugueses, que se desmar-
caron de la posición oficial de abstención del grupo.

En todo caso, el mandato de la Comisión finalizaba el 31 de octubre, 
pero la indefinición sobre la entrada en vigor del Tratado de Lisboa llevó 
al retraso de su renovación. Hasta que ésta se produzca, el actual ejecutivo 
comunitario actúa en funciones, gestionando tan sólo «asuntos corrientes», 
con limitaciones importantes en el desarrollo de iniciativas legislativas.

Siguiendo el proceso establecido para el nombramiento de la nueva Co-
misión, el 27 de noviembre José Manuel Barroso, Presidente electo de la 
institución, anunció el reparto de carteras tras celebrar minuciosas consultas 
con todos los candidatos, a fin de asignar las tareas adecuadas a las perso-
nas adecuadas.

El Presidente señaló su intención de ejecutar con este nuevo equipo el 
programa de cambio que definió en septiembre, tras su designación.

Según Barroso, «sobre la base de los nombramientos efectuados por 
los Estados miembros, he querido designar un Colegio de Comisarios que 
pueda generar nuevas ideas y un nuevo impulso para los principales retos a 
los que nos enfrentamos hoy día en Europa». Dijo confiar en que «este Co-
legio de Comisarios sea decisivo para favorecer la recuperación de Europa 
y una Economía social de mercado sostenible que esté al servicio de los 
ciudadanos». Destacó también la constitución de una Comisión fuerte que 
pueda desempeñar el papel reforzado de Europa también a escala mundial, 
según lo establecido por el Tratado de Lisboa.

Recalcó cinco retos clave a los que se enfrenta Europa:
— Reactivar el crecimiento económico actual y garantizar la sostenibi-

lidad a largo plazo y la competitividad de cara al futuro
— Combatir el desempleo y reforzar la cohesión social
— Conseguir que el reto de una Europa sostenible aporte una ventaja 

competitiva
— Garantizar la seguridad de los europeos
— Reforzar la ciudadanía y la participación de la Unión Europea.
Catorce comisarios, incluido el Presidente, son miembros de la Comi-

sión saliente. El nuevo Colegio de Comisarios contará con nueve mujeres y 
siete Vicepresidentes, incluida Catherine Ashton, que será al mismo tiempo 
la Alta Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Se-
guridad.

En su mayoría proceden del Partido Popular Europeo (13 contando a 
Barroso). Le sigue el grupo Liberal que suma 8 comisarios y el Partido So-
cialista con 6.

El Presidente Barroso anunció la creación de nuevas carteras: Acción 
por el Clima; Asuntos de Interior; Justicia, Derechos Fundamentales y Ciu-
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dadanía. Y la remodelación de otras: Educación, Cultura, Multilingüismo y 
Juventud; Salud y Política de Consumidores; Industria y Espíritu Empren-
dedor; Investigación, Innovación y Ciencia; Cooperación Internacional, 
Ayuda Humanitaria y Respuesta a las Crisis.

Responsabilidades de los Comisarios designados
— Joaquín ALMUNIA: Competencia. Vicepresidente de la Comisión.
— László ANDOR: Empleo, Asuntos Sociales e Inclusión.
— Catherine ASHTON: Alta Representante de la Unión para Asuntos Ex-

teriores y Política de Seguridad y Vicepresidenta de la Comisión.
— Michel BARNIER: Mercado Interior y Servicios.
— Dacian CIOLOŞ: Agricultura y Desarrollo Rural.
— John DALLI: Salud y Política de Consumidores.
— Maria DAMANAKI: Asuntos Marítimos y Pesca.
— Karel DE GUCHT: Comercio.
— Štefan FÜLE: Ampliación y Política de Vecindad.(*)
— Johannes HAHN: Política Regional.
— Connie HEDEGAARD: Acción por el Clima.
— Máire GEOGHEGAN-QUINN: Investigación, Innovación y Ciencia.
— Rumiana JELEVA: Cooperación Internacional, Ayuda Humanitaria y 

Respuesta a las Crisis. (*)
— Siim KALLAS: Transportes. Vicepresidente de la Comisión.
— Neelie KROES: Agenda Digital. Vicepresidenta de la Comisión.
— Janusz LEWANDOWSKI: Presupuesto y Programación Financiera.
— Cecilia MALMSTRÖM: Asuntos de Interior.
— Günther OETTINGER: Energía.
— Andris PIEBALGS: Desarrollo.(*)
— Janez POTOČNIK: Medio Ambiente.
— Viviane REDING: Justicia, Derechos Fundamentales y Ciudadanía. 

Vicepresidenta de la Comisión.
— Olli REHN: Asuntos Económicos y Monetarios.
— Maroš ŠEFČOVIČ: Relaciones Interinstitucionales y Administración. 

Vicepresidente de la Comisión.
— Algirdas ŠEMETA: Fiscalidad y Unión Aduanera, Auditoría y Lucha 

contra el Fraude.
— Antonio TAJANI: Industria y Espíritu Emprendedor. Vicepresidente 

de la Comisión.
— Androulla VASSILIOU: Educación, Cultura, Multilingüismo y Juven-

tud.

(*) en estrecha cooperación con la Alta Representante/Vicepresidenta.
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La baronesa Ashton será la Vicepresidenta Primera. No obstante, dadas 
sus funciones específicas, particularmente en el Consejo, la sustitución del 
Presidente durante su ausencia correrá a cargo de los otros Vicepresidentes, 
con arreglo al orden de precedencia definido por el Presidente: Viviane Re-
ding, Joaquín Almunia, Siim Kallas, Neelie Kroes, Antonio Tajani, Maroš 
Šefčovič.

Los candidatos designados deberán comparecer individualmente ante 
las comisiones parlamentarias del 11 al 19 de enero, y la votación parla-
mentaria de ratificación podría tener lugar el 26 de enero. Tras esta investi-
dura parlamentaria, el Consejo Europeo debería proceder al nombramiento 
oficial de la Comisión.

Tras dicho nombramiento, tendrá por delante un mandato que se pro-
longará hasta el 31 de octubre de 2014, cinco años después de la fecha ini-
cialmente prevista para su designación.

II.4.  Parlamento Europeo: nuevo presidente y designación de 18 nuevos 
eurodiputados

En la sesión constitutiva del Parlamento Europeo, que tuvo lugar en 
julio en Estrasburgo, Jerzy Buzek fue elegido nuevo Presidente del Parla-
mento Europeo con el apoyo de 555 de los 644 votos emitidos.

Nacido en Smiłowice (Polonia), Buzek fue Primer Ministro de Polonia 
entre 1997 y 2001, participó en las negociaciones de adhesión del país a la 
Unión Europea. Es eurodiputado del Partido Popular Europeo desde 2004. 
El nuevo Presidente describió su elección como «un tributo a esos millones 
de personas que lucharon por la democracia», recordando a los diez Esta-
dos de Europa central y oriental que se incorporaron a la Unión Europea en 
2004. En efecto, Buzek es el primer europeo del Este al frente de la Eurocá-
mara y que ocupa un cargo relevante en la Unión.

En Polonia recibieron el nombramiento con gran satisfacción. El primer 
ministro, Donald Tusk, aplaudió la elección. «Es el final de una división entre 
los nuevos y los antiguos miembros de la UE de la que nunca se habla pero 
que existe. Estoy muy contento porque hayan elegido a un polaco. Esta victo-
ria es un símbolo de la integración real entre la nueva y la vieja Europa».

En su primer discurso como presidente de la Eurocámara, Buzek cali-
ficó su nombramiento como «un enorme reto y un gran honor», y recordó la 
importancia de conocer las necesidades de los ciudadanos para llevar a cabo 
su labor. Aseguró que una de sus prioridades será recuperar la confianza de 
los ciudadanos europeos.

Por otra parte, el Consejo Europeo celebrado en diciembre aprobó el 
inicio del proceso de una primera reforma del Tratado de Lisboa, encami-
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nado a elaborar un protocolo que permita la incorporación de dieciocho 
nuevos diputados a la Asamblea Europea.

Según el Tratado de Lisboa, el número de eurodiputados llegará a 751, 
con un mínimo de seis diputados por Estado miembro y un máximo de no-
venta y seis escaños. Esta disposición obligará a la retirada de tres eurodi-
putados alemanes ya que su actual representación es de 99 parlamentarios. 
En conjunto, a los 736 escaños actuales se restarán los 3 germanos y se su-
marán 18 procedentes de 12 Estados miembros para alcanzar los 751 euro-
diputados.

Distribución de Escaños en el Parlamento Europeo

Estado miembro 2009 
Niza

2010 
Lisboa Estado miembro 2009 

Niza
2010 

Lisboa
 Alemania 99 96  Suecia 18 20
 Francia 72 74  Austria 17 19
 Italia 72 73  Bulgaria 17 18
 R. Unido 72 73  Finlandia 13 13
 España 50 54  Dinamarca 13 13
 Polonia 50 51  Eslovaquia 13 13
 Rumania 33 33  Irlanda 12 12
 P. Bajos 25 26  Lituania 12 12
 Bélgica 22 22  Letonia 8 9
 R. Checa 22 22  Eslovenia 7 8
 Grecia 22 22  Chipre 6 6
 Hungría 22 22  Estonia 6 6
 Portugal 22 22  Luxemburgo 6 6

 Malta 5 6
TOTAL UE 736 751

A partir de la decisión del Consejo, los Estados miembros y el propio 
Parlamento Europeo deberán debatir sobre el procedimiento a seguir en la 
redacción del protocolo y, en particular, si se seguirá un método simplifi-
cado o si se convocará una Convención intergubernamental que elabore la 
enmienda del Tratado de Lisboa. Una vez que se acuerde el texto del proto-
colo, previsiblemente durante la presidencia española del primer semestre 

42 Cuadernos Europeos.indd   21342 Cuadernos Europeos.indd   213 5/3/10   11:21:005/3/10   11:21:00



Crónica comunitaria: La actualidad institucional y económica de España en el marco...  Beatriz Iñarritu

 Cuadernos Europeos de Deusto214 ISSN: 1130 - 8354, Núm. 42/2010, Bilbao, págs. 199-219

de 2010, éste deberá ser ratificado por todos los Estados, trámite que podría 
prolongarse durante más de un año, según apuntaron fuentes parlamentarias.

Como solución provisional, el propio Parlamento ya había acordado en 
noviembre conceder a estos nuevos diputados el estatus de «observadores», 
lo que significa que, de forma transitoria, podrán ejercer su función parla-
mentaria sin derecho a voto.

España es el país más beneficiado por el cambio, ya que ganará cua-
tro eurodiputados: dos representantes del Partido Socialista, dos del Par-
tido Popular y uno de Convergencia i Unió. Ya en las elecciones celebradas 
en junio de 2009, la autoridad electoral española previó que su designación 
correspondería a los cuatro primeros candidatos que se situaran tras los cin-
cuenta eurodiputados elegidos entonces. Sin embargo, países como Reino 
Unido, Francia o Italia, no determinaron entonces el sistema de designación 
de estos nuevos diputados, y la decisión es, ahora, más compleja porque in-
cluso, en algunos casos, sus procedimientos electorales se basan en circuns-
cripciones territoriales y no únicas. La intención de Francia de enviar a Es-
trasburgo a diputados nacionales fue rechazada por el propio Parlamento 
Europeo, en la medida en que todos los eurodiputados deben ser elegidos 
por sufragio universal directo.

II.5.  Creación del Servicio Europeo de Acción Exterior (SEAE)

Los Ministros de Asuntos Exteriores de los Veintisiete acordaron el 26 
de octubre la creación del Servicio Europeo de Acción Exterior, SEAE, que 
deberá convertirse en el futuro servicio diplomático de la Unión.

Es previsible que finalmente llegue a contar con 7.000 funcionarios, 
procedentes de la Comisión, la Secretaría General del Consejo y de los Es-
tados miembros, y que las más de 130 Delegaciones de la Comisión en ter-
ceros países se conviertan en Delegaciones de la Unión Europea. Quizás en 
diez o quince años, estas representaciones podrían asumir servicios consu-
lares comunitarios.

El SEAE, que será un organismo independiente de la Comisión y del 
Consejo, disfrutará de plena autonomía para gestionar su personal y su pre-
supuesto (50.000 millones de euros hasta 2013). Su máxima responsable 
será la Alta Representante de Política Exterior, Catherine Ashton, quien de-
berá presentar a los Veintisiete un plan detallado de funcionamiento del Ser-
vicio para su eventual aprobación en el mes de abril.

De hecho, la estructura organizativa y la concreción de competencias 
del nuevo Servicio son objeto de negociación entre los Estados miembros. 
Determinados países, como Reino Unido y algunos nórdicos, defienden 
un Servicio de mínimos, que se limite a actividades diplomáticas estrictas, 
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mientras que otros países, como Alemania, España e Italia, prefieren que el 
Servicio asuma labores consulares y actividades de comercio y desarrollo.

El SEAE, que es considerada una de las mayores innovaciones del Tra-
tado de Lisboa, potenciará la imagen y el peso exterior de la Unión. Será la 
«primera red diplomática mundial», no sólo por el número de efectivos con 
que contará sino también por su cualificación: diplomáticos británicos en 
países de su antiguo imperio, diplomáticos franceses en el norte de África 
y Oriente Medio, diplomáticos españoles en América Latina y diplomáticos 
alemanes en Europa del Este.

III. Cuestiones generales de la actualidad económica

III.1.  Unión Monetaria Europea: mantenimiento de tipos de interés y 
retirada de inyecciones de liquidez

El BCE decidió en diciembre mantener el tipo de interés básico en el 
1%, tal como quedó fijado en mayo y anunció, también, su intención de fi-
nalizar, de forma paulatina, algunas de las medidas extraordinarias de apoyo 
a la banca europea.

En concreto, el presidente de la entidad monetaria confirmó que la su-
basta de liquidez a doce meses prevista para el 16 de diciembre sería la ter-
cera y última de este tipo, y que las operaciones a seis meses finalizarían el 
31 de marzo de 2010. El anuncio de cancelación de esta línea extraordinaria 
de crédito fue interpretado como una señal de que el BCE confía ya de ma-
nera inequívoca en la recuperación económica. «Vamos a seguir apoyando 
al sector financiero, pero la banca debe empezar a hacer su trabajo», advir-
tió Trichet en la rueda de prensa que siguió a la reunión del Consejo de Go-
bierno de la entidad.

El Banco mantiene así la alerta sobre el peligro de que un exceso de li-
quidez en el sistema provoque un repunte de la inflación. No se pronun-
ció sobre el programa de compra de bonos garantizados al sistema bancario 
(garantizados por deuda hipotecaria o por créditos a instituciones públicas) 
que fue anunciado en mayo, por lo que, previsiblemente seguirá inalterado 
hasta junio de 2010.

III.2.  Ecofin: mantenimiento de medidas de apoyo a la Banca Comunitaria

Los ministros de Economía y Finanzas decidieron, en noviembre, no 
apoyar la propuesta de la Comisión de poner fecha a la retirada de ayudas 
a los bancos, por considerar que la situación del sector financiero seguía 
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siendo de «mucha fragilidad». Los Veintisiete alertaron de que una decisión 
prematura de finalización de los planes de garantías, recapitalización y ges-
tión de activos tóxicos de los bancos comunitarios podría «debilitar y deses-
tabilizar» el sector financiero.

Y ello a pesar de que también señalaron la necesidad de «empezar a di-
señar la estrategia de salida», puesto que mantener los planes de ayudas más 
tiempo del necesario incrementaría el riesgo de distorsiones de competencia 
y «permitiría la supervivencia de bancos que no serían rentables sin ayudas 
públicas». Para determinar el momento oportuno de esta retirada de fondos 
públicos, el Ecofin considera que habrá que valorar factores como la conso-
lidación de la recuperación económica, la fortaleza de los balances banca-
rios y el funcionamiento de los canales de crédito.

Hasta noviembre, los Estados miembros habían apoyado a sus sectores 
financieros con medidas que suponen alrededor del 13% de PIB, aunque si 
se suman los fondos aprobados y no utilizados, el porcentaje se situaría en 
el 31%.

III.3.  Ecofin: acuerdo sobre la supervisión del sistema financiero

El proyecto de crear un sistema comunitario de supervisión de los mer-
cados financieros avanzó en el segundo semestre de 2009, con la conclusión 
de sendos acuerdos de los Veintisiete ministros de Economía y Finanzas, 
Ecofin, sobre los dos mecanismos propuestos por la Comisión Europea:

— El 20 de octubre, los ministros acordaron la creación del «Consejo 
Europeo de Riesgos Sistémicos», que deberá desarrollar labores de 
vigilancia macroeconómica para detectar y alertar sobre nuevas ame-
nazas para la estabilidad financiera en la UE.

 Entre los riesgos que examinará el nuevo órgano destacan la solidez 
de la situación de los bancos, la aparición de burbujas o el buen fun-
cionamiento de las infraestructuras de los mercados. Una vez iden-
tificados los riesgos, el Consejo dirigirá recomendaciones al país o 
grupo de países afectados.

— Y el 2 de diciembre también alcanzaron un compromiso político sobre 
la creación de las tres autoridades que ejercerán el control sobre cada 
uno de los sectores financieros, banca, seguros y mercados bursátiles, 
y que formarán el «Sistema Europeo de Supervisores Financieros».

 Se trata de un acuerdo político para poner en marcha en 2010 las 
tres nuevas Autoridades Europeas de Supervisión, que tendrán po-
deres de mediación y actuación cuando existan discrepancias entre 
los reguladores nacionales de los Estados en los que operen entida-
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des transfronterizas, y que también podrán intervenir en situaciones 
de «urgencia» financiera. Las tres nuevas autoridades se encargarán 
además de elaborar normas técnicas comunes para las entidades fi-
nancieras y supervisarán a las agencias de calificación de riesgos.

 Londres había bloqueado la iniciativa porque se resistía a ceder po-
deres a las autoridades europeas, sobre todo en los casos en los que 
hubiera que utilizar fondos públicos para rescatar entidades financie-
ras. Finalmente, retiró sus reservas tras obtener una cláusula de sal-
vaguarda que le permitirá apelar, ante el Ecofin, cualquier decisión 
de las autoridades comunitarias que tenga impacto presupuestario. 
La última palabra la tendrán, por tanto, los ministros de Economía 
de la UE:
• Si se trata de decisiones «de conciliación«, el Estado dispondrá 

de un recurso. Bastará con que el Ecofin no pueda aprobarla por 
mayoría de votos emitidos para que la decisión sea anulada.

• Si se trata, en cambio, de decisiones «de urgencia», el Estado desti-
natario podrá recurrir hasta dos veces ante el Consejo de ministros 
si, en efecto, considera que la decisión invade sus competencias 
presupuestarias. El Ecofin podrá revocarla por mayoría simple.

El Consejo Europeo celebrado en diciembre aprobó ambos acuerdos. 
Sin embargo, queda pendiente su aprobación por parte del Parlamento Eu-
ropeo. Si esta ratificación se produjera con celeridad, el nuevo sistema po-
dría ser operativo en el transcurso de 2010.

III.4.  Directiva sobre cortes en el acceso a Internet por descargas ilegales

En noviembre, el Consejo de Ministros y el Parlamento Europeo alcan-
zaron un acuerdo de conciliación sobre el último capítulo pendiente de la 
reforma legal sobre las Telecomunicaciones, el relativo a las descargas ile-
gales de música y vídeos de Internet.

Según el texto finalmente consensuado, el acceso a la Red podrá ser res-
tringido «de acuerdo con la legislación que decida libremente cada Estado, 
según procedimientos apropiados, proporcionados y necesarios en una so-
ciedad democrática». No aclara, sin embargo, si la naturaleza de estos proce-
dimientos previos, «justos e imparciales», debe ser administrativa o judicial, 
con lo que se interpreta que el corte de las conexiones a Internet por descar-
gas ilegales podría realizarse sin necesidad de una orden judicial previa.

La nueva Directiva sí incluye el derecho de los internautas a una «revi-
sión judicial efectiva y oportuna», en el marco del respeto de los principios 
de presunción de inocencia y de privacidad.
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El acuerdo significó un claro respaldo a las normativas en vigor en 
Francia y Reino Unido, que prevén restricciones en las conexiones me-
diante un sistema de avisos, en casos de descargas masivas de archivos pro-
tegidos por derechos de autor (música y películas, fundamentalmente). En 
España, la legislación vigente exige autorización judicial, aunque el go-
bierno estudia, desde hace tiempo, su modificación.

La Directiva, que forma parte de una amplia reforma legislativa, com-
puesta por dos Directivas y un Reglamento denominada «Paquete de Te-
lecomunicaciones», fue finalmente aprobada por el Parlamento y por el 
Consejo de Ministros el 25 de noviembre, previendo un período de 18 me-
ses, hasta mediados de 2011, para que los Estados la incorporen a sus le-
gislaciones nacionales. Según fuentes de la Comisión Europea, gracias a 
esta reforma, 500 millones de ciudadanos podrán beneficiarse de la mayor 
competencia en el sector de las Telecomunicaciones, disfrutando de más po-
sibilidades de elección, de conexiones rápidas de banda ancha a Internet en 
toda Europa y de una protección reforzada de su derecho a la intimidad en 
sus comunicaciones.

III.5.  Competencia - ayudas de estado: denuncia sobre deducciones 
en el impuesto de sociedades español

La Comisión Europea decidió el pasado 28 de octubre exigir a España 
la supresión de una deducción prevista en el Impuesto de Sociedades que, 
desde 2002, favorece la compra de empresas extranjeras por parte de com-
pañías españolas. Se trata de una disposición que permite a las empresas 
establecidas en España aplicar una deducción en el Impuesto, durante 20 
años, sobre el importe del Fondo de Comercio en la adquisición de empre-
sas extranjeras (diferencia entre el precio pagado por la participación y su 
valor contable) cuando la compra supere el 5% de la empresa adquirida.

La medida pasó inadvertida hasta que se produjeron las expansiones in-
ternacionales de grandes compañías como Telefónica, Iberdrola o el Banco 
Santander. En 2007, Bruselas inició una investigación y ha llegado a la con-
clusión de que el régimen fiscal español «falsea la competencia en el Mer-
cado Único, ya que otorga una ventaja selectiva injustificada a las empresas 
españolas».

La comisaria de Competencia, Neelie Kroes, precisó que «para preser-
var unas condiciones competitivas equitativas en el Mercado Único, España 
debe poner fin a esta medida y recuperar la ayuda ilegal concedida desde 
diciembre de 2007». De hecho, la obligación de recuperar estas ayudas ile-
gales a partir de diciembre de 2007, implica una reducción sustancial en las 
sumas que deberán devolver las empresas, ya que las operaciones de mayor 
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dimensión se llevaron a cabo antes de esta fecha. La cantidad concreta será 
objeto de una negociación entre Bruselas y Madrid, pero será muy inferior 
al importe de unos 30.000 millones de euros en que se estima el total de de-
ducciones del Impuesto aplicadas desde 2002.

III.6.  Competencia - ayudas de estado: nueva sentencia sobre las 
vacaciones fiscales vascas

El Tribunal de Primera Instancia de la UE emitió una nueva sentencia 
sobre las denominadas «vacaciones fiscales vascas» el 9 de septiembre de 
2009, ratificando el criterio de la Comisión Europea sobre la ilegalidad de 
dichas medidas, por considerarlas ayudas de Estado incompatibles con el 
Mercado Común.

Las Diputaciones Forales aseguraron que la decisión no tendría conse-
cuencias reales puesto que las alrededor de 300 empresas beneficiarias ya 
habían devuelto los incentivos fiscales conseguidos en los años 90 y que se 
estiman en unos 1.600 millones de euros. De hecho, hace dos años y sin es-
perar el fallo definitivo, el Tribunal comunitario ya ordenó a las autoridades 
vascas la recuperación de las ayudas, y es por ello que, desde entonces, las 
Haciendas han ido recuperándolas tras negociar con las empresas la manera 
más adecuada.

En cualquier caso, las instituciones y empresas vascas habían confiado 
en que el Tribunal comunitario hubiera admitido sus tesis de «confianza le-
gítima» y «seguridad jurídica» para no exigir finalmente el reintegro de las 
ayudas. En este caso, las Haciendas hubieran debido reintegrarles el dinero 
recuperado.

Aunque los juristas conocedores del procedimiento anticiparon que, 
dada la contundencia de la sentencia, el recurso de casación ante el Tribu-
nal principal de la UE no podría tener muchas expectativas de éxito, las tres 
Diputaciones decidieron en octubre interponerlo. Señalaron la existencia 
de motivos suficientes y fundados para solicitar un cambio de criterio en la 
Corte comunitaria. Fuentes de la Hacienda alavesa destacaron, en particu-
lar, que la Comisión Europea no fue lo suficientemente diligente a la hora 
de comunicarles la ilegalidad de los incentivos, llegando a tardar 79 meses 
en realizar dicha comunicación. La Comisión emitió un nuevo dictamen a 
finales de noviembre amenazando con multas millonarias si Álava y Gui-
púzcoa no recuperaban las ayudas en un plazo de dos meses.
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